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PRÓLOGO 

En la Antigüedad, algunas culturas que vivieron un panteísmo materialista elevaron 
el agua, uno de los cuatro elementos de la Naturaleza, al rango de divinidad. 

El ingenio romano construyó pozos, presas, acueductos y canalizaciones, pero nunca 
olvidó el carácter divino del agua y la responsabilidad humana para su preservación. El 
agua romana siempre se distribuyó libremente y nunca fue objeto de negocio. 

Desacralizada por los monoteísmos, el agua perdió una posición privilegiada que le 
garantizaba respeto y protección. Es más, por momentos perdió su tradicional identifi-
cación con la salud y el buen vivir. Luis XIV solamente se bañó una vez en su vida, y por 
prescripción médica. 

Con la Ilustración y el inicio de la ciencia económica se planteó el problema del 
enfoque racional del tema del agua. Ni divina, ni demoníaca, el agua es un elemento 
físico necesario para el desarrollo humano. En su esencia es un elemento natural, como 
el aire, y está disponible en cantidad suficiente para la supervivencia de la humanidad. Sin 
escasez, el agua es un bien no-económico, pero cuando las disponibilidades disminuyen 
se transforma en un bien económico que puede ser objeto de intercambio. 

Por el momento, el problema esencial del agua es el de su distribución espacial y 
temporal. Los fenómenos de escasez se refieren a zonas geográficas y a periodos especí-
ficos. 

La redistribución del agua conlleva costes económicos, y da origen a una actividad 
productiva en la que intervienen empresas privadas y públicas de todo tipo, y en moda-
lidades muy diferentes según los países. También difieren los Estados nacionales en 
cuanto a la forma de recuperación por parte de las empresas productoras de sus gastos y 
de sus beneficios. En algunos casos intervienen los precios, con frecuencia en forma de 
tarifas aplicadas en el marco de una concesión; en otros se opta por una distribución 
gratuita del agua dejando al presupuesto público la elección del procedimiento fiscal 
apropiado. 

Los sistemas de redistribución del agua funcionan razonablemente bien en los países 
avanzados, aunque nunca será posible evitar enfrentamientos sociales en casos como el 
de los transvases entre cuencas, cuando se pueden identificar zonas excedentarias y zo-
nas deficitarias, y no basta con apelar al principio de solidaridad para motivar una trans-
ferencia sin contrapartida de un recurso económico (recordemos que el agua es un bien 
económico en situaciones de escasez territorial o temporal). 



1 2 

El verdadero problema del agua se sitúa en nuestros días en los países más pobres, 
cuyas poblaciones carecen de acceso al agua potable, o cuyas agriculturas se mueren en 
épocas de sequía. En este caso no existen recursos económicos suficientes para realizar 
las obras necesarias de redistribución. 

En un plazo relativamente breve, de una o dos décadas, tendremos en el mundo unas 
600 ciudades de más de un millón de habitantes con serios problemas de abastecimiento 
de aguas. El Grupo de Lisboa1 ha señalado la importancia y la urgencia de esta situación 
problemática y, en un Manifiesto del Agua2, ha propuesto nuevas fórmulas contractuales 
de cooperación entre Estados, empresas, organizaciones institucionales gubernamenta-
les y no-gubernamentales, regiones y municipios para establecer mecanismos económi-
cos que permitan afrontar esta dramática situación. 

En todos estos casos en los que el agua deja de ser un recurso libre de la Naturaleza 
para transformarse en una necesidad insatisfecha para el consumo y la producción, inter-
viene necesariamente la economía del agua. 

Este es el ambicioso título de la obra de Gonzalo Saénz de Miera que intenta conden-
sar nuestros conocimientos en tan compleja materia. Porque sin necesidad de retornar al 
pensamiento panteísta, el agua es un bien común de la humanidad que por tanto otorga 
a todo habitante del planeta un derecho inalienable a consumirla. 

El capítulo dedicado a la teoría económica de la gestión y tarificación del agua expli-
ca, magistralmente, lo que nos dicen los grandes economistas tanto sobre la gestión y 
tarificación de los recursos naturales en general, como sobre los problemas de gestión y 
tarificación específicos de los bienes y servicios públicos. La lectura es enriquecedora y 
demuestra el interés de los economistas por las teorías en las que se enmarca necesaria-
mente la economía del agua, que al mismo tiempo es un recurso natural y facilita servi-
cios públicos. 

Evidentemente el tema central que nos debe preocupar es el del precio o la tarifación 
del agua. El precio de un bien o servicio es un reflejo de su escasez. Cuando un bien es 
gratuito, el consumidor no recibe ninguna señal de esta escasez que, como ya hemos 
visto, puede producirse en el espacio y en el tiempo. En este caso, es obvio que no 
existirán frenos para la demanda, y se adoptarán hábitos de producción y de consumo 
relativamente intensivos en agua e impropios de eventuales situaciones de escasez. Es así 
como Gonzalo Saénz de Miera, al analizar una situación concreta, la de Andalucía, ob-
serva cómo una disponibilidad de agua a bajo precio en la agricultura estimula la produc-
ción de bienes con un alto contenido en agua. 

En este caso de Andalucía, en el que el autor utiliza múltiples observaciones estadís-
ticas y modelos econométricos para intentar cuantificar los aspectos notables de la situa-
ción, existen aportaciones de un extraordinario interés. Es así como al calcular un hipo-
tético sistema de precios de todos los bienes que consumimos, si el valor de estos bienes 
correspondiera a su contenido en agua, se observa que el precio relativo de los agrios 
debería ser multiplicado por 32 en relación con la situación actual. 
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Es evidente que una situación de este tipo reflejaría una escasez absoluta de agua en 
la que no nos encontramos ahora, y que tampoco se vislumbra para los próximos milenios 
a nivel planetario, pero también es obvio que este resultado señala la necesidad de au-
mentar, por ejemplo, el precio relativo de los agrios (aumentando el precio del agua que 
absorben) si se quiere ser consecuente con una situación de escasez relativa en ciertas 
zonas del territorio andaluz. 

Los precios no constituyen la única vía económica de la gestión de la demanda de 
agua. También existe la posibilidad de modificar las funciones tecnológicas de esta de-
manda, introduciendo medidas de conservación tanto en las actividades de consumo 
ciudadano, como en las de los sectores productivos, y en especial de la agricultura. 

Gonzalo Saénz de Miera pone claramente en evidencia, en su capítulo de propuestas, 
las ventajas e inconvenientes de las políticas activas de conservación del agua, por una 
parte, y de los precios y los mercados, por otra. El lector sabrá juzgar en función de las 
circunstancias de su entorno cómo deberían actuar los poderes públicos en los casos 
concretos a los que estos se verán confrontados. No hay soluciones únicas universales. 
La economía del agua, como toda economía, por cierto, requiere razonamientos robus-
tos y sentido común. 

En este libro, el lector encontrará razonamientos robustos, con frecuencia apoyados 
por el rigor matemático, y por el uso de modelos econométricos, y al mismo tiempo, una 
gran dosis de sentido común para poner en su debido sitio los resultados de las teorías y 
de las observaciones estadísticas. 

El mundo del agua ya no es un mundo de dioses como Atl el azteca, Apa la india, 
Nina la babilonia o Haipi el egipcio, pero sigue siendo un mundo que con frecuencia se 
encierra en la esfera pasional. El tema del agua es capaz de provocar manifestaciones, 
enfrentamientos, y, en tierras africanas, verdaderos conflictos bélicos. La pasión por el 
agua es algo profundo, visceral, que es difícilmente comprensible por el economista. 
Pero es una realidad concreta con la que debemos convivir. 

El libro de Gonzalo Saénz de Miera es el trabajo de un economista que no esconde su 
pasión por el agua; es más, es esta pasión la que le ha llevado a dedicar miles de horas 
hasta profundizar sus conocimientos en la materia. 

Apoyada en el razonamiento, la pasión se controla mejor sin perder ni un ápice de su 
fuerza vital. Después de todo, nuestro cerebro condensa permanentemente lo intuitivo y 
pasional con lo deductivo y racional. Pocos temas son hoy en día tan importantes como 
el del agua para integrar en un proceso investigador la pasión y la razón. 

Emilio Fontela 
Madrid, 29 de diciembre 2001 

' The Group of Lisbon, Limits to Competition, MIT Press, Cambridge (Mass.), 1995 
2 Riccardo Petrella, "Manifiesto del agua, por un contrato mundial", Revista Valenúana d'Estudis Autonomies, 

24, Valencia 1996. 





INTRODUCCIÓN 

"Dos cosas son necesarias en cualquier paraje 
donde nos propongamos pasar la vida: 

tranquilidady agua " 
R. L. Stevenson, lui casa idea!. 

A veces no hay forma mejor de comenzar algo que recordando lo obvio. Este es, me 
parece, el caso de este libro, en el que se empezará por decir algo tan evidente como que 
el agua es un elemento básico para la vida. En la historia de la humanidad, el valor 
esencial del agua lo descubrimos a través de los siglos y de las culturas en manifestaciones 
y expresiones diversas: en la literatura, en la filosofía, en la religión, en el arte, en la 
guerra, en el comercio... Tenemos el agua que fascina y que ocupa un lugar simbólicamente 
importante en nuestras reflexiones, en nuestra imaginación, en nuestras fantasías; tenemos 
el agua que es esencial para la salud física y mental del hombre; tenemos el agua como 
alma del paisaje, seña de identidad de los pueblos, fuente de placer estético y de disfrute; 
tenemos el agua que preocupa porque es vital para la supervivencia de un grupo humano, 
de un pueblo, de una civilización-

Seguramente por el valor esencial del agua para la vida, en las versiones que conocemos 
(vegetal, animal, y humana), es por lo que muy pronto se convierte en un problema en 
las sociedades humanas: por su escasez, por su exceso, por su degradación, o por las 
disputas que provoca su posesión y disfrute. Estas dos proposiciones generales, el agua 
es básica y el agua es un problema, son los ejes fundamentales sobre los que gira este 
libro en el que, como luego explicaré, se analiza el papel que la ciencia económica, 
tradicionalmente poco considerada en este asunto en comparación con otras disciplinas, 
puede desempeñar en relación con el enfoque y la solución del problema del agua en 
nuestro tiempo. 

El agua en la historia 

A lo largo de la historia el agua ha sido un problema para el hombre ante el que 
necesariamente había que enfrentarse. Desde la antigüedad el hombre ha luchado por 
controlarla, para tenerla disponible y para evitar los daños que su exceso pudiera causarle. 
Con este propósito, ha intervenido, desde siempre, en el medio natural, mediante la 
construcción de obras hidráulicas para detener, desviar, conducir y acarrear el agua. 

Un breve repaso a la relación del hombre con el agua en la historia bastará para 
comprobarlo. La excavación de pozos, al principio poco profundos, fue la primera 
intervención del hombre tras la charca comunal del neolítico. Las grandes civilizaciones 
de Egipto, China y Mesopotamia crearon sofisticados sistemas de riego que convirtieron 
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desiertos en ricos vergeles. Los romanos fueron los mayores constructores de sistemas 
de agua del mundo antiguo, no superados hasta la era industrial. Roma, la ciudad del 
agua, tenía doce grandes acueductos al final del Imperio. Los árabes, más adelante, 
desarrollaron complejos sistemas de riego, utilizaron el agua corriente para funciones 
estéticas y ornamentales, y establecieron modelos de gestión del agua que, en muchos 
casos, se han mantenido vigentes hasta nuestros días. 

Con todo, a pesar del esfuerzo realizado, desde tiempos inmemoriales, por someter 
al agua, por llevarla allí donde se necesitaba, lo cierto es que, hasta finales del siglo 
XVIII, las intervenciones realizadas fueron poco eficaces si las medimos en relación 
con el nivel de control alcanzado. El hombre, a pesar de los avances realizados, seguía 
siendo vulnerable, con la tecnología entonces disponible, a los riesgos derivados del 
carácter aleatorio e incontrolable del agua. En estas condiciones, la presencia del agua, 
de forma natural, permitía el desarrollo de civilizaciones; por el contrario, su ausencia o 
su exceso, significaba la imposibilidad del desarrollo de algunas o la muerte de otras. Así, 
el agua, durante mucho tiempo, quizás por la indefensión, el temor y la vulnerabilidad 
del hombre ante la misma, mantuvo un carácter mítico y divino que le garantizó respeto 
y protección. Era un regalo de Dios y el hombre la trataba como un objeto de culto y de 
respeto. 

La Revolución Industrial 

La Revolución Industrial, origen y resultado de importantes cambios tecnológicos, 
dio lugar a trascendentales cambios sociales y trajo consigo nuevas formas de producción 
y de vida que contribuyeron a modificar la percepción y el uso del agua. El aumento de 
la población, que se multiplica por dos en Europa entre 1800 y 1900, y los procesos de 
concentración urbana asociados a la Revolución Industrial, incrementan la demanda y el 
consumo de agua para abastecimiento a poblaciones hasta unos niveles inimaginables 
en épocas pasadas. Al mismo tiempo, el desarrollo de numerosos procesos industriales 
(como la minería, la metalurgia o la industria textil) requiere cantidades crecientes de 
agua. Para hacer frente a estas nuevas necesidades, urbanas e industriales, se pusieron en 
marcha, desde mediados del siglo XIX, políticas hidráulicas basadas, como nos recuerda 
Corominas, en un esquema simple y constante que se han mantenido prácticamente 
hasta nuestros días: la construcción de obras hidráulicas (presas, canales...) financiadas 
por los Estados (que a partir de este momento pasan a desarrollar un papel determinante) 
cuyo objetivo fundamental es incrementar la oferta de agua. 

Es esencial prestar atención al hecho de que en este modelo de política hidráulica 
surgido en la Revolución Industrial, las actuaciones se centran, de forma exclusiva, en el 
aumento de la oferta de agua mediante la construcción de presas, dejando de lado los 
aspectos relacionados con su gestión económica, y, por tanto, con su demanda. El agua 
se considera, ante todo, como un factor de producción y de crecimiento económico, 
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como un recurso prácticamente ilimitado. Como resultado de estas políticas, se 
construyen, en el siglo XIX, y, fundamentalmente, a partir de los años treinta del siglo 
XX (por los avances en la ingeniería y en las técnicas de construcción) más de 20.000 
presas en todo el mundo que multiplicaban por 100 la disponibilidad y el consumo de 
agua en los países desarrollados con respecto a las cifras de 1850 (Postel, 1993). 

El nuevo y grave problema: la contaminación 

Los logros económicos y sociales del modelo de política hidráulica que acabamos de 
examinar, y que hoy ya podríamos denominar tradicional, son incuestionables. Ha 
permitido mejorar los sistemas de abastecimiento de agua y ha servido para garantizar el 
acceso universal al agua potable en las sociedades avanzadas; ha evitado, en gran medida, 
las avenidas e inundaciones y sus consiguientes daños económicos e, incluso, humanos; 
ha hecho posible el desarrollo de multitud de procesos industriales en los que era 
imprescindible el uso o el consumo de grandes cantidades de agua; y ha permitido el 
desarrollo de la agricultura de regadío, que hoy genera el 40% de los alimentos del 
planeta, así como la producción de energía eléctrica de gran calidad. 

Pero es también evidente que las medidas encaminadas prioritariamente a lograr un 
aumento de la oferta de agua a través de una política de subvención pública, han generado, 
en las sociedades avanzadas, un modelo intensivo de consumo y unas pautas de uso 
derrochadoras que, al día de hoy, no son sostenibles desde el punto de vista 
medioambiental. Las obras hidráulicas han tenido y siguen teniendo unos impactos (a 
pesar de los importantes esfuerzos realizados en los últimos años para reducirlos) sobre 
el medio natural que, en el contexto actual de creciente sensibilización sobre los valores 
medioambientales, son difícilmente justificables. Por otro lado, el aumento exponencial 
en el consumo de agua de las sociedades avanzadas y, fundamentalmente, su uso 
inadecuado, está provocando una constante y creciente contaminación de los recursos 
hídricos y una progresiva degradación de los ecosistemas asociados. Y este es el principal 
problema en la actualidad. 

El ritmo de contaminación del agua es tal que, en palabras del profesor Margalef, 
está llegando a interferir en su ciclo global, alterando los equilibrios naturales de la 
biosfera. Sirva como ejemplo de la gravedad de la situación a la que conducen las políticas 
referidas, la progresiva disminución y degradación del Mar Aral, en Asia Central, un 
ecosistema del tamaño de Irlanda, que, como consecuencia de proyectos de regadío en 
los ríos que lo alimentan, ha sufrido, en las últimas décadas, la reducción del 40% de su 
extensión y la disminución del 60% de su volumen, mientras que sus niveles de salinidad 
se han triplicado. 

De todo lo dicho se puede inferir que el problema del agua ha cambiado de naturaleza 
en nuestros días. El hombre de hoy la sigue necesitando tanto o más que en el pasado; 
pero el agua, gracias a las obras realizadas, no es ya un elemento incontrolable como lo 
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era antes. Esta conquista, de valor indudable, ha tenido, sin embargo, un precio: el de la 
degradación y la contaminación. Se han traspasado, en muchos casos, los límites de los 
sistemas naturales, con graves consecuencias para el equilibrio de los ecosistemas del 
planeta. Y ha llegado quizás el momento de empezar a pensar seriamente en la puesta en 
práctica de nuevas fórmulas de uso y consumo que contribuyan a poner remedio a estos 
desequilibrios. 

El caso de España 

En España, el país en el que se centra este estudio, la evolución del problema del 
agua ha seguido una trayectoria similar, en grandes líneas, a la que se acaba de ver. Los 
primeros pobladores prehistóricos de la Península ya utilizan el agua para la agricultura. 
El regadío más sofisticado se desarrolla desde el primer milenio antes de Cristo y se 
consolida y extiende con la influencia fenicia, griega, cartaginense y romana. Al igual 
que en gran parte de Europa, el gran desarrollo hidráulico se produce en nuestro país 
durante el Imperio Romano. Los árabes, por su parte, introducen su cultura y su tecnología 
del agua, desarrollando complejos sistemas de regadío, muchos de los cuales han pervivido 
hasta nuestros días. 

La Revolución Industrial, a la que España se incorpora tardíamente, empieza en 
nuestro país por la revolución agraria, con cambios paulatinos en las formas de producción 
y en las formas de propiedad. Ya en el siglo XVIII, los Ilustrados españoles empiezan a 
considerar el regadío como pieza clave para el desarrollo del país; durante el reinado de 
Carlos III se realizaron avanzados proyectos hidráulicos para su época, como el Canal 
de Aragón, que permitió poner miles de hectáreas en regadío, o como el Canal de Castilla, 
originariamente concebido como vía de navegación, pero que finalmente se utilizó, sobre 
todo, como infraestructura de riego. A lo largo del siglo XIX apenas se realizaron obras 
hidráulicas relevantes, posiblemente por la falta de estabilidad social y política, y casi 
todas ellas fueron producto de la iniciativa privada. 

El gran desarrollo hidráulico en España se empieza a producir a partir del siglo XX, 
cuando los sucesivos gobiernos, inspirándose en las ideas regeneracionistas, comienzan 
a considerar la importancia del regadío como motor de desarrollo económico. El 
movimiento regeneracionista, liderado por Joaquín Costa, mantenía que la solución de 
los problemas económicos de España, empezaba por la mejora de la productividad del 
sector agrario, lo cual sólo podía lograrse, a su juicio, aumentando la superficie de regadío. 
Para ello, se consideraba esencial el papel del Estado como promotor y financiador de 
grandes proyectos hidráulicos. Las ideas de Costa fueron recogidas, en gran parte, por la 
Administración en el Plan General de Canales de Riego y Pantanos de 1902, denominado 
también Plan Gasset, que proponía la realización de una extensa relación de obras 
hidráulicas para riegos, de las cuales sólo algunas se llevaron a cabo. Un cuarto de siglo 
después, en 1933, el gobierno republicano de Indalencio Prieto encargó a Lorenzo Pardo, 
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también regeneracionista (y que había creado, en 1926, la Confederación Hidrográfica 
Sindical del Ebro, modelo pionero de organismos de gestión del agua en todo el mundo), 
la elaboración del Plan de Obras Hidráulicas que se presentó en 1933. Este Plan nunca 
llegó a aprobarse, si bien sus planteamientos y propuestas (que extendían los aspectos 
agrarios de Costa a los usos industriales y sociales) volvieron a aparecer, años más tarde, 
ya en el Régimen de Franco, en el Plan de Obras Públicas de 1940. 

Es durante el largo período de dicho régimen cuando, como es bien sabido, la 
construcción de obras hidráulicas, y, en concreto, de presas, alcanza su apogeo. De 
hecho, entre 1940 y 1975 se inauguraron más de 600 embalses en nuestro país. A las 
obras para regadío y para abastecimiento de poblaciones, financiadas por la 
Administración, se unieron las destinadas al aprovechamiento hidroeléctrico de los 
grandes ríos españoles, éstas ya básicamente de iniciativa privada. Este modelo de 
política hidráulica, inspirado, en lo esencial, en los planteamientos regeneracionistas 
(obras hidráulicas y financiación pública) se mantiene con la llegada de la democracia 
y puede decirse que sigue vigente hasta prácticamente nuestros días. Como resultado 
de este modelo España dispone hoy en día de más de 1.100 presas, lo que le sitúa 
a la cabeza de los países del mundo, con una capacidad de almacenamiento de cerca 
de 52.000 hm3. 

Al igual que en otras sociedades avanzadas, es incuestionable que estas políticas de 
construcción de obras hidráulicas han sido una pieza clave para el desarrollo económico 
y social de nuestro país. Su principal logro reside en que, gracias a ellas, se ha logrado 
regular el 54% de los recursos naturales; algo muy importante si se considera que 
únicamente un 9% de tales recursos en España están disponibles, de forma natural (en 
ríos y lagos), para la satisfacción de las necesidades humanas, mientras que la media 
europea es del 40%. Esta regulación ha sido una pieza clave para garantizar el 
abastecimiento a la población, incluso en los periodos de sequía, consustanciales a nuestro 
clima; ha permitido, igualmente, el crecimiento del regadío, y, con ello, el desarrollo rural 
y la fijación de población en zonas despobladas, al tiempo que ha hecho posible la 
generación de hidroelectricidad, algo esencial para la competitividad de nuestra industria 
durante las décadas de crecimiento. Además ha tenido un gran impacto en la generación 
de empleo directo, indirecto e inducido. Se puede concluir que no sería posible entender 
cabalmente el desarrollo económico y social de nuestro país en el último siglo sin tener 
en consideración la política de construcción de obras hidráulicas llevada a cabo en este 
periodo. 

Durante algún tiempo sólo veíamos la cara de la moneda, pero ahora empezamos a 
ver la cruz, empezamos a advertir las zonas de sombra de estas políticas. Y es que, al 
igual que en resto de países de su entorno, estas formas de afrontar el problema del agua 
han generado un modelo de desarrollo intensivo en el consumo de agua que no es 
sostenible desde el punto de vista medioambiental. Sirvan para ilustrar esta afirmación, 
hoy en día difícilmente refutable, ejemplos como la degradación de las Tablas de Daimiel, 
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a finales de los ochenta, o de ríos como el Ter, a partir de Gerona, el Besòs, o el Llobregat, 
en Barcelona, el Segura en Murcia, el Tajo a su paso por Toledo, o de las rías de Bilbao 
y de Huelva. 

Hacia una nueva cultura del agua 

Como hemos podido ver, existen poderosas razones para poner en entredicho la 
vigencia y la utilidad de las políticas tradicionales en torno al problema del agua. Las 
nuevas circunstancias y los nuevos valores imperantes en la sociedad ponen de manifiesto 
la necesidad de definir nuevos enfoques y nuevas vías de solución que permitan hacer 
frente, con éxito, al gran reto que se plantea en nuestros días: lograr un uso sostenible 
del agua, que haga compatible la satisfacción de las necesidades humanas con el 
mantenimiento de la integridad de los recursos hídricos y de sus ecosistemas asociados. 

Dado que, en el contexto actual, ya no es posible, como hemos tratado de argumentar, 
aumentar de forma indefinida la oferta del agua mediante la construcción de nuevas 
obras hidráulicas, habría que pensar que la solución pasa, necesariamente, por lograr 
una mejor gestión de los recursos existentes, es decir, del agua disponible gracias a las 
presas construidas. Porque, contra lo que pudiera creerse, se puede afirmar, si bien con 
algunas matizaciones, que al día de hoy las sociedades avanzadas disponen, en general, 
de agua suficiente para satisfacer las necesidades humanas, con las posibilidades que 
ofrecen las obras hidráulicas ya realizadas. De lo que se trata ahora es de dar un paso 
más, y, a mi juicio, el único posible: avanzar hacia un uso más eficiente y racional de 
estos recursos. La idea subyacente es clara: hay que aprovechar al máximo cada litro 
disponible antes de recurrir a la construcción de nuevas presas para aumentar la oferta 
de agua. 

La puesta en práctica de estas nuevas políticas implica un cambio radical en la forma 
de considerar y abordar el problema del agua. Hasta tal punto es así que para garantizar 
su viabilidad se requiere el desarrollo de una nueva cultura del agua, que llegue a todos 
los agentes implicados en la gestión y el uso de este recurso, y que defina un nuevo 
marco conceptual que permita afrontar el problema en toda su complejidad. Esta nueva 
cultura debe partir, en general, del reconocimiento y la aceptación de que el agua es un 
recurso limitado y extremadamente frágil; de que todo uso humano del agua trae consigo, 
en mayor o menor medida, su propia degradación y el de sus ecosistemas asociados; de 
que el agua es, ante todo, un elemento básico en todos los ecosistemas de la Tierra; de 
que es un recurso renovable, pero hasta un cierto límite, y que ese límite, en muchos 
casos, está siendo superando más allá de lo razonable; de que el despilfarro y el mal uso 
del agua tienen un coste para la sociedad y para el medio ambiente que afecta también a 
las posibilidades de desarrollo de las generaciones venideras; en definitiva, de que el 
agua es un recurso extremadamente valioso para la vida y para el hombre, que debemos 
cuidar, respetar y conservar. 
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Esta nueva cultura del agua que estamos tratando de describir, está fundamentada en 
una serie de conceptos y de principios que, desde la década de los setenta, se venían 
desarrollado, fundamentalmente, en Estados Unidos. Estos mismos conceptos pasaron 
a formar parte, a principios de los noventa, de los debates y las declaraciones de varias 
reuniones de Organismos Internacionales, como la Conferencia Internacional sobre 
Agua y Medio Ambiente celebrada en Dublin en 1992, o como la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible que tuvo lugar en Río 
de Janeiro ese mismo año. Y, más adelante, a partir de la segunda mitad de los noventa, 
se constituyen en la referencia básica para las nuevas políticas del agua que se están 
aplicando en un número creciente de países desarrollados entre los que, además de 
Estados Unidos, aparecen Canadá, Japón, la Unión Europea como tal, y varios de sus 
países Miembros. 

En España, aunque con cierto retraso, el progreso seguido ha sido muy similar. Su 
comienzo se puede situar a principios de los noventa, cuando, desde diversos sectores 
de la sociedad - principalmente en el ámbito universitario y en el seno de diferentes 
movimientos sociales, incluidas las ONGs - se empieza a gestar este nueva forma de 
abordar el problema del agua. 

Este enfoque es recogido, de forma más o menos explícita, en el Libro Blanco del 
Agua en España, elaborado por el Ministerio de Medio Ambiente, y publicado en 2000. 
Se trata de un valioso documento, en el que se hace un análisis detallado y objetivo de la 
situación y una serie de recomendaciones que representan la nueva forma de concebir y 
de afrontar el problema del agua en nuestro país y que, según expresa declaración en su 
introducción, podría constituir un documento de directrices para la elaboración del Plan 
Hidrológico Nacional. La publicación del Libro Blanco parecía anunciar un punto de 
inflexión en la política del agua en España en sintonía con lo que ya venía siendo una 
norma en el resto de países desarrollados, y, en concreto, en la Unión Europea. 

Sin embargo, por lo que respecta a España, el mencionado Libro Blanco y los 
documentos de los organismos internacionales se han quedado, por el momento, en 
meras declaraciones de buenas intenciones que no se han traducido, hasta el momento, 
en iniciativas políticas y legislativas acordes con estos nuevos planteamientos; pues la 
Administración española ha mantenido una línea continuista con la política anterior, 
proponiendo actuaciones dirigidas a aumentar la oferta de agua mediante la construcción 
y financiación de obras hidráulicas. 

Esta distancia entre la teoría y la práctica se hace patente, de forma especialmente 
paradójica, en el nuevo Plan Hidrológico Nacional, aprobado en 2001. Un Plan en el 
que, en teoría, se deberían haber seguido los planteamientos y las directrices del 
mencionado Libro Blanco y que, sin embargo, se aleja peligrosamente de sus 
recomendaciones. Prueba de ello es su propuesta de realizar más de 100 nuevas presas y 
obras hidráulicas, incluyendo un trasvase de más de 900 km. de longitud, de la cuenca 
del Ebro a varias cuencas mediterráneas de Cataluña, la Comunidad Valenciana, Murcia 
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y Almería. No deja de llamar la atención el alejamiento entre las declaraciones públicas 
de la Administración — en las que oportunamente se insiste en el cambio necesario — y 
las prácticas de la propia Administración a través de la aprobación de leyes y planes en 
este campo. 

Tales contradicciones nos llevan a pensar que, en general, sigue pendiente en nuestro 
país la definición y la aceptación de una nueva cultura del agua coherente y eficaz. Las 
esperanzas suscitadas con la publicación del Libro Blanco, que parecía poner de manifiesto 
un consenso general sobre una nueva forma de entender y abordar el problema, no se 
han visto correspondidas a causa, probablemente, de la existencia de un amplio sector 
de la sociedad que sigue defendiendo, quizás por desinformación o por pura inercia, la 
vigencia de las políticas tradicionales. 

Lo que estamos tratando de proponer no es, evidentemente, una política que haga 
tabla rasa con todo lo anterior, ya que es muy probable que, en ciertos casos, sea necesario 
construir nuevas presas para hacer frente a problemas específicos. Pero ello no debe 
obstaculizar la aceptación de la realidad, y la realidad es, que, en el contexto actual de 
creciente sensibilización sobre las cuestiones ambientales, la solución al problema del 
agua no puede centrarse en el aumento de la oferta, sino en una mejor gestión y un uso 
más racional de los recursos disponibles. Y para que esto pueda ser así, es necesario 
avanzar, cuanto antes - y en esto el tiempo corre en contra nuestra - hacia una nueva 
cultura del agua que nos obligue a ser más eficientes en el uso del agua, dicho de forma 
más sintética y directa, a hacer más con lo mismo. Hay que crear (y transmitir) una nueva 
cultura del agua que reconozca el verdadero valor de este recurso, una cultura solidaria 
con las generaciones venideras. 

Pero para ser realistas, no debemos olvidar que esa nueva cultura que preconizamos, 
como todo cambio social, no es el producto de una mero voluntarismo ni puede ser 
establecida a golpe de decreto. Es un desarrollo lento, muchas veces el resultado de un 
largo proceso de varias generaciones. Pese a todo, es necesario poner todos los medios 
para dar vida a esta nueva cultura del agua, es decir, a un nuevo enfoque que nos sitúe en 
los verdaderos parámetros del problema en nuestro tiempo, en el que tenemos 
actualmente y en el que vendrá en el futuro. 

El agua y la economía 

De todo lo que llevamos dicho sobre la necesidad de empezar a construir una nueva 
mentalidad y, en definitiva, una nueva cultura para el uso del agua en nuestros días, se 
puede inferir la necesidad de movilizar todas las energías posibles en torno a este objetivo. 
Como decía Jovellanos en su Memoria sobre la educación pública, el asunto es lo 
suficientemente importante como para que cualquiera se apresure a aportar las ideas 
que puedan conducir a su ilustración. En palabras del Libro Blanco del Agua, habría que 
pasar de una política hidráulica con esquemas simples y constantes a una política 
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multidisciplinar e integradora. En ese contexto de «multidisciplinariedad», y aceptado el 
hecho de que la gestión de los recursos existentes es una de las claves para empezar a 
vislumbrar soluciones al problema (y en esto coinciden la práctica totalidad de las 
disciplinas que analizan esta cuestión), va de soi, si se permite el galicismo, que el análisis 
económico constituye un instrumento privilegiado para afrontarlo en sus aspectos 
neurálgicos. 

Y ha llegado quizás el momento de decir que el propósito de este libro es, precisamente, 
analizar el papel que la ciencia económica, tradicionalmente poco considerada en este 
campo en comparación con otras disciplinas, puede desempeñar en la definición de 
unos nuevos parámetros para construir lo que hemos llamado una nueva cultura del 
agua. 

En él se argumenta y se defiende que el análisis económico puede contribuir a romper 
con la inercia que lleva al mantenimiento de políticas desfasadas, y a ofrecer nuevas 
propuestas para enfocar adecuadamente el problema del agua en nuestro país. Cuando 
ya no es posible, lo volvemos a repetir, seguir aumentando la oferta mediante nuevas 
obras de regulación, el agua ya disponible se convierte en un bien claramente limitado, 
que entraña, por ello, un importante componente económico; un bien que es necesario 
asignar y utilizar de forma eficiente y racional, algo muy cercano al objetivo básico de la 
economía, que no es otro que la asignación eficiente de recursos escasos y limitados 
entre usos alternativos. 

Los cambios que ya se están haciendo visibles en la consideración del problema del 
agua empiezan a mostrar en nuestros días sus primeras consecuencias, y es ya posible 
observar variaciones en la importancia de los diversos agentes que intervienen en su 
gestión. El papel de los ingenieros al servicio de la Administración, de los regantes y de 
las empresas constructoras, que era hasta ahora predominante, empieza a perder fuerza 
en las circunstancias actuales, cuando la cuestión clave, el nudo del problema, estriba en 
encontrar la forma más adecuada de gestionar la demanda. Y en este amplio campo, la 
economía tiene mucho que decir, en la tarea de aprovechar mejor los recursos y de 
obtener de ellos la máxima utilidad. 

Se propone, en consecuencia, en estas páginas, la utilización de mecanismos 
económicos que proporcionen datos y argumentos fiables, indicativos de la limitación 
del agua como recurso económico, de su escasez real, del coste que supone su provisión, 
y que, al mismo tiempo, incentiven su uso racional; se sugiere, simultáneamente, el 
aprovechamiento de otros instrumentos, como el mercado, que permitan una asignación 
eficiente entre usos alternativos. 

Puede ocurrir que estos planteamientos de carácter económico provoquen cierto 
recelo entre quienes siguen teniendo una percepción tradicional de la forma de enfrentarse 
al problema de la gestión del agua, pero no debería ser así. Porque el término "económico" 
no ha de ser tomado, como abusivamente ocurre en ocasiones, como sinónimo de 
especulación o de lucro. Por el contrario, debe ser entendido como un paso importante 
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para la racionalización del problema y para ofrecer planteamientos y propuestas que 
puedan contribuir a mejorar las condiciones materiales de los ciudadanos y, en 
consecuencia, el bienestar general de la sociedad. 

No es la economía es un conjunto de conceptos y términos abstrusos para la mayoría 
que unos pocos dominan, y que, misteriosamente, influye de una forma que no 
comprendemos muy bien sobre nuestras vidas. Es esa una visión parcial y desenfocada, 
a mi modo de ver, que obedece a una manera peligrosa, por ser incompleta, de entender 
o de concebir la ciencia económica, y que la aleja de la preocupaciones inmediatas y 
tangibles de los ciudadanos, cuando éstas son, o debería de ser, un motivo permanente 
de estudio y de análisis para los estudiosos de la economía. 

Considero que esta concepción amplia y matizada de la economía, no sólo es válida 
para tratar de lograr una mayor eficiencia del sistema, o para exponer las razones que 
pueden y deben contribuir a garantizar el respeto al medio natural; lo es también, pienso, 
para proporcionar una referencia imprescindible para el desarrollo de un nuevo código 
ético en el uso del agua, basado en el ahorro y la conservación, y en la obligada solidaridad 
con las generaciones futuras. 

Espero, con este trabajo, haber contribuido, en la medida de mis capacidades, a ofrecer 
la cara positiva de la economía; la que, con argumentos y criterios fundados, hace 
propuestas útiles y razonables sobre aquellas cuestiones que son esenciales para la vida 
cotidiana de las personas. Resultado de más de tres años de trabajo y reflexión, este libro 
constituye mi modesta aportación a un debate que no ha hecho más que empezar. Porque 
las cuestiones relacionadas con el agua, con su disponibilidad, con su mejor 
aprovechamiento, con su conservación, etc., son uno de los grandes desafíos de la 
humanidad para este siglo XXI. 

La estructura 

Diré, finalmente, para facilitar su lectura, que el libro está estructurado en cuatro 
capítulos: 

En el primero, a partir del análisis del caso concreto del agua en Andalucía, se ofrece 
una visión general de la problemática del agua en nuestro país. Tras mostrar los datos de 
la oferta y la demanda de agua en la región, y el marco institucional que caracteriza su 
uso y gestión, se utilizan unos modelos input-output "híbridos" con el objeto de 
profundizar en el conocimiento del problema del agua en Andalucía. El análisis realizado, 
cuyas conclusiones son extrapolables, con pequeños matices, al caso español, 
fundamentalmente a la vertiente mediterránea, pone de relieve la existencia de un 
problema agudo y preocupante, con graves y negativos impactos en términos económicos, 
sociales y, fundamentalmente, medioambientales. 

En el capítulo segundo se expone, con cierto detalle, la teoría económica que se 
considera que podría ser relevante para el tratamiento de la problemática del agua; la que 
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estudia la gestión y tarifación de servicios públicos, y la gestión de los recursos naturales. 
En el capítulo tercero el lector encontrará un análisis de las posibilidades de aplicación 

de esta teoría a la gestión del agua en España, así como una serie de propuestas concretas 
que se considera que pueden contribuir a mejorar el uso y la gestión del agua en nuestro 
país. Estas propuestas, que tienen en común el hecho de que en todas ellas se aborda el 
problema del agua desde el lado de la demanda, incluyen: políticas tarifarias, políticas de 
gestión de la demanda y conservación del agua, políticas del uso regulado del mercado 
para la asignación de este recurso, y políticas específicas para la gestión del agua en la 
agricultura. 

En el capítulo cuarto se ofrecen unas conclusiones generales, síntesis del análisis 
realizado. Se apunta, en estas conclusiones, que es necesario, para avanzar hacia la solución 
del problema del agua, la definición y aceptación de un nuevo código ético en su uso y 
gestión. 
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Una última cuestión 

En la Tesis Doctoral en la que se fundamenta este libro se consideraba el marco 
institucional del agua vigente en los años 1998-1999. Desde esta fecha se han producido 
una serie de desarrollos normativos en relación con el agua como son: la modificación, 
en 1999, de la Ley de Aguas de 1985; la publicación en 2000, del Libro Blanco del Agua 
en España; la aprobación de la Directiva Marco de Aguas de la Unión Europea, en 
diciembre de 2000; y la aprobación, en julio de 2001, de la Ley de Plan Hidrológico 
Nacional. 

La modificación, en 1999, de la Ley de Aguas de 1985, introdujo una serie de 
novedades, algunas de ellas en línea con las propuestas que se hacen en este libro. Entre 
las novedades destaca, principalmente, la idea de utilizar el mercado como mecanismo 
para la asignación del agua en situaciones particulares. Sin embargo, probablemente por 
falta de voluntad política, no se ha producido, hasta la fecha, el desarrollo normativo 
necesario que permita la aplicación real de estas normas. 

El Libro Blanco del Agua en España es, como se ha mencionado, un importante 
esfuerzo de recopilación, síntesis y reflexión sobre los problemas del agua en nuestro 
país. Pretendía, entre otros objetivos, servir de base para la elaboración del Plan 
hidrológico Nacional, y en él se defiende la necesidad de sustituir la política hidráulica 
tradicional por una nueva política del agua que sitúe en primer plano la adecuada gestión 
de los recursos existentes. 

La Directiva Marco del Agua, aprobada en diciembre de 2000, tras más de cuatro 
años de debate, establece el marco de actuación para la gestión del agua en Europa en 
las próximas décadas, y debe trasponerse al ordenamiento jurídico de los países Miembros 
en los próximos años. Con un marcado carácter ambiental - su objetivo básico es prevenir 
el mayor deterioro de los recursos hídricos y alcanzar el buen estado ecológico de todas 
las masas aguas —introduce un nuevo modelo de gestión integrada del agua en el que los 
aspectos económicos son determinantes. 

La publicación del Libro Blanco del Agua y la aprobación de la Directiva Marco del 
Agua parecían marcar un punto de inflexión en la política del agua en España; se esperaba, 
como ya se ha dicho, que estos nuevos planteamientos se plasmaran en el nuevo Plan 
Hidrológico Nacional que debía definir las actuaciones necesarias para abordar el 
problema del agua en nuestro país en el nuevo siglo. Sin embargo, como ha quedado 
claro, estas expectativas no se han visto cumplidas con el nuevo Plan Hidrológico que 
sigue, en grandes líneas, la tendencia de las políticas hidráulicas del último siglo. 

En definitiva, se puede decir que las novedades normativas introducidas desde 2000, 
a saber, la modificación de la Ley de Aguas y el Plan Hidrológico Nacional, no han 
modificado, sustancialmente, en la práctica, el marco jurídico e institucional del agua en 
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nuestro país. En este sentido, el análisis que se ofrece en estas páginas sigue siendo 
válido para el momento actual y las propuestas que se hacen mantienen, a mi entender, 
su vigencia. 

Gonzalo Sáenz de Miera 





CAPÍTULO 1 

EL PROBLEMA DEL AGUA 
EL CASO DE ANDALUCÍA 

La gestión del agua ha sido, desde tiempos remotos, un problema en nuestro país. 
Si bien el' agua, en términos físicos, no es un recurso particularmente escaso en España 
en relación con los países de su entorno, está irregularmente repartida en el espacio 
y en el tiempo y, a pesar de los esfuerzos realizados por regular el recurso mediante 
la construcción de obras hidráulicas y hacerla disponible allí donde se necesita, sigue 
siendo un recurso escaso en relación con las apetencias que suscita. En los últimos años, 
el aumento constante del consumo de agua, y la aparición de nuevos tipos de demandas, 
fundamentalmente ambientales, unidos a las limitaciones económicas y ambientales de 
las políticas de aumento de la oferta de agua, han supuesto un agravamiento del 
problema, que se ha hecho visible en numerosos conflictos sectoriales y territoriales. 
La sociedad se enfrenta a un verdadero problema del agua, con componentes 
económicos, sociales y, fundamentalmente, medioambientales. 

El objetivo de este capítulo es ofrecer una visión general del problema del agua en 
nuestro país y para ello he decidido centrarme en el análisis de un caso concreto: Anda-
lucía. El hecho de analizar el problema en un determinado contexto geográfico y social, 
como el andaluz, permite llevar a cabo un análisis más detallado y profundo y adentrarse 
en las causas concretas y en las consecuencias del problema, lo que considero que no 
habría sido posible en el caso de que hubiera pretendido realizar un estudio del problema 
del agua en el conjunto del país, donde la diversidad climática, geográfica, económica y 
social conlleva una diversidad de problemas en distintas zonas geográficas. 

Los resultados del análisis del problema del agua en Andalucía son extrapolables, en 
grandes líneas, al problema del agua en España; y esto, fundamentalmente, porque se 
comparte, en todo el Estado, un mismo marco institucional para la gestión y uso del 
recurso. Debe tenerse en cuenta, sin embargo, que Andalucía está integrada dentro de la 
denominada España seca o semiseca, con una problemática del agua diferente de la 
España húmeda (que correspondería fundamentalmente a la Cornisa Cantábrica) con 
mayores precipitaciones y disponibilidad natural del recurso y con menor peso del con-
sumo agrario en el total del consumo del recurso. 
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El capítulo está estructurado en cuatro apartados: 
En el primero se muestra la información disponible sobre la oferta y la demanda de 

agua en Andalucía, y se compara con la de regiones y países del entorno. 
En el segundo, con objeto de profundizar en la comprensión del problema del agua 

en la región, se analiza la relación entre la economía y los recursos hídricos en Andalucía, 
aplicando un modelo input-output en el que el sector agua se aborda en m3 y el resto de 
la economía en unidades monetarias. 

En el tercero se presenta una síntesis del marco institucional que caracteriza la ges-
tión y uso del agua en Andalucía, prestando especial atención al sistema de tarifación del 
agua. Se realiza, a modo de ejemplo, una aplicación del sistema tarifario del agua al 
subsistema del Guadalmellato, en la provincia de Córdoba. 

En el cuarto y último apartado se presentan unas consideraciones finales sobre el 
problema del agua en la región. 

1. OFERTA Y DEMANDA DE AGUA EN ANDALUCÍA 

LA OFERTA DE AGUA 

Andalucía no es una región particularmente seca en términos de agua en relación con 
las regiones y países de su entorno, si atendemos a magnitudes naturales y globales. Las 
precipitaciones medias en la región (cercanas a los 550 litros/m2) son superiores a las 
precipitaciones medias del sur de España y a las de los países de la cuenca mediterránea. 

La región dispone de unos recursos naturales renovables totales' de 10.959 hm3, que 
equivalen a unos 1.261/m2, cantidad inferior a la media española y europea, pero superior 
a la media de la denominada España seca (que incluye todas las cuencas hidrográficas 
menos las cuencas Norte, Galicia, Ebro, Duero y Tajo) y a la media de los países 
mediterráneos. Sin embargo, la baja densidad de población de la región (80 hab/km2) 
implica una disponibilidad de 1.579 hm3/hab/año, cercana a la media española y europea 
y superior a la media de la España seca y a la de numerosos países del entorno (1.401 m3/ 
hab en Gran Bretaña, 222 en Marruecos, o 79 en Malta)2. 

1 Los recursos naturales renovables hacen referencia a la cantidad total de agua procedente de precipitaciones 
que cada año circula por las corrientes, superficiales y subterráneas, de un territorio. Se calcula restando de 
la precipitación anual total la evapotranspiración, y añadiendo los recursos provenientes de otros territorios. 

2 En relación con los recursos disponibles por habitante y año, y de acuerdo con la clasificación de Morgat 
(1993), Andalucía podría considerarse como una región con una dotación pobre de recursos hídricos, 
mientras que la Unión Europea y España, por tener más de 2.000 m' , pueden considerarse como 
normalmente dotadas. 
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A pesar de estas razonables dotaciones naturales de agua, Andalucía, al igual que la 
mayor parte de las regiones mediterráneas, tiene un problema de agua de gran importancia 
que se deriva de la irregularidad de las precipitaciones en el tiempo (con enormes 
variaciones entre los meses de invierno y verano, y considerables variaciones interanuales) 
y en el espacio (en la región está la zona de mayor y menor pluviometría del país). Este 
hecho, unido a la particular orografía de la región, hace que la disponibilidad del agua en 
forma natural para la satisfacción de las demandas sea muy escasa en relación con los 
países del entorno, y que los recursos no siempre se sitúen cerca de los puntos de consumo. 

Esto ha motivado que, desde tiempos remotos, pero especialmente en el último siglo, 
se hayan regulado los recursos hídricos mediante la construcción de obras hidráulicas, 
con el objetivo de aumentar la oferta de agua y asegurar la satisfacción de las demandas; 
hoy en día Andalucía dispone de más de 100 grandes embalses con una capacidad total 
de 9.500 hm\ así como numerosas explotaciones de recursos subterráneos. 

Así las cosas, los recursos propios de la región, que incluyen los recursos superficiales 
regulados, la explotación de recursos subterráneos, los recursos naturales disponibles de 
forma natural en ríos y lagos, y los retornos de los distintos usos, ascendían en 1997 a 
más de 5.400 hml En el cuadro 1 se muestra el origen de estos recursos en cada una de 
las cuencas hidrográficas de la región3. 

Cuadro 1 

Recursos propios en Andalucía (1997) (en hm3) 

Superficiales 
(regulados) 

% Subterrán. 
(explotados) 

% Flujos 
de base 

% Retornos Total 

Guadalquivir 2.255 67 437 13 319 9 351 10 3.362 
Guadalete-Barb. 358 75 85 18 4 1 29 6 476 
Sur 414 34 630 52 166 14 10 1 1.220 
Guadiana I 275 79 60 17 10 3 5 1 350 
Guadiana 11 1 8 6 50 3 25 2 17 12 
Segura 1 17 5 83 0 0 0 0 6 
TOTAL 3.304 61 1.223 23 502 9 397 7 5.426 
Fuente: Consejería de Medio Ambiente (1998) a partir de datos facilitados por el Ministerio de Medio Ambiente (Planes 
de Cuenca) y la Consejería de Obras Públicas de la Junta de Andalucía. 

5 Seis cuencas hidrográficas cubren la superficie total de Andalucía: Guadalquivir, con un 90% de la cuenca 
en Andalucía y un 60% del territorio andaluz; Sur, con un 100% en Andalucía, y un 20% del territorio 
andaluz; Guadalete-Barbate, toda ella en Andalucía y un 7% del territorio de la región; Guadiana I, toda 
ella en la región, y un 8% del territorio andaluz; Guadiana II, con un 6% de su superficie en Andalucía y 
un 4% del territorio regional; y Segura, con un 4% de su superficie en Andalucía y un 1% de la superficie 
de la región. 
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Como puede verse en el cuadro 1, el 61% de los recursos disponibles de la región 
proviene de recursos superficiales regulados, un 23% de la explotación de recursos 
subterráneos, un 9% de los recursos disponibles de forma natural en ríos y lagos, y un 
7% de los retornos de diferentes usos. 

Los recursos superficiales son especialmente importantes en la cuenca de Guadiana 
I, en donde representan un 79% del total, y en la cuenca de Guadalete-Barbate, donde 
representan un 75% del total. La cuenca del Sur se caracteriza por el protagonismo que 
la explotación de recursos subterráneos tiene en los recursos totales de la cuenca (un 
52%). 

Los 5.426 hm3 de recursos propios de Andalucía suponen un 50% de los recursos 
naturales renovables de la región, frente al 9% del que se dispondría si no existieran 
obras de regulación. 

Como puede verse en el cuadro 2, el grado de regulación de los recursos hídricos es 
mayor en las cuencas en las que el recurso es más escaso, en especial en las cuencas de la 
España semi-seca, en las que los recursos propios representan el 65% de los recursos 
naturales renovables. En relación con los recursos propios per capita, Andalucía tiene, al 
igual que en el caso de los recursos naturales renovables per capita, unas dotaciones 
inferiores a la media española pero superiores a la media de la España seca. 

Cuadro 2 

Recursos propios de agua (1992) 

Totales 

(en hm 3) 

Rec. propios/rec. 

naturales 

litros/m2 m 3 /hab/año 

España húmeda 9.482 23 176 1.415 

España semi-seca 30.161 65 137 2.742 

España seca 14.767 57 65 672 

Total España 54.410 48 108 1.389 

Andalucía 5.426 50 62 786 

Fuente: MOPT (1993) y elaboración propia. 
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LA DEMANDA DE AGUA 

En el cuadro 3 se presenta una estimación de la demanda de agua en la región, 
desglosada por tipos de demandas. 

Cuadro 3 

Demanda de agua en Andalucía (en hm3) 

Cuenca Total Urbana % Industrial % Agraria % Otras % 
Guadalquivir 3.578 418 12 57 2 2.874 80 228 6 
Guadaletc-Barbate 410 105 26 13 3 266 65 26 6 
Sur 1.378 249 18 32 2 1.070 78 27 2 
Guadiana 1 205 38 19 52 26 101 49 13 6 
Guadiana 11 17 0,8 5 0,3 2 16 94 0 0 
Segura 4 0 0 0 0 4 100 0 0 
TOTAL 5.591 811 14 154 3 4.332 77 284 5 
Fuente: Consejería de Medio Ambiente (1998). 

Antes de pasar a analizar con más detalle estos datos y compararlos con los de regiones 
y países del entorno, conviene hacer una serie de mauzaciones. 

En primer lugar, las denominadas demandas de agua que aparecen en las tablas y que 
se utilizan en la contabilidad del uso de este recurso, no son demandas en el sentido 
económico, definidas como las cantidades de agua que los usuarios están dispuestos a 
comprar a un precio determinado, sino que hacen referencia a distintos conceptos como 
las dotaciones teóricas, los derechos reconocidos en concesiones, así como, en ciertos 
casos, a apetencias de agua. Esta circunstancia debe ser tenida en cuenta en todo momento 
al analizar los datos y en especial al analizar los déficits hídricos que puedan constatarse 
(ver Arrojo, 1998). 

En segundo lugar, la fiabilidad de los datos es, al menos, cuestionable. Si bien se trata 
de datos oficiales, en el sentido de que provienen de los organismos públicos con 
competencias en el tema (Ministerio de Medio Ambiente, Consejería de Obras Públicas 
de la Junta de Andalucía), suscitan ciertas reservas. Y esto porque no se especifica la 
metodología adoptada para calcularlos. Se reconoce que son estimaciones realizadas en 
función de consumos teóricos por poblaciones y extensiones de regadío, pero no se hace 
referencia al método para el cálculo de estos consumos teóricos. Lo que parece evidente 
es que los consumos teóricos difieren considerablemente entre tipos de cultivos, suelos 
y climas, hecho que parece no tenerse muy en cuenta en las estimaciones realizadas. 
Estudios realizados al respecto consideran que las muestras llevadas a cabo para estos 
cálculos invitan a dudar de la fiabilidad de los resultados (Pérez-Díaz et al. 1996). 

Lo anterior hace que los datos sobre la demanda de agua no deban tomarse como 
información precisa sino únicamente como una orientación sobre el consumo de agua 
en la región. 
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El consumo medio de agua per càpita en Andalucía es de 810 m3/año, inferior a la 
media española, 947 m3/hab/año. Una comparación con los datos disponibles de otros 
países, que no siempre incluyen exactamente los mismos conceptos, muestra que la región 
tiene un consumo per càpita inferior al de Italia o Estados Unidos pero superior al de 
países europeos como Alemania, Gran Bretaña o Portugal (cuadro 4). 

Cuadro 4 

Consumo anual per càpita de agua 

Total Abastecimiento Regadío Industria Otros 

(m 3/hab/año) % % % % 

España 947 12 64 5 19 

E E U U 1.861 23 42 7 40 

Portugal 738 6 53 3 36 

Italia 984 15 57 14 14 

Gran Bretaña 281 47 1 6 46 

Alemania 751 8 1 4 85 

Andalucía 810 14 77 3 6 

Fuentes: OCDE (1993), MOPT (1993). 

Las diferencias en los consumos per càpita parecen explicarse por el peso del regadío 
en cada país. Dejando de lado el caso de Estados Unidos, en donde el consumo urbano 
de agua per càpita duplica a la media europea, el consumo urbano es muy similar en los 
países europeos analizados, mientras que las diferencias se producen en los consumos 
agrarios per càpita, muy superiores en países como Italia o España, o en Andalucía, en 
donde el regadío tiene una importancia notable dentro del sector agrario. 

En cuanto a la previsión de la evolución de la demanda en los próximos años, en la 
Memoria del Plan Hidrológico Nacional de 1993 se prevé, para Andalucía, un aumento 
total de la demanda del 25% entre 1992 y 2012, lo que supone un aumento medio anual 
de aproximadamente un 1,1%. De acuerdo con las estimaciones, el aumento total de la 
demanda estaría provocado fundamentalmente por un aumento del consumo urbano 
(que se prevé que se incremente un 22% en la cuenca del Guadalquivir y un 65% en la 
cuenca del Sur) así como por un aumento de cerca del 90% de demanda de la partida de 
"otros", que incluye refrigeración, piscifactorías, caudales ecológicos, etcétera. Estas 
estimaciones, que ya tienen en cuenta, según el Plan, todas las medidas de ahorro posibles, 
coinciden, en grandes líneas, con las estimaciones realizadas por el Programa de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente (Benblidia et al., 1996 y 1998) y por Gleick 
(1993), para la región mediterránea. 
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BALANCE OFERTA-DEMANDA 

De acuerdo con los datos disponibles, Andalucía tiene un déficit de recursos hídricos 
cercano a los 170 hm3, esto es, un 3% de la oferta de agua (cuadro 5). 

Como puede verse en el cuadro, las cuencas del Guadalquivir y Sur, las principales de 
la región (abarcan entre las dos un 80% de la superficie de la región, un 86% de los 
recursos propios regionales y un 90% de la demanda), son netamente deficitarias. El 
déficit representa, en el Guadalquivir, un 6,5% de sus recursos, y en la cuenca Sur, un 
13% de sus recursos. 

Cuadro 5 

Balance hídrico en Andalucía (en hm3) 

Cuenca Demanda Recursos Balance 
Guadalquivir 3.578 3.362 -216 
Guadalete-Barbate 410 476 66 
Sur 1.378 1.220 -158 
Guadiana I 205 350 145 
Guadiana II 17 12 -5 
Segura 4 6 2 
Total Andalucía 5.591 5.426 -165 

Aunque, como se ha expuesto anteriormente, la escasa fiabilidad de los datos 
disponibles aconseja interpretar los resultados con cautela, no cabe duda de que Andalucía 
presenta en la actualidad un déficit hídrico considerable que tiende a manifestarse, 
evidentemente, en las épocas prolongadas de sequía; así ocurrió en la primera mitad de la 
década de los noventa, en la que cuatro años con precipitaciones muy inferiores a la 
media redujeron considerablemente la oferta de agua y provocaron conflictos sectoriales 
(entre sectores con intereses contrapuestos) y territoriales por el control del agua, y 
pérdidas económicas derivadas de las obligadas políticas de restricciones al abastecimiento 
urbano y agrario (reducción drástica de la producción agraria, paralizaciones de procesos 
productivos industriales, efectos negativos sobre servicios de restauración y hostelería), 
así como efectos negativos sociales (derivados de las restricciones del abastecimiento 
urbano, que llegaron a afectar a más de la mitad de la población de la región) y 
medioambientales (menor escorrentía, lo que provocaba una mayor concentración de la 
contaminación de las aguas). Aunque en el momento actual Andalucía disfruta de una 
situación hídrica favorable, con unos recursos hídricos muy superiores a la media, resultado 
de unos años de bonanza de lluvias, esto no debe hacer olvidar, sin embargo, que las 
sequías son consustanciales al clima mediterráneo y que, tarde o temprano, llegarán épocas 
de escasez de agua, que harán florecer nuevos conflictos y pérdidas económicas derivadas 
del déficit hídrico estructural de la región. 
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2. RELACIONES ENTRE LA ECONOMÍA Y EL AGUA EN ANDALUCÍA 

En el apartado anterior se ha constatado que existe un déficit hídrico estructural en 
Andalucía pero, con los escasos datos disponibles, no ha sido posible identificar sus 
causas o raíces. Con objeto de analizar estas cuestiones, básicas para entender el problema 
del agua en la región, se define a continuación un modelo input-output que permite 
mejorar el conocimiento que existe sobre las relaciones entre el agua, la economía y la 
sociedad en un determinado territorio, y se aplica al caso de Andalucía. 

Se ofrece, en primer lugar, una breve introducción al análisis input-output y se definen 
los modelos, uno de demanda y otro de precios, que se aplican posteriormente; en segundo 
lugar, se describe el sistema de contabilidad nacional en el que se inscriben tanto las 
tablas input-output como las estadísticas relacionadas con la economía del agua, y se 
muestra la información que se utiliza para la aplicación de los modelos al caso de Andalucía; 
a continuación se aplican los modelos al caso de Andalucía; por último se reflexiona 
sobre la relación entre el valor y el precio del agua y se definen los precios agua de la 
economía andaluza. 

LOS MODELOS INPUT-OUTPUT 

EL ANÁLISIS INPUT-OUTPUT 

El término input-output (en adelante I-O) hace referencia a un marco analítico centrado 
en el estudio de las relaciones intersectoriales de la economía. El I-O puede ser considerado 
desde una doble perspectiva: como instrumento descriptivo-contable del sistema 
económico y como herramienta de simulación y predicción económica, perspectiva que 
se utiliza en el presente estudio4. 

En su dimensión descriptivo-contable, el I-O es un método sistemático de recopilación 
y presentación de material estadístico que recoge, en una tabla de doble entrada, los 
flujos sectoriales que se producen en una economía durante un periodo de tiempo, 
generalmente un año. Por convenio, en las filas se contabilizan, para cada sector, los 
bienes y servicios vendidos a otros sectores económicos y a la demanda final mientras 
que en las columnas se presentan los bienes, servicios y factores adquiridos por cada 
sector para la elaboración de su producción; las tablas input-output representan, por 
tanto, un instrumento contable complementario a otros sistemas como la contabilidad 
nacional o regional, cuyo objetivo es la descripción de la actividad económica que se 
produce en una economía. 

4 Ver Pulido y Fontela (1993). 
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En su dimensión analítica, el I-O constituye una herramienta de simulación y predicción 
económica. El denominado modelo abierto de Leontief, base fundamental de este tipo 
de análisis, permite, al establecer las relaciones entre las diferentes magnitudes del sistema 
económico, estimar los efectos que la variación de determinadas variables tiene sobre el 
resto. Se entiende por modelo abierto de Leontief un modelo input-output en el que los 
componentes exógenos se refieren a la demanda final (consumo privado y público, 
inversiones y exportaciones, al neto de importaciones). 

El modelo inicial de Leontief (1951) es un modelo en cantidades físicas y precios 
nominales. Las mercancías intercambiadas se miden cada una con la unidad física que le 
corresponde (toneladas, m3, etc.); estas mercancías son homogéneas, en el sentido que 
por su definición en términos físicos son siempre idénticas, sea cual sea su utilización. 
En efecto, el modelo de Leontief se concibe inicialmente como una situación de equilibrio 
general walrasiano en la que intervienen todos los mercados de bienes y factores de 
producción. 

No existen aplicaciones empíricas de este modelo (si exceptuamos los intentos de 
utilización de una matriz de relaciones inter-industriales fuertemente desagregada por 
producción en las primeras etapas de la planificación económica de la Unión Soviética 
en la década de los treinta): los trabajos aplicados del modelo de Leontief se efectúan en 
su totalidad con datos medidos en unidades monetarias, o sea con valores de producción, 
ventas y rentas. 

En relación con la abundante literatura sobre el análisis input-output y sus aplicaciones, 
el enfoque adoptado presenta una originalidad en la medida en que se trata de un sistema 
mixto en el que una parte de la economía es abordada en cantidades físicas y otra parte 
en valores monetarios. La adopción de un sistema mixto de este tipo permite combinar 
las ventajas de un enfoque walrasiano (equilibrio general, fijación del precio nominal en 
el encuentro de demandas y ofertas) con las del modelo contable de la moderna 
contabilidad nacional. 

EL MODELO DE DEMANDA 

El modelo abierto de Leontief permite evaluar los efectos, directos e indirectos, que 
las variaciones de la producción de alguno de los sectores económicos o de la demanda 
final tienen sobre la producción de los distintos sectores económicos. 

En la definición del modelo se trabaja con los siguientes supuestos simplificadores: 
existe igual número de sectores suministradores y utilizadores; los coeficientes técnicos 
son constantes en relación con el volumen de producción, o sea, que corresponden a 
una función de producción con tecnologías, costes y rendimientos constantes; las 
variaciones de la demanda final son exógenas; y la relación entre las distintas variables es 
estática. 
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En una economía compuesta por n sectores productivos, donde Xj representa la 
producción efectiva del sector j, Dj los destinos de Xj a la demanda final y xij la utilización 
que el sector i hace de la producción del sector j, tenemos que: 

X = x, + x., + ... + x. + D 
I |1 )2 ln I 

Para el total de los sectores : 

X1 = x11 + x 1 2+. . . + x ln + D1 

X 2 = x 2 1 + x 2 2 + ... + x2n + D2 

X = x , + x , + ... + x + D 
n ni n2 nn n 

que, en forma matricial puede expresarse como: 

[x] = [x] [i] + [D] (1) 

Aceptando la hipótesis antes señalada de que la proporción utilizada de factores por 
parte de cada sector es fija, se definen los coeficientes técnicos a como: 

a. = x../X (2) ¡i i|' i v
 ' 

que representa la proporción de la producción del sector j que proviene del sector i. 

Despejando x en (2) y sustituyendo lo obtenido en (1) se obtiene el siguiente sistema 
de ecuaciones: 

X1 = aux1 + a12x2 + . . .+ alnxn + D ] 

X 2= a2 lX] + a22x2 + ... + a2nxn + D2 

X = a ,x, + a -X. + ... + a x + D 
n ni 1 n2 2 nn n n 

que en forma matricial, y denominando A a la matriz de coeficientes técnicos, puede 
representarse como: 

[x] = [A] [x] + [D] ( 3 ) 

o bien: 

[x] = [i - A] ' [D] .(4) 
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donde x, el vector columna de producción por sectores, es una función de la demanda 
final por sectores y de (I - A)1 , la denominada matriz inversa de Leontief. 

En la aplicación definida, partiendo de (3), se obtiene el siguiente sistema particionado: 

A l 1 A 2 
1 

1 

D \ 

1 
A2Í T A22 

! 
1 
1 

+ 
D2 

que da lugar al siguiente par de sistemas de ecuaciones: 

X , = A „ X , + A , : X 2 + D, (6) 

y 

x 2 = A21X, + A22X2 + D, (7) 

La metodología de los sistemas input-output particionados ha sido desarrollada por 
Stone (1961) y presenta características de gran interés para numerosas aplicaciones 
prácticas del análisis I-O. En particular, cabe señalar que, en el marco de los sistemas 
input-output particionados, es posible utilizar diferentes unidades de medida para las 
diferentes particiones del sistema y es posible utilizar submatrices rectangulares para 
identificar diferentes tecnologías productivas (columnas para un mismo producto) (Stone, 
1970 y Gigantes, 1970). 

El sistema particionado con diferentes unidades de medida es conocido como sistema 
híbrido. Miller y Blair (1985) describen el caso de un modelo híbrido en el que el sistema 
económico se particiona entre un subsistema energético medido en Btus (unidades 
térmicas británicas que tienen equivalentes en termias, y por ello permiten una 
transformación a una unidad común de otras unidades energéticas como el kWh o el 
barril de petróleo) y el resto de la economía medido en dólares. 

El uso de submatrices rectangulares en sistemas particionados, descrito teóricamente 
por Stone (1970), no ha sido aplicado en la práctica, probablemente por la insuficiencia 
de información sobre las estructuras alternativas de coeficientes técnicos que corresponden 
a diferentes procesos productivos. Es de señalar que, en el caso de estos modelos, sería 
posible introducir directamente en el sistema una relación micro-macro, ya que se podrían 
considerar empresas con diferentes procesos alternativos. 

En el caso del agua, se ha optado por el modelo híbrido más simple, con una partición 
entre el sector agua y el resto de la economía. Habría sido interesante desarrollar el 
sistema rectangular, por ejemplo introduciendo varias columnas alternativas para la 
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agricultura que representasen métodos alternativos de producción agrícola con diferentes 

tecnologías de gestión del agua, pero las dificultades de información son, por el momento, 

insuperables. 
En el sistema de ecuaciones adoptado, el primer componente (ecuación 6) hace 

referencia al sector agua y está expresado en unidades físicas, concretamente en m\ Este 
componente muestra cómo la producción total de agua en m3 se distribuye entre el agua 
consumida por el propio sector, la consumida por el resto de los sectores y la dirigida a la 
demanda final. La matriz A[ ] tiene dimensión m3/m3 y su coeficiente expresa la proporción 
del total de agua en m3que es consumida por el propio sector agua. La matriz A ]2 tiene 
dimensión m3/pts y sus coeficientes expresan, para cada sector, el cociente entre su 
consumo de agua en m3 y el valor de su producción efectiva. 

El segundo componente del sistema (ecuación 7) hace referencia a la producción del 
resto de los sectores productivos y está expresado en unidades monetarias. Indica que la 
producción del total de sectores productivos (menos el sector agua) se distribuye entre el 
sector del agua, el resto de los sectores y la demanda final de cada sector. La matriz A,, 
tiene dimensión pts/m3 y sus coeficientes representan, para cada sector, la relación entre 
el valor de su consumo de agua y la producción efectiva del sector agua en m3. La matriz 
A„ tiene dimensión pts/pts y sus coeficientes son los coeficientes técnicos del total de 
los sectores productivos menos el sector agua. 

Desarrollando (6) se obtiene: 

[ X , ] = [/ - A n ] ' [A,2X2 + Di ] (8) 

un modelo que permite evaluar las consecuencias que una variación en la producción del 
resto de los sectores o una variación en la demanda final de agua tiene sobre la producción 
del sector agua en m3. 

Del mismo modo, desarrollando ( ! ) se obtiene: 

[Xi] = [1 - All]' [A2 ,Xi + Di] (9) 

un modelo que permite evaluar el impacto que una variación en la producción de agua en 
m3 o una variación de la demanda final de todos los sectores menos el agua tiene sobre el 
valor de la producción del resto de los sectores. 

Por otro lado, siguiendo a Stone (1961), podemos calcular y X, en función de D, 

y o , 

Sustituyendo (9) en (8) se obtiene: 
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= / - /in A12 I-A22) ' (A21 X\ + D2 + Di 

y operando: 

[X,] = [/ - An] 'Ai2(/-A22) ' A21 Xi + [/ - An] ' A12 (/ — A22) 1 D2 + [/ - A11] ' D\ 

[X,] = [i - (I-A,,)"1 AI2(/-A22)-'A2 ,]" (I- A,,)"1 A12(/-A22)"'D2 + D, 
(10) 

se obtiene la ecuación (10), que define X,, la producción del sector agua en m\ en función 

de D,, la demanda directa de agua y de A12(7 - A22 )"' D2 , la demanda de agua derivada 

del proceso productivo interno del sector 2, y permite evaluar el impacto que la variación 

de D! y/o D, genera sobre la producción de agua en unidades físicas. 

Del mismo modo, sustituyendo (8) en (9) obtenemos: 

[X2] = [ / - A22]1 A21 ( / - A n ) ' ( A 1 2 X 2 + Di) + D2 

y desarrollando: 

[X2] = [I-A22]"' A21(/-A11) 1A12X2 + [/-A22]"1A2l(/-Allp1Dl +[/- A22]"1 D2 

[X2] = / - [ / - A 2 2 ] _ 1 A 2 i ( / - A n p ' A n �>-1 -1 
7 - A22] 

-1 
A21 ( / - A l l D\ + Efr 

( H ) 

se obtiene el modelo (11) en el que X,, la producción del sector 2, se define como una 

función de D,, la demanda directa del sector 2 y de A2I ( / - A, ,)_ l D,, la demanda de 

bienes y servicios del sector 2 derivada del proceso productivo interno del sector agua. 
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EL MODELO DE PRECIOS 

El modelo de precios permite evaluar el impacto que una variación porcentual del 
precio de alguno de los sectores tiene sobre el precio del resto de los sectores. 

En una economía con n sectores, donde P representa el índice de precios unitario de 
los bienes o servicios producidos por el sector j, y V el valor añadido por unidad de 
producción en el sector j, el precio unitario de cualquier sector es una función del coste 
unitario de las compras al resto de los sectores y del coste unitario de los componentes 
del valor añadido (coste de los factores primarios, trabajo y capital): 

P. = a, P, + a,.P. + ... + a .P + V (12) 
j 1) 1 2] 2 n| n ) x ' 

que, para todos los sectores y en forma matricial, puede expresarse como: 

[P]= [A ' ] [P] + [V] (13) 

de donde se obtiene: 

[P] = [I - A']"' [V] (14) 

que representa el denominado sistema dual de precios de Leontief, que permite evaluar 
el impacto de una variación porcentual del precio de alguno de los sectores sobre el 
precio del resto de los sectores. 

En una situación de equilibrio en valor, que es la que existe cuando empíricamente se 
establece una tabla input-output, el vector de precios implícitos es necesariamente un 
vector unitario. 

En efecto, en el sistema en valor en equilibrio se tiene: 

X1 = x n + x 1 2 + ... + x ln + D, 

X2= x2, + x22 + - + x2„ + D2 

X = X , + X , + . . . + x + D 
n ni n2 nn n 

que en forma matricial puede expresarse como: 

[x] = [x] [ i ] + [D] 



AGl 'A Y ECONOMÍA: hacia una gestión racional de un recurso básico. 43 

y utilizando los coeficientes técnicos y de valor añadido: 

[ « � ' ] = [A] i + DxA = A'i + v = i 

La suma de las columnas de coeficientes técnicos y los correspondientes coeficientes 
de valor añadido es unitaria. 

En este caso: 

V = i - A'i = ( I - A ' ) i 

y reemplazado en (14) se obtiene: 

En nuestro caso, en base a (13) se define un sistema particionado análogo al definido 
en el modelo de demanda: 

Px 

P2 

A'i ' 
i 

- — 1-

An p: 
V 

1 
i 

Ai i 
i 
i 
i 
i 

A' 
22 

p2 
+ 

v2 
(15) 

del que se obtienen las siguientes relaciones matriciales: 

P ^ A ' n P . + A ' ^ + v, (16) 

P2 = A-12P, +A'2 2P2 + V2 (17) 

El primer componente del sistema (ecuación 16) hace referencia al precio nominal 
del m3 de agua, que es función del precio del agua consumida por el propio sector, de los 
índices de precios unitarios del resto de los sectores y del valor añadido por m3 del sector 
agua. 

El segundo componente del sistema (ecuación 17) representa los índices de precios 
unitarios del resto de los sectores en función del precio del m3 del agua, de los índices de 
precios unitarios del resto de los sectores y de los coeficientes de valor añadido. 



4 4 Gonzalo Sáenz de Miera 

Desarrollando y expresando en forma matricial (16) se obtiene: 

[Pi] = [I - A ' , , ] ' [A '2 iP2 + vi] (18) 

un modelo de precios que permite calcular el precio nominal del m3 de agua y evaluar el 
impacto que, sobre este precio, tiene una variación porcentual del índice de precios unitario 
del resto de los sectores. 

Por otro lado, desarrollando (17) se obtiene: 

[ P i ] = [ I - A'a] ' [A'\iP\ + V 2 ] ( 1 9 ) 

modelo que permite evaluar la variación de los precios del resto de los sectores económicos 
ante variaciones del precio nominal del m3 de agua. 

En una situación de equilibrio en valores, P, es un precio nominal (en unidades 
monetarias por m3 de agua) mientras que P, es un índice de precios cuyo valor inicial es 
unitario. 

En efecto, en este caso, el vector A',2 P, corresponde a los coeficientes técnicos del 
agua en valor: los elementos aij |2 corresponden a los volúmenes de agua i (en m3) por 
unidad de producción (en valor monetario) de j, y su producto por Pi, el precio nominal 
del agua i en unidades monetarias por unidad de volumen (por m3), obviamente establece 
unos coeficientes sin dimensión entre el valor monetario del agua i y el valor monetario 
de la producción j. 

En condiciones de equilibrio en valor se tiene por tanto: 

A'l2 P\ + V2 + A'22 i = i 

A'12 P\ + V 2 = i - A' 22 i - ( I - A ' 22) i 

y Pi = i 

La ecuación (19) permite por consiguiente calcular el impacto que sobre este índice 
unitario de equilibrio de los precios P., tiene una modificación de los coeficientes técnicos 
en A y A , de los coeficientes de valor añadido v, o, en nuestro caso, del precio nominal 
unitario de P (o sea, el precio por m3 de agua). 

Por otro lado, siguiendo a Stone (1961), podemos definir Pt y P, en función de y v,. 
Así, sustituyendo (19) en (18) obtenemos: 
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P\ = {I-A' u) A' {I-A' 22) {A' 12 P\ + V2) + VI 

y operando: 

PI = ( / - A' l l ) A' 21 (/ -A' 22)"' A ' l í P l + (I-A' ll)"1 A'l\{I-A' 22)"' V2 + ( / - A ' l l ) ' 1 

Pl = / - ( / - / I ' l l ) " 1 A '2 l ( / -A '22) - ' A'l2 ( / - A ' l l ) - ' [A '2 |( / -A '22)-' V2 + VI 

(20) 

se obtiene un modelo donde P p el precio nominal del m3 de agua, se establece en función 
del v,, el coeficiente de valor añadido por m3 de agua, y de v , el coeficiente valor añadido 
del resto de la economía. 

De igual forma, sustituyendo (18) en (19) obtenemos: 

P2 = (I-A' 22)- A'l2 (I-A'll)" (A'uPi + vi) + V2 

y operando: 

Pi = (1-A'22) A'(I-A'u) A'i\ Pi + (I-A'22)A A'\2(I-A'\\Y v. + (/-A'11)"1 v2 

Pi = I/- (I-A'22)-] A'n(I-A'\\Y A'~ 
-1 

( I - A ' 22)"1 A'p.(I-A'ny vi + V2 
(21) 

se obtiene una ecuación donde P,, el índice unitario de precios del resto de los sectores, 
es función de v( y v2 y permite analizar, por tanto, los efectos que sobre P, tienen 
variaciones de v y v . 

LOS DATOS 

Los datos utilizados se apoyan en los conceptos de la contabilidad nacional (SNA 
1993, Naciones Unidas, 1993) y en las cuentas satélites sobre el medio ambiente asociadas 
a este sistema. La aplicación de los modelos definidos al caso de la economía andaluza se 
realiza utilizando la Tabla Input-Output de Andalucía 1990 (Junta de Andalucía, 1994) y los 
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datos del consumo sectorial de agua en Andalucía de la Tabla Input-Output Medioambiental 
de Andalucía 1990 (Consejería de Medio Ambiente, 1996) complementaria a la primera. 

CONTABILIDAD NACIONAL Y CUENTAS SATÉLITE DEL MEDIO AMBIENTE 

La evolución de la contabilidad nacional conduce a la introducción, en el sistema 
oficial estadístico de observación de la economía, de los datos necesarios tanto para la 
elaboración de los modelos input-output como para su posible extensión en el ámbito 
del medio ambiente. 

La última versión del sistema unificado internacional de cuentas nacionales (SNA 
1993) adopta para el análisis input-output la representación en términos de matrices que 
relacionan los bienes con las ramas (matriz USE), indicando cuáles son los bienes que las 
ramas absorben para desarrollar su función productiva, y las ramas con los bienes (matriz 
MAKE), indicando qué bienes son producidos por las diferentes ramas. Aunque este 
sistema contable no produce directamente las matrices cuadradas bienes/bienes o ramas/ 
ramas que requiere el modelo input-output, es obvio que estas se obtienen, bajo ciertas 
hipótesis tecnológicas, a partir de las matrices MAKE y USE, y que los institutos oficiales 
de estadística mantienen su actividad de producción de tablas input-output tradicionales. 
Tanto en el ámbito del Estado español como en numerosas Comunidades Autónomas 
se elaboran con regularidad tablas input-output oficiales con métodos estadísticos directos, 
en general cada cinco años, y con métodos indirectos, en base anual. 

En el SNA 1993 se incluye un sistema de cuentas satélite para una contabilidad 
integrada entre la economía y el medio ambiente compatible con el SEEA (System of 
Environmental Economic Accounts). 

El objeto de la cuenta satélite del medio ambiente es incluir, junto con elementos 
tradicionales de la contabilidad económica (costes, formación de capital, stock de capital), 
medidas en términos físicos relacionados con estas actividades y situaciones. La 
contabilidad de recursos naturales en términos físicos está avanzando rápidamente y 
algunos países ya disponen de sistemas de observación adecuados. 

En lo que se refiere al agua, el SNA la incluye en un aspecto limitado de su problemática 
va que la posición AN 214 se define como sigue: 

"Recursos en agua: acuíferos y otros recursos subterráneos de agua en la medida en 
que debido a su escasez existan sobre ellos derechos de propiedad o alguna posibilidad 
de control económico". 

Esta visión estrictamente de economía de mercado del SNA queda ampliada, sin 
embargo, en las cuentas satélite referidas al SEEA, ya que en este último sistema se 
incluyen en los recursos, aparte de las aguas subterráneas, el agua de lagos y ríos, así 
como, siempre en relación con los recursos naturales, el agua de costas y océanos, y los 
ecosistemas relacionados con estos recursos. 



AGl 'A Y ECONOMÍA: hacia una gestión racional de un recurso básico. 4 7 

El sistema alemán PIOT (Physical Input-Output Tables, 1990, Stahmer et al. 1998) 
presenta elementos interesantes de una ampliación del SEEA en un sistema estadístico 
nacional. Forma parte del EEA (Environmental Economic Accounts) de Alemania y 
es la primera experiencia de sus características. Se basa en los avances conseguidos en 
intentos anteriores (Katterl y Kratena, 1990), y en los conceptos de balance materia/ 
energía desarrollados por Ayres (1978 y 1993) y Baccini y Brunner (1991). 

El PIOT establece flujos físicos para 9 materias primas, 49 productos y 11 materias 
residuales. El agua aparece como materia prima (junto con los productos del subsuelo, 
el aire, la tierra, y la biomasa no-producida), como producto (o servicio de agua potable) 
y como residuo (agua de refrigeración, aguas residuales industriales, etc.). 

Los datos alemanes para 1990 reflejan un consumo del orden de 46.400 millones 
de toneladas, que en su mayoría se utilizan en el sector eléctrico (30.300 millones de 
toneladas); el consumo de las familias se estima en 2.900 millones de toneladas. Las 
actividades de reciclado de agua producen 4.400 millones de toneladas. El consumo 
sectorial es especialmente significativo en el sector químico (3.100 millones de 
toneladas). Se trata de un país con elevada pluviometría y un sistema de consumo de 
agua esencialmente orientado hacia actividades no-agrícolas, situación muy diferente de 
la que se observa en Andalucía, aunque es evidente que el enfoque de la cuantificación 
es fácilmente adaptable para tratar todos los casos posibles. 

TABLA INPUT-OUTPUT DE ANDALUCÍA 1990 

En el cuadro 6 se muestra la TIOA90, elaborada por el Instituto de Estadística de 
Andalucía en 74 sectores, y reagregada, para la presentación de este trabajo, en cuatro 
sectores: el sector agua, el sector agricultura y pesca, el sector industria y construcción 
(sin incluir el sector agua), y el sector servicios. 

El sector agua en esta tabla refleja en línea el valor monetario de los suministros de 
agua a los diferentes sectores y al consumo final de los hogares y de las Administraciones 
Públicas. El total de estos suministros es de 34 mil millones de pesetas en 1990, de los 
que 18 mil millones correspondían a suministros a los sectores productivos y 16 mil 
millones al consumo final. 

En la columna del sector agua se refleja el valor monetario de los bienes, servicios y 
factores adquiridos por el sector para la elaboración de su producción. Se observa que 
los consumos intermedios representan 11 mil millones de pesetas y el valor añadido 
(excedentes de explotación, sueldos y salarios) 14 mil millones. Las transferencias, cerca 
de 8 mil millones, representan el valor de la producción de agua distribuida que tiene su 
origen en el sector industria y construcción (en particular actividades de tratamiento y 
reciclado de aguas residuales). 
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Cuadro 6 

Tabla Input-Output de Andalucía 1990 

(en millones de pts.) 

TABLA I/O Agua Agricultura Industria y Servicios Consumos . Consumo F.B.C. Export. Demanda TOTAL 

ANDALUCIA y pesca construcción inter. interior final EMPLEOS 

1990 

Agua 0 4.912 5.476 7.742 18.130 15.915 14 0 15.929 34.059 

Agricultura y 0 65.873 379.324 59.249 504.446 253.670 23.179 257.374 534.223 1.038.669 

pesca 

Industria y 8.088 167.290 1.641.907 660.545 2.477.830 1.917.546 1.407.056 1.689.625 5.014.227 7.492.057 

construcción 

Servicios 2.994 99.923 712.320 1.282.492 2.097.729 3.782.601 106.490 142.999 4.032.090 6.129.819 

CONSUMOS 11.082 337.998 2.739.027 2.010.028 5.098.135 5.969.732 1.536.739 2.089.998 9.596.469 14.694.604 

INTERMEDIOS 

V.A.B a precios de 14.107 499.921 1.997.578 3.330.033 

mercado 

PRODUCCION 25.189 837.919 4.736.605 5.340.061 

EFECTIVA 

Total 7.810 819 -11.175 2.546 

transferencias 

Producción 32.999 838.738 4725.430 5.342.607 

distribuida 

Importaciones 0 184.867 2.520.121 637.239 

salida aduana 

IVA que grava los 1.060 15.064 246.506 149.973 

productos 

TOTAL 34.059 1.038.669 7.492.057 6.129.819 

RECURSOS 

De los datos disponibles en el cuadro 6 también destaca que no existe autoconsumo 
de agua (la casilla agua/agua es 0), ni procesos de acumulación significativos; el concepto 
adoptado para la medida de la producción del sector agua es el de la puesta a disposición 
del producto para el consumo; esta representación es más simple que la que propone el 
SEEA (recurso-distribución-reciclado). Por otro lado, no se han contabilizado (por 
ausencia de información) los posibles flujos comerciales de agua entre Andalucía y las 
Comunidades Autónomas y países que rodean la región, por lo que las casillas de 
exportaciones e importaciones son iguales a 0; aunque es obvio que estos flujos tienen 
cierta entidad, son difíciles de estimar. 
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CONSUMO SECTORIAL DE AGUA EN ANDALUCÍA EN 1990 

El enfoque input-output descrito en el apartado anterior se refiere a la contabilización 
de los flujos de agua que son asociados a flujos monetarios. En el caso del agua, una 
parte importante de su uso es gratuito, y por ello el enfoque en cantidades físicas es 
indispensable para poder interpretar correctamente el funcionamiento del sistema. 

Para la aplicación de los modelos definidos se utilizan los datos de consumo sectorial 
de agua incluidos en la Tabla Input-Output Medioambiental de Andalucía 1990 (TIOMA90). 
La TIOMA90 presenta un sistema alineado sobre el modelo de observación que preconiza 
el SEEA y establece en cantidades físicas una matriz entre los sectores industriales de la 
TIOA9Q y distintos recursos entre los que destaca el recurso agua. 

APLICACIÓN DE LOS MODELOS A ANDALUCÍA 

EL MODELO DE DEMANDA 

Con la información de la TIOA90 y el consumo sectorial de agua en la región en 
cantidades físicas de la TIOMA90, es posible resolver el sistema particionado híbrido de 
demanda (5) definido anteriormente: 

X, 21 

12 

22 

D, 

D, 
(5) 

El primer componente del sistema se refiere a la producción del sector agua en m1 

(X ) que se distribuye entre el agua consumida por el propio sector, la consumida por el 
sector 2 (que incluye todos los sectores productivos menos el sector agua) y la dirigida a 
la demanda final del sector agua (D^. 

El segundo componente se refiere al valor de la producción del sector 2 (X.,), que se 
distribuye entre el consumo del sector agua, el consumo intermedio del propio sector 2 
y la demanda final del sector 2 (D,). 

Teniendo en cuenta que la aplicación de los modelos al caso de Andalucía se realiza 
con el sector 2 desagregado en tres subsectores (sector agrario, industria y construcción 
y servicios), las matrices A toman los siguientes valores: 
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A n , con rango l x l , tiene dimensión m3/m3 y su único elemento se obtiene de dividir 
el consumo de agua en m3 del sector agua (en este caso 0) entre el total de la producción 
de agua en m3: 

A, 0 

A con rango 1x3, tiene dimensión unidad física/unidad monetaria y sus coeficientes 
se obtienen, para cada sector, de dividir su consumo de agua en m3 entre el valor de su 
producción efectiva en millones de pesetas: 

A, 3.623,308 36,373 29,146 

Estos valores representan, para cada sector, los m3 de agua consumidos por millón de 
pesetas producidas. Así, el sector agrario, para generar un millón de pts de producción 
efectiva necesita 3.623 m3 de agua, la industria y construcción 36 m3 y el sector servicios 
29 m3. 

A21, con rango 3x1, tiene dimensión pts/m3 y sus coeficientes se obtienen de dividir 
el valor del consumo que el sector agua realiza de cada subsector del sector 2 entre el 
total de la producción del sector agua en m3. Los coeficientes de la matriz toman los 
siguientes valores: 

A 2 , = 

0,0000000 

0,0000021 

0,0000008 

así, por m3 de agua, la industria y construcción suministra bienes por un total de 
0,0000021 millones de pesetas, o sea, 2,1 pts/m3. 

A22, con rango 3x3 y dimensión pts/pts, representa la matriz de coeficientes técnicos 
del sector 2: 

A 2 2 = 
0,0786150 
0,1996494 
0,1192514 

0,0800835 
0,3466422 
0,1503862 

0,0110952 
0,1236962 
0,2401643 

Esta matriz se ha calculado con la información del cuadro 6 (TIOA90), con los valores 
de los flujos intersectoriales y el vector de la producción efectiva sectorial. Los coeficientes 
corresponden a los coeficientes técnicos de Leontief. Así, el elemento 0,1996494 en la 
línea 2, columna 1, corresponde al valor del input de bienes industriales por unidad 
producida de bienes agrícolas. 
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Aplicando estas matrices, el sistema pardcionado de demanda queda de la siguiente 
forma3 : 

3.774.552.403 

837.919 = 

4.736.605 

5.340.061 

0,0000000 i 3.623,308 36,373 29,146 

0,0000000 

0,0000021 

0,0786150 0,0800835 0,0110952 

0,1996494 0,3466422 0,1236962 

0,0000008 0,1192514 0,1503862 0,2401643 

del que se obtienen los sistemas de ecuaciones: 

X, = AnX, + A12X2 + D, 

3.774.552.403 

837.919 

4.736.605 

5.340.061 

410.587.424 

333.473 

2.258.775 

3.242.332 

(6) 

x 2 = A21X, + A22X2 + D, (7) 

que hacen referencia, respectivamente, a la producción del sector agua en unidades físicas 
(sistema 6) y a la producción del sector 2 en unidades monetarias (sistema 7). 

M PRODUCCIÓN DEL SECTOR AGUA EN M3 EN FUNCIÓN DE LA PRODUCCIÓN DEL 
RESTO DE LOS SECTORES 

El sistema (6) puede transformarse en: 

[Xi] = [I - An]"' [ A 1 2 X 2 + Di] (8) 

modelo que permite evaluar las consecuencias que sobre la producción del sector 
agua en m3 tiene una variación de la producción del resto de los sectores o una variación 
de la demanda final de agua. Así, un aumento del 1% en el valor de la producción efectiva 
de la agricultura que pasaría de 837,9 a 846,3 genera: 

3623,3 36,3 29,1 
846.298 

4.736.605 
5.340.061 

410.587.424 

5 Para definir la demanda final del sector 2 se resta, de los valores de la demanda final de la TIOA90, el valor 
de las transferencias, de las importaciones y del IVA asociado a las mismas. 
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una producción de agua X! de 3.804.912.787 m3, superior en 30.360.384 m3 sobre el 
volumen inicial, lo que supone un aumento del 0,804% de la producción de agua en m3. 

En el cuadro 7 se presentan los impactos que el aumento de un 1% en la producción 
efectiva de cada uno de los sectores y el aumento del 1% en la producción de todos los 
sectores tienen sobre la producción del sector agua en m3. 

Cuadro 7 

Impacto de la variación de la producción del sector 2 sobre la producción 

(consumos) de agua 

Variación producción 

efectiva 

Variación producción 

de agua en m 3 

Agricultura 1% 0,804% 
Industria y construcción 1% 0,046% 
Servicios 1% 0,041% 
Todos los sectores 1% 0,891% 

Puede observarse que la producción de agua en la región (que en el estudio es 
equivalente al consumo de agua) es especialmente sensible a las variaciones de la 
producción del sector agrario (elasticidad de 0,8) y muy poco sensible a las variaciones de 
la producción efectiva del resto de los sectores (elasticidades inferiores al 0,1). Esto es 
lógico dado que el sector agrario es, con mucho, el mayor consumidor de agua en el 
sistema productivo andaluz (80% del total) por lo que un aumento en su producción 
conduce, si se mantienen constantes los coeficientes de consumo de agua por unidad 
monetaria de producción, a un importante aumento del consumo de este recurso. 

El sistema (8) también permite analizar el impacto que una variación de la demanda 
final de agua de los hogares o de las administraciones tiene sobre la producción de agua 
en m3. 

Así, un aumento del 1% en la demanda final de agua: 

X. 3623,3 36,3 29,1 
837.919 

4.736.605 
5340061 

414.693.298 

provoca un aumento de 4.105.874 m3 en la producción del sector agua, o sea, un aumento 
del 0,109% sobre la producción inicial. 
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LA PRODUCCIÓN DEL SECTOR AGUA EN FUNCIÓN DE LA DEMANDA DEL RESTO DE 
LOS SECTORES 

La ecuación (10) definida anteriormente: 

I - (I-A,,)"1 Ai2(/-A22)~'A2I (I- A,,)"' A12(/-A22r'£>2+ D (10) 

muestra la producción del sector agua en m3 en función de DI, la demanda directa de 

agua y de A p ( 7 - At, )"' D-,, la demanda de agua derivada del proceso productivo interno 

del sector 2 . 
Resolviendo (10) se obtiene: 

Xi= 3.623 36 29 

1,12 0,15 0,04 

0,39 1,64 0,27 

0,25 0,35 1,38 

0,0000000 

0,0000021 

0,0000008 

-1 

1,12 0,15 0,04 333.473 

1 1 1 3.623 36 291 0,39 1,64 0,27 2.258.775 + 410.587.424 

0,25 0,35 1,38 3.242.332 

que, en equilibrio, genera una producción de agua de 3.774.552.403 m3, resultado que 
coincide con el obtenido anteriormente resolviendo el modelo (5). 

Este modelo permite evaluar el impacto que sobre la producción del sector agua en 
m3 tienen las variaciones de la demanda final del sector agua así como las variaciones de 
la demanda final del resto de los sectores. 

En el cuadro 8 se muestran los efectos que sobre la producción de agua en m3 tienen 
aumentos de un 1% de la demanda final de cada uno de los subsectores del sector 2. 

Cuadro 8 

Impacto de la variación de demanda final del sector 2 sobre la producción de agua 

Variación demanda final Variación producción de agua m 3 

Agricultura 1% 0,362 

Industria y construcción 1% 0,361 

Servicios 1% 0,169 

Todos los sectores 1% 0,891 
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De los resultados del cuadro 8 se desprende que la producción del sector agua en m3 

es sensible a las variaciones de la demanda final de la agricultura y de la industria y la 
construcción (elasticidades de 0,362 y 0,361 respectivamente) y relativamente insensible 
a la variación de la demanda final del sector servicios (elasticidad de 0,168). 

Comparando los resultados de los cuadros 7 y 8 se observa que la elasticidad de la 
producción (= consumo) de agua es mayor en función de la producción agraria que de la 
demanda final de productos agrarios, ya que para satisfacer esta última demanda es 
necesario producir también productos no-agrícolas con consumos específicos muy 
inferiores a los de la agricultura. 

Por otro lado, el modelo permite evaluar el impacto que una variación de la demanda 
final del sector agua tiene sobre la producción de agua en m3; así, una variación del 1% en 
D p la demanda final de agua, genera una variación de 4.105.874 m3 en el consumo de 
agua, lo que supone un aumento del 0,109% en la producción del sector agua, resultado 
que evidentemente coincide con el obtenido resolviendo la ecuación (8). 

Parece evidente que la demanda final del sector agua (D() es una función de la población 
de la región y que la demanda final del sector 2 (D,) es una función del PIB regional. El 
modelo (10) permite aproximar el impacto porcentual en la producción del sector agua 
ante una variación del 1% en la población y del 1% en el PIB, esto es, permite obtener 
una aproximación de la elasticidad población y de la elasticidad renta del consumo de 
agua en la región. 

LA ELASTICIDAD-POBLACIÓN DEL CONSUMO DE AGUA 

Para estimar la elasticidad población se establece una hipotética relación fija entre la 
demanda final de agua y la población de 1990. En ese año Andalucía tenía 7.100.060 
habitantes de derecho lo que supone un volumen de 57,82 m3 de demanda final de agua 
por habitante. Si aceptamos que esta relación se mantiene constante en el tiempo, un 
aumento de un 1% de la población supone un aumento de 0,109% de la producción y 
del consumo de agua en la región. La elasticidad población del consumo de agua es por 
tanto de 0,109%. 

Se trata de una elasticidad relativamente baja que puede llevar a concluir que, de 
mantenerse constante el coeficiente de demanda final de agua por habitante, la escasez 
de recursos hídricos no constituye un factor fuertemente limitativo al crecimiento de la 
población de la región en los próximos años. 

Así, si la población residente en Andalucía aumentara a un ritmo del 2% anual en los 
próximos años (ritmo muy por encima del esperado), ya sea por el crecimiento 
demográfico o por el aumento de la inmigración, la demanda de agua tan sólo aumentaría 
un 0,218% anualmente, demanda que podría ser satisfecha por el sistema sin excesivos 
problemas. 
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Dado que la población de hecho en Andalucía ha aumentado un 3% entre 1990 y 
1995 (ha pasado de 7.100.060 a 7.314.644 habitantes), el consumo de agua tendría que 
haber aumentado, según los cálculos, en 12.409.119 m3, lo que supone un aumento del 
0,329% durante el periodo. 

LA ELASTICIDAD RENTA DEL CONSUMO DE AGUA 

Para estimar la elasticidad renta del consumo de agua se establece una hipotética 
relación fija entre D„ la demanda final del sector 2, y el PIB andaluz de 1990 (que 
ascendía a 6.254.240 millones de pts). Esto supone una relación de 0,933 pts de demanda 
final por peseta de PIB. Si asumimos que esta relación se mantiene constante, un aumento 
del 1% del PIB (aumento de un 1% en cada uno de los sectores) supone un aumento de 
58.346 pts de demanda final (D,) y un aumento de 0,891% de la producción del sector 
agua (aumento de 33.633.707 m3). Esto es, la elasticidad renta del consumo de agua (y 
por tanto de la producción de agua) es de aproximadamente 0,891%. 

El peso que cada sector tiene en el aumento del PIB influye de manera directa en el 
impacto que la variación del PIB tiene sobre la producción del sector agua. Dado que el 
sector agrario es, con mucho, el mayor consumidor de agua de la economía andaluza, 
cuanto mayor sea su contribución al aumento del PIB, mayor será el impacto que generará 
sobre el consumo de agua. Así, en el caso extremo de que el aumento del 1% del PIB 
fuera provocado únicamente por el crecimiento del sector agrario, el aumento en el 
consumo de agua sería del 6,33%, esto es, un aumento de 238.877.624 m3. Por el contrario, 
un crecimiento del 1% del PIB provocado únicamente por el sector industria y 
construcción o por el sector servicios supone un aumento del consumo de agua del 
0,93% y del 0,30% respectivamente. 

LAS NECESIDADES DIRECTAS E INDIRECTAS DE AGUA PARA LA GENERACIÓN DE 
LA DEMANDA FINAL DE LA ECONOMÍA ANDALUZA 

El vector A12 (/ - A22) ' Di de la ecuación (10) hace referencia a la demanda de agua 
derivada del proceso productivo interno del sector 2. El vector Ai2(/ — A22) ' representa, 
por tanto, las necesidades directas e indirectas de agua por unidad de demanda final de 
cada uno de los sectores; multiplicando este vector por una matriz diagonal formada por 
los valores sectoriales de la demanda final se obtiene el consumo sectorial de agua necesario 
para la producción de la demanda final de la economía andaluza. 
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Cuadro 9 

Requerimiento de agua para la producción de la demanda final del sector 2 

A,2 (I-A22)1 (Da) A12 (I-A22)1 D2 

(m3/millón pts) (en miñ.pts) K ) 
Agricultura 4,08825 333.473 1.363.322 
Industria y construcción 0,60190 2.258.775 1.359.557 
Servicios 0,19604 3.242.332 635.631 
Total sectores productivos 4,88619 5.834.580 3.358.510 

Del cuadro 9 se deduce que el proceso productivo interno del sector agrícola requiere, 
para generar su demanda final, un volumen de 1.363.322.000 m3 de agua. Esto supone 
4,08 m3 del recurso por millón de pesetas de demanda final. El sector de la industria y la 
construcción requiere un volumen total de 1.359.557.000 m3 de agua para generar su 
demanda final, lo que supone 0,60 m3 por millón de pesetas de demanda final. El sector 
servicios requiere 635.631.000 m3, o sea, 0,19 m3 por millón de pesetas de demanda final. 

De lo anterior destaca, en primer lugar, que el sector agrario tiene unas necesidades 
hídricas por unidad de demanda final muy superiores a las necesidades hídricas del resto 
de los sectores. Sin embargo, resalta que, en términos absolutos, el sector de la industria 
y la construcción tiene, para generar directamente su demanda final, unas necesidades de 
agua muy parecidas a las del sector agrario (1.359.557 m3por 1.363.322 m3 del sector 
agrario). Esto explica que la producción de agua en m3 sea tan elástica a las variaciones de 
la demanda final del sector agrario (elasticidad 0,362%) como a las variaciones de la 
demanda final de la industria y la construcción (elasticidad 0,361%). 

El protagonismo del sector industrial en el consumo de agua para la generación de la 
demanda final se debe, fundamentalmente, a la existencia de una serie de ramas industriales 
centradas en torno a la actividad agroalimentaria (molinería, otras industrias alimentarias, 
aceites y grasas) que, como se analiza más adelante, tienen unas necesidades hídricas por 
unidad de demanda final parecidas o incluso superiores a las necesidades de las ramas 
agrícolas. 

En su conjunto, los procesos productivos ligados a la agricultura son los responsables 
de cerca del 85% de las necesidades directas e indirectas de agua que la economía andaluza 
requiere para generar su demanda final. 

CONSIDERACIONES RESPECTO A LA SOSTENIBILIDAD DEL CRECIMIENTO DEL 
SECTOR AGRARIO Y AGR0ALIMENTARI0 DE LA REGIÓN 

A la luz de los resultados sobre consumo de agua por unidad de producción efectiva 
y sobre necesidades directas e indirectas de agua por unidad de demanda final, cabe 
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preguntarse por la viabilidad y sostenibilidad del desarrollo del sector agrario y 
agroalimentario andaluz, desde el punto de vista de la gestión y disponibilidad de los 
recursos hídricos. 

Todo indica que, de mantenerse constantes los coeficientes de consumo por unidad 
de producción y por unidad de demanda final (hipótesis aceptada en las estimaciones 
realizadas con los modelos input-output utilizados), el crecimiento y desarrollo del sector 
agrario andaluz es insostenible desde el punto de vista medioambiental. Esto es, el 
crecimiento del sector genera un aumento de la demanda de agua que no es posible 
satisfacer sin incurrir en importantes costes económicos y medioambientales. 

Sin embargo, los coeficientes de consumo de agua pueden variar en el tiempo; de 
hecho, en los últimos años y bajo la presión de la severa sequía sufrida, se han llevado a 
cabo políticas de modernización de regadíos en la región que parecen haber reducido las 
necesidades de agua por unidad de producto. 

El crecimiento y desarrollo del sector agrario andaluz sólo es sostenible, desde el 
punto de vista de la gestión del agua, si va acompañado de una reducción substancial de 
los coeficientes de consumo de agua por unidad de producción y unidad de demanda, lo 
que pasa necesariamente por una reforma estructural del regadío de la región que debe 
incluir medidas como las siguientes: introducción de nuevas tecnologías de riego 
ahorradoras de agua que sustituyan a los métodos más tradicionales despilfarradores del 
recurso; modernización de los sistemas de gestión del agua en las Comunidades de 
Regantes; adecuación de los cultivos a las disponibilidades hídricas y a las condiciones 
climáticas y de los suelos de la región; desarrollo de políticas que incentiven el abandono 
de aquellas explotaciones de regadío con menor rentabilidad económica y social, que 
son, precisamente, las que más agua consumen (Corominas, 1996); y desarrollo de 
estrategias orientadas a la diversidad, a la calidad y a la comercialización de los productos 
(actividades con mayor valor añadido y menor consumo de agua) y no al mero aumento 
de la producción (con menor valor añadido y mayor consumo de agua). 

LA PRODUCCIÓN DE LA ECONOMÍA ANDALUZA EN FUNCIÓN DE LA PRODUCCIÓN 
Y LA DEMANDA FINAL DEL SECTOR AGUA 

El sistema (7) presentado anteriormente puede transformarse en: 

[Xi] = [/ - An]' [Ai2X1 + Di] (9) 

un modelo que permite evaluar el impacto que una variación de la demanda final del 
sector 2 o una variación en la producción (consumo) de agua en m3 tiene sobre la 
producción efectiva del sector 2. 
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En cierta medida, esta última expresión permite estimar el impacto hipotético de una 
mayor disponibilidad de agua sobre la producción de los sectores productivos. 

Así, si la producción del sector agua en m3 aumentara en un 1%, la producción efectiva 
del sector de la agricultura podría aumentar en un 0,0016%, la producción de la industria 
y la construcción en un 0,030% y la de los servicios en un 0,013%. 

Se comprueba que la producción del sector 2 es poco sensible a las variaciones de la 
producción de agua; el sector de la industria y la construcción es el más sensible dado 
que aporta el mayor volumen de inputs al sector agua. 

Por otro lado, el modelo (11) presentado anteriormente: 

[Xi] = / - [/ - A22]"1 Â21 ( / - A l l ) 1 ¿12 [/ - A22]"1 A21 ( / - A l l ) 'z)i + D2 ( H ) 

define la producción del sector 2 en función de D„ la demanda directa del sector 2 y de 

A2i ( / - A , , ) - ' / ) , , la demanda de bienes y servicios del sector 2 derivada del proceso 

productivo interno del sector agua, y permite, por tanto, analizar el impacto que variaciones 
de Dj y D, tienen sobre X,. 

EL MODELO DE PRECIOS 

EL SISTEMA PARTICIONADO DE PRECIOS 

El modelo de precios se define de acuerdo con el sistema particionado (15) definido 
anteriormente: 

>1" A;, ; A'21 >1 V 

A 
= 

1 
1 

A|'2 ! 
1 
1 
1 

A22 A 
+ 

v2 

El primer componente del sistema hace referencia a la formación del precio nominal 
del m3 de agua en función del índice unitario de precios del sector 2 y del valor añadido 
del sector agua, y puede expresarse mediante la siguiente ecuación: 
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P , = A ' n P . + A ' 2 , P 2 + v . O6) 

El segundo componente hace referencia a la formación del índice unitario de precios 
implícitos del sector 2 en función del precio del m3 del sector agua y del valor añadido del 
sector 2, y toma la siguiente forma: 

P2 = A-12P1+A'22P2 + V2 (17) 

EL PRECIO DEL M3 DE AGUA EN FUNCIÓN DEL PRECIO DEL RESTO DE LOS 
SECTORES 

Desarrollando (16), se obtiene la ecuación: 

[/>.] - [ / - A'l l] ' [A'llPl + v,] (18) 

que permite calcular el precio medio del m3 de agua en función del índice unitario de 
precios del sector 2 y del coeficiente de valor añadido del sector agua (valor añadido del 
sector agua entre producción efectiva del sector agua): 

P. = 0,0000 2,1427706 0,7932066 3,7373968 

Resolviendo el sistema se obtiene un precio de 6,67 pts/m3 que coincide con el precio 
que resulta al dividir el valor de la producción efectiva del sector agua entre el total de m3 

producidos por el sector. 
El modelo (18) permite evaluar cómo se ve afectado el precio del m3 de agua ante 

variaciones porcentuales de los precios del sector 2. Así, un aumento del 1% del precio 
medio del sector 2 agregado (sin diferenciar entre los tres sectores) 

Pi = 2,93597725 1,01 3,7373968 

provoca que el precio del agua suba hasta 6,70 pts/m3, lo que supone un aumento del 
0,44%. 

Utilizando el modelo (18) con el sector 2 desagregado en tres subsectores es posible 
estimar el impacto que las variaciones porcentuales en el índice unitario de precios de 
cada uno de los sectores tienen sobre el precio nominal del agua. 
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Del cuadro 10 se desprende que el precio del agua es relativamente sensible a las 
variaciones de los precios del sector de la industria y la construcción (0,32%), poco 
sensible a los precios del sector servicios (0,115) e insensible a los precios del sector 
agrario (0%). 

Cuadro 10 

Elasticidad precio del agua a las variaciones de precios del sector 2 

Variación precio unitario Variación precio del m 3 de agua 

Agricultura 1% 0 % -

Industria y construcción 1% 0,321% 

Servicios 1% 0,119% 

Todos los sectores 1% 0,440% 

Este resultado es lógico dado que el sector de la industria y principalmente el sector 
de la construcción aportan cerca del 80% de los inputs necesarios para la prestación de 
los servicios del agua (obras hidráulicas, plantas de depuración, canalizaciones...). 

Para analizar el impacto medio que las variaciones de los precios de cada uno de los 
subsectores del sector 2 tienen sobre el precio del m3 de agua es posible definir un índice 
de precios de la economía andaluza utilizando como elementos de ponderación los valores 
de la producción efectiva. El precio medio del sector agrario tendría una ponderación 
del 7,6% en el índice general de precios, el precio del sector industria y construcción un 
43,4% y el precio del sector servicios un 49%. 

De esta forma, si los precios medios del sector agrícola aumentaran, por ejemplo, un 
2%, los de la industria y la construcción un 1% y los de los servicios un 3%, el índice 
general de precios crecería un 2,05 % lo que provocaría un aumento del 0,90% del precio 
del m3 de agua. 

LOS PRECIOS DE LA ECONOMÍA ANDALUZA EN FUNCIÓN DEL PRECIO DEL AGUA 

Desarrollando la ecuación (17) obtenemos: 

[Pi] = [/ - A'n]' [A'\iP\ + v2 ] (19) 

un modelo que define el índice unitario de precios del sector 2 en función del precio del 
m3 de agua. 
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Resolviendo el sistema con el precio medio del m3 de agua calculado con la ecuación 
(18) se deberían obtener unos índices de precios unitarios del sector 2. 

1,0198 

1,0007 = 

0,9987 

1,122 0,390 0,253 

0,146 1,641 0,347 

0,040 0,272 1,376 

0,003623 X 6,67 0,59662 

0,000036 + 0,42173 

0,000029 0,62359 

Sin embargo, se obtienen unos P, distintos de 1. Esto es debido a que los precios 
medios del agua en cada uno de los sectores no coinciden con el precio medio del agua 
en el conjunto de la economía. Con objeto de conseguir índices unitarios de precios del 
sector 2, y mantener la hipótesis de homogeneidad del precio del modelo, se introduce 
un ajuste sobre los coeficientes del valor añadido del sector 2 (v,). 

1,0000 

1,0000 = 

1,0000 

1,122 0,390 0,253 

0,146 1,641 0,347 

0,040 0,272 1,376 

0,003623 X 6,67 0,57830 

0,000036 + 0,42264 

0,000029 0,62484 

Con los nuevos coeficientes (v, ') se obtienen, obviamente, índices de precios iguales 
a 1. 

Los coeficientes de valor añadido contienen evidentemente los diferentes elementos 
que lo componen: los salarios atribuidos al factor trabajo, los excedentes de explotación 
atribuibles al factor capital, y los impuestos directos (netos de subvenciones) que 
intervienen en la formación de los precios. 

La modificación del vector v, no puede corresponder ni a una modificación de los 
salarios ni a una modificación de los excedentes de explotación, y por ello debe ser 
interpretada como una actividad implícita de imposición indirecta o de subvención. 

La interpretación que conviene dar a este vector de ajuste es la siguiente: puesto que 
el agua es un bien homogéneo, en el sentido de la hipótesis del modelo de Leontief y del 
equilibrio walrasiano, su precio debería ser el mismo en todos los mercados en los que 
interviene. Obviamente pueden existir fenómenos de discriminación de mercados por 
parte de un productor monopolista que intentara realizar ofertas distintas en diferentes 
puntos de la citada demanda para así maximizar su beneficio; en el caso del agua, no se 
trata de un productor monopolista consciente (el agente productor no intenta aprovechar 
la discriminación de precios para maximizar sus beneficios) sino de un productor público 
que, por razones socio-políticas, introduce segmentos estancos en el mercado. El resultado 
de esta segmentación debe interpretarse como un sistema implícito de imposiciones-
subvenciones cruzadas. Esta situación es evidente en otras actividades de producción 
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pública; así es bien sabido que en muchos casos los mercados de telecomunicaciones de 
servicios públicos han mantenido diferencias de precios de los servicios que corresponden 
a subvenciones implícitas privadas. 

En consecuencia, las diferencias entre el vector v, observado y el vector v., ' calculado 
para que se respete el modelo de Leontief con homogeneidad de precios, pueden 
interpretarse como un indicador de las diferencias tarifarias del agua en los tres sectores. 
Las diferencias positivas indican que el sector disfruta de un precio del agua inferior al 
precio medio del agua en el conjunto de la economía, mientras que las diferencias negativas 
suponen precios superiores a la media. 

Cuadro 11 

Diferencias entre coeficientes originales y ajustados de valor añadido 

V2 iniciales V2 ajustados Diferencia (v2-v2 ' ) 

Agricultura 0,59662211 0,57830456 +0,01831755 
Industria y construcción 0,42173202 0,4226454 -0,00091337 
Servicios 0,62359456 0,62484985 -0,00125529 

Como puede verse en el cuadro 11 la diferencia entre los dos coeficientes es positiva 
en el caso del sector agrario, lo que indica que el precio medio del agua en el sector es 
inferior al precio medio del agua en el conjunto de la economía regional; por el contrario, 
la diferencia entre los coeficientes es negativa en el sector de la industria y la construcción 
y en el sector servicios, lo que supone que el precio medio del agua en estos sectores es 
superior al precio medio del agua en la región, y que existe una subvención implícita del 
agua en la agricultura que representa aproximadamente un 3% (diferencia/ v, ajustado) 
del valor añadido de esta actividad. 

Las diferencias sectoriales en el precio del agua no son fruto, únicamente, de este 
sistema implícito de imposiciones-subvenciones cruzadas. Son también el resultado de 
las diferencias de costes que supone el agua en los distintos usos. El agua en sí no tiene 
precio. Lo que se paga por el agua, el precio del agua, hace referencia al coste que supone 
su gestión y distribución. Y el coste de estos procesos no es el mismo en los distintos 
usos del agua. El agua servida a hogares, actividades terciarias e industrias requiere un 
complejo proceso de regulación, transporte, potabilización y distribución, cuyo coste 
económico es muy superior al coste del agua en la agricultura que habitualmente no 
requiere tratamiento previo y que en general se consume cerca de los puntos de captación 
y regulación. Las diferencias en los costes se reflejan por tanto en los precios y explican, 
al menos en parte, las diferencias sectoriales en el precio del agua. 

Estos resultados concuerdan con la estructura de precios medios sectoriales que se 
obtiene de dividir el valor del consumo de agua de cada sector entre el volumen de litros 
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consumidos que, como se muestra en el cuadro 12, son de 1,6 pts/m3 en el sector agrario, 
31,7 pts/m' en la industria y la construcción y 49,7 pts/m3 en el sector servicios. 

Cuadro 12 

Consumo y precio medio del agua en los sectores productivos andaluces en 1990 

Sector Consumo de Valor del consumo Precio medio del 
agua en m3 de agua m3 

Agrario 3.042.437.624 4.912 1,618 
Industria y construcción 155.179.469 5.476 31,785 
Servicios 155.643.736 7.742 49J42 
TOTAL 3.774.552.403 25.189 6¿73 

El modelo (19) con los coeficientes de valor añadido ajustados permite analizar el 
impacto que las variaciones del precio medio del m3 de agua tienen sobre los precios 
unitarios de los distintos sectores. 

Así, un aumento del 1% en el precio medio del agua, de 6,67 a 6,74 pts/m3: 

1,00027 

1,00004 = 

1,00001 

1,122 0,390 0,253 

0,146 1,641 0,347 

0,040 0,272 1,376 

0,003623 X 6,74 0,57830 

0,000036 + 0,42264 

0,000029 0,62484 

provoca un aumento del 0,02% del precio medio del sector agrario, un aumento del 
0,004% de los precios medios de la industria y la construcción y un aumento del 0,001% 
de los precios de los servicios. 

Relajando la hipótesis de homogeneidad del precio comentada anteriormente, es 
posible definir un sistema donde, manteniendo los coeficientes v2 originales, se utilizan 
los precios medios del agua en cada sector (1,6 pts/m3 en el sector agrario, 31,8 pts/m3 

en la industria y construcción y 49,8 pts/m3 en el sector servicios) y no el precio medio 
del agua en el conjunto de la economía (6,67 pts/m3). Así, si definimos A ' p como la 
matriz diagonal formada por los elementos del vector A ' y P como el vector de precios 
sectoriales del agua, tenemos AG = A ' p P de forma que la ecuación (19) se convierte en: 

[/>:] = [/ - A'22]' [AG + vi] 

que resolviendo, 
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1,0000 

1,0000 = 

1,0000 

1,122 0,390 0,253 

0,146 1,641 0,347 

0,040 0,272 1,376 

0,003623 

0,000036 

0,000029 

X 1,61 0,5966 

X 31,78 + 0,4217 

X 49,74 0,6235 

arroja unos P unitarios. 

Este sistema permite evaluar los impactos que las variaciones del precio del m3 de 
agua en un determinado sector tienen sobre los precios del resto de los sectores. 

En el cuadro 13 se muestra el impacto que una variación del 1% en el precio del agua 
en cada uno de los sectores tiene sobre los precios de cada uno de los sectores de la 
economía andaluza. 

Cuadro 13 

Impacto de las variaciones del precio del agua sobre los precios del sector 2 

Agricultura Industria y 
construcción 

Servicios 

A 1% precio agua en la agricultura 0,006 0,0008 0,0003 

A 1% precio agua en la industria 0,0004 0,0019 0,0003 

A 1% precio agua en los servicios 0,0003 0,0005 0,002 

Así un aumento del 1% en el precio medio del agua en la agricultura provoca un 
aumento del 0,006% en los precios agrícolas, un aumento del 0,0008% en el precio de 
los bienes industriales y en la construcción y un aumento del 0,0003% en el precio de los 
servicios. 

Las elasticidades de los precios de los sectores productivos de la región respecto al 
precio del agua son, en general, muy bajas. Esto es consecuencia de la escasa importancia 
que, en media, tiene el gasto en agua en los procesos productivos de la economía andaluza. 

Estos resultados deben interpretarse con cautela dado que se trata de impactos medios 
que no tienen en cuenta las particularidades de cada sector. Esto es especialmente cierto 
en el sector agrario donde, por ejemplo, sólo un tercio del consumo de agua está sujeto 
al régimen tarifario del recurso, es decir, que sólo un tercio del agua utilizada tiene precio. 
En el resto de los usos, a saber, en los regadíos históricos y en los regadíos con aguas 
subterráneas, el agua es, por razones históricas en el primer caso y por su carácter privado 
en el segundo, gratuita. 

En este sentido, aquellas explotaciones que utilizan aguas subterráneas o que están 
ubicadas en zonas regables de regadíos históricos no tienen gasto alguno en agua y sus 
precios son, por tanto, insensibles a las variaciones del precio del recurso. Por el contrario, 
las explotaciones que utilizan agua sujeta al régimen tarifario del recurso pagan un precio 



AGl 'A Y ECONOMÍA: hacia una gestión racional de un recurso básico. 6 5 

por el agua muy superior al calculado anteriormente (en función del total de agua utilizada 
en el sector), sus gastos en agua como input productivo son superiores y sus precios 
tenderán a ser más sensibles a las variaciones del precio del recurso. 

Por tanto, aumentos de importancia en el precio del agua en el sector agrario (del 
orden de 3 o 5 pts/m3 como los que se han anunciado en ciertas ocasiones) no tienen 
impacto alguno sobre una parte del sector pero pueden suponer aumentos considerables 
del precio de los bienes del resto del sector agrario andaluz, hasta hacerlos no competitivos 
en el contexto del comercio internacional. 

LOS PRECIOS AGUA DE LA ECONOMÍA ANDALUZA 

El agua es un recurso natural cada vez más escaso. Es un bien de consumo doméstico, 
un factor de producción y un elemento esencial para el desarrollo de la vida. Su valor 
económico, social y medioambiental es indiscutible. 

La sociedad, sin embargo, no parece ser consciente del verdadero valor de este recurso. 
Tampoco existen, por el momento, mecanismos económicos que incentiven su uso 
racional; el agua como recurso en sí no tiene precio; es gratuita. Lo que se paga por el 
agua, el denominado "precio del agua", hace referencia únicamente al coste que supone 
su gestión y abastecimiento. 

Como resultado de la falta de conciencia social sobre el valor del recurso y de 
mecanismos económicos que incentiven comportamientos eficientes, el recurso se 
sobreutiliza, no se usa allí donde más se necesita y, por lo general, se despilfarra. Esto 
hace que la gestión del recurso sea ineficiente desde el punto de vista económico e 
insostenible desde el punto de vista medioambiental. Esta situación genera una pérdida 
de bienestar general que bien es soportada por la generación actual o bien es trasladada 
a generaciones venideras como un lastre para sus posibilidades de desarrollo y bienestar 
futuro. 

En la actualidad parece inviable, por motivos políticos, sociales y económicos, poner 
un precio al agua que trasmita a los usuarios el valor que el recurso tiene en cada momento, 
e incentive, de esta forma, un uso eficiente del mismo. Ante este problema los economistas 
y políticos deben plantearse alternativas que contribuyan a fomentar un uso racional del 
recurso. 

En el presente apartado se propone una herramienta que puede ser utilizada como 
mecanismo para conseguir ahorrar agua en situaciones de escasez del recurso. Consiste, 
en grandes líneas, en definir una política de precios que mueva los precios relativos de los 
bienes en dirección a los precios/agua, precios que reflejan el contenido en agua de los 
bienes. 

No me adentro en los aspectos prácticos de una política de precios de este tipo. Es 
obvio que existen vías muy diversas para obtener modificaciones de los precios relativos, 
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entre las que se encuentran: a) la tarifación del recurso hasta niveles que correspondan a 
su escasez y en un contexto de homogeneidad (o sea con una política de tarifación para 
los usuarios) y b) la utilización de la imposición indirecta sobre los productos terminados 
en forma discriminatoria (por ejemplo, con diferentes impuestos en la última etapa del 
consumo, similares a los actuales impuestos sobre consumos de artículos de lujo: en 
cierto sentido el consumo de un bien común escaso es un "lujo" social). 

Los precios/agua que se calculan a continuación se refieren a los precios de los 
productos y a su evolución en términos relativos, cuando el agua se transforma en el 
factor de producción que determina el valor de la producción humana. 

Básicamente, se trata de establecer una analogía con la teoría del precio-valor de 
Marx, quien consideraba que el trabajo era el factor escaso y verdaderamente limitativo 
de los procesos productivos y sostenía que, en consecuencia, el valor de los bienes y en 
lógica su precio debía ser directamente proporcional a la cantidad de trabajo necesaria 
para producirlos (Marx, 1974). 

Hoy en día podemos afirmar que el agua se está convirtiendo en un factor escaso y 
limitativo en los procesos productivos. Esto es especialmente cierto en zonas áridas, 
donde el recurso es particularmente escaso, y en zonas semiáridas como gran parte de 
Andalucía y en general del sur y el levante español durante los frecuentes y a veces 
duraderos periodos de sequía. 

Si se supone que el agua es el factor productivo que confiere valor a la producción, 
entonces el precio de los productos debería establecerse en función de su contenido 
directo e indirecto en agua. 

En el concepto del valor-trabajo de Marx, si el bien X requiere directa e indirectamente 
dos horas de trabajo para su elaboración y el bien Y una sola hora, entonces el precio/ 
valor trabajo del bien X debería ser dos veces superior al precio del bien Y. 

Si adoptamos el concepto de valor-agua, el razonamiento sería el siguiente: si el bien 
X necesita directa e indirectamente 1 m3 de agua para su elaboración y el bien Y 3 m3 de 
agua, entonces el precio/valor agua del bien X debería ser un tercio del precio del bien Y. 
Obviamente, así definidos, los precios/valor agua y los precios/valor trabajo serán muy 
diferentes. 

En el mundo de equilibrio general estático walrasiano, los precios de equilibrio serán 
el reflejo de todos los costes de producción obtenidos en situación de competencia de 
mercado. Los precios/coste de equilibrio incluyen por consiguiente los contenidos directos 
e indirectos de trabajo, capital, energía, agua, etc., como es evidente en la ecuación de 
precios de Leontief (ecuación 14). 

En general se considera que los precios/coste de equilibrio reflejan bastante bien las 
diferencias entre los contenidos de los bienes en trabajo directo e indirecto, o sea, que la 
estructura de los precios/coste y los precios/trabajo no es muy diferente. 

El objetivo de esta parte del libro es calcular los precios/agua de los diferentes 
productos para poder compararlos con los precios/coste. Conviene recordar al respecto 
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que al tratarse de un modelo en valor, los precios/coste son precios implícitos de valor 
unitario; los precios/agua se interpretan por ello como índices de precios relacionados 
con los precios/coste unitarios, o sea como desviaciones relativas de estos precios/coste. 

Para calcular el contenido directo e indirecto en agua de todos los productos recurrimos 
al modelo (10) presentado anteriormente: 

[i - (I-A,,)"1 A l 2 (/-A 2 2 ) "% , ] " ' [(I- A,,)"1 [ A l 2 ( / - A 2 2 ) - ' D 2 + D,J 

El vector [ A, 2 ( / - A22 ) 1 D2 j del segundo término del sistema representa la demanda 

de agua derivada del proceso productivo interno del sector 2 (que incluye todos los 
sectores productivos menos el sector agua). 

El vector [ A, 2 ( / - A22 ) 1 j muestra, por tanto, las necesidades directas e indirectas de 

agua por unidad de demanda final del sector 2. Sánchez Chóliz et al. (1996), al calcular 
valores agua para Aragón utilizan una formulación equivalente ya que A corresponde a 
un vector línea de coeficientes de consumo de agua (en términos físicos) por unidades 
de producción sectoriales (en términos monetarios), que en el modelo de estos autores 

se define como el vector D en una relación W = D (/ - A) - ' en la que W es el vector 

calculado de los precios-valores-agua. Sánchez Chóliz et al. consideran este procedimiento 
en el marco general de cálculo seguido por Vergara (1979) de K-valores, o sea de valores 
de los productos cuando se toma un input determinado K como patrón de valor. En el 

cuadro 14 se muestran los valores del vector [ A I2(/ - A22 )"' j , equivalente al valor agua 

para cada uno de los tres subsectores de la economía andaluza. 

Cuadro 14 

Litros de agua para generar 1 pts de demanda final 

Litros de agua 
Agricultura 4,08825 
Industria y construcción 0,60190 
Servicios 0,19604 

Así, el sector agricultura requiere 4,088 litros de agua por peseta de demanda final, el 
sector industria y construcción 0,602 litros y el sector servicios 0,196 litros. 

Dividiendo el valor de la demanda final del sector 2 entre los litros necesarios para 
generarla constatamos que, en media, para generar una peseta de demanda final, la 
economía andaluza necesita 0,575 litros de agua. 
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Con estos requerimientos medios es posible definir los precios/agua de los sectores 
productivos andaluces que se muestran en el cuadro 15. 

Si el precio/agua medio de los bienes y servicios de la economía andaluza fuera 1, el 
precio/agua del sector agrícola sería 7,1, es decir un 610% superior a la media, el de la 
industria y la construcción sería 1,04, es decir un 4% superior y el precio/agua de los 
servicios 0,34, un 66 % inferior al precio/agua medio. De manera similar, este resultado 
puede interpretarse como una desviación con relación al precio/coste actual (índice 
implícito de precios unitario) y toda evolución de los precios relativos de los bienes que 
impliquen un aumento de los precios agrícolas y una disminución de los precios de los 
servicios será favorable a la eficiencia hídrica. 

Cuadro 15 

P r e c i o s / a g u a d e los s e c t o r e s p r o d u c t i v o s a n d a l u c e s 

Precio/agua Aumento en % sobre el precio/agua unitario 

Agrario 7,10233 610% 

Industria y construcción 1,05597 5,5% 

Servicios 0,34393 -66,7% 

Total economía 1 0% 

La evolución de los precios relativos de los bienes producidos es diferente a la deseada 
desde este punto de vista abstracto de una economía/agua; en efecto, los deflactores 
sectoriales del PIB en los países industrializados describen un proceso de aumento relativo 
de los precios de los servicios, de fuertes disminuciones de los precios relativos de las 
manufacturas y de una evolución próxima a la media de los precios agrarios. 

Realizando los cálculos anteriores a un nivel más desagregado se obtienen los precios/ 
agua de las ramas productivas de la TIOMA90 así como las diferencias en % sobre el 
precio/agua unitario regional. 

En el cuadro 16 se presentan las ramas de actividad con precios/agua más elevados. 
Puede constatarse que las ramas de actividad con precios/agua más elevados se concentran 
en el sector agrario y en ciertas ramas del sector industrial ligadas a la industria de 
transformación de los productos de la agricultura (molinería, otras industrias alimentarias, 
aceites y grasas...). 

El precio/agua más elevado corresponde, con mucho, a la rama de agrios, con un 
precio de 32,8, un 3.168% superior al precio/agua medio regional; le sigue la rama de 
cereales y leguminosas con un precio de 20,4 y la rama de molinería con un precio de 
12,7, un 1.173% superior al precio medio regional. 
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Cuadro 16 

Ramas de actividad con mayores precios/agua 

N° Rama de actividad Precio/agua Diferencia en % sobre la media 
3 Agrios. 32,848 3.184,8 
1 Cereales y leguminosa. 20,451 1.945,1 

36 Molinería. 12,738 1.173,8 
2 Hortalizas y frutas. 7,650 665,0 
6 Otras producciones agrícolas. 7,383 638,3 
5 Olivar. 6,960 596,0 

39 Otras industrias alimentarias. 6,043 504,3 
4 Plantas industriales. 4,506 350,6 
7 Ganadería. 4,185 318,5 

31 Aceites y grasas. 4,086 308,6 
37 Panadería y pastas. 2,949 194,9 
34 Conservas vegetales. 2,824 182,4 
41 Cervezas. 2,374 137,4 
32 Industria cárnica. 2,291 129,1 
38 Azúcar. 2,280 128,0 

Por el contrario las ramas de actividad relacionadas con la prestación de servicios son 
las que, al tener un menor consumo de agua por unidad de demanda final, disfrutan de 
precios/agua inferiores a la media. 

En realidad, como ya se ha indicado, los precios/agua reflejan el valor de los productos 
en términos de agua. Una política de gestión del agua que intentara relacionar los precios 
de los bienes con la escasez absoluta de este recurso incluiría una política de precios que 
moviera los precios relativos de los bienes en esta dirección. 

Esta política de precios provocaría una elevación del precio de los productos con 
mayores consumos de agua, lo que generaría, por lógica, una reducción de su cantidad 
demandada en el mercado. Los productores tenderían a ajustar su producción, tanto en 
cantidad como en tipo de productos elaborados, a los nuevos niveles de precios relativos 
lo que generaría, en último término, una reducción de la producción de aquellos bienes 
de ramas con precios hídricos más elevados, y en consecuencia una reducción del consumo 
de agua hasta niveles compatibles con la máxima escasez (condición para que los bienes 
y servicios se valoraran por su contenido en agua). 

Teniendo en cuenta que las diez ramas con precios/agua más elevados consumen 
cerca del 90% del agua de la región, las políticas de precios/agua podrían contribuir muy 
positivamente a la reducción del consumo del recuso y al desarrollo y aplicación de 
nuevas tecnologías ahorradoras de agua. 
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3. LA GESTIÓN DEL AGUA EN ANDALUCÍA 

Un elemento clave para comprender el problema del agua en Andalucía es el análisis 
del marco institucional que caracteriza la gestión del recurso en la región. En este apartado 
se muestra una síntesis de este marco, prestando especial atención al sistema de tarifación 
del recurso. 

El apartado está estructurado en tres secciones: en la primera se presentan los 
principales elementos del marco institucional que caracteriza la gestión del agua en 
Andalucía; en la segunda se describe el sistema tarifario del agua en la región, sistema que 
determina, en última instancia, el precio del agua; por último, se lleva a cabo una aplicación 
del sistema tarifario a un caso concreto, la subcuenca del Guadalmellato en la 
Confederación Hidrográfica del Guadalquivir. 

MARCO GENERAL DE LA POLÍTICA DEL AGUA 

CONTEXTO ECONÓMICO Y LEGAL DEL USO DEL AGUA 

En el vigente régimen jurídico español, el agua, tanto la superficial como la de origen 
subterráneo, constituye un bien de dominio público, (excepto parte de las aguas 
subterráneas que, acogiéndose a una cláusula de la Ley de Aguas de 1985 continúan 
siendo privadas) y su gestión, administración y planificación es competencia exclusiva de 
la Administración Pública. En este sentido, todo uso del recurso está regulado legalmente 
y requiere una autorización o concesión administrativa y los servicios relacionados con 
el agua tienen la consideración de servicios públicos a la sociedad. 

Para el análisis del marco económico-legal del uso del agua en Andalucía y en España 
conviene distinguir entre los usos comunes del recurso y los usos privativos. Para los 
primeros, la ley establece que todos, sin necesidad de autorización alguna, pueden usar 
las aguas superficiales que discurren por cauces naturales para consumo doméstico siempre 
que el uso no altere la calidad y caudal de las aguas. Para los usos privativos del agua (que 
constituyen la mayoría), la ley establece que es necesaria una autorización o concesión 
administrativa donde se especifiquen los principales elementos de la concesión (titularidad, 
duración, caudal, destino del recurso...). 

En cuanto a los usos privativos conviene distinguir entre los posibilitados por los 
servicios públicos del agua (abastecimiento, alcantarillado y depuración) y los posibilitados 
por el esfuerzo privado (extracciones de acuíferos, extracciones directas de ríos...). En el 
primer caso, el uso del agua supone el uso de un servicio público, regulado por leyes y 
disposiciones que emanan de los organismos públicos con competencias en su gestión, 
y está gravado por una serie de exacciones (cánones, tarifas y tasas) dirigidas a la 
recuperación de los costes de prestación de los servicios públicos. En el segundo caso, el 
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uso del recurso no está gravado por exacción alguna, requiere o no concesión 
administrativa según se trate de aguas públicas o privadas, y el coste del uso del agua es 
función del coste de los procesos que permiten la disponibilidad del recurso para los 
usos deseados así como los costes de tramitación de las autorizaciones y concesiones 
que puedan ser necesarias. 

Grosso modo, como se muestra en el cuadro 17, un 20% del total del uso consuntivo6 

del agua en España corresponde a aguas privadas y no está sujeto, por tanto, a exacción 
alguna. Del 80% restante correspondiente a usos de aguas de dominio público, un 10% 
está posibilitado por sistemas privados de gestión que no utilizan los servicios públicos 
mencionados y que, en consecuencia, quedan fuera del sistema tarifario, y del 70% restante 
posibilitado por los servicios del agua, un 60% son objeto del sistema y el restante 10% 
son usos del agua en regadíos históricos, que por respeto a tradiciones centenarias, y por 
considerarse que las obras ya están totalmente amortizadas, no son objeto de exacción 
alguna por la disponibilidad y el uso del agua. 

Cuadro 17 

Usos consuntivos del agua en España 

Propiedad Disponibilidad Usos Nec. de Obj. sistema % sobre 
de las aguas concesión tarifario total 

Privadas Por esfuerzo 
privado 

Regadíos aguas 
subterráneas 

No No 20% 

Abastecimientos 
urbanos, Sí Sí 60% 

Por servicios industrias y ciertos 
Públicas públicos regadíos 

Regadíos 
históricos 

Sí No 10% 

Por esfuerzo 
privado 

Regadíos Sí No 10% 

100% 
Fuente: Masip (1995) Caries (1995) y elaboración propia. 

Según estas estimaciones, tan sólo el 60 % del uso consuntivo del agua en España 
está sujeto al sistema tarifario del recurso, o sea, tiene precio en el sentido en que 
habitualmente se entiende. 

6 Los usos consuntivos son aquellos en los que el retorno a los caudales es muy pequeño o de muy baja 
calidad e incluyen los usos agrícolas y los usos urbanos. Los usos no consuntivos son aquellos en los que 
el agua se toma de los caudales y se reintegra prácticamente en su totalidad (refrigeración de centrales 
eléctricas en circuito abierto, usos para acuicultura, recreativos, ambientales o caudales ecológicos y los 
usos para producción hidroeléctrica). 



72 Gonzalo Sáenz de Miera 

Por último, el marco institucional vigente no permite, salvo raras excepciones, la 
transmisión voluntaria de derechos de uso del agua entre particulares y en ningún caso la 
transmisión de su propiedad. En el caso de las aguas de dominio público, si bien en 
teoría es posible su transmisión, en la práctica las posibilidades de realizar este tipo de 
operaciones son muy reducidas. Lo mismo ocurre con las aguas privadas; aunque 
legalmente es posible transmitir voluntariamente su propiedad o su derecho de uso, en la 
práctica, las condiciones y consecuencias de este tipo de operaciones las hacen muy poco 
atractivas. 

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA 

La organización de la Administración hidráulica se realiza, en nuestro país, sobre el 
principio de gestión de cuencas hidrográficas, entendidas estas como las zonas geográficas 
determinadas por los límites de un sistema de masas y cursos de agua, superficiales y 
subterráneos, que convergen hacia un mismo punto de destino. 

Cada cuenca hidrográfica está gestionada por un Organismo de cuenca, entes públicos 
creados en la primera mitad de siglo que desempeñan importantes funciones de gestión, 
planificación e inversión dentro de las mismas. En el cuadro siguiente se presentan las 
cuencas hidrográficas con superficie en Andalucía. 

Cuadro 18 

Cuencas hidrográficas de Andalucía 

Cuenca Superficie total 
(km2) 

Superficie 
Andalucía (km2) 

% Superficie 
en Andalucía 

% de part, en el 
territorio andaluz 

Guadalquivir 57.527 51.961 90,3 59,5 

Guadalete-Barbate 6.445 6.445 100,0 7,4 

Sur 18.069 18.069 100,0 20,7 

Guadiana I 6.637 6.637 100,0 7,6 

Guadiana II 53.040 3.400 6,4 3,9 

Segura 18.650 756 4,1 0,9 

TOTAL 160.176 87.268 100 

Fuente: Junta de Andalucía (1994). 

ORGANIZACIÓN COMPETENCIAL 

Tanto el Estado como las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales 
tienen competencias y capacidad normativa en materia de aguas en la vigente legislación 
española. 
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La delimitación de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas 
parte del concepto de cuenca hidrográfica; el primero tiene competencia exclusiva en las 
cuencas intercomunitarias, cuyo territorio abarca más de una comunidad autónoma, 
mientras que las segundas pueden ejercer las competencias, si así lo desean, en las cuencas 
intracomunitarias en las que el territorio de la cuenca se encuentra totalmente dentro del 
de la comunidad. En Andalucía, el Estado tiene la competencia sobre todas las cuencas 
hidrográficas; si bien la cuenca del Sur y la de Guadalete y Barbate se encuentran totalmente 
dentro de la Comunidad Autónoma, las competencias no han sido todavía transferidas a 
la Junta de Andalucía. Las Comunidades Autónomas tienen además importantes 
competencias en otras materias como el medio ambiente o la planificación territorial, 
que inciden de manera directa o indirecta sobre la gestión del agua en el territorio de las 
Comunidades. 

Las Corporaciones Locales (ayuntamientos y mancomunidades) tienen las 
competencias en los servicios públicos de abastecimiento municipal, alcantarillado y 
depuración de aguas residuales aunque, en el caso de este último, el papel de Comunidades 
Autónomas y organismos estatales es cada vez mayor ante la dificultad de las 
Corporaciones Locales para hacer frente a las inversiones que le exige la legislación 
comunitaria sobre el tema. 

FUENTES NORMATIVAS EN MATERIA DE AGUAS 

La principal característica de la legislación vigente en España en materia de aguas es 
la de su diversidad. Al conjunto de fuentes normativas que emanan de los diversos niveles 
de la Administración Pública con competencia en materia de aguas (Administración 
Central, Autonómica y Municipal) hay que añadir la legislación de la Unión Europea 
sobre el tema, de importancia creciente en los últimos años. 

El documento base del vigente sistema legal del agua en España es la Ley de Aguas de 
1985 y sus posteriores reglamentos (principalmente el Reglamento del Dominio Público 
Hidráulico de 1986). La legislación Autonómica en materia de agua es prolífica y diversa 
y la actuación de las Corporaciones locales en temas de agua está regulada por la Ley de 
Bases de Régimen Local y por la Ley de Tasas y Precios Públicos. La legislación comunitaria 
en materia de aguas se recoge en múltiples directivas entre las que destacan, por su 
importancia para nuestro ordenamiento, la Directiva de tratamiento de aguas residuales 
(91/271/CEE), la de protección de aguas subterráneas y la Directiva Marco Comunitaria 
de Actuación en el Ámbito de la Política de Aguas. 

Otro aspecto esencial del marco legal e institucional del agua en nuestro país es la 
coexistencia de la legislación mencionada con una serie de tradiciones, leyes e 
instituciones centenarias en especial relacionadas con el regadío (Jurado de Aguas de 
Valencia, Regadíos Históricos de Granada...), todavía en uso, creadas a lo largo de siglos 
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de convivencia de los habitantes de la Península con un recurso tan importante como 

escaso como es el agua. 

EL SISTEMA DE TARIFACIÓN DEL AGUA EN ANDALUCÍA 

LOS SERVICIOS DEL AGUA 

El sistema tarifario del agua es un elemento clave en la gestión de este recurso. Como 
se ha expuesto anteriormente, el denominado precio del agua hace referencia, únicamente, 
al precio que pagan los usuarios de los servicios del agua (básicamente abastecimiento y 
depuración) con objeto de cubrir los costes de prestación de los mismos. 

Dado que, en la vigente legislación, los principales servicios del agua tienen 
consideración de servicios públicos a la sociedad, las condiciones de su prestación, entre 
las que se encuentra su sistema tarifario, están reguladas por leyes y disposiciones que 
emanan de los distintos organismos públicos con competencias en su gestión. 

En el gráfico 1 siguiente se presenta, de forma esquemática, el modelo general del 
ciclo parcial del agua y los servicios que intervienen en el mismo. Se indica, para cada 
servicio, el organismo que lo regula así como las figuras de su sistema tarifario. 

En grandes líneas, el ciclo se inicia con la regulación del recurso y el servicio de 
abastecimiento en alta, competencia de las Confederaciones Hidrográficas en las cuencas 
intercomunitarias y de los Organismos de cuenca en las intracomuniarias. Los usuarios 
del servicio son, básicamente, comunidades de regantes, empresas de abastecimiento 
urbano, industrias y empresas hidroeléctricas; y el sistema de tarifación del servicio está 
constituido por un conjunto de exacciones que gravan la disponibilidad y uso del agua de 
los usuarios y beneficiarios de las obras hidráulicas realizadas a cargo del Estado, y cuya 
finalidad es compensar las aportaciones del mismo en la construcción, explotación y 
mantenimiento de las obras hidráulicas que permiten la prestación del servicio. 

Las comunidades de regantes realizan el servicio de distribución del agua recibida en 
alta entre los regantes. Por este servicio, facturan a los comuneros unas cuotas o derramas 
destinadas a financiar los gastos de prestación del servicio. 

Los servicios de abastecimiento en baja, alcantarillado y depuración (también 
denominado saneamiento en baja) forman el denominado ciclo urbano del agua, que se 
inicia con el tratamiento y distribución del agua recibida en alta a los distintos usuarios 
municipales (abastecimiento), continúa con la recogida a través de la red de alcantarillado 
de las aguas residuales de los usuarios urbanos y de las aguas de la escorrentía pluvial 
(alcantarillado) y finaliza con la depuración de las mismas (saneamiento) antes de ser 
vertidas, finalmente, al dominio público hidráulico. 

Históricamente la prestación de estos servicios ha sido competencia exclusiva de las 
corporaciones locales, aunque, en los últimos años, y por circunstancias que se analizan 
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Gráfico 1 

Los servicios del ciclo parcial del agua 
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más adelante, tanto Comunidades Autónomas como organismos estatales están teniendo 
un papel fundamental en lo relativo al servicio de depuración. El sistema de tarifación de 
estos servicios, que se plasma básicamente en la tarifa de abastecimiento y en las tasas de 
alcantarillado y saneamiento, está orientado a que los ingresos tarifarios cubran los costes 
de prestación de los servicios. 

El ciclo finaliza con el servicio de saneamiento en alta, competencia de las 
Confederaciones Hidrográficas en las cuencas intercomunitarias y de los Organismos de 
cuenca en las intracomunitarias, que hace referencia, básicamente, al servicio de protección 
y mejora de la calidad del dominio público hidráulico. El sistema de tarifación del servicio 
se plasma en el denominado "canon de vertidos", que grava todo vertido autorizado al 
dominio público hidráulico, tanto de industrias, de municipios, o de actividades susceptibles 
de degradar la calidad de las aguas. 
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SISTEMA DE TARIFACIÓN DE LOS SERVICIOS DEL AGUA 

A continuación se describe, en primer lugar, cada uno de los servicios del agua, para 
pasar después a mostrar sus sistemas de tarifación, prestando atención a los principios en 
los que se basan, a los mecanismos tarifarios utilizados y a la delimitación competencial 
de las distintas administraciones en su regulación. 

El análisis se inicia con el estudio del servicio de abastecimiento en alta, pasa después 
al servicio de distribución de agua entre los regantes, continúa con los servicios urbanos 
del agua (abastecimiento en baja, alcantarillado y depuración) para terminar con el servicio 
de depuración en alta. 

EL ABASTECIMIENTO EN ALTA 

El servicio de abastecimiento en alta es competencia del Estado en las cuencas 
intercomunitarias y puede ser competencia de las Comunidades Autónomas, si así lo 
desean, en los casos de cuencas intracomunitarias. Actualmente, son competencia de las 
Comunidades Autónomas las cuencas internas de Cataluña, Galicia-Costa, Baleares, 
Canarias y cuencas del País Vasco, ninguna de ellas en territorio andaluz. 

La intervención de la Administración Pública (generalmente de la Administración 
Central) en la construcción de obras hidráulicas para el suministro en alta se ha venido 
realizando, en teoría, de acuerdo con un sistema con tres fases: 

FASE I. SOLICITUD AL ESTADO 

Un usuario o grupo de usuarios presenta a la Administración una petición de 
construcción de una obra hidráulica que permita la disponibilidad de agua para unos 
fines concretos (regadíos, abastecimiento urbano...). 

FASE II. EL ESTADO FINANCIA LA CONSTRUCCIÓN DE LA OBRA Y OTORGA 

CONCESIONES SOBRE EL AGUA 

Si la Administración considera aceptable la petición, financia la construcción de las 
obras y otorga concesiones de utilización del agua regulada a los distintos usuarios que la 
solicitaron así como a otros usuarios que la soliciten con posterioridad. 

FASE III. RECUPERACIÓN DE COSTES A TRAVÉS DEL SISTEMA TARIFARIO 

A través de un sistema de exacciones que gravan el uso del agua de los agentes 
beneficiados por las obras, la Administración recupera los costes de las inversiones 
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realizadas y los gastos que suponen su mantenimiento y explotación. 
Si bien el presente estudio se centra, fundamentalmente, en el análisis de la tercera 

fase, a saber, el sistema de tarifación, a continuación se presentan unas breves notas 
sobre las anteriores, esenciales para entender la filosofía de esta cuestión. 

La intervención de la Administración Pública, y en concreto del Estado, en la 
construcción, explotación y mantenimiento de obras hidráulicas constituye una de la 
características básicas de las políticas hidráulicas de nuestro país en el presente siglo. Sin 
embargo no siempre fue así. Hasta la aprobación de la Ley de Aguas de 1911, que contenía 
los principios generales promulgados por los regeneracionistas, y suponía el principio de 
la intervención del Estado en la construcción de este tipo de obras, el papel de la 
Administración en materia de aguas se limitaba, en grandes líneas, a controlar y alentar la 
intervención de la iniciativa privada en la construcción de obras hidráulicas. 

Desde la aprobación de la referida Ley y en especial a partir de los años 40 la 
intervención del Estado ha sido fundamental en el desarrollo de las obras hidráulicas de 
nuestro país. En general, la política hidráulica del Estado ha sido una política centrada en 
la satisfacción de la demanda mediante construcción de obras hidráulicas y donde han 
intervenido otros objetivos no relacionados directamente con la satisfacción de la demanda 
de agua. 

Así, si en teoría las obras hidráulicas se realizaban para satisfacer las necesidades y 
peticiones de determinados usuarios, en la práctica, ha sido habitual que el Estado 
construyera obras hidráulicas para la promoción del regadío, la articulación territorial y la 
repoblación de zonas despobladas. 

El reparto del uso de los caudales regulados se realiza, como se ha comentado 
anteriormente, por medio de un sistema concesional, gestionado por el Estado en las 
cuencas intercomunitarias y por las Comunidades Autónomas en las intracomunitarias. 
Las concesiones de utilización del agua establecen el titular de la misma, su duración, el 
volumen de recurso concedido así como el destino del mismo. El proceso de adjudicación 
de concesiones es discrecional, pero toda resolución debe ser motivada, según la Ley, en 
función del denominado "interés público". 

A efectos del otorgamiento de concesiones existe un orden de preferencia que, con 
carácter general, es el siguiente: 1) abastecimiento de población, 2) regadíos y usos agrarios, 
3) usos industriales para producción de energía eléctrica, 4) otros usos industriales, 5) 
acuicultura, 6) usos recreativos, 7) navegación y transporte marítimo y 8) otros usos. 

De acuerdo con la legislación vigente, es posible, en determinados casos, la transmisión 
de las concesiones previa autorización administrativa. En la práctica, sin embargo, es 
extremadamente complicada por la existencia de una batería de recursos jurídicos que la 
impiden, a excepción de casos de extrema necesidad y siempre si se transmite la concesión 
de un uso inferior a uno superior en la escala de preferencias mencionada. 
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SISTEMA DE TARIFACIÓN 

El sistema de tarifación del servicio público de suministro de agua en alta está 
constituido, en grandes líneas, por un conjunto de exacciones (fundamentalmente cánones 
y tarifas) que gravan el uso del agua de los usuarios beneficiados por obras hidráulicas 
financiadas, total o parcialmente, por la Administración Pública. 

El objetivo del sistema es que los usuarios y beneficiarios, directos e indirectos, de las 
obras hidráulicas contribuyan a financiar las inversiones públicas en la construcción de 
las obras así como los gastos necesarios para su explotación y mantenimiento. 

La fuente normativa es diferente según se trate de obras realizadas en cuencas 
intercomunitarias o catalogadas como de interés general, o de obras realizadas en cuencas 
intracomunitarias. 

En el primer caso la principal fuente normativa la constituyen las disposiciones incluidas 
en la Ley de Aguas de 1985 (en adelante LAg) y en sus posteriores reglamentos (en 
especial el Reglamento del Dominio Público Hidráulico de 1986, en adelante RDPH), 
bajo el epígrafe denominado "Régimen económico-financiero del Dominio Público 
Hidráulico". 

En el segundo son las Administraciones Autonómicas las que tienen la potestad 
normativa en el tema y pueden modificar las figuras tarifarias definidas en la LAg o 
definir otras nuevas. Teniendo en cuenta que ninguna de las cuencas ubicadas, total o 
parcialmente, en el territorio andaluz son intracomunitarias, en el presente apartado nos 
limitamos a mostrar el sistema de tarifación contenido en la LAg y en el RDPH, dejando 
de lado los sistemas tarifarios definidos por'disposiciones autonómicas en otras 
Comunidades Autónomas, que serán analizados a la hora de estudiar alternativas al sistema 
vigente en Andalucía. 

Existen, en la LAg y sus Reglamentos, dos figuras que gravan el uso del agua disponible 
por obras públicas a cargo del Estado: el canon de regulación y la tarifa de utilización de 
agua. 

. EL CANON DE REGULACIÓN 

El canon de regulación es una exacción que grava el consumo de agua de los 
beneficiados, de manera directa o indirecta, por obras de regulación general financiadas, 
total o parcialmente, por el Estado. 

El importe del canon está destinado a compensar la aportación del Estado en la 
realización de las obras y a sufragar los gastos de mantenimiento y explotación de las 
mismas. 

En grandes líneas, la definición del canon de regulación de una obra determinada 
tiene dos fases definidas: la primera consiste en la estimación de los costes anuales 
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imputables a las obras; la segunda en el reparto de estas cuantías entre los usuarios de las 
mismas. 

En la primera fase, la cuantía de la exacción a repartir entre los usuarios se fija, para 
cada ejercicio, sumando las siguientes cantidades: 

a) el total previsto de gastos de funcionamiento y conservación de las obras realizadas, 
b) los gastos de administración del organismo gestor imputables a dichas obras, 
c) el 4% del valor de las inversiones realizadas por el Estado, debidamente actualizado, 

teniendo en cuenta la amortización técnica de las obras e instalaciones y la 
depreciación de la moneda. 

El cálculo de las cuantías a) y b) se determina, en general, a partir del presupuesto del 
ejercicio correspondiente añadiendo las diferencias que resulten entre las cantidades 
estimadas y reales del año anterior. 

Para el cálculo de la cuantía del apartado c), el periodo total de amortización técnica 
para las inversiones de regulación se fija en cincuenta años, durante los cuales persiste la 
obligación del pago del 4% de las inversiones realizadas por el Estado. La base imponible 
se obtiene restando de la inversión total la amortización técnica lineal durante dicho 
periodo, que se traduce en la siguiente fórmula: 

De acuerdo con la LAg, la base imponible del año ti se ha de actualizar mediante la 
aplicación sucesiva a esta base de los incrementos monetarios experimentados cada año, 
desde el primero, estimándose estos incrementos porcentuales en el exceso sobre el 6% 
del interés legal del dinero que tuvo vigencia en cada anualidad transcurrida, resultando 
así la base imponible definitiva para el año n. 

En cuanto a obras de regulación de aguas superficiales o subterráneas, realizadas total 
o parcialmente por el Estado, y con un régimen económico regulado por la normativa 
anterior a la LAg de 1985, el periodo pendiente de pago será el resultante del régimen 
fijado en su día para la financiación de las obras. Las anualidades restantes por satisfacer 
serán las correspondientes a dicho régimen de financiación, pero sujetas a una actualización 
porcentual acumulativa, teniendo en cuenta la amortización técnica y depreciación de la 
moneda, a partir de la entrada en vigor de la Ley de Aguas, de acuerdo con la siguiente 
fórmula: 

Base imponible año n = — 
(50 - n + 1) 

x Inversión total 

f (intere's legal - 6) - b 
Valor actualizado de la anualidad = An 100 V / 
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Donde: 
A = anualidad que resultaría del régimen de financiación anterior fijado en su día 

para las obras. 

b = porcentaje de amortización técnica, que la Ley fija en 4. 

La segunda fase del cálculo del canon consiste en el reparto de las cuantías anteriores 
entre los usuarios de la obra en cuestión. Las cantidades resultantes de los apartados a) y 
b) se reparten entre la totalidad de los usuarios o beneficiados obligados al pago del 
canon mientras que las resultantes del apartado c) se reparten entre los usuarios o 
beneficiarios actuales y previsibles de las obras de regulación existentes. 

� LA TARIFA DE UTILIZACIÓN DEL AGUA 

La tarifa de utilización del agua es una exacción que grava el consumo de agua de los 
beneficiarios, generalmente regantes, de otras obras hidráulicas específicas realizadas 
íntegramente a cargo del Estado. Son objeto de la tarifa el aprovechamiento o 
disponibilidad del agua hecha posible por dichas obras hidráulicas, y los beneficiarios no 
están exentos del pago por fallos de suministro producidos por sequía o causa de fuerza 
mayor. 

La finalidad de la tarifa es la misma que la del canon de regulación, y para el cálculo de 
su cuantía se procede de la forma explicada anteriormente. 

La diferencia estriba en que, en este caso, el periodo de amortización se fija en 25 
años y para la determinación de la parte no amortizada de la inversión se calcula 
suponiendo una depreciación lineal en el periodo de amortización, según la fórmula: 

(25 - n + 1) 
Base imponible año n = — x Base imponible inicial 

La base imponible del año n se actualiza mediante la aplicación sucesiva a esta base de 
los incrementos monetarios experimentados cada año, desde el primero, estimándose 
estos incrementos porcentuales en el exceso sobre el 6% del interés legal del dinero que 
tuvo vigencia en cada anualidad transcurrida, resultando así la base imponible definitiva 
para el año n. 

En cuanto a obras de regulación realizadas totalmente a cargo del Estado, y con un 
régimen económico de aportación al coste de las obras regulado por la normativa anterior 
a la LAg de 1985, se procede como en caso del canon de regulación. El reparto de la 
cuantía entre los beneficiarios tampoco varía respecto a lo estipulado en el caso del 
canon de regulación. 
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En ambos casos, las exacciones serán gestionadas y recaudadas, en nombre del Estado, 
por las Confederaciones Hidrográficas o los Organismos de cuenca, según corresponda. 

SERVICIO DE DISTRIBUCIÓN DE AGUA DE LAS COMUNIDADES DE REGANTES 

Las Comunidades de Regantes son entidades de derecho público adscritas a los 
Organismos de cuenca y realizan el papel de intermediarias entre éstos y los agricultores 
propietarios de las zonas regables. En concreto su función es la de distribuir, de forma 
eficiente, el recurso recibido en alta entre los comuneros. 

El sistema tarifario de las comunidades de regantes se plasma en las denominadas 
"derramas" que los comuneros han de satisfacer a la Comunidad por hectárea regada o 
susceptible de serlo. Las cuantías de las derramas se establecen, por lo general, al principio 
de las campañas de riego (cuando ya se sabe el agua concedida para riego por la 
Confederación) en función de la estimación de los gastos imputables al servicio (gastos 
de explotación y mantenimiento de la Comunidad y pagos a la Confederación por el 
agua suministrada en alta) y del volumen total de agua concedida en alta (en m3 por 
hectárea). 

SERVICIOS URBANOS DEL AGUA 

En el presente apartado se analiza un conjunto de servicios públicos que forman el 
denominado ciclo urbano del agua y que tradicionalmente han sido competencia de las 
corporaciones locales. Se trata, en concreto, del servicio de abastecimiento en baja, el 
servicio de alcantarillado y el servicio de depuración (o saneamiento en baja). 

El servicio de abastecimiento urbano es competencia exclusiva de las corporaciones 
locales (Art. 25.1 y 25.2 de la Ley de Bases de Régimen Local, LBRL) y constituye, en el 
ordenamiento vigente, un servicio público de prestación obligatoria en todos los 
municipios. 

En cuanto al modelo público-privado de gestión del servicio, las corporaciones locales 
tienen plena autonomía para decidir el modelo que más les convenga, entre un catálogo 
de alternativas bastante tipificadas que van desde la gestión pública pura hasta la concesión. 

El sistema tarifario de este servicio público está regulado por disposiciones municipales 
y por normas de rango superior (en concreto por la Ley de Tasas y Precios públicos y por 
la mencionada LBRL), que establecen las bases generales para la definición de las tarifas. 
Básicamente el proceso de tarifación consiste en definir una estructura y unos niveles 
tarifarios que permitan recuperar los costes del servicio. 

Las tarifas a facturar cada año se establecen el año anterior en función de una estimación 
de los costes de prestación del servicio y de los m3 a facturar. Una vez obtenida la tarifa 
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media (costes imputables/m3 a facturar) se asignan los costes de prestación del servicio 
a los distintos grupos de usuarios y se establece una estructura tarifaria que permita que 
los ingresos de cada grupo cubran los costes asignados. Esto se traduce generalmente en 
el establecimiento de una tarifa base y unos coeficientes ponderadores de la misma por 
tipo y bloque de consumo, a partir de los cuales se establece la tarifa definitiva para cada 
grupo de usuario y bloque de consumo. 

Por lo general, el sistema de tarifación del servicio de abastecimiento de agua es un 
sistema binomio de bloques crecientes, con cuota fija o de servicio, independiente del 
consumo, y una cuota variable en función del consumo realizado. El montante de la 
cuota fija o de servicio puede ser igual para todos los usuarios o ser función del diámetro 
de la acometida. A mayor diámetro, se suponen unos mayores beneficios de presión, 
unos mayores costes fijos de abastecimiento y, por tanto, una tarifa más elevada. La 
cuota variable en función del consumo suele ser creciente por bloques de consumo y 
diferente para los distintos tipos de usuarios. La discriminación tarifaria entre tipos de 
usuarios (domésticos, industriales y servicios) sólo se produce, en general, en los sistemas 
de abastecimiento de grandes y, en ocasiones, medianos núcleos urbanos. 

Es importante tener en cuenta que los costes a cubrir con tarifas son distintos según 
la gestión del servicio sea pública o privada (bajo concesión). Básicamente, en el primer 
caso no se considera ninguna retribución del capital o de los recursos propios (innecesaria, 
al coincidir, se supone, los propietarios con los usuarios) y no se practica la amortización 
técnica, es decir la depreciación de las instalaciones. Las tarifas tienen que cubrir, 
únicamente, los gastos de explotación, las amortizaciones financieras (de la deuda contraída 
para realización de inversiones) y aquella parte de las inversiones que se decide financiar 
con los ingresos ordinarios. Aunque se supone que los entes locales tienen plena autonomía 
en la gestión del servicio, toda variación tarifaria que pretenda ser introducida debe ser 
aprobada por la correspondiente Comunidad Autónoma. 

La normativa vigente establece un nivel máximo tarifario, al no permitir que los 
municipios obtengan beneficio económico alguno por la prestación del servicio, pero no 
establece un precio mínimo. Sin embargo, este precio mínimo existe de hecho, ya que la 
LAg establece que los municipios deben repercutir en sus tarifas a los usuarios, por lo 
menos, los cánones que pagan a los Organismos de cuenca por el suministro en alta. La 
LAg no especifica, sin embargo, cómo se debe repartir el importe total del canon entre 
los diferentes usuarios, dejando, de este modo, amplia libertad a los municipios para la 
definición de sus políticas tarifarias. 

Si bien el sistema de definición de las tarifas de abastecimiento es, en principio, 
homogéneo en toda la región y en todo el país, los niveles tarifarios que se obtienen 
presentan importantes diferencias (de incluso el 800%) que reflejan, en ciertas ocasiones, 
diferencias de costes de abastecimiento, pero por lo general políticas de subvenciones 
del consumo arraigadas históricamente y difíciles de cambiar por la sensibilidad del tema 
y el coste político que supondría. 
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El servicio de alcantarillado consiste en la recogida de las aguas utilizadas servidas 
por la red de abastecimiento y de las aguas pluviales procedentes del sistema viario 
municipal, con objeto de verterlas al dominio público hidráulico o marítimo, bien 
directamente, o bien después de someterlas a un tratamiento para reducir o minimizar el 
impacto que puedan tener sobre el medio ambiente. 

En el ordenamiento vigente, constituye un servicio público de prestación obligada 
en todos los municipios y la competencia en su regulación recae, igualmente, en las 
corporaciones locales. 

El sistema de tarifación del servicio está regulado por disposiciones municipales y 
por la Ley de Bases de Servicios Municipales (Ley Reguladora de las Haciendas Locales). 
Las tasas para cada año se calculan de forma análoga a las tarifas de abastecimiento, 
básicamente, en función de estimaciones sobre el consumo y sobre los costes de 
prestación del servicio. Existen, principalmente, dos modelos de tarifación del servicio: 
el modelo de cuotas fijas independientes del volumen de agua consumida y el modelo 
monomio con bloques crecientes, con una cuota variable en función del consumo de 
agua realizado. Es práctica común en los municipios, por motivos meramente 
administrativos, el no establecer las tasas de alcantarillado e incluir los costes de prestación 
del servicio en el cálculo de las tasas de saneamiento. 

El saneamiento en baja hace referencia, en grandes líneas, al servicio de evacuación 
y depuración de las aguas residuales urbanas y las aguas pluviales recogidas por la red de 
alcantarillado y tiene como objeto que su vertido al dominio público hidráulico (si se 
dispone de autorización), o en su caso al dominio continental o marítimo, tenga el menor 
impacto posible sobre el medio ambiente. 

Tiene la consideración de servicio público a la sociedad, y su oferta ha sido 
competenc ia , h i s tór icamente , de las corporac iones locales (munic ip ios y 
mancomunidades), que establecen las tarifas, al igual que en los servicios anteriores, a 
partir de estimaciones de vertidos previstos (en función de las demandas previstas) y de 
costes imputables a la prestación del servicio. 

En los últimos años, sin embargo, se han desarrollado una serie de circunstancias 
que han hecho que las inversiones necesarias para la prestación de estos servicios estén, 
en muchos casos, por encima de las posibilidades financieras de los municipios, por lo 
que tanto Comunidades Autónomas como organismos estatales han tomado cartas en 
el asunto. 

El principal cambio en el contexto ha sido, aparte del aumento del volumen de 
residuos a tratar derivado del proceso de concentración urbana e industrial, las 
repercusiones que ha tenido la aprobación de la Directiva 91/271 /CEE de 21 de mayo, 
sobre Tratamiento de Residuos. Esta directiva obliga a que todos los municipios de más 
de 2.000 habitantes tengan, antes del año 2005, plantas de depuración y tratamiento de 
aguas residuales. 

La mayor parte de las Comunidades Autónomas, haciendo uso de las importantes 
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competencias que, según los Estatutos de Autonomía, tienen en materia de aguas, obras 
públicas y medio ambiente, han tomado un papel activo en materia de obras hidráulicas 
de saneamiento. Se han establecido, por ejemplo, convenios entre Comunidades 
Autónomas y Entes Locales para la construcción y financiación de obras de saneamiento 
y depuración y, en determinados casos, se ha ido más allá y ciertas Comunidades (entre 
las que no se encuentra Andalucía), utilizando su potestad normativa en el asunto, han 
definido nuevos "cánones de saneamiento" con objeto de financiar las obras7. 

El Estado, por su parte, ante la envergadura económica del reto de cumplir con los 
plazos definidos en la Directiva Comunitaria, aprobó, en 1995, el Plan Nacional de 
Depuradoras que, en grandes líneas, pretende coordinar la actividad de la Administración 
del Estado, de las CC AA y de las Corporaciones Locales en materia de obras públicas de 
saneamiento. El Plan establece una subvención del Estado del 25% de la inversión en 
obras de depuración, así como las condiciones imprescindibles para la percepción de la 
ayuda: la implantación de un canon de saneamiento orientado a la financiación de las 
obras y la aprobación del Plan Regional de Saneamiento. 

En el mismo orden de cosas, el Estado ha llegado a acuerdos específicos con ciertas 
Comunidades Autónomas (entre otras con la Comunidad Autónoma Andaluza), para la 
aplicación del importe recaudado en concepto de canon de vertidos para la realización 
conjunta de obras públicas de saneamiento. 

SERVICIO DE SANEAMIENTO EN ALTA 

El saneamiento en alta hace referencia al servicio de protección y mejora de la calidad 
del dominio público hidráulico y es competencia, como hemos visto, de las 
Confederaciones Hidrográficas, o en su caso de los Organismos de cuenca. 

Con objeto de financiar el servicio, la LAg establece que todo residuo autorizado 
vertido al dominio público hidráulico (tanto de industrias, de municipios, etc.) está gravado 
con un canon, denominado "canon de vertidos", una exacción que grava los vertidos 
autorizados procedentes de saneamientos urbanos, establecimientos industriales y otros 
focos susceptibles de degradar la calidad de las aguas. 

El importe de la exacción es el resultado de multiplicar la carga contaminante del 
vertido, expresado en unidades de contaminación, por el valor que se le otorgue a la 
unidad. 

Ver, por ejemplo, legislación sobre el tema en Cataluña (Ley 8/1981 sobre desarrollo legislativo en materia 
de evacuación y tratamiento de aguas residuales y Ley reguladora de la Administración Hidráulica en 
Cataluña, en Decreto Legislativo 1/1988 de 28 de enero) o en la Comunidad de Madrid (Ley 17/1984 
reguladora del abastecimiento y saneamiento de agua en la comunidad de Madrid). 
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La carga contaminante en unidades de contaminación (C) se determina mediante la 
siguiente fórmula: 

C = KV 

Donde: 
V= volumen del vertido en m3 al año. 
K= coeficiente cuyos valores están establecidos reglamentariamente, que depende 

de la naturaleza del vertido y del grado de tratamiento previo. 

En cuanto a la unidad de contaminación, patrón de medida, se refiere a la carga 
contaminante producida por el vertido tipo de aguas domésticas correspondiente a mil 
habitantes en el periodo de un año. 

La determinación del valor de la unidad de contaminación la realiza, el Organismo de 
cuenca sobre la previsión de inversión en infraestructuras de depuración. 

APLICACIÓN DEL SISTEMA TARIFARIO AL SUBSISTEMA DEL 
GUADALMELLATO 

En este apartado se presenta un ejemplo de aplicación del sistema de tarifación descrito 
en el apartado anterior al caso de la Subcuenca del Guadalmellato, en la Confederación 
Hidrográfica del Guadalquivir. En concreto, se muestra cómo se calcularon las exacciones 
(tarifas, cánones, derramas...) facturadas a los usuarios de los distintos servicios del agua 
de la subcuenca en 1996. 

Se trata de un ejemplo representativo del modo en que se calculan las tarifas de los 
distintos servicios en Andalucía, no de los niveles tarifarios en sí. Dicho de otro modo, el 
precio que un usuario de la cuenca del Guadalmellato paga por un servicio del agua no 
tiene que coincidir necesariamente (y de hecho no es probable que coincida) con el precio 
que ese tipo de usuario paga por el mismo servicio en otro lugar de Andalucía. Lo que sí 
coincide, en grandes líneas, en toda la región, es el sistema por el que se define ese precio. 

En primer lugar, se ofrece una visión general del ciclo del agua en el área de estudio, 
para después presentar las tarifas, cánones, tasas y derramas facturados a los distintos 
usuarios en 1996 y el modo de cálculo de estas exacciones. 

VISIÓN GENERAL DEL SUBSISTEMA 

El ciclo parcial del agua incluye, en general, las fases de regulación, abastecimiento, en 
alta y en baja, recuperación de residuos, depuración de los mismos, y vertido al dominio 
público hidráulico. 
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En el caso que se analiza en el presente apartado, el Subsistema del Guadalmellato, se 
cumplen todas estas fases. Como puede verse en el gráfico 2, el sistema se inicia con la 
regulación del recurso a cargo de la Confederación Hidrográfica del Guadalquivir mediante 
la presa del Guadalmellato. La misma Confederación realiza el servicio de abastecimiento 
en alta del volumen regulado, que tiene cuatro grandes usuarios: dos organismos 
intermedios, EMACSA (Empresa Municipal de Aguas de Córdoba S.A.), para 
abastecimientos urbanos, y la Comunidad de Regantes del Guadalmellato para riegos de 
sus comuneros, y dos usuarios finales, Sevillana de Electricidad para producción 
hidroeléctrica y la Finca Rabanales para riego. 

La Comunidad de Regantes del Guadalmellato, situada río abajo, distribuye entre sus 
comuneros el recurso recibido en alta y EMACSA realiza el sistema de abastecimiento 
en baja a los usuarios domésticos, industriales y a los organismos públicos de la ciudad 
de Córdoba, a través de la red de abastecimiento municipal. 

La misma EMACSA presta el servicio de alcantarillado que conduce el agua a la 
planta de La Golondrina, donde es tratada, antes de ser vertida, al río Guadalquivir. 

Gráfico 2 

Servicios del agua en la subcuenca del Guadalmellato 

Presa Guadalmellato 

X \ l / 
Saneamiento y depuración 

Ver t ido al 

Domin io Público Hidrául ico 

Servicio O rgan i smo 
Sistema 
tarifario 

Abastecimiento 

en alta 

Confederación 

hidrográfica del 

Guadalquivir 

Canon de 

regulación, tarifa 

de utilización del 

agua y canon de pie 

de presa 

Distr ibución agua 

entre comuneros 

Comunidad de 

Regantes del 

Guadalmellato 

Derramas 

Abastecimiento 

en baja 

E.M.A.C.S.A. 
Tar i fa 

abastecimiento 

Alcantari l lado E.M.A.C.S.A. 

Depuración 

(saneamiento en 

baja) 

E .M.A.C.S.A. 
Tasas de 

depuración 

Saneamiento 

en alta 

Confederación 

Hidrográf ica del 

Guadalquivir 

Canon de 

vertidos 

El cuadro 19 resume los servicios prestados en la subcuenca, los organismos 
responsables de los mismos y los usuarios de cada uno de los servicios. 
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Cuadro 19 

Servicios y usuarios del agua en el sistema del Guadalmellato 

Servicio Organismo prestador Usuarios 

Abastecimiento en alta 

Confederación 
Hidrográfica del 
Guadalquivir 

� 

� 

� 

� 

EMACSA 

Comunidad Regantes Guadalmellato 

Los Rabanales 

Sevillana de Electricidad 

Distribución agua entre 
comuneros 

Comunidad Regantes 
Guadalmellato 

� 1.350 usuarios regantes de 6.500 ha 
de regadío 

Abastecimiento en baja, 
alcantarillado y 
depuración 

EMACSA 

� 44.101 abonados de Córdoba 
- 32.488 domésticos (305.520 hab.) 
- 10.422 industrias 
- 1.201 públicos 

Saneamiento en alta Confederación del 
Guadalquivir 

� EMACSA 

EXACCIONES DE LOS SERVICIOS DEL AGUA EN LA SUBCUENCA DEL 
GUADALMELLATO EN 1996 

A continuación se presenta, para cada uno de los servicios de la subcuenca, una breve 
descripción de la forma en que son gestionados y una explicación del proceso de cálculo 
seguido para la definición de las exacciones. 

EL SERVICIO DE SUMINISTRO EN ALTA 

El servicio de suministro en alta lo realiza la Confederación Hidrográfica del 
Guadalquivir utilizando, fundamentalmente, dos infraestructuras hidráulicas: la presa del 
Guadalmellato y el Canal de Riego del mismo nombre. 

La primera, propiedad del Estado, terminó de construirse en 1930 y fue puesta en 
funcionamiento en 1932. Inicialmente concebida para abastecimiento a la Comunidad 
de Regantes del Guadalmellato, hoy en día tiene cuatro grandes usuarios: EMACSA, con 
un consumo anual medio de 27 hm' y una garantía de reserva de 3 veces el consumo 
anual, la Comunidad de Regantes del Guadalmellato, con un consumo anual variable en 
función de los recursos disponibles y del consumo de abastecimientos, la empresa Sevillana 
de Electricidad que, valiéndose de los desembalses para el abastecimiento al resto de los 
usuarios, utiliza el agua para la generación de energía hidroeléctrica (uso no consuntivo), 
y la Finca Rabanales para el regadío, con un consumo anual medio de 1 hm1. 

El Canal de Riego del Guadalmellato, también propiedad del Estado, fue construido 
en la misma época y empezó a utilizarse en 1932. El canal, de 52 km. de longitud, se 
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extiende desde la presa hasta el final de la zona regable, y atraviesa los municipios de 
Córdoba y Almodovar del Río. Su principal usuario es la Comunidad de Regantes del 
Guadalmellato y en ocasiones es utilizado por fincas privadas situadas cerca del canal y 
por EMACSA para el abastecimiento urbano. 

La gestión concreta del sistema de abastecimiento en alta del Guadalmellato se realiza 
desde la oficina de la Confederación Hidrográfica del Guadalquivir en la ciudad de 
Córdoba. 

CÁLCULO DE LAS EXACCIONES FACTURADAS EN 1996 

El sistema de tarifación del suministro de agua en alta se estructura en torno a dos 
exacciones - el canon de regulación y la tarifa de utilización del agua - que gravan la 
disponibilidad y el uso del agua de los agentes beneficiados por obras hidráulicas a cargo 
del Estado y están destinadas a compensar la aportación de éste en la realización de las 
obras y a atender sus gastos de explotación y mantenimiento. 

En este caso las obras hidráulicas financiadas por el Estado son la Presa del 
Guadalmellato, obra de regulación general cuyos usuarios están obligados al pago del 
canon de regulación, y el Canal de Riego del mismo nombre, obra específica para riegos, 
cuyos usuarios deben satisfacer la tarifa de utilización de agua. 

Las exacciones facturadas en 1996 a los usuarios del Guadalmellato por este servicio 
son las siguientes: 

Cuadro 20 

Exacciones facturadas por el suministro en alta en 1996 (en pts) 

Canon regulación Tarifa utilización Canon pie de TOTAL 
Guadalm. agua Guadalm. presa 

EMACSA 88.616.110 7.998.760 96.614.870 
Com. Regantes 32.237.148 47.469.461 79.706.609 
Los Rabanales 1.097.616 1.097.616 
Sevill. de Elect. 2.025.000 2.025.000 

Existe un usuario, Sevillana de Electricidad, con un régimen tarifario especial que 
resulta de un acuerdo entre dicha empresa y la Confederación Hidrográfica del 
Guadalquivir. Grosso modo, el usuario se compromete a abastecer, con la energía producida 
en la presa, a la central y al canal de riego, a un precio reducido. A cambio, tan sólo debe 
pagar un canon de pie de presa, cuya cuantía se obtiene del producto de los kWh 
producidos por un coeficiente que toma el valor 0,032. En este caso, dado que se estima 
que la central producirá 63.281.250 kWh durante 1996 el canon de pie de presa es de 
2.025.000 pts. 
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En grandes líneas el proceso de cálculo de estas exacciones tiene dos fases: en la 
primera se estiman los costes anuales imputables a las obras y en la segunda se reparten 
estas cuantías entre los usuarios de las mismas. 

Los costes anuales imputables a las obras (fase I) se obtienen mediante el cálculo de 
las siguientes partidas: a) el total previsto de gastos de funcionamiento y conservación de 
las obras realizadas, b) los gastos de administración del Organismo gestor (en este caso 
de la Confederación Hidrográfica del Guadalquivir) imputables a los usuarios de las 
obras y c) el 4% del valor de las inversiones realizadas por el Estado, debidamente 
actualizado, teniendo en cuenta el periodo de amortización técnica (50 años para el canon 
de regulación y 25 para la Tarifa de Utilización del Agua) y la depreciación de la moneda. 
Cada una de estas cantidades se reparte entre los distintos usuarios de las obras (fase II) 
para la determinación de los cánones y tarifas finales. 

I. GASTOS DE FUNCIONAMIENTO, EXPLOTACIÓN Y CONSERVACIÓN DE LAS OBRAS 

Para la determinación de los gastos de funcionamiento, explotación y conservación 
imputables al canon y la tarifa de 1996, la Confederación realiza un presupuesto para 
cada una de las obras y añade la liquidación del presupuesto del año anterior (cuadro 21). 

El reparto de estos gastos entre los distintos usuarios se hace en función de los 
consumos previstos de cada uno, teniendo en cuenta el factor de garantía. Este último 
término hace referencia a la garantía extra que se le asegura a los usuarios de abastecimiento. 
Así, por ejemplo, si un abastecimiento tiene un factor de garantía de 4 significa que tiene 
garantizado el abastecimiento del consumo previsto anual durante los próximos cuatro 
años. 

Cuadro 21 

Presupuesto de gastos de funcionamiento, explotación y conservación 

de las obras para 1996 (en pts) 

Conceptos Presa Guadalmellato Zona Regable 
Personal 11.500.000 22.500.000 
Funcionamiento 1.000.000 1.000.000 
Energía 50.000 50.000 
Locomoción 500.000 1.500.000 
Dietas y desplazamientos 500.000 1.500.000 
Conservación 0 0 
TOTALES 13.550.000 26.550.000 

Liquidac. presup. 1995 1.169.353 -7.925.259 
TOTAL GASTOS 14.719.353 18.624.741 
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Por lo que respecta a la presa del Guadalmellato (y por tanto para el cálculo del canon 
de regulación), el consumo previsto de los usuarios para 1996 es el siguiente: EMACSA 
30 hm3 con un factor de garantía de 3, o sea, 90 hm3, y la Comunidad de Regantes 39 
hm3. 

Los coeficiente de reparto y los cánones correspondientes a este apartado son: 

EMACSA = 30 x 3 / 129 = 0,69 pts x 14.719.353 = 10.269.693 pts 
Comunidad = 39 /129 = 0,31 pts x 14.719.353 = 4.449.660 pts 

A este valor se le añade la liquidación por "exceso de reserva" de 1995. Esta liquidación 
es resultado del acuerdo, antes mencionado, entre Sevillana de Electricidad y la 
Confederación Hidrográfica del Guadalquivir, en virtud del cual la energía consumida en 
la presa y el canal de riego proviene de la energía producida por Sevillana al utilizar el 
agua de la misma. Si la energía consumida no supera una "bolsa de consumo" establecida, 
Sevillana le cobra a la Confederación una cantidad simbólica que pasa a formar parte de 
los gastos anuales imputables a cánones y tarifas. Sin embargo, si el consumo supera el 
límite establecido, Sevillana lo cobra a un precio superior y la Confederación se lo imputa 
directamente a los usuarios. En este caso, la liquidación complementaria de la energía al 
canon de regulación de la presa del Guadalmellato es de 4.181.074 pts, que se le imputan 
totalmente a EMACSA por considerar que ha sido el único usuario de la electricidad. 

Por tanto, el canon definitivo correspondiente a este apartado se mantiene constante 
en el caso de la Comunidad de Regantes (4.449.660 pts) y pasa a ser de 14.450.767 pts 
(10.269.693 de canon y 4.181.074 de liquidación por exceso de energía) para EMACSA. 

En cuanto a la infraestructura de riego (objeto de la tarifa de utilización del agua), el 
consumo previsto es nulo para EMACSA, que tiene un factor de garantía de 2, de 39 hm' 
para la Comunidad de Regantes y 0,9 hm3 para la Finca Rabanales. 

Los coeficientes de reparto y las tarifas correspondientes a este apartados son, por 
tanto: 

EMACSA = 0 x 2 / 39,9 = 0,0 pts x 18.624.741 = 0 pts 
Comunidad = 39 /39,9 = 0,97 pts x 18.624.741 = 18.203.822 pts 
Finca Rabanales = 0,9 /39,9 = 0,03 pts x 18.624.741 = 420.919 pts 

Incluyendo la liquidación por exceso de energía (7.998.760 pts) que se le imputa 
totalmente a EMACSA obtenemos las tarifas definitivas. 

EMACSA 
Comunidad 
Finca Rabanales 

= 0 + 7.998.760 = 7.998.760 pts 
= 18.203.822 + 0 = 18.203.822 pts 
= 420.919 + 0 = 420.919 pts 
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II. GASTOS DE ADMINISTRACIÓN DE LA CONFEDERACIÓN HIDROGRÁFICA 

DEL GUADALQUIVIR IMPUTABLES A LOS USUARIOS 

La estimación de los gastos de administración de la Confederación para 1996 se 
realiza a partir del valor de las partidas de 1995 incrementando un 5% las de personal y 
un 8% las restantes, obteniendo los resultados agregados que se muestran en el cuadro 
22. Del importe previsto para 1996, se deduce, en concepto de servicios de interés general 
y control y vigilancia del Dominio Público Hidráulico, un 20% que no se considera 
imputable a cánones y tarifas. 

Cuadro 22 

Presupuesto gastos de admón. de la Confederación para 1996 

Conceptos Importe en pts. 
Capítulo 1°.- Personal 1.962.876.000 
Capítulo 2o.- Gastos corrientes 369.306.000 
Capítulo 4o.- Transferencias corrientes 1.107.000 
Capítulo 6o.- Inversiones reales 187.762.000 
Total importe previsto 1996 2.521.051.000 

A deducir 20% 504.210.000 
Total gastos a imputar 2.016.841.000 

La imputación de la parte proporcional de estos gastos a los usuarios de las obras 
analizadas se realiza a partir de unos coeficientes de reparto entre los diferentes tipo, de 
usuarios, coeficientes que determina la Confederación a partir del beneficio total que 
cada uno de los grupos de usuarios de la cuenca obtiene del consumo de agua. 

En el cuadro 23 se muestran los coeficientes de reparto establecidos para el cálculo 
de las exacciones de 1996. Para el riego, la Confederación calcula, a partir de información 
de cada zona regable de la cuenca, que la disponibilidad de agua genera un aumento de 
renta a los usuarios de 35.725 pts por hectárea. Multiplicada esta cantidad por el número 
de hectáreas de regadío de la cuenca, se obtiene el beneficio total de 12.052 millones de 
pesetas. Para la determinación del beneficio para abastecimientos se utiliza el dato del 
beneficio medio del m3 de agua en el riego (beneficio total/hm3 consumidos) y se multiplica 
por 3 el factor de garantía de reserva de abastecimientos. De esta forma se obtiene un 
beneficio de 21.435.000 pesetas por hm3 que, multiplicado por el número de hm3 

consumidos, nos da el beneficio total que este tipo de usuarios obtiene por el agua 
consumida. Para usos no consuntivos la Confederación estima que el beneficio que se 
obtiene por hm3 es el 10% del beneficio que se obtiene para abastecimientos, es decir, 
2.143.500 pts que, multiplicado por el consumo, nos arroja un beneficio total de 
aproximadamente 367 millones de pesetas. Para la estimación del beneficio de los 
aprovechamientos hidroeléctricos se utilizan, en teoría, unas complicadas fórmulas 
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relacionadas con la producción y la hidraulicidad de cada año. Sin embargo, en la práctica, 
el valor del beneficio se fija por negociación entre la Confederación y los usuarios eléctricos. 
En función de los beneficios totales se estiman los coeficientes de reparto que aparecen 
en la última columna del cuadro 23. 

Cuadro 23 

Presupuesto de gastos de administración de la Confederación para 1996 

Tipo de Unidades Unidad Beneficio Beneficio total en Coef. 

aprovechamiento beneficiadas por unidad pts. reparto 

Regadíos 337.377 has. 35.725 12.052.793.325 0,591 

Abast, y usos consunt. 371,2 hm 3 21.435.000 7.958.588.280 0,390 

Usos no consuntivos 171,4 hm 3 2.143.500 367.505.218 0,018 

Aprov. hidroeléctricos 36.546 M W h 586 21.415.956 0,001 

T O T A L 1,00 

A partir de estos coeficientes se obtiene el total a imputar a cada grupo de usuarios, 
que se reparte entre el número de unidades beneficiadas (Hectáreas para regadío, hm3 

para abastecimiento y usos no consuntivos y kWh para aprovechamientos hidroeléctricos) 
y se obtiene el resultado que se muestra en el cuadro 24. 

Cuadro 24 

Imputación de los gastos a las unidades beneficiadas, por tipo de aprovechamiento 

Tipo de Coef. Importe total a Unidades Pts por unidad 

aprovechamiento reparto imputar beneficiadas beneficiada 

Regadíos 0,591 1.191.953.000 337.377 3.533 pts/ha. 

Abast, y usos consunt. 0,390 786.568.000 371,2 2.118.485 pts/hm3 

Usos no consuntivos 0,018 36.303.000 171,4 211.740 pts/hm3 

Aprov. hidroeléctricos 0,001 2.017.000 36.546 0,0552 pts/Kw/h 

Se imputan, por tanto, 3.533 pts por hectárea de riego, 2.118.485 pts por hm3 de 
consumo para abastecimiento, 211.740 pts por hm3 para usos no consuntivos y 0,0552 
pts/kWh para aprovechamientos hidroeléctricos. 

Dado que se estima que EMACSA tendrá un consumo de 30 hm3 y la Comunidad de 
Regantes 6.518 hectáreas de riego, los valores de las partidas del canon de regulación de 
la presa del Guadalmellato correspondientes a este concepto son los siguientes: 

EMACSA 
Comunidad 

= 2.118.485 pts/hm3 x 30 hm3 = 63.554.550 pts 
= 3.533 pts/ha. x 6.518 has = 23.028.094 pts 
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Las partidas correspondientes a la tarifa de utilización del agua de la zona regable del 
Guadalmellato se imputaron, este año, al Canon de Regulación. 

III. ANUALIDADES DE LAS INVERSIONES REALIZADAS 

Para el cálculo de las anualidades imputables en el canon de regulación y la tarifa de 
utilización del agua en concepto de amortización de las inversiones realizadas es necesario 
diferenciar aquellas realizadas antes y después de la entrada en vigor de la Ley de Aguas, 
el 31 de diciembre de 1985. 

Inversiones realizadas antes de 1986 

Para el cálculo de las partidas de amortización de inversiones realizadas con anterioridad 
a diciembre de 1985, imputables al canon de regulación y a la tarifa de utilización del 
agua del año 1996, se utilizan las amortizaciones calculadas a partir de la normativa 
anterior, actualizadas por el factor que se presenta a continuación, siempre que el valor 
del factor no sea inferior a la unidad. 

Fac = 
1996 

1986' 
-K 1 + 

(in - 6) - 4s 

100 

Dado que, aplicando la fórmula se obtiene que el valor del factor es inferior a la 
unidad (en concreto 0,941), se utilizan las amortizaciones calculadas a partir de la normativa 
anterior. Según las tablas definidas para la amortización de las obras, las anualidades 
imputables al canon de los usuarios en 1996 son las siguientes: 

EMACSA = 854.194 pts 
Comunidad = 98.767 pts 

La anualidad imputable a los usuarios de la Zona Regable del Guadalmellato en 
concepto de Tarifa de Utilización del agua es de 8.138.747 pts. Este valor se distribuye 
entre los usuarios en función del coeficiente de reparto establecido anteriormente y se 
obtienen los siguientes importes: 

EMACSA 
Comunidad 
Finca Rabanales 

= 0,0x 8.138.747 = Opts. 
= 0,97 x 8.138.747 = 7.954.811 pts 
= 0,03 x 8.138.747 = 183.936 pts 
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Inversiones realizadas después del 31-12-85 

La anualidad a amortizar cada año se estima mediante el siguiente proceso: en primer 
lugar es necesario conocer las inversiones realizadas cada año y el importe de las mismas 
a amortizar vía cánones y tarifas (generalmente un 20% de las inversiones no se imputan 
a cánones y tarifas por considerar que este tanto por ciento es beneficio general para la 
sociedad por sus funciones en la laminación de avenidas); multiplicando este último 
importe por el factor de amortización y el de actualización, se obtiene el valor de las 
inversiones pendiente de amortizar de cada año. Sumando estos valores se obtiene el 
valor total de inversiones pendientes de amortizar, que constituye la base imponible para 
el cálculo (multiplicándolo por 0,04) de la anualidad a amortizar por el canon y la tarifa. 

Teniendo en cuenta que los factores de amortización (fa) para el cálculo del canon de 
regulación (CR) y la tarifa de utilización del agua (TUA) se calculan mediante la aplicación 
de las siguientes fórmulas: 

(50 - n + 1) (25 - n + l) 
fa(CR) = y fa(TUA) = V ; 

50 ' 25 

y que el factor de actualización se obtiene aplicando esta otra: 

(in - 6) �996 , 
Fac = K 1 + 

n v 100 

obtenemos los cuadros 25 y 26, donde se calcula el valor de la anualidad a amortizar 
mediante el canon (15.417.226 pts) y mediante la tarifa de utilización del agua (21.803.589). 

Cuadro 25 

Importes de las invers iones imputables al canon de regulación (en pts) 

Año Inversión A amortizar (80%) n Fa (CR) Fac Pte de amortizar 

1.986 39.533.086 31.601.733 10 0,82 1,389 35.993.724 

1.987 254.665.250 203.611.688 9 0,84 1,343 229.698.417 

1.988 22.947.305 17.976.052 8 0,86 1,304 20.159.064 

1.989 12.977.277 10.332.638 7 0,88 1,267 11.520.478 

1.990 6.275.720 4.813.216 6 0,90 1,230 5.328.230 

1.991 3.530.661 2.586.225 5 0,92 1,181 2.809.985 

1.992 0 0 4 0,94 1,136 0 

1.993 3.170.227 2.536.182 3 0,96 1,093 2.661.165 

1.994 47.539.213 38.031.370 2 0,98 1,061 39.544.258 

1.995 48.302.270 36.616.816 1 1,00 1,030 37.715.320 

Base imponible 385.430.660 

Anualidad de amortización actualizada 0,04 15.417.226 
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Cuadro 26 

Importes de las inversiones imputables a la tarifa de utilización del agua (en pts) 

Afio Inversión n Fa(TAU) Fac Pte de amortizar 
1.986 90.995.976 10 0,64 1,389 80.891.783 
1.987 252.510.230 9 0,68 1,343 230.602.442 
1.988 62.754.747 8 0,72 1,304 58.919.177 
1.989 19.110.527 7 0,76 1,267 18.401.909 
1.990 58.462.994 6 0,80 1,230 57.527.586 
1.991 19.962.600 5 0,84 1,181 19.803.698 
1.992 16.757.471 4 0,88 1,136 16.752.109 
1.993 21.569.792 3 0,92 1,093 21.689.720 
1.994 37.690.388 2 0,96 1,061 38.389.922 
1.995 2.049.86 1 1,00 1,030 2.111.383 

Base imponible 545.089.727 
Anual idad de amort. actualizada 0,04 21.803.589 

Los importes resultantes se reparten entre los usuarios de las obras en función de los 
coeficientes calculados anteriormente (a pardr de los consumos previstos). 

Así, para el canon de regulación, los importes son los siguientes: 

EMACSA = 0,69 x 15.417.226 = 10.417.599 pts 
Comunidad = 0,31 x 15.417.226 = 4.660.627 pts 

Y para la tarifa de utilización del agua: 

EMACSA = 0,00 x 21.803.589= 0 pts 
Comunidad = 0,97 x 21.803.589= 21.310.828 pts 
Finca Rabanales = 0,03 x 21.803.589 = 492.761 pts 

Sumando estas tres partidas se obtienen las cuantías definitivas del canon de regulación 
y la tarifa de utilización del agua facturadas en 1996 que se muestran en el cuadro 27. 

Cuadro 27 

Exacciones facturadas por el suministro en alta en 1996 (en pts) 

Canon regulación Tari fa utilización Canon pie de T O T A L 
Guadalm. agua Guadalm. presa 

E M A C S A 88.616.110 7.998.760 96.614.870 
Com. Regantes 32.237.148 47.469.461 79.706.609 
Los Rabanales 1.097.616 1.097.616 
Sevill. de Elect. 2 .025.000 2.025.000 
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EL SERVICIO DE DISTRIBUCIÓN DE AGUA A LOS REGANTES 

La Comunidad de Regantes del Guadalmellato es el segundo gran usuario del agua de 
la presa del mismo nombre. Jurídicamente, la Comunidad es una corporación de derecho 
público adscrita a la Confederación Hidrográfica del Guadalquivir y fue constituida al 
amparo del Real Decreto de Concesión del 13 de noviembre de 1908. Su función 
fundamental es la de distribuir el agua concedida por la Confederación entre las fincas 
situadas en la denominada "zona regable", que constituye el conjunto de tierras que 
tienen derecho al uso de las aguas de que dispone la Comunidad para su aprovechamiento 
en riego. 

En 1996 la zona regable abarcaba una superficie de 6.543 hectáreas de regadío, 
propiedad de cerca de 1.350 comuneros. El caudal concedido por la Confederación a la 
Comunidad varía anualmente, dependiendo del caudal disponible en la presa y de la 
demanda estimada para el consumo urbano. En 1993 y 1994, los peores años de sequía, 
no consumió nada; en 1995, 30 hm3 y en 1996, 40 hm3. 

Las infraestructuras hidráulicas que permiten el riego son el Canal Principal del 
Guadalmellato, propiedad del Estado, y un sistema de acequias principales y secundarias, 
propiedad de la Comunidad. El canal principal, de 55 km. de longitud, conduce el agua 
desde el embalse hasta la zona regable donde el recurso se distribuye, a través del sistema 
de acequias (162 km. en total), al conjunto de las fincas situadas en la zona. El estado de 
las infraestructuras no es el adecuado. Según la Comunidad, las pérdidas por filtraciones 
en la red superan el 39 % del caudal suministrado en cabecera8. 

Sólo existe un elemento modulador en la zona (caudalímetro de ultrasonido), situado 
en la cabecera del canal principal, que permite medir, únicamente, el consumo total de la 
zona regable. La medición del consumo de cada comunero se realiza por el sistema de 
"hilos". Tradicionalmente se consideraba un "hilo" al caudal que podía ser manejado por 
un hombre con la ayuda de un azadón. Hoy en día se asigna a cada hilo un caudal de 40 
1/s y la determinación del número de hilos que pasa por una compuerta se hace 
visualmente. 

El sistema de distribución del agua entre los regantes funciona de la siguiente forma: 
antes del comienzo de la campaña de riego, la Confederación Hidrográfica del Guadalquivir 
comunica a la Comunidad la cantidad máxima de agua que, medida en cabecera de canal, 
dispone para el riego de las hectáreas solicitadas. Con esta información, la Comunidad da 
a conocer a cada comunero la cantidad de agua de la que dispone, cantidad que depende 
exclusivamente de las hectáreas que posea (se adjudica una misma cantidad por hectárea 

8 Según la Confederación, la Comunidad tiende a inflar el dato con el objeto de conseguir mayores 
concesiones; las pérdidas no superan, según la Confederación, el 25% del caudal en cabecera. 
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sin tener en cuenta el tipo de cultivo de las tierras). Cuando el comunero quiere dar un 
riego, utilizando todo o parte del caudal concedido (la Comunidad lleva una contabilidad 
más o menos precisa del agua utilizada por cada comunero), lo solicita a la Comunidad y 
ésta le comunica cuándo es posible realizarlo. En función de las peticiones de riego, la 
Comunidad solicita a la Confederación el caudal deseado que permita, en la medida de lo 
posible, la sadsfacción de las demandas de los comuneros. 

La distribución de cultivos en la Zona Regable varía anualmente, en función de las 
previsiones que se hacen en época de siembra sobre disponibilidad de agua para la época 
de riego. En años escasos de agua predomina el cultivo del trigo y el girasol, mientras que 
en periodos de abundancia del recurso, aumenta considerablemente la superficie dedicada 
a cultivos con más requerimientos hídricos y con mayor valor añadido como el maíz, el 
algodón o el espárrago. 

C Á L C U L O DE LAS D E R R A M A S F A C T U R A D A S EN 1996 

La Comunidad de Regantes soporta unos costes anuales de explotación y 
mantenimiento del sistema que repercute a los comuneros a través de un sistema de 
cuotas o "derramas". 

El reparto de los costes entre los comuneros no se hace en función del agua consumida 
por cada uno, pues no existen caudalímetros individuales, sino en función de las hectáreas 
regadas o susceptibles de ser regadas que posean. 

En las cuotas o derramas aparecen tres conceptos que, según la nomenclatura de la 
comunidad, son los siguientes: 

El canon de riegos, que hace referencia a los gastos de mantenimiento de las 
infraestructuras y a los gastos de funcionamiento de la comunidad (conservación y 
reparación de acequias, sueldos de los empleados, compra y alquiler de locales...). 

El canon de elevación, que recoge los gastos ocasionados por la elevación de agua del 
Guadalquivir cuando no se dispone de recursos en la presa o el volumen suministrado 
no es suficiente para satisfacer las demandas. 

El canon del Estado, que hace referencia a las exacciones (canon de regulación y 
tarifa de utilización del agua) que la comunidad paga a la Confederación por el suministro 
en alta. 

La suma de estos tres conceptos, expresada en pts/ha., constituye la derrama total a 
pagar por hectárea susceptible de ser regada, o sea, a pagar independientemente de si la 
hectárea ha sido regada o no. En el cuadro 28 se presentan las derramas facturadas en 
1996. 
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Cuadro 28 

Derramas facturadas en 1996 

Concepto Pts/ha 

Canon de Riegos 11.058 
Canon de Elevación 2.113 
Canon del Estado 12.229 
TOTAL 25.400 

El importe del canon de riegos se calcula a partir de una estimación que realiza la 
comunidad sobre los gastos de mantenimiento de las infraestructuras y los gastos de 
funcionamiento que va a tener en el año. Así, para la definición del canon de 1996 la 
Comunidad presentó el siguiente presupuesto de gastos: 

Cuadro 29 

Presupuesto de gastos de la comunidad para 1996 

Concepto Importe en pts. 

Personal administrativo 11.070.000 
Personal acequiero 23.250.000 
Personal acequiero eventual 6.960.000 
Horas extraordinarias 2.440.000 
Seguridad social 14.500.000 
Equipos personal acequiero 280.000 
Seguros varios 35.000 
Construcción y reparación acequias 6.500.000 
Mobiliario y material 70.000 
Vehículos 1.200.000 
Desplazamientos acequieros 1.850.000 
Otros gastos generales 5.010.000 

TOTAL 73.165.000 

Para la estimación del canon divide los gastos totales (73.165.000) entre el número de 
hectáreas de riego, 6.617, y obtiene un valor de 11.058 pts por hectárea regada o susceptible 
de serlo. 

En cuanto al importe del canon de elevación, los gastos totales del ejercicio, 
principalmente en energía y en reparación y amortización de equipos, fueron de 13.981.721 
pts que, repartidos entre el número de hectáreas, ofrecen un valor de 2.113 pts por 
hectárea. 

El importe del canon del Estado se obtiene de dividir los importes facturados a la 
comunidad en concepto de canon de regulación y tarifa de utilización del agua entre el 
número de hectáreas. 

El importe de las derramas se satisface en dos pagos: el primero, en el mes de mayo, 
corresponde al pago del canon de riegos (sobre una estimación de los gastos de la 
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comunidad) y el segundo, en noviembre, corresponde al canon del Estado y el canon de 
elevación (cuyos valores ya se conocen para entonces). En caso de no pagar dentro de 
los plazos, la comunidad establece una prórroga o, en ciertas ocasiones, penaliza con un 
recargo del 10%. Si, pasado un tiempo, el comunero sigue sin pagar, se le corta el suministro 
(hecho que rara vez ocurre). 

LOS SERVICIOS URBANOS DEL AGUA; ABASTECIMIENTO, ALCANTARILLADO Y 
SANEAMIENTO 

Los servicios urbanos del agua son competencia exclusiva de las corporaciones locales. 
En el caso del municipio de Córdoba, usuario del susbistema del Guadalmellato objeto 
de estudio, la Empresa Municipal de Aguas de Córdoba S.A. es el organismo responsable 
de la gestión de estos servicios9. 

Básicamente, el ciclo del agua en el municipio se inicia con el servicio de abastecimiento 
que incluye una serie de etapas. El agua suministrada en alta por la Confederación es 
transportada, en primer lugar, a Villa Azul, una planta de potabiüzación y tratamiento de 
aguas de la empresa. El transporte se realiza generalmente a través de dos conducciones 
que parten de la presa del Guadalmellato, pero puede realizarse, en ocasiones, utilizando 
el canal de riego que abastece a la Comunidad de Regantes. Una vez que el agua es 
convenientemente tratada en la planta de potabiüzación, se conduce a dos depósitos 
locales, desde donde se realiza la distribución a los distintos usuarios del municipio. 

Las aguas residuales de los usuarios urbanos, así como las aguas pluviales del viario 
municipal, son recogidas por la red de alcantarillado y trasladadas, a través de una 
conducción subterránea, a la planta de depuración y saneamiento de La Golondrina. 
Aquí las aguas residuales del municipio se someten a un triple proceso de desbaste y 
eliminación de arenas y grasas, decantación primaria y depuración biológica, antes de ser 
vertidas, finalmente, al río Guadalquivir. 

En grandes líneas, EMACSA recibe una media anual de 28.000.000 m3 en alta, de los 
cuales factura el 80% (el resto se pierde por filtraciones, escapes y agua de riego de 
parques y jardines, que no se factura). Suministra agua al 100% de la población de Córdoba 
(305.520 habitantes en 1996) y tiene 44.101 abonados, de los cuales, grosso modo, un 75% 
son domésticos, un 23% industriales y el resto empresas u organismos públicos. El servicio 
de alcantarillado tiene una cobertura de prestación del 100% de los abonados y el 
saneamiento se realiza sobre, aproximadamente, el 90% del agua facturada. 

EMACSA es una sociedad anónima, cuyo capital pertenece en su totalidad al Ayuntamiento de Córdoba. 
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CÁLCULO DE LA TARIFA DE ABASTECIMIENTO Y LA TASA DE SANEAMIENTO PARA 1996 

El sistema de tarifación de los servicios del agua ofrecidos por EMACSA está 
constituido, básicamente, por la tarifa de abastecimiento y por la tasa de saneamiento. 

La estimación anual de la tarifa de abastecimiento y la tasa de saneamiento sigue, en 
grandes líneas, el proceso mencionado en el apartado anterior que tiene tres fases bien 
diferenciadas: (1) cálculo de la tarifa media, que resulta de dividir los gastos totales a 
cubrir con ingresos tarifarios entre el total de m3 a facturar en el año; (2) asignación de 
los costes de prestación del servicio a los distintos grupos de usuarios; y (3) definición de 
una estructura tarifaria que asegure que se recuperen, por cada grupo, los costes del 
servicio prestado. 

Una cuestión de especial importancia en la estimación de las tarifas es, por tanto, la 
estimación de los gastos a imputar para el cálculo de las mismas. Dado que EMACSA es 
una empresa pública de gestión, no puede considerar retribución alguna del capital o 
recursos propios ni amortización técnica (al coincidir, se supone, los propietarios con los 
usuarios). Los gastos a imputar se limitan, por tanto, a los que salen de caja cada año, a 
saber, los gastos generales de explotación, la amortización financiera (devolución anual 
del principal de préstamos recibidos), los gastos financieros (de préstamos y empréstitos 
para las inversiones realizadas) y las inversiones reales financiadas directamente con 
ingresos ordinarios. 

En este sentido, es importante tener en cuenta que la financiación de gran parte 
de las inversiones realizadas en los últimos años en infraestructuras de servicios de 
agua en Córdoba se ha realizado en el marco de un convenio firmado entre la Junta 
de Andalucía y el Ayuntamiento de Córdoba, por el que se han repartido, al 50%, el 
coste de las inversiones, excepto en el caso de la estación de depuración de aguas 
residuales de La Golondrina, en el que la participación de la Junta ha sido del 66%. 
Del total de las inversiones realizadas, EMACSA sólo puede repercutir en tarifas las 
realizadas con ingresos ordinarios y los intereses y devolución del principal de 
préstamos concertados para la financiación de inversiones (en el caso de La Golondrina, 
EMACSA financió la parte que le corresponde a través de un crédito con el Banco 
Europeo de Inversiones). 

CÁLCULO DE LA TARIFA DE ABASTECIMIENTO DE AGUA DEL AÑO 1996 

El sistema tarifario del servicio de abastecimiento de agua de EMACSA es un sistema 
binomio de bloques crecientes, con cuota fija o de servicio, independiente del uso del 
servicio, y una cuota variable en función de los consumos. El montante de la cuota fija o 
de servicio es función del diámetro de la acometida. A mayor diámetro, se supone unos 
mayores beneficios de presión, unos mayores costes fijos de abastecimiento y, por tanto, 
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una tarifa más elevada. La cuota variable es función del consumo, es creciente por bloques 
de consumos, y diferente para los distintos tipos de usuarios. 

1. Cálculo de los costes a cubr ir con ingresos tarifarios 

El primer paso para la definición anual de las tarifas es la estimación de los costes 
relacionados con el servicio y que deben ser cubiertos con ingresos tarifarios. En el 
cuadro 30 se presenta el presupuesto de gastos del servicio para 1996. 

Cuadro 30 

Presupuesto agregado de gastos del servicio para 1996 (en pts) 

Conceptos Importes % 

Compra de aguas10 235.810.050 8,2 
Energía eléctrica 73.411.190 2,6 
Productos químicos 38.129.147 1,3 
Material conser. y función. 226.011.614 7,9 
Personal y S.S. 1.374.111.835 47,8 
Impuestos 61.746.663 2,1 
Trab. real izados terceros 347.586.486 12,1 
Transportes 1.650.000 0,1 
Gastos administrat ivos 47.638.933 1,7 
Otros gastos de explotación 14.319.426 0,5 
Gastos financieros 56.299.499 2,0 
Amort izac ión 400.771.287 13,9 
T O T A L G A S T O S 2.877.486.130 100 

Para la determinación de los gastos a cubrir con ingresos tarifarios, se le resta, al total 
anterior, una estimación de los ingresos por derechos de conexión (que incluyen los 
ingresos por derechos de acometida, por cuotas de contratación y por reconexiones de 
suministro) y los ingresos no tarifarios (que incluyen expansión de instalaciones, 
suministros y trabajos a terceros, trabajos realizados por la empresa para su propio 
inmovilizado, ingresos varios...), obteniéndose el total que aparece en el cuadro 31. 

10 Esta cifra es superior a la que la Confederación factura a EMACSA por las exacciones de la presa del 
Guadalmellato, dado que incluye el pago de exacciones de otras obras que también abastecen a la ciudad 
y el pago de deudas de años anteriores. 
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Cuadro 31 

Gastos a cubrir con ingresos tarifarios (en pts) 

Concepto Importe 

Total gastos 1996 2.877.486.130 
Ingresos derechos de conexión 83.216.586 

Ingresos no tarifarios 220.627.846 

TOTAL GASTOS A CUBRIR 2.573.641.698 

2. Estimación "razonada" del volumen de agua a facturar en 1996 

Una vez estimados los gastos a cubrir es necesario calcular el volumen de agua a 
facturar en 1996. Utilizando un modelo cuantitativo de medias móviles con datos de las 
seis campañas anteriores, la empresa estima que en 1996 se facturarán 22.803.727 m3de 
agua. 

3. Cálculo de la tarifa media 

La tarifa media es el resultado de dividir el total de gastos a cubrir con ingresos 
tarifarios entre el volumen estimado de m3 a facturar, que, en nuestro caso, arroja el 
siguiente valor: 

Gastos a cubrir con ingresos tarifarios 2.573.641.698 , 3 
2 = = 112,86 pts/m' 

m3 de agua a facturar 22.803.727 

4. Estimación de los valores de la cuota fija o de servicio 

Una vez estimada la tarifa media, se calcula la parte del total de los costes a cubrir con 
ingresos tarifarios de la cuota fija o de servicio. Según los cálculos de imputación realizados, 
472.387.944 pts, o sea, un 18% del total de los gastos, corresponden a costes fijos 
imputables a la cuota de servicio. 

Estos gastos se reparten entre los usuarios en función del diámetro de sus contadores. 
Cuanto más grande sea el contador, mayor es el nivel de la cuota fija. 

A partir de los cálculos de costes y del número de contadores de cada diámetro, se 
establece una cuota mensual base de 392 pts y unos coeficientes (crecientes) aplicables a 
cada diámetro, a partir de los cuales se obtienen las cuotas unitarias mensuales por diámetro 
de contador que se muestran en el cuadro 32. 
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Cuadro 32 

Valores de la cuota fija o de servicio para 1996 (en pts) 

Diámetro Contadores Coeficiente Cuota unitaria Facturación anual 
contador instalados ponderador mensual 

Hasta 13 31.986 1,00 392 150.462.144 
15 2.685 2,20 862 27.773.640 
20 3.425 3,66 1.434 58.937.400 
25 2.022 5,13 2.010 48.770.640 
30 2.485 7,34 2.877 85.792.140 
40 824 14,65 5.742 56.776.896 
50 159 21,99 8.620 16.446.960 
60 6 26,95 10.564 760.608 
65 49 29,33 11.497 6.760.236 
80 27 36,66 14.370 4.655.880 

100 20 51,32 20.117 4.828.080 
125 4 80,65 31.614 1.517.472 
150 4 197,65 77.478 3.718.944 
200 0 351,91 137.948 0 
250 2 551,33 216.121 5.186.904 

T O T A L 43.698 472.387.944 

5. Determinación de la cuota variable 

Para esta fase, es necesario realizar un proceso de asignación de costes pendientes de 
cubrir entre los distintos grupos de usuarios. A partir de los resultados obtenidos se 

Cuadro 33 

Valores de la cuota variable de la tarifa de abastecimiento para 1996 (en pts) 

Tarifa Coef. Tarifa 
Clases y Bloques de consumo base ponder final m 3 a facturar Ingresos 
1. Domést icos 

0 a 9 m 3 /mes y vivienda 87,23 0,85 74,14 2.059.787 152.717.627 
10 a 20 m 3 /mes y vivienda 87,23 1,00 87,23 13.705.692 1.195.497.864 
21 a 40 m V m e s y vivienda 87,23 1,30 113,39 626.685 71.062.534 
Exc. de 40 m 3 /mes y viv. 87,23 1,55 135,20 309.559 41.852.685 

2. Industriales/comerciales 

0 a 20 m 3 /mes 87,23 1,00 87,23 872.163 76.075.585 
21 a 70 m ' / m e s 87,23 1,25 109,03 560.246 61.085.280 
Exceso de 70 m 3 /mes 87,23 1,50 130,84 2.241.145 293.230.454 

3. Organismos Oficiales 

Cualquier cons. mensual 87,23 1,00 87,23 1.502.720 131.076.852 
4. Depend, y serv. municip. 

Cualquier consumo mes 87,23 1,00 87,23 778.222 67.881.499 
5. Otros usuarios 

Cualquier consumo mes 87,23 0,85 74,14 147.507 10.939.545 
T O T A L 22.803.727 2.101.416.924 
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define una estructura tarifaria que permita que los ingresos de cada grupo cubran los 
costes asignados. El proceso se traduce, básicamente, en el establecimiento de un precio 
base (en nuestro caso 87,23 pts/m3) y un sistema de bonificaciones y recargos por grupos 
de usuarios y bloques de consumos representados por coeficientes ponderadores (los 
superiores a la unidad indican un recargo y los inferiores una bonificación). 

En el cuadro 33 se presentan los coeficientes, las tarifas finales, los m3 a facturar por 
tipo y bloque de consumo y los ingresos esperados. 

La suma de los ingresos esperados por la cuota fija (472.387.944 pts) y por la cuota 
variable (2.101.416.294) ofrece unos ingresos totales de 2.573.804.868 pts, que sirven 
para cubrir los costes estimados (2.573.641.698) y ofrecen un superávit de 162.388 pts. 

CÁLCULO DE LA TASA DE DEPURACIÓN DE AGUAS RESIDUALES DEL AÑO 1996 

El sistema tarifario del servicio de saneamiento de EMACSA, que se materializa en la 
tasa de depuración, es un sistema monomio con bloques crecientes, con una cuota variable 
en función del consumo de agua realizado. 

En primer lugar, y como en el caso del servicio de abastecimiento, se estima el total 
de costes relacionados con el servicio e imputables en el cálculo de las tasas. El presupuesto 
de gastos del servicio para 1996 se muestra en el cuadro 34. 

Cuadro 34 

Presupuesto de gastos del servicio de depuración para 1996 (en pts) 

Concepto Importe % sobre el total 

Compras (productos químicos, etc) 81.877.064 11,2 

Servicios exteriores 200.148.909 27,3 

Tributos 3.272.591 0,4 

Gastos de personal 184.642.010 25,2 

Gastos f inancieros 165.999.478 22,6 

Dot . para amort izaciones 69.773.652 9,5 

Provisiones 28.098.308 3,8 

T O T A L 733.812.012 100,0 

Se calculan, seguidamente, los m3 a facturar, a partir de la previsión realizada al efecto 
en el estudio de la tarifa de abastecimiento y que arrojaba un total de 22.734.327 m3 en 
1996. 

Dado que, a partir de los datos de los primeros seis meses de 1995, se factura en 
concepto de tasa de depuración el 90,93% de los consumos de agua, se establece la 
previsión de m3 a facturar en 1996 como el 90,93% de 22.734.327 m3, o sea, 20.672.563 
m3. 

La tarifa media, que se obdene de dividir el total de gastos a cubrir con las tasas entre 
el número de m3 a facturar, es la siguiente: 
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Gastos a cubrir con ingresos por tasas 733.812.012 , 
3 5 = = 35,49 pts/ m 

m de agua a facturar 20.672.563 

Una vez establecida la tarifa media y calculados los costes a cubrir por cada grupo de 
usuarios, se establece la estructura tarifaria que, en este caso, sólo tiene la variable de los 
bloques de consumo. Esta estructura queda reflejada en los coeficientes de bonificación 
o recargo por tipo de usuario y bloque de consumo, que, aplicados a la tarifa base (34,05), 
nos ofrecen las tarifas finales que se muestran en el cuadro 35. 

Como puede verse, la suma de los ingresos esperados (resultante de aplicar las tarifas 
finales a los m3 que se espera facturar por grupo de usuarios y bloque de consumo) es de 
734.248.727 pts, superior, en 436.715 pts, a los gastos a cubrir con las tasas (733.812.012 
pts). 

Cuadro 35 

Valores de las tasas del servicio de depuración para 1996 (en pts) 

Clases y Bloques de consumo Tarifa 
base 

Coef. 
pond. 

Tasa 
final 

miles de 
m 3 a 

facturar 

Ingresos 
totales 

1. Domésticos 
0 a 9 m ' / m e s y vivienda 34,05 0,90 30,65 1.962 60.130.800 
10 a 20 m 3 /mes y vivienda 34,05 1,00 34,05 13.169 449.359.317 
21 a 40 m 3 /mes y vivienda 34,05 1,25 42,56 637 27.140.897 
Exceso de 40 m 3/mes y viv. 34,05 1,50 51,08 139 7.109.017 

2. Industriales/comerciales 
0 a 20 m 3 /mes 34,05 1,00 34,05 805 27.430.050 
21 a 70 m 3 /mes 34,05 1,25 42,56 516 21.993.886 
Exceso de 70 m 3 /mes 34,05 1,50 51,08 1.472 75.213.465 

3. Organismos Oficiales 
Cualquier consumo mensual 34,05 1,00 34,05 1.166 39.708.682 

4. Depend, y serv. municipales 
Cualquier consumo mes 34,05 0,90 30,65 78 - 2 . 393 . 119 

5. Otros usuarios 
Cualquier consumo mes 34,05 1,00 34,05 698 23.769.495 

T O T A L 20.642 734.248.727 

EL SERVICIO DE SANEAMIENTO EN ALTA 

La Confederación Hidrográfica del Guadalquivir es el organismo responsable de la 
prestación del servicio de saneamiento en alta en el área de estudio. El objetivo básico 
del servicio es el mantenimiento de la calidad del agua y del Dominio Público Hidráulico 
en la cuenca hidrográfica. 
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Como medio de financiación del servicio la Confederación grava con un canon, 
denominado "canon de vertidos", a todo vertido autorizado al dominio público hidráulico. 

En el ejemplo que nos ocupa, el único cliente del servicio es la Empresa Municipal de 
Aguas de Córdoba, que dispone, desde 1987, de una autorización provisional de vertido 
de aguas residuales al río Guadalquivir. 

Hasta la entrada en funcionamiento de la estación depuradora de aguas residuales, la 
práctica totalidad de las aguas residuales generadas en el municipio y recogidas por la red 
de alcantarillado eran vertidas al río sin ningún tipo de tratamiento previo. En la actualidad 
el municipio dispone de una planta depuradora que mejora sensiblemente la calidad de 
las aguas residuales arrojadas al medio. 

CÁLCULO DEL IMPORTE DEL CANON DE VERTIDOS DE 1996 

Las dos variables fundamentales para la determinación del canon de vertidos son el 
volumen anual de vertido y la carga contaminante del mismo. 

EMACSA realiza análisis periódicos sobre ambas variables y envía un informe 
trimestral a la Confederación que, con los mismos y con datos propios, calcula el importe 
a facturar en concepto de canon de vertidos. 

El importe del canon de vertidos se define multiplicando las unidades de contaminación 
por el precio otorgado a las unidades de contaminación. Las unidades de contaminación 
(C) expresan la carga contaminante del vertido y se determinan mediante la fórmula: 

C = KV (1-D) 

Donde V es el volumen anual de vertido en m3, K el coeficiente que depende de la 
naturaleza del vertido y del grado de tratamiento previo y cuyos valores están establecidos 
reglamentariamente y D el grado de tratamiento previo del residuo. 

El valor de la unidad de contaminación, o precio a pagar por cada unidad de 
contaminación, es definido por la Confederación a partir de la previsión de inversión en 
infraestructuras de depuración. 

Cuadro 36 

Cálculo del importe del canon de vertidos para 1996 (en pts) 

Volumen Coeficiente K Grado de Unidades Precio por Importe 
vertido depuración contaminantes unid. cont. canon 

V K d C=VxK (1-d) E P = CxE 
m3 U.C. Ptas./UC 

30.296.981 0,0000016 0,00 48,47517 500.000 24.237.585 
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En el cuadro 36 se muestran los cálculos realizados para el cálculo del canon de 
vertido facturado a EMACSA en 1996. 

El valor del coeficiente K depende tanto de la naturaleza del vertido como del grado 
de tratamiento. En el caso de EMACSA, la Confederación considera que se trata de un 
vertido urbano muy industrializado y con alto grado de tratamiento. Evidentemente, a 
menor contenido industrial del vertido y a mayor tratamiento, menor es el valor del 
coeficiente K. 

PRECIO MEDIO DEL AGUA DEL SUBSISTEMA DEL GUADALMELLATO EN 1996 

Teniendo en cuenta los resultados anteriores, se presenta, en el gráfico 3, el precio 
medio facturado por m3 de agua en 1996 a cada tipo de usuario para cada uno de los 
servicios del agua en la subcuenca del Guadalmellato. 

Gráf ico 3 

Precio medio facturado por m 3 de agua en los distintos servicios 
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4. CONSIDERACIONES FINALES 

El problema del agua en Andalucía ha existido siempre y siempre existirá; el agua 
es y siempre será un recurso escaso en relación con las apetencias que suscita. El 
problema, sin embargo, es hoy en día especialmente agudo y preocupante; el desarrollo 
de nuevas tendencias pone en tela de juicio la sostenibilidad de las soluciones 
tradicionales al problema y amenazan con convertir al agua, al problema del agua, en 
un factor limitante para el desarrollo económico y social de la región. 

En el último siglo, las políticas hidráulicas en Andalucía y en España han tenido 
como objetivo el aumento de la oferta de agua mediante la construcción de obras 
hidráulicas. Estas obras han sido financiadas por las AA PP por considerarlas de interés 
general y por una voluntad política explícita de incentivar el consumo de agua. La 
gratuidad del recurso y la falta de incentivos para su uso racional han propiciado un 
modelo de desarrollo intensivo en agua, en el que el consumo del recurso es muy 
sensible al crecimiento económico. Hasta muy recientemente, el aumento del consumo 
de agua ha sido contrarrestado por un aumento de la oferta mediante la construcción 
de nuevas obras hidráulicas a cargo de la Administración, lo que ha permitido mantener 
el equilibrio entre la oferta y la demanda. 

Sin embargo, las tendencias económicas, sociales y culturales que se han desarrollado 
en los últimos años, no sólo en Andalucía, sino en todas las economías avanzadas, 
cuestionan la viabilidad de estas políticas tradicionales. 

En el ámbito económico estas tendencias son la restricción del gasto y de las 
inversiones públicas derivada del proceso de integración europea, los requerimientos 
crecientes de rentabilidad social de los proyectos públicos, y los costes económicos 
crecientes y rendimientos decrecientes de las obras hidráulicas de regulación, por 
haberse ocupado en el pasado las ubicaciones más rentables y económicas. 

Y en el ámbito social, estas tendencias consisten en la creciente valoración del medio 
ambiente y en concreto de los ecosistemas hídricos, que se traduce en un aumento de la 
demanda de agua en su estado natural en ríos, lagos y, en general, en el paisaje, y en una 
creciente importancia de los costes medioambientales de los proyectos hidráulicos. 

Estas tendencias han provocado una ralentización importante del ritmo de 
construcción de obras hidráulicas en los últimos años en la región, lo que se traduce, 
evidentemente, en una reducción del ritmo de crecimiento de la oferta de agua. Este 
proceso no ha ido acompañado, sin embargo, de una reducción de la demanda o el 
consumo de agua; muy al contrario, el consumo de agua sigue siendo, como se ha 
constatado, muy sensible al crecimiento de la renta. 

El estancamiento de la oferta de agua, unido al crecimiento constante de su 
demanda, ha generado un déficit hídrico estructural en la región especialmente 
importante en las cuencas del Guadalquivir y del Sur. 

Este déficit hídrico ha motivado la aparición de: conflictos territoriales, o luchas entre 
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pueblos, comarcas, territorios, o Comunidades Autónomas, por el control de los recursos 
hídricos cada vez más escasos en términos relativos; conflictos sectoriales entre usuarios 
urbanos, agrarios y medioambientales, con intereses contrapuestos; pérdidas económicas 
y malestar social, derivadas de la imposición de restricciones de agua a abastecimientos 
urbanos, agrarios o industriales; y la degradación del medio ambiente por la 
sobreexplotación de los recursos existentes, fundamentalmente de los recursos 
subterráneos, generando problemas de salinización, desecación de humedales, y 
degradación general de los recursos hídricos y de ecosistemas asociados. 

Por el momento, los efectos negativos del déficit hídrico se manifiestan únicamente 
durante los periodos prolongados de sequía como el vivido en los primeros años de la 
década de los noventa. Es importante recordar, en este sentido, que este tipo de sequías 
no son excepciones a la norma sino consustanciales al clima mediterráneo característico 
de la región, por lo que, antes o después, vuelven a repetirse. 

Pero el problema serio se presenta de cara al futuro. 
El desarrollo de un escenario TENDENCIAL, en el que se mantengan las tendencias 

de los últimos años, implicaría un agravamiento del problema del agua hasta convertirlo 
en un posible condicionante del desarrollo de la región. En un contexto en el que la 
oferta de agua es relativamente fija o de muy costosa ampliación, el mantenimiento de un 
consumo de agua sensible al crecimiento económico provocaría un aumento del déficit 
hídrico, que se traduciría en la aparición de nuevos conflictos, la exacerbación de los 
existentes y en numerosas pérdidas económicas y sociales derivadas de las obligadas 
restricciones. Además, las negativas consecuencias de esta situación no se harían 
únicamente visibles en los periodos de sequía, sino que se convertirían en algo habitual, 
normal, independiente de las condiciones climáticas del momento. En definitiva, el 
desarrollo de un escenario TENDENCIAL tendría consecuencias muy negativas para 
Andalucía, donde, como ha quedado presente en apartados anteriores, el agua es un 
elemento básico para su desarrollo integral. 

Las nuevas tendencias y los nuevos valores exigen nuevos planteamientos, nuevas 
soluciones al problema del agua. Exigen, en definitiva, el desarrollo de un escenario 
ALTERNATIVO que permita solucionar o al menos sobrellevar el problema del agua 
en la región. 

Se requiere un escenario que rompa con las tendencias, con la inercias del pasado y 
que adapte los planteamientos de gestión del recurso a las nuevas circunstancias. Un 
escenario que sea sostenible desde el punto de vista medioambiental, solidario con las 
generaciones venideras. Y en un contexto en el que la oferta de agua es un parámetro 
fijo, por las tendencias mencionadas, o muy difícil y costoso de ampliar, la solución al 
problema del agua pasa, necesariamente, por una mejor gestión de los recursos ya 
existentes. 

Ha quedado claro en apartados anteriores que el agua es, en Andalucía, un recurso 
por naturaleza escaso e irregularmente repartido en el espacio y en el tiempo. Sin embargo, 



1 1 0 Gonzalo Sáenz de Miera 

gracias a la regulación realizada, el volumen de agua disponible es más que suficiente 
para satisfacer las demandas, no las apetencias, que la sociedad reclama en la actualidad. 
Gestionando mejor los recursos existentes, adaptando nuestros estilos de vida y nuestras 
demandas a la escasez natural del recurso y a los costes reales que supone su gestión es 
posible llegar a una solución al problema del agua. 

Y es aquí donde la economía, la ciencia económica, puede jugar un papel clave en este 
nuevo escenario. Bajo esta idea, en los próximos capítulos se analiza y explora cómo los 
distintos mecanismos económicos disponibles (precios, mercados...) pueden contribuir 
a mejorar la asignación de los recursos hídricos existentes y a evitar que el agua, el problema 
del agua, se convierta en un lastre para el desarrollo de la región. 



CAPÍTULO 2 

TEORÍA ECONÓMICA 

En este segundo capítulo se presenta, en dos apartados, la teoría económica que 
considero que es relevante para el tratamiento de la problemática de la gestión y tarifación 
del agua. 

En el primero se muestra la teoría sobre la gestión y tarifación de los servicios 
públicos. Con objeto de posibilitar que el agua pueda satisfacer las funciones demanda-
das por la sociedad es necesario, en la mayor parte de los casos, llevar a cabo una serie de 
actividades de regulación y gestión del recurso, actividades que en el marco institucional 
vigente en nuestro país tienen la consideración de servicios públicos a la sociedad. Se 
introducen, en el apartado, los principales conceptos de economía del bienestar y de 
estructura industrial que se utilizan en el estudio, y se describe y analiza la teoría econó-
mica relacionada con la gestión y tarifación de estos servicios públicos. 

En el segundo apartado se presenta la teoría económica relacionada con la gestión 
de los recursos naturales. El agua es, ante todo, un recurso natural. Un recurso finito, en 
su mayor parte renovable y, por lo general, escaso en relación con las apetencias que 
suscita. En el apartado se plantea la problemática económica que supone su gestión y se 
presentan los planteamientos económicos generales para su solución: el mercado y la 
intervención pública en la gestión. 

1. GESTIÓN Y TARIFACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS 

En un contexto económico y tecnológico determinado, los servicios públicos son 
aquellos que los miembros de la sociedad consideran que tienen derecho a disfrutar en 
unas condiciones de precio y calidad razonables y que no pueden ser ofrecidos satisfac-
toriamente por los canales habituales del mercado. 

Los organismos que ofrecen estos servicios no se caracterizan por la naturaleza de su 
capital, que puede ser público, privado o mixto, sino por el hecho de estar regulados por 
la Administración Pública con el objetivo básico de maximización del bienestar social. 

Uno de los principales instrumentos de regulación de los servicios públicos es la 
definición del sistema de tarifación del servicio. 
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En este apartado se ofrece una visión general de la teoría económica de la tarifación 
de los servicios públicos. Se trata de un análisis económico normativo centrado en el 
estudio de la eficiencia económica de los distintos sistemas así como sus efectos sobre el 
bienestar general de la sociedad. 

Antes de pasar a describir y analizar en detalle los distintos sistemas de tarifación, 
se presenta en la siguiente sección los supuestos y conceptos básicos de economía del 
bienestar y de estructura industrial que se utilizan posteriormente. 

PRINCIPIOS ECONÓMICOS BÁSICOS 

EFICIENCIA EN LA ASIGNACIÓN 

Aunque se acepta que el objetivo del regulador al fijar el sistema tarifario de un servi-
cio público es la maximización de bienestar social en un sentido amplio (incluyendo 
cuestiones de eficiencia y equidad), hoy en día tiende a asumirse que el principal criterio 
de evaluación de los distintos sistemas de tarifación es su contribución a la asignación 
eficiente de los recursos. 

¿Cómo contribuyen los distintos sistemas de tarifación a la consecución de este obje-
tivo? ¿Qué política es más eficiente, A o B? ¿Cuál de las dos contribuye a alcanzar el 
mayor nivel de bienestar? 

A finales del siglo XIX, Pareto (1896) formuló un criterio según el cual la política B es 
una mejoraparetiana respecto a la política A cuando, fruto del cambio de A a B alguno de 
los agentes implicados mejora su situación y ninguno de los demás la empeora. En este 
contexto la eficiencia económica se maximiza cuando no son posibles mejoras paredañas 
o, lo que es lo mismo, cuando no existen políticas alternativas que puedan mejorar la 
situación de un agente sin empeorar la de otro. El análisis paretiano tiene una limitación 
de carácter práctico dado que no puede utilizarse para comparar situaciones en las que la 
distribución de la renta no es similar. 

Con objeto de extender el campo de aplicación de la economía del bienestar y de 
superar las limitaciones del análisis paretiano, Hicks (1939) y Kaldor (1939) introdujeron 
el principio de compensación. Este principio señala que una política B es preferida a 
una política A si, fruto del cambio de A a B, aquellos que han salido beneficiados pueden 
compensar a los perjudicados y como resultado todos los agentes implicados pueden 
mejorar su bienestar. Lo fundamental del principio es la posibilidad de compensación, 
no la compensación de hecho1. Hicks mantiene que, tanto si se recomienda que se 

1 Scitovsky (1941) mant iene que es posible que se den casos en los que al m i smo t iempo se prefiera la política A a la B 
y la política B a la A. Mant iene que el principio de compensac ión debería ser que la poh'tica B es preferida a la A, sólo 
si los ganadores pueden compensar a los perdedores fruto del cambio y los posibles perdedores no pueden pagar o 
sobornar a los potenciales ganadores para que no se haga el cambio. 
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realice la compensación como si se recomienda que no se realice, se está haciendo un 
juicio de valor que puede conducir a una pérdida de bienestar general de la sociedad. 
El análisis del bienestar económico debe limitarse, por tanto, a calcular los efectos 
potenciales de un cambio de política sobre los distintos agentes y dejar el tema de la 
distribución de la ganancia neta (subjetivo por naturaleza) al organismo político 
competente. 

La pérdida de bienestar social derivada de no adoptar una determinada política de 
precios, al rechazar, por motivos éticos, políticos o sociales, la posibilidad de que exista 
compensación, se denomina "pérdida muerta" {deadweight loss). La medición de la 
pérdida muerta es una medida de los costes que supone para la sociedad el respeto 
a los motivos éticos, políticos o sociales mencionados. 

En todo caso, para la aplicación de este principio es necesario poder cuantificar las 
variaciones en el bienestar de los individuos fruto de un cambio en la política de precios. 
Hicks (1956), basándose en trabajos y conceptos anteriores de Dupuit (1844) y Marshall 
(1930), desarrolló los sistemas de medición basados en la "disposición a pagar" para 
evaluar las variaciones en el bienestar de los consumidores producidas por variaciones 
en los precios. De acuerdo con Hicks (1956), una manera de medir la variación de 
bienestar de un individuo derivada de un cambio de política es determinar su "variación 
compensatoria", es decir, la cantidad de dinero que habría que quitar al consumidor 
una vez producido el cambio de forma que su bienestar no variara respecto a la situación 
inicial previa al cambio. Para el caso de un aumento del bienestar, sería la cantidad 
máxima que el consumidor estaría dispuesto a pagar por el cambio, y para una pérdida 
de bienestar, sería la cantidad mínima con la que habría que compensar a un consumidor 
para que quedara en su situación de bienestar inicial. 

Tradicionalmente se ha considerado que el excedente del consumidor, el triángulo 
determinado por la curva de demanda y la recta del precio, es una medida adecuada 
para determinar la variación de bienestar del consumidor producida por un cambio de 
política de precios (Ricardo, 1829, Dupuit, 1844, Marshall, 1930). Sin embargo, de lo 
expuesto por Hicks se deduce que esto sólo es así si la variación del excedente del 
consumidor representa la variación compensatoria de los individuos. Hicks (1956) ha 
demostrado que si el efecto renta del cambio es pequeño, el excedente del consumidor 
es una "buena" aproximación de la variación compensatoria. Willig (1976) ha calculado 
cómo de pequeño debe ser el efecto renta para que el excedente del consumidor sea 
una medida adecuada de la variación del bienestar provocada por un cambio en la 
política de precios, y ha demostrado que cuando las variaciones en el excedente del 
consumidor son pequeñas en relación con la renta del consumidor o cuando la 
elasticidad-renta de la demanda es pequeña (condiciones que suelen cumplirse en la 
mayor parte de las industrias y sectores de servicios públicos), el excedente del 
consumidor es una medida perfectamente adecuada de la variación del bienestar del 
consumidor producida por la variación del precio de un bien. 
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Dado que esta aproximación puede obtenerse con datos disponibles para las empre-
sas de servicios públicos y para los reguladores, es el método que se utiliza en la mayor 
parte de las evaluaciones de las distintas políticas. Se pasa ahora a analizar más detallada-
mente estos últimos conceptos. 

TEORÍA ECONÓMICA DEL BIENESTAR 

EL EXCEDENTE DEL CONSUMIDOR 

FJ excedente del consumidor es una medida del beneficio que reporta al consumidor 
la participación en una transacción. Un consumidor con una función de demanda de 
pendiente positiva paga todas las unidades consumidas de un bien al mismo precio, que 
viene determinado por la utilidad marginal que le reporta la última unidad adquirida. FL1 
excedente del consumidor de cada unidad adquirida es la diferencia entre la cantidad que 
estaría dispuesto a pagar por ella y el precio que efectivamente paga. Gráficamente el 
excedente es el área situada por debajo de la curva de demanda de un bien y por encima 
de la recta de su precio. 

Para determinar con precisión la variación del bienestar que experimenta un indivi-
duo como consecuencia de la variación del precio de un bien, es necesario sustraer el 
efecto renta de la variación del excedente que genera (o utilizar una curva de demanda 
compensada). 

Mediante este proceso, el excedente resultante sería equivalente a la variación 
compensatoria y sería por tanto una medida exacta de la variación del bienestar del 
consumidor derivada del cambio del precio. Sin embargo, como se ha visto, Willig (1976) 
ha demostrado que, en la mayoría de los casos, y siempre que se cumplan una serie de 
condiciones, el excedente del consumidor es una medida perfectamente adecuada de la 
variación del bienestar del consumidor producida por una variación del precio de un 
bien. 

EL EXCEDENTE DEL PRODUCTOR 

El excedente del productor de cada unidad vendida es la diferencia entre el precio al 
que estaría dispuesto a venderla y el precio al que efectivamente se vende. Una disminu-
ción del precio origina una disminución del excedente del productor. Sin embargo, pue-
de ser que la disminución sea tan importante que el productor decida no producir, al no 
poder recuperar los costes de producción. Para calcular el excedente del productor es 
necesario, por tanto, tener en cuenta la estructura de costes de la empresa. El beneficio 
económico de la empresa es la diferencia entre el ingreso total y los costes totales, dividi-
dos en fijos y variables. 
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Si la empresa se financia con la venta de un solo producto, sólo continuará produ-
ciendo si mediante la venta cubre tanto sus costes fijos como sus costes variables. En 
este caso el excedente del productor corresponderá a la diferencia entre los ingresos 
totales y los costes totales, es decir, coincide con el beneficio económico. Con un precio 
por debajo de sus costes medios totales no producirá y cerrará la planta. 

Sin embargo, si la empresa tiene otras fuentes de financiación derivadas de la venta de 
otros productos continuará produciendo un producto si con los ingresos derivados de 
su venta cubre los costes variables necesarios para producirlo y además contribuye a 
financiar parte de los fijos, al tener una contribución positiva a la empresa. Alfred Marshall 
(1930) define este beneficio como la cuasi-renta que es igual a la diferencia entre el ingreso 
total y el coste variable total, o lo que es lo mismo, la suma de los beneficios más los 
costes fijos. 

EXCEDENTE AGREGADO DE LOS CONSUMIDORES Y DE LOS PRODUCTORES 

Para determinar el excedente agregado de los consumidores de un mercado, basta 
sumar los excedentes individuales de los consumidores que participan en él. 

Para que el excedente agregado de los consumidores sea una buena medida de la 
variación del bienestar de los consumidores producida por una variación en el precio del 
producto, deben cumplirse dos condiciones: 

� Que el efecto renta producido por la variación del precio sea pequeño para todos 
los consumidores. 

� Que se acepte que el bienestar de los consumidores es la simple agregación del 
bienestar de cada uno de ellos. 

Si bien la primera condición suele cumplirse en la mayor parte de los servicios públi-
cos, la segunda es un tanto más problemática. Ciertas políticas tarifarias pueden aumen-
tar el bienestar agregado de los consumidores, pero perjudicar a ciertos usuarios que no 
se ven compensados por aquellos que han salido beneficiados. 

El excedente agregado de los productores se calcula mediante la suma de sus exce-
dentes individuales (cuasi-rentas) determinados a partir del precio y de sus curvas indivi-
duales de oferta. En este proceso es importante tener en cuenta las diferencias en las 
estructuras de costes de cada uno de los productores. 

BIENESTAR Y ESTRUCTURA DE MERCADO 

Hoy en día está generalmente aceptado que el excedente económico total (suma del 
excedente agregado de los consumidores y de los productores) es un buen instrumento 
para determinar la variación del bienestar general de la sociedad producida por una varia-
ción en el sistema de precios de un bien. 
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A continuación se analizan las consecuencias que las diferentes estructuras de merca-
do tienen sobre esta cuestión. Hasta ahora se ha asumido una estructura competitiva de 
mercado donde a un determinado precio las empresas podían vender las cantidades que 
desearan sin influir en la cantidad total vendida por la industria. Si q es la producción de 

la empresa y Q la de la industria, en este caso la variación conjetural, , sería cero. 

Sin embargo, la mayor parte de las industrias de los servicios públicos se caracterizan 
por una situación de monopolio donde la variación conjetural es próxima a 1. En este 
caso, el monopolista es consciente que la cantidad demandada por los consumidores 
dependerá del precio de venta del producto. Si el monopolista se enfrenta a una curva de 
demanda con pendiente negativa su ingreso marginal será siempre menor que el ingreso 
medio. La producción del monopolista maximizador de beneficios vendrá determinada 
por la igualdad CM= IM donde, con respecto a la situación competitiva, se produce una 
transferencia de excedente (bienestar) de los consumidores al monopolista y una reduc-
ción neta del excedente total. 

De este análisis parece desprenderse que la estructura de monopolio implica una 
pérdida de bienestar general que podría solucionarse con la vuelta a una situación com-
petitiva. Sin embargo, como veremos a continuación esta situación competitiva no siem-
pre es viable o posible. 

Hasta ahora se ha asumido que las empresas se comportaban únicamente en función 
de su variación conjetural. Si en la situación inicial donde convivían un grupo de empre-
sas con variación conjetural igual a 0, las empresas obtenían ingresos superiores a los 
costes variables, es de esperar que entraran nuevas empresas en el mercado y que el 
precio se redujera hasta el precio en el que las empresas no obtendrían beneficios. La 
mera amenaza de entrada podría forzar una bajada del precio hasta este nivel. Se llegaría 
por tanto a una situación de equilibrio donde el precio es igual al coste marginal y las 
empresas no obtienen beneficios. Sin embargo, esta situación no siempre es viable. 

Una determinada empresa puede producir a este precio sin obtener beneficios. Sin 
embargo, si tiene costes medios decrecientes, sus costes marginales serán menores que 
los medios y podrá obtener beneficios aumentando la producción. En esta situación en 
la que una sola empresa puede producir el producto final de la industria a un coste 
menor del que lo haría cualquier grupo de empresas actuando de forma independiente 
(o lo que es lo mismo, cuando la empresa tiene una estructura de costes "subaditiva"), no 
sólo no es posible una situación competitiva sino que es más eficiente que el monopolis-
ta produzca toda la producción. Se trata de una estructura de mercado de monopolio 
natural. 

Si los costes medios disminuyen para todos los niveles de producción, nos encontra-
mos en una situación de monopolio natural sostenible donde no sólo es más eficiente 
que el monopolista produzca toda la producción, sino que no es posible que entren 
competidores en la industria y obtengan beneficios. Si bien la existencia de un monopo-
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lio natural implica subaditividad de costes, lo contrario no tiene por qué ser cierto. Si un 
monopolio natural disfruta de costes medios decrecientes para todos los niveles de pro-
ducción, nos encontramos ante un monopolio natural "robusto". Si tiene una función 
de costes subaditiva pero sus costes medios no son decrecientes para todos los niveles de 
producción, nos encontramos con un monopolio natural débil. (Para profundizar en el 
tema ver Baumol, 1977 y Baumol, Panzar y Willig 1982). 

SISTEMAS DE TARIFACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS 

SISTEMAS LINEALES DE TARIFACIÓN 

Son aquellos sistemas en los que la tarifa del servicio en cada mercado no varía con la 
cantidad vendida, aunque puede variar de un mercado a otro. Implican, por tanto, la 
posibilidad de discriminación de precio entre mercados pero no entre usuarios de un 
mismo mercado (discriminación horizontal o de tercer grado, Phlips, 1983). 

A continuación presentamos una descripción y un breve análisis económico de los 
sistemas incluidos en esta categoría. 

SISTEMA DE TARIFACIÓN BASADO EN EL COSTE MARGINAL 

El sistema en el que la tarifa es igual al coste marginal del servicio constituye el punto 
de partida y de referencia en la tarifación de los servicios públicos. Fue tratado por 
primera vez por Dupuit (1844) y más tarde, con un enfoque más técnico, por Hotelling 
(1938). Allais (1943) y, principalmente, Dessus (1949) señalaron las ventajas económicas 
del sistema con respecto a los sistemas donde las tarifas se igualan al coste medio. Nelson 
(1964) y Morlat y Bessiere (1971) lo han desarrollado con más detalle centrándose en los 
sistemas basados en el coste marginal a largo plazo. 

La lógica del sistema se basa en que la asignación del recurso es óptima cuando el 
valor que los consumidores dan a una unidad adicional del producto (P) es igual al coste 
de oportunidad de producción de esa unidad adicional (CM). Toda desviación del precio 
respecto al coste marginal genera una ineficiencia en la asignación del recurso. 

Del análisis gráfico se desprende que el excedente total se maximiza cuando la tarifa 
es igual al coste marginal. Toda desviación respecto a su coste marginal supone una 
reducción del excedente. En otras palabras, cuando la tarifa es distinta al coste marginal, 
el sistema puede modificarse de forma que el excedente total aumente y todos los agen-
tes implicados puedan salir beneficiados. 
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En el gráfico 1 se supone que la tarifa inicial es P(j, superior al coste marginal. El 
excedente del consumidor a esta tarifa viene representado por el área a y el del productor 
por el área Ir. el excedente total es a+b. Si la tarifa disminuyera a P igual al coste margi-
nal, el excedente del consumidor sería a+b+c, y el del productor sería nulo. El excedente 
total sería a+b+c, superior en c al excedente inicial. Los consumidores han mejorado su 
excedente en b+c y el productor ha reducido su excedente en b. Si se diseñara un sistema 
por el que se les sustrajera a los consumidores el excedente b, por ejemplo mediante un 
impuesto directo, y se le entregara al productor por la pérdida de excedente motivada 
por el cambio de tarifa, ninguno de los agentes implicados en el mercado saldría perjudi-
cado por el cambio y se generaría un excedente igual a c que podría ser repartido entre 
productores y consumidores. 

Si la tarifa fuera inferior al coste marginal, un aumento de la misma hasta equipararse 
con el coste marginal generaría un aumento del excedente total y se podría diseñar un 
sistema por el que se sustrajera parte del aumento del excedente a los beneficiados por el 
cambio (en este caso el productor) y se compensara a los perjudicados (los consumido-
res) de forma que el excedente total aumentara y todos los agentes implicados pudieran 
mejorar su situación como resultado del cambio. 

Uno de los problemas de los sistemas de tarifación en los que las tarifas se igualan al 
coste marginal es que si los costes del monopolio son decrecientes para todos los niveles 
de producción, el sistema puede no generar los suficientes ingresos como para cubrir los 
costes totales de la empresa. Ante esta situación, el regulador puede elegir entre subven-
cionar las pérdidas del monopolista o definir unas tarifas superiores al coste marginal 
que generen los suficientes ingresos para cubrir los costes totales de la empresa. 
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Hotelling (1938) fue el primero en sostener que la solución más eficiente es mantener 
las tarifas al nivel de los costes marginales y diseñar un sistema de impuestos directos 
o tasas que permita cubrir el déficit del monopolio. Sin embargo, como el mismo 
Hotelling y otros defensores de estas políticas tarifarias han reconocido, la definición 
de estos sistemas puede perjudicar a ciertos grupos de consumidores, lo que supone 
incluir los temas de compensación en el debate. Aunque estas políticas han sido atacadas 
desde distintos flancos (necesidad de compensación para poder afirmar que suponen 
una mejora del bienestar (Samuelson, 1947) y limitación del análisis al marco de 
equilibrio parcial de la economía (Friedman, 1952)), la realidad es que parece que han 
sido olvidadas por la tendencia que ha habido en Estados Unidos a asumir que las 
empresas debían conseguir equilibrios presupuestarios sin la ayuda de subvenciones. 
Dado que la mayor parte de la investigación económica sobre la tarifación de los 
servicios públicos se ha desarrollado en este país, la investigación sobre las posibilidades 
de las políticas de tarifación basados en los costes marginales con la ayuda de 
subvenciones se ha dejado de lado. 

Si se mantiene un nivel tarifario superior al coste marginal del servicio, P(| en el ejem-
plo, al considerar que no es posible, por motivos éticos, sociales o políticos, diseñar 
instrumentos o políticas de compensación que hagan posible mejorar el excedente de 
todos los agentes implicados, se está produciendo una pérdida de bienestar social cuyo 
coste viene representado por el triángulo c. 

La aparente simplicidad del sistema en el que las tarifas se igualan al coste marginal 
esconde ciertos problemas, ineficiencias y dificultades. De acuerdo con Michell y Vogelsang 
(1991), los principales son los que se presentan a continuación. 

Medición de los costes. Problemas a la hora de incorporar en las tarifas los constantes 
cambios en los costes de producción. Puede ocurrir que los costes de los procesos de 
medición de los cambios en los costes de producción, necesarios para la definición de las 
tarifas, sean mayores que los beneficios que reporta este sistema de tarifación (Mitchell, 
1990). 

Posible ineficiencia. Si los costes de producción del monopolio son decrecientes para 
todos los niveles de producción, la tarifación basada en el coste marginal no genera 
ingresos suficientes para cubrir los costes de la empresa, lo que produce un desequilibrio 
presupuestario (monopolio natural "robusto" en la terminología de Berg & Tschirhart, 
1988). Este desequilibrio puede solucionarse bien mediante subvenciones directas a la 
empresa o bien mediante un cambio a un sistema en el que las tarifas sean superiores al 
coste marginal y permitan a la empresa cubrir sus costes. 

Dificultades conceptuales derivadas, por ejemplo, del marco temporal del análisis de los 
costes. Ventajas y desventajas de los sistemas tarifarios basados en el coste marginal a 
corto y a largo plazo. 
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SISTEMAS DE TARIFACIÓN RAMSEY 

Como se ha visto, es posible que los sistemas de tarifación basados en el coste margi-
nal generen un déficit presupuestario al monopolista. En concreto, cuando el coste mar-
ginal es menor que el coste medio, por la existencia, por ejemplo, de costes de produc-
ción decrecientes, los sistemas en los que las tarifas se igualan al coste marginal generan 
pérdidas. En este apartado se asume que estamos en esta situación (monopolio natural 
robusto) y que el monopolista debe cubrir sus costes sin la ayuda de subvenciones exter-
nas mediante un sistema lineal de tarifación. El objetivo del regulador en estos casos será 
diseñar un sistema de tarifas (pp p2,...,pm) que maximice el bienestar social (representado 
por la suma del excedente agregado de los consumidores (EC) y del productor (EM)) y 
que permita al monopolista cubrir sus costes totales. 

Max (EC+EM) . 

(P1.P2.-PJ 

Sujeto a EM=0 

Se trata de un problema de "segunda mejor solución". La primera mejor solución, 
P=CM, no es viable dado que no cumple con la condición del equilibrio presupuestario. 
El regulador debe encontrar un sistema de tarifas alternativo que, cumpliendo la condi-
ción, maximice el bienestar social. Existe una extensa literatura sobre el problema de la 
"segunda mejor solución" en la tarifación de los servicios públicos. Baumol y Bradford 
(1970) ofrecen un repaso histórico de las primeras contribuciones. El primer análisis 
matemático del problema fue elaborado por Ramsey (1927) en relación con el sistema 
impositivo, pero es perfectamente aplicable al problema de la tarifación de los servicios 
públicos. Boiteux (1951 y 1956) analiza el problema sin utilizar el método del excedente 
del consumidor. Rees (1968) trata el problema de la "segunda mejor solución" de un 
monopolio natural en un marco de equilibrio general. 

Para cumplir el requisito del equilibrio presupuestario, las tarifas de los distintos ser-
vicios tendrán que desviarse de sus respectivos costes marginales. 

Ramsey propuso la siguiente solución al problema: 

P - C A 
Diferencia entre tarifa y CM = —'� '- - — 

P. e , 

De acuerdo con la fórmula de Ramsey, la desviación porcentual de la tarifa respecto 
al coste marginal en cada mercado debe ser inversamente proporcional al valor de la 
elasticidad de la demanda en cada mercado. La constante X ajusta las desviaciones en 
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cada uno de los mercados para que se consiga el equilibrio presupuestario. La denomina-
da "regla de la inversa de la elasticidad" puede expresarse de manera alternativa: 

( p - c A f P , - cA 
1 = ± ^ . €,- = -L '- . Bj J * i 

v P, y \ Pj ) 

En otras palabras, para un monopolio que abastezca dos mercados, las desviaciones 
porcentuales de las tarifas respecto al coste marginal en cada uno de ellos, ponderadas 
por las elasticidades demanda-precio, deben ser iguales en ambos mercados al margen 

A-
La lógica de la regla de la inversa de la elasticidad es evidente. Supongamos que un 

monopolista abastece a dos mercados con elasticidades diferentes (ver gráfico 2). Con la 
tarifa igual al coste marginal, la cantidad consumida en ambos mercados es Q(|. Suponga-
mos que a este nivel tarifario el monopolista tiene un déficit presupuestario igual a V. 
Para cubrirlo deberá aumentar sus tarifas, lo que generará una reducción del excedente 
total. ¿Cómo deberá repartir el aumento de las tarifas entre los diferentes mercados de 
forma que la reducción del excedente total sea mínima? Para el mercado 1 con una curva 
de demanda D , más elástica que D„ una reducción de la cantidad demandada de Q(1 a Q t 

genera una reducción del excedente total igual al triángulo rectángulo pequeño del gráfi-
co y un aumento del ingreso del monopolista igual a (P,-P(|) Q . Para el mercado 2, con 
D 2 , la misma reducción de la cantidad demandada genera una pérdida del excedente 
total igual al triángulo rectángulo grande y un aumento de los ingresos del monopolista 
de (P,-P(l) Q,. De esta forma, la mayor reducción del excedente total en el mercado 
menos elástico queda compensada por un mayor aumento del ingreso del monopolista 
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d e (Pf^o) Qr D e e s t a forma, la mayor reducción del excedente total en el mercado 
menos elástico queda compensada por un mayor aumento del ingreso del monopolista 
que puede ser utilizado para reducir su desequilibrio presupuestario. Del tamaño de los 
dos triángulos se deduce que el aumento de los ingresos por unidad de reducción del 
excedente total es igual en los dos mercados para las mismas cantidades. 

Si el monopolista debe aumentar sus ingresos para cubrir costes será necesario incre-
mentar los ingresos que menos reduzcan el bienestar social. La regla sostiene que si es 
necesario subir las tarifas en diferentes mercados, será más interesante definir las mayo-
res subidas en aquellos mercados en los que una variación de la tarifa tenga poco impac-
to sobre la cantidad demandada (mercados poco elásticos) y asignar las menores subidas 
respecto al coste marginal a los mercados en los que la demanda sea muy sensible a los 
niveles tarifarios. 

Además de definir una estructura tarifaria, la condición de equilibrio presupuestario 
del monopolio también genera un determinado nivel tarifario. Obviamente, cuanto ma-
yor sea el déficit generado por el sistema de tarifación basado en el coste marginal mayor 
será el parámetro y por tanto mayores serán las desviaciones de la tarifa con respecto al 
coste marginal en cada uno de los mercados. 

Existe una extensa y detallada literatura sobre los sistemas de tarifación Ramsey en 
diferentes situaciones. Johson (1985) analiza el sistema en un contexto temporal, Sherman 
y George (1979) lo hacen en casos donde las elasticidades cruzadas de los distintos 
servicios son distintas de 0 y Braeutigam (1979, 1984) analiza los sistemas Ramsey en 
diversas estructuras competitivas, desde la situación donde el monopolio tiene un pe-
queño grupo de empresas competidoras hasta cuando existe competencia entre varios 
monopolios naturales (1984). 

Los sistemas de tarifación Ramsey, debidamente interpretados, pueden ser un instru-
mento ciertamente valioso para los organismos reguladores de los servicios públicos. Sin 
embargo, su implantación se ve dificultada por una serie de cuestiones. 

En primer lugar, es importante tener en cuenta que el sistema Ramsey es una solu-
ción second best. La adopción de precios Ramsey, por la condición de equilibrio presu-
puestario del monopolista, implica una reducción del bienestar social respecto a la 
tarifación basada en el coste marginal. 

La eficiencia social de los sistemas de precios Ramsey se ve dificultada por las 
distorsiones del sistema económico. Cuando el regulador no dispone de una informa-
ción detallada sobre la importancia de estas distorsiones y sobre la interdependencia de 
las demandas de los distintos bienes, no puede estar seguro de que este sistema tarifario 
vaya a mejorar la situación respecto al sistema tarifario existente. 

Un problema considerable en la implantación de los sistemas tarifarios Ramsey es 
que, con mucha probabilidad, habrá consumidores que se verán perjudicados. Aunque 
en teoría los reguladores pueden diseñar mecanismos de compensación que transfieran 
parte de las ganancias de los beneficiados a los perjudicados, esto no siempre es así en la 
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práctica. El tema de la eficiencia y la equidad en el sistema Ramsey de tarifación es 
analizado por Zajac (1978), pág. 48. 

Por último, puede que las tarifas Ramsey no estén libres de subvenciones cruzadas 
entre mercados. Los consumidores de ciertos mercados pueden estar pagando más por 
el servicio que si fueran abastecidos por un suministrador alternativo, y de esta forma 
están subvencionando el consumo a otro mercado del mismo bien o servicio. La existen-
cia de subvenciones cruzadas implica la inclusión de consideraciones éticas que van más 
allá de las puramente económicas. En ocasiones, la existencia de este fenómeno puede 
provocar inestabilidad y conducir a una situación en la que todos los consumidores 
salgan perjudicados. El tema de las subvenciones cruzadas en los sistemas de tarifación 
se analiza más adelante. 

Por todas estas razones ciertos economistas consideran que los precios Ramsey son 
inaceptables en la práctica (Kamerschen y Keenan, 1983). Sin embargo, en sectores en 
los que los monopolios no están estrechamente vinculados o relacionados con otros 
sectores económicos a través de las elasticidades de la demanda y de la oferta, estos 
sistemas tarifarios pueden ser un instrumento eficiente de regulación. 

SISTEMAS NO-LINEALES DE TARIFACIÓN 

En esta sección se analizan una serie de sistemas de tarifación, denominados no 
lineales, en los que, a diferencia de los métodos anteriores, la tarifa del servicio varía con 
la cantidad consumida del mismo, por lo que el gasto del consumidor en la compra de un 
determinado bien no aumenta proporcionalmente a la cantidad consumida; los descuen-
tos y las primas por cantidad consumida son un elemento corriente. 

El sistema no lineal de tarifación más sencillo es el sistema con cuota de entrada: 
el consumidor paga una cuota inicial (E) que le permite disponer de la cantidad deseada 
del bien a una tarifa constante (P) que denominaremos tarifa marginal. El gasto total 
del consumidor R(Q) por la compra de una cantidad Q de un bien viene determinado 
por: 

R(Q) = E + PQ 

Además de este sistema con cuota de entrada existen multitud de variantes de siste-
mas no lineales de tarifación más complejos y completos que constituyen valiosas herra-
mientas para que el regulador alcance los objetivos deseados. 

El origen de este tipo de sistemas se remonta a finales del siglo XIX con un estudio 
de Hopkinson (1892) sobre las tarifas de la energía eléctrica. Lewis (1941) analizó las 
ventajas de los sistemas tarifarios con cuota de entrada para resolver el problema del 
desequilibrio presupuestario de los monopolios naturales robustos cuyas tarifas iguala-
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ban el coste marginal; y Coase (1946) definió un sistema tarifario con tarifa marginal 
constante y cuota de entrada similar para todos los usuarios (F/N) que generaba un 
equilibrio presupuestario sin pérdida de eficiencia. El análisis moderno de los sistemas 
de tarifación con cuota de entrada se inicia con un artículo de Oi (1971), en el que analiza 
el sistema óptimo con cuota de acceso para un monopolista maximizador del beneficio. 
Desde entonces numerosos autores han generalizado los resultados de Oi y han desarro-
llado nuevas técnicas y métodos para los monopolios maximizadores del bienestar. 

Antes de pasar a analizar con detalle los sistemas no lineales de tarifación, es impor-
tante introducir una serie de conceptos y supuestos necesarios para poder estudiar este 
tipo de sistemas. Hasta ahora, para analizar los sistemas lineales de tarifación tan sólo era 
necesario conocer los distintos elementos de la curva de demanda de cada mercado del 
bien o servicio en cuestión (y de otros bienes complementarios). Sin embargo, para 
analizar y determinar los sistemas no lineales es necesario disponer de información deta-
llada de las curvas individuales de demanda de los consumidores del mercado. Esto es así 
porque en estos sistemas el nivel tarifario para un consumidor viene determinado por la 
cantidad que consume de ese bien. Dado que no es realista suponer que el regulador o el 
monopolista conocen las curvas individuales de cada uno de los consumidores, es nece-
sario asumir algún tipo de distribución y agregación de los consumidores de un mercado. 

En la mayor parte de los estudios sobre el tema tiende a asumirse que las curvas de 
demanda individuales de un mercado no se cruzan y que los consumidores pueden ser 
catalogados en función de un parámetro uni-dimensional r. El primer supuesto implica 
que a un nivel tarifario determinado el excedente del consumidor crece con el parámetro 
r. A P1>P2, si r¡ es mayor que r„ el excedente del consumidor cuyo parámetro es r) es 
mayor que el excedente del consumidor con r . El supuesto del parámetro implica que es 
posible identificar y agrupar a los consumidores en función de una sola variable. 

Normalmente se asume una distribución de los consumidores F(r) donde la intensi-
dad en cada nivel viene determinada por f(r) en la que 0< r >1. Esta formulación no 
significa que la empresa pueda identificar los consumidores con una r determinada, sino 
que conoce la distribución de r entre los consumidores. Con esta distribución podrá 
definir una estructura tarifaria no lineal sabiendo la cantidad de consumidores que se 
localizarán en cada punto de la estructura tarifaria. 

Un concepto esencial para el estudio de los sistemas no lineales de tarifación es el de 
"consumidor marginal" que hace referencia a aquel consumidor que ante un sistema no 
lineal se muestra indiferente entre permanecer en el mercado o abandonarlo. 

EL SISTEMA TARIFARIO CON CUOTA DE ENTRADA 

Este sistema viene definido por el par (E,p) > 0, donde E representa una cuota fija 
cuyo pago es un requisito para adquirir la cantidad deseada del producto a una tarifa 
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constante p. Dado que E puede ser 0, este sistema es una generalización de un sistema 
tarifario lineal. 

Se parte de una situación inicial en la que un monopolista abastece un mercado con 
dos tipos de consumidores A y B cuyos parámetros son r, y r , con r <r (Gráfico 3). A 
un nivel tarifario determinado, B consume más que A. Suponemos que si la empresa 
iguala la tarifa al coste marginal obtiene pérdidas. Si la empresa sólo puede definir un 
sistema tarifario lineal, y debe cumplir el requisito de equilibrio presupuestario, deberá 
establecer una tarifa constante para los dos grupos de consumidores igual a P definido 
por el coste medio. A esta tarifa única el grupo de consumidores A sólo consumiría Q 
y el grupo B Qm y el excedente total se reduciría en c+j respecto a la situación inicial en 
la que la tarifa igualaba al coste marginal. 

Gráfico 3 

Coase (1946) sugiere que la pérdida de excedente se puede anular si las tarifas para 
ambos se igualan al coste marginal y el déficit resultante para la empresa (F) se compensa 
gracias a la imposición de una cuota de entrada a los consumidores E= F/N, donde N es 
igual al número de consumidores. El argumento es que los consumidores comprarán las 
mismas cantidades que si la tarifa fuera igual al coste marginal y la única diferencia es una 
transferencia del F de los consumidores a la empresa. El sistema tarifario resultante se 
denomina "sistema de tarifas Coase". 

En el planteamiento de Coase se asume que la cuota fija E= F/N no tiene impacto 
alguno sobre las cantidades que cada grupo de consumidores adquiere en el mercado. 
Sin embargo, el pago de la cuota puede hacer que ciertos consumidores abandonen el 
mercado y no consuman cantidad alguna del producto. En concreto, para el grupo de 
consumidores A, si la cuota fija E es mayor que las áreas a+b+c, obtendrán un excedente 
negativo y abandonarán el mercado. Por tanto, desde el punto de vista de la maximización 



1 2 6 Gonzalo Sáenz de Miera 

de la suma del excedente de los dos grupos de consumidores, puede que sea mejor 
encontrar una estructura tarifaria (en la que, por ejemplo, la tarifa sea distinta del coste 
marginal con la consecuente pérdida de eficiencia) que permita que los consumidores B 
no abandonen el mercado. 

En estas situaciones la empresa reguladora de un servicio público no sólo debe tener 
en cuenta la eficiencia en la tarifación sino asegurarse que el número correcto de consu-
midores participe en el mercado. En numerosas ocasiones es necesario hacer un trade-off 
entre las dos variables. Si las tarifas se igualan al coste marginal para no distorsionar el 
consumo, la condición de equilibrio presupuestario puede hacer que la cuota de entrada 
sea tan alta que suponga la exclusión de numerosos consumidores del mercado. 

Existe una forma de evitar este trade-off. las tarifas perfectamente discriminatorias. Si 
el regulador dispone de información detallada para cada grupo de consumidores, puede 
definir un sistema tarifario individualizado donde la tarifa marginal sea igual al coste 
marginal y la cuota de acceso sea igual al excedente de cada grupo de consumidores con 
las tarifas igual al coste marginal. Con este sistema perfectamente discriminatorio se 
maximiza el excedente total pero el excedente de los consumidores es nulo. El problema 
de este planteamiento es que puede resultar poco práctico e incluso ilegal el definir 
distintas cuotas de entrada para distintos grupos de consumidores. Brander y Spencer 
(1985) analizan con detalle este tipo de sistemas. 

Sin embargo, de lo anterior se deduce que existen ventajas desde el punto de vista de 
eficiencia económica en diseñar diferentes tarifas para diferentes consumidores. Este 
principio constituye la base y el argumento de los sistemas de tarifación no lineales. 

Seguimos con el ejemplo analizado anteriormente de una empresa que abastece a dos 
grupos de consumidores A y B (grupos que asumimos tienen el mismo número de 
miembros) con ^ y r,. En el gráfico 4 están representadas, superpuestas, las curvas de 
demanda de estos grupos. Con una tarifa uniforme P , necesaria para cubrir los costes 
totales de la empresa, A consume Q u y B Q . 

Supongamos que la empresa decide ofrecer un sistema alternativo de tarifación con 
cuota de acceso; una tarifa uniforme P2, superior al coste marginal pero inferior a P , y 
una cuota de acceso igual a la diferencia entre P y P , multiplicada por la cantidad inicial 
consumida por el grupo B, Q . La empresa ofrece a los dos grupos de consumidores la 
posibilidad de elegir la estructura bajo la cual quieren ser cobrados. ¿Cuál elegirán? 

El grupo de consumidores A con el sistema inicial obtiene un excedente igual a a. Si 
se pasaran al sistema alternativo, dado que la tarifa bajará a P,, consumirían Q y en 
principio obtendrían un excedente de a + b. Sin embargo, tendrían que pagar la cuota de 
acceso igual a c+b y como resultado verían su excedente reducido en c-b. Evidentemente 
el grupo preferiría mantenerse en el sistema inicial. 

Para B, sin embargo, el resultado es diferente. A la nueva tarifa, consumiría Q l p que 
aumentaría su bienestar incluso después del pago de la cuota de acceso. Como resultado 
del cambio de sistema obtendría un incremento de excedente igual a d respecto a la 
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situación inicial (o sea, b+c+d, excedente de la disminución del precio - (b+c), pago de 
la cuota). 

Por su parte, la empresa, fruto del cambio de la cantidad consumida de B, aumentaría 
su excedente en e (ya que recupera, con la cuota b+c, el déficit de Pj a p,, y d no existía 
para ella). 

En resumen, gracias a la opción del sistema con cuota de entrada, el excedente total 
ha aumentado en d+e y ninguno de los agentes implicados se ha visto perjudicado por el 
cambio. Incluso podría diseñarse un sistema de compensación que diera como resultado 
que, fruto del cambio, todos los agentes mejoraran su situación con respecto a la situa-
ción inicial. 

Hemos visto que la eficiencia económica de los sistemas no-lineales de tarifación se 
deriva del hecho de que induce a los consumidores a clasificarse por sí mismos en fun-
ción de sus gustos respecto a los bienes ofrecidos. Los sistemas tarifarios multibloques 
permiten al regulador realizar una clasificación más precisa de los tipos de consumidores 
que la que permite el sistema más sencillo de cuota de entrada con un sólo bloque. En 
este senudo, posibilitan alcanzar mayor eficiencia. 

Dado que la lógica de funcionamiento de estos sistemas multibloques es similar a la 
de los sistemas con cuota de entrada presentada en el punto anterior, no consideramos 
necesario adentrarnos en su explicación. Para más información sobre el tema puede 
consultarse Brown y Sibley (1986), Faulhaber y Panzar (1978) y Mitchel y Vogelsang 
(1991) y para el análisis de los sistemas tarifarios lisos, derivados de los multibloques, ver 
Wilson (1989) y Goldman et al. (1984). 
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Numerosas industrias de servicios públicos tienen dos características distintivas: (1) 
la demanda de los servicios que producen es de carácter cíclico (periodos del día o del 
año con una demanda más elevada - periodos de carga máxima - que en el resto del 
periodo); y (2) el almacenamiento y transporte de los bienes o servicios que producen 
son difíciles y costosos. 

Cuando estas dos características coinciden, la empresa se plantea el siguiente dilema: 
¿debo adquirir la suficiente capacidad para satisfacer la demanda en el periodo de carga 
máxima con el consiguiente exceso de capacidad en el periodo de menor demanda, o 
debo limitarme a disponer de la capacidad suficiente para satisfacer la demanda en el 
periodo normal y renunciar al exceso de demanda en el periodo de carga máxima? 

La respuesta al dilema se encuentra en un sistema de tarifación basado en el coste 
marginal cuidadosamente definido, ya que varía a lo largo del periodo dependiendo de la 
capacidad que se esté utilizando. Surgen así los sistemas de tarifación de carga máxima. 

Supongamos que una empresa se enfrenta a una demanda uniforme en T periodos de 
tiempo y que la cantidad demandada depende de los precios vigentes en cada periodo. 

Qt - Dt (Pi> ,P,), t = 1, T. 

Si los T periodos forman un ciclo que se repite indefinidamente, tenderá a exisdr un 
coste variable, b, y un tipo constante de renta por unidad de capacidad, S . El coste total 
de producir Qt en todos los periodos será: 

C= b ^ Q , + P max, Q, 
i 

La proporción de producción fija está limitada por la cantidad de recurso variable, v, 
y por la capacidad máxima de producción, K: 

Q, = min, (v, K), t = 1 T. 

Los precios maximizadores del bienestar están basados en los costes marginales. En 
el periodo normal (que no es de carga máxima), cuando la demanda es inferior a la 
capacidad, el precio es igual al coste marginal a corto plazo: 

p, - b para los t en los que Q, < K. 

En los periodos de carga máxima, la demanda es igual a la capacidad y el precio igual 
al coste marginal a largo plazo (coste variable más el coste unitario de ampliar la capacidad) : 
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Pt = b + p para los t en los que 0 , = K. 

Además, se construye una capacidad para satisfacer esta demanda: 

K = max, Dt 

Este modelo simple ha sido desarrollado para situaciones más complejas por Panzar 
(1976), Crew y Kleindorferse (1979) y Michel y Vogelsang (1991). 

Si los sistemas óptimos de tarifación de carga máxima generan un déficit presupues-
tario, pueden combinarse con la regla de la inversa de la elasticidad (teniendo en cuenta 
las elasticidades cruzadas entre los periodos y los costes de producción), de forma que 
generen el suficiente ingreso para cubrir los costes totales del monopolista. 

La implantación de este sistema de tarifación requiere la existencia de sofisticados 
sistemas de medición del servicio e información detallada de las elasticidades cruzadas y 
de los costes marginales de producción de los distintos periodos considerados. 

2. GESTIÓN Y TARIFACIÓN DE RECURSOS NATURALES 

La gestión y tarifación de los servicios públicos del agua se diferencia de la gestión y 
tarifación de otro tipo de servicios públicos porque el agua, principal componente del 
servicio, constituye un recurso natural cada vez más escaso que es necesario gestionar. 

En el presente apartado se ofrece una visión general de la teoría económica de la 
gestión y tarifación de los recursos naturales. 

El apartado está estructurado en cinco secciones: en la primera se describen las prin-
cipales características del agua como recurso natural y se plantea, en grandes líneas, la 
problemática económica que supone su gestión; en la segunda se presenta la regla de 
Hotelling, base normativa sobre la que se apoya la gestión de los recursos naturales para 
la asignación eficiente de los mismos; en la tercera, a partir del concepto de externalidad, 
se argumenta que la gestión de los recursos naturales y en concreto del agua presenta una 
serie de particularidades que implican que su gestión basada, únicamente, en el mecanis-
mo de mercado, pueda no generar asignaciones eficientes de los recursos; en la cuarta, 
después de analizar estas particularidades, se presentan los planteamientos generales que 
existen para la corrección de las ineficiencias en la asignación de los recursos cuando su 
uso o explotación genera externalidades: la solución de mercado y la solución de la 
intervención pública en la gestión del recurso; y en la quinta se analiza el concepto de 
valoración económica de los recursos naturales y se presentan los principales métodos 
para obtenerla. 

Antes de pasar a desarrollar las secciones arriba mencionadas, conviene aclarar un 
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valoración económica de los recursos naturales y se presentan los principales métodos 

para obtenerla. 
Antes de pasar a desarrollar las secciones arriba mencionadas, conviene aclarar un 

detalle de suma importancia. En el presente apartado asumimos que el objedvo funda-
mental en la gesdón de un recurso natural es la asignación eficiente del mismo. Sin 
embargo, este supuesto es cada vez más discutido en el campo de la gesdón de los 
recursos naturales donde, de forma creciente, se asume que la gestión debe ser, ante todo, 
compatible con un desarrollo económico sostenible. El concepto de desarrollo sostenible 
se refiere, de acuerdo con el Informe Brudtiand (que constituye la definición más acep-
tada pero no la única2) a "un tipo de desarrollo que permite satisfacer las necesidades 
actuales sin comprometer la capacidad de las futuras generaciones para satisfacer las 
suyas" (World Commission on Environment and Development, 1987). Aunque la definición no da 
una idea demasiado precisa de lo que realmente significa ni de lo que supone para la 
gestión de los recursos naturales, podemos suponer que implica la necesidad de buscar un 
nivel máximo de bienestar que pueda ser heredado por las generaciones venideras. Esta 
interpretación ha dado lugar a diferentes posturas en cuanto al alcance que la misma tiene 
para la gestión de los recursos naturales. Para algunos supone la necesidad de conservar 
un stock agregado de capital constante (ver Solow, 1986), que además propone un método 
para conseguirlo, mediante la inversión de todas las rentas de escasez de los recursos en 
la generación de capital para la sociedad), mientras que otros defienden el criterio de 
asegurar un stock de capital natural constante (ver Pearce y Turner, 1990). Si bien no existe 
acuerdo sobre esta cuestión, sí lo existe sobre esta otra: la eficiencia en la gestión de los 
recursos naturales, aun no siendo una condición suficiente es, sin duda, una condición 
necesaria para alcanzar la sostenibilidad (ver Dasgupta y Heal, 1979, Solow, 1974, Hartwick, 
1977, y Stiglitz 1974). Sin eficiencia no es posible alcanzar la sostenibilidad. A partir de 
este argumento, el apartado se limita a presentar la teoría económica para alcanzar la 
eficiencia en la asignación del recurso, como paso previo y necesario para alcanzar la 
sostenibilidad. Las cuestiones particulares relativas a la sostenibilidad de la gestión del 
recurso agua y al papel que distintos instrumentos económicos pueden jugar para alcan-
zarla, serán abordadas en el tercer capítulo del libro. 

EL AGUA COMO RECURSO NATURAL 

Como se señaló en la introducción del capítulo, el agua es un recurso natural que, en 
volumen y cantidad adecuadas, puede desempeñar tres funciones3 básicas en el sistema 

2 Ver, por ejemplo, las def inic iones incluidas en Pezzey, 1989. 
1 De acuerdo con la noción de recurso de Z immerman (1967), para quien un recurso se refiere fundamenta lmente a una 

función que una cosa o sustancia puede realizar. 
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económico y social: a) factor de producción en numerosas actividades económicas y 
bien de consumo doméstico, b) proveedor de bienes y servicios recreativos y 
medioambientales demandados por la sociedad y c) receptor y regenerador de residuos v 
desechos industriales, agrícolas y domésticos. 

Además de un recurso, el agua constituye un "medio" que forma parte de un sistema 
integrado, básico para el sostenimiento de toda clase de vida en la Tierra (Pearce, 1976, 
pág.l). 

En términos físicos, el agua es un recurso natural renovable gracias al ciclo hidrológico, 
un sistema natural de circulación del recurso. Sin embargo, como veremos más adelante, 
ciertas reservas subterráneas y determinados tipos de reservas superficiales del recurso 
pueden considerarse como recursos no renovables. 

En términos cuantitativos, el volumen disponible del recurso en un determinado 
territorio para la satisfacción de las distintas necesidades depende tanto de factores 
climáticos como de las infraestructuras construidas por el hombre para la regulación del 
mismo. 

Por lo que se refiere a los factores climáticos, del total de agua movida por el ciclo tan 
sólo una pequeña fracción cae en tierra en forma de precipitaciones, fracción que cons-
tituye el volumen máximo utilizable4. El volumen que cae al mar constituye un recurso 
no disponible de forma directa pero sí accesible, al menos teóricamente, con la tecnolo-
gía adecuada y la energía necesaria5. Del volumen máximo aprovechable, gran parte se 
pierde por evapotranspiración, y el resto, que bien se infiltra en tierra recargando los 
acuíferos subterráneos o se convierte en escorrentía superficial (ríos, lagos, nieve...), cons-
tituye el volumen de recursos naturales de un determinado territorio. 

No todo el volumen de recursos naturales de agua puede ser utilizado de forma 
directa para satisfacer las distintas necesidades; en general, es necesario llevar a cabo un 
proceso de regulación física del recurso, mediante presas, canalizaciones, etc., de forma 
que parte del volumen del recurso natural pueda convertirse en recurso disponible para 
la sociedad. 

A su vez, el volumen disponible del recurso viene determinado por el volumen dis-
ponible de aguas superficiales (en ríos, lagos y pantanos) y el volumen extraído de las 
reservas de aguas subterráneas, denominadas acuíferos. Estas dos fuentes del recurso 
tienen ciertas particularidades, en especial en relación con su renovabilidad, que convie-
ne tener en cuenta a la hora de su gestión. 

El agua superficial, cuyo stock disponible en un momento dado viene determinado 
por el volumen disponible del recurso de forma natural en ríos y lagos y el disponible en 

4 22% a escala mundial según Mauritus la Riviere, 1989. 
En este sentido, es importante tener en cuenta que cualquier evaluación que se haga sobre las reservas o disponibilidad 
de un recurso natural, y concretamente del agua, sólo tiene sentido si se relaciona con la tecnología y con el marco 
institucional de la sociedad en que se encuentre (Bromlev y Szarleta, 1986). 
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presas de regulación del mismo, constituye, desde el punto de vista físico, un recurso 
renovable. Su renovabilidad es periódica, generalmente anual y con diferencias estacionales, 
aunque de marcado carácter estocástico. Existen años con abundantes lluvias y años de 
sequía, muchas veces seguidos, donde la renovabilidad del recurso es nula y las condicio-
nes climáticas favorecen la pérdida del volumen del recurso por evapotranspiración. 

Las aguas subterráneas se extraen de depósitos naturales situados bajo tierra, deno-
minados acuíferos, que atendiendo a su renovabilidad pueden clasificarse en: i) acuíferos 
renovables, en los que el volumen de agua se recarga a lo largo del tiempo de una manera 
regular (no presenta una renovabilidad tan marcadamente estacional como en las aguas 
superficiales y las diferencias interanuales no son tan importantes) gracias al agua de la 
lluvia y de la nieve que se filtra a través de la tierra y de las rocas, y ii) acuíferos no 
renovables, formados, generalmente, en otras eras geológicas, que, por su situación geo-
gráfica actual, fruto de los movimientos geológicos, han quedado impermeabilizados 
imposibilitando la filtración de agua en los mismos y por tanto la renovabilidad de sus 
reservas. 

Un elemento de especial importancia en el ámbito de los recursos hídricos es la 
calidad del recurso. La calidad adecuada del mismo, y no sólo la cantidad, es indispensa-
ble para que pueda satisfacer las distintas funciones valoradas por la sociedad. Todo uso 
del agua tiene, en mayor o menor medida, un impacto sobre su calidad. Si bien el agua 
tiene la capacidad de regenerarse y purificarse de forma natural, la tasa de regeneración 
es limitada. Si la misma se supera, el recurso perderá calidad y en consecuencia capacidad 
para el desempeño de las distintas funciones que puede realizar. 

¿Cuál es la problemática general de la gestión del agua? 

Desde el punto de vista económico el agua es un activo para la sociedad. Y un activo 
cada vez más escaso, en cantidad y calidad, en relación con las posibles funciones que 
puede desempeñar. Cada vez son más frecuentes los conflictos entre usuarios del recur-
so motivados por la escasez del mismo y cada vez son más evidentes los costes que 
supone la intervención humana orientada a ajustar la oferta del volumen disponible a la 
creciente demanda. 

En este contexto y desde un punto de vista normativo puede afirmarse que la proble-
mática general de la gestión del recurso agua (en cantidad y calidad) reside en encontrar 
soluciones económicamente eficientes a dos cuestiones básicas: la asignación del recurso 
a lo largo del tiempo (que incluye las decisiones sobre la explotación del mismo en el 
tiempo y las decisiones sobre la adecuación de la oferta a la demanda del recurso) y la 
asignación del recurso entre los usos alternativos. 

Si bien lo anterior constituye una simplificación de una problemática mucho más 
compleja y detallada, consideramos que se trata de un punto de partida adecuado para el 
análisis normativo que se pretende ofrecer en este apartado. 
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TEORÍA ECONÓMICA DE LA GESTIÓN DE LOS RECURSOS NATURALES 

REGLA DE HOTELLING 

La teoría económica normativa de la gestión de los recursos naturales basada en el 
sistema de mercado se apoya, fundamentalmente, en la denominada "regla de Hotelling" 
(Hotelling, 1931). A continuación se realiza una exposición de la misma suponiendo que 
el recurso natural a gestionar es de propiedad privada y físicamente no renovable6. 

Un recurso natural no renovable es, ante todo, un activo para la sociedad y, si es de 
propiedad privada, un activo para su propietario. Si el recurso sólo puede utilizarse como 
input en procesos productivos, el precio del recurso, al igual que el del resto de los inputs 
productivos, depende del valor de la producción adicional que pueda obtenerse del mis-
mo. En consecuencia, en una economía donde opere la libre concurrencia, un recurso 
natural se demandará hasta que su productividad marginal en los procesos productivos 
en los que se utilice sea igual a su precio de mercado. Esta regla de equilibrio estático, que 
permite explicar por qué y en qué medida es razonable explotar los recursos naturales, 
no explica, sin embargo, el valor económico de las reservas del recurso que, en cada 
momento, permanecen en su estado natural sin ser explotadas, ni la razón por la que el 
propietario del recurso está generalmente dispuesto a conservarlas. De hecho, si las re-
servas del recurso no generan rendimiento alguno, el propietario haría mejor en extraer-
las todas de forma inmediata y situar las ganancias obtenidas de su venta en alguna 
inversión donde obtenga beneficios. 

El motivo económico para que el propietario de un activo productivo (en este caso 
un stock de recurso natural) decida conservarlo ocioso (sin extraerlo) es que el mismo se 
revalorice. En una economía competitiva, el equilibrio de mercado de los activos se 
alcanza cuando todos los bienes de capital de un mismo tipo consiguen una misma tasa 
de rentabilidad, bien mediante dividendos o bien mediante revalorización del activo. 
Dado que los recursos naturales no explotados no generan dividendos, la razón econó-
mica que explica que parte de los mismos permanezca inexplotada es que el margen de 
beneficio que se puede conseguir por explotar y vender cada unidad adicional del recur-
so (R) aumente a una tasa igual al tipo de interés del mercado (ju). Es decir: 

R 

De forma alternativa, si definimos a Rg como el margen de beneficios actual, en 
cualquier momento posterior (j) este margen deberá ser igual a: 

6 Exposic ión basada fundamenta lmente en Gómez (1994) v Pearce y Turner (1995). 
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R, = R o 

En el caso de que exista competencia perfecta en el mercado del recurso, el margen 
de beneficios (R) será igual al precio de mercado del recurso menos el coste de extrac-
ción del mismo C. Si, por el contrario, el mercado es más o menos monopolista, el 
margen de beneficios será igual a la ganancia marginal del sector, definida como la dife-
rencia entre el ingreso marginal y el coste marginal. De lo explicado hasta ahora se dedu-
ce que el margen de beneficios del sector del recurso natural será mayor que el margen 
de beneficios de las actividades "normales" de la economía y que esta diferencia crecerá 
permanentemente con el paso del tiempo. Por este motivo, R se define como la renta de 
escasez temporal o la renta del recurso. 

De acuerdo con lo anterior, si asumimos un coste de extracción constante C(X) = C, 
el precio óptimo de recurso en cualquier periodo será igual a la suma del coste marginal 
de extracción y del coste marginal de escasez del recurso. 

Por otro lado, el valor económico actual de las reservas ociosas de un determinado 
recurso natural será, para su propietario, igual al valor descontado de todas las ventas 
futuras del mismo después de deducir los costes necesarios para su extracción, es decir, 
el valor actual de la cantidad extraída (£7) multiplicada por el margen de beneficio (R). 
En forma matemática, el valor económico actual ( V J de las reservas puede expresarse 
como: 

K = ) m , d t 
o 

El objetivo económico del propietario del recurso será, dado el nivel actual de reser-
vas (SJ, determinar el ritmo de extracción que maximize el valor económico actual de las 
mismas. 

Sea cual sea la decisión de los empresarios del sector, el precio de mercado del recur-
so y su nivel de extracción están conectados por la función de demanda del mismo. Si la 
demanda es estable en el tiempo, la cantidad extraída del recurso deberá reducirse a 
medida que aumente su precio, por lo que a medida que se reduzcan las reservas, la 
productividad marginal del recurso en los procesos productivos en los que se emplee 
deberá aumentar de forma sostenida. Sin embargo, en la mayoría de los casos existen 
límites al crecimiento del precio del recurso; de hecho habrá un precio máximo al que la 
cantidad demandada del mismo será nula. Esto puede deberse a que el precio del recurso 
sea prohibitivo para los usuarios o que a ese precio existan bienes sustitutivos al recurso 
natural o procesos tecnológicos ya desarrollados para la consecución del mismo que, sin 
ser económicamente viables a los precios existentes, puedan llegar a serlo si el precio del 
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recurso alcanza un determinado nivel. En este sentido, la disponibilidad de una tecnolo-
gía de reemplazo implica la existencia de un techo para el precio de mercado de un 
recurso natural . 

ANÁLISIS GRÁFICO DE LA REGLA DE HOTELLING 

Suponiendo, por conveniencia, que el coste de extracción del recurso natural es nulo, 
podemos representar la regla de Hotelling con la ayuda del gráfico 5. 

Gráfico 5 

P 

El primer cuadrante muestra la trayectoria del precio del recurso a lo largo del tiem-
po, desde un precio inicial P* hasta un precio máximo PR, en el que se hace rentable la 
utilización de la tecnología de reemplazo. En nuestro caso, el precio de mercado del 

En el campo de la gest ión de los recursos hídricos, esta circunstancia es evidente en el caso de las tecnologías de 
desalación del agua de mar que, si bien en la actualidad sólo son económicamente viables en zonas de extrema escasez 
del recurso, pueden llegar a serlo en muchas más ocasiones si el precio del recurso aumenta hasta alcanzar unos niveles 
determinados . 
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recurso es igual a la renta de escasez (P, = R, dado que suponemos que no existen costes 
de extracción) y su trayectoria muestra la senda óptima del precio, que crece al mismo 
ritmo que la tasa de interés (o tasa de descuento). En el cuarto cuadrante se presenta la 
curva de demanda del recurso que viene a indicar que, a medida que el precio del recurso 
aumenta, la cantidad demandada disminuye; con el paso del tiempo, el recurso se hace 
más escaso, su precio aumenta, así como su productividad marginal. El segundo cua-
drante es un cuadrante "ficticio" que permite transferir la variable "tiempo" al tercer 
cuadrante, en el que se muestra la senda óptima de explotación del recurso, o lo que es lo 
mismo, la cantidad de recurso que se extrae en cada momento, desde el instante inicial 
hasta su extinción, en nuestro caso, en el momento T. El tercer cuadrante informa tam-
bién sobre la cantidad total extraída del recurso hasta un momento t, cantidad represen-
tada por el área formada por el eje Q y la senda de explotación QgA, entre 0 y t. La 
cantidad del recurso que se conserva en cada momento (i ') viene determinada por la 
cantidad inicial del recurso (SJ menos la cantidad extraída: 

S, = S0- \Qzdr 
o 

Si se cuenta con la información necesaria, es posible averiguar un precio óptimo 
inicial (P *) que implique que el precio del recurso en el momento de la extinción (en 
nuestro caso en T) coincida con el precio de la tecnología de remplazo. Si partiéramos de 
un precio superior al óptimo, alcanzaríamos el precio máximo con unas reservas que 
tendrían que extraerse en el menor plazo, y todos los usuarios del recurso habrían paga-
do un precio demasiado alto por lo consumido con anterioridad. Si, por el contrario, 
partiéramos de un precio inicial inferior al óptimo, las reservas se agotarían antes de 
alcanzar el precio de la tecnología de reemplazo. Los usuarios habrán pagado un precio 
demasiado bajo por el recurso y el camino hacia la tecnología de reemplazo será costoso. 

La regla de Hotelling de gestión de los recursos no renovables es aplicable al caso de 
los recursos renovables. El único elemento adicional que es necesario introducir en el 
análisis es la función de recarga o crecimiento del recurso. Si asumimos que la misma es 
F(X) y que los costes de extracción son nulos, la senda de extracción óptima y eficiente 
del recurso vendrá determinada por la regla de Hotelling de los recursos no renovables: 

� 

F\x) + 4= M 

Donde el margen de beneficios del propietario del recurso renovable deberá crecer a 
una tasa igual al tipo de interés prevaleciente en el mercado menos la tasa de crecimiento 
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del recurso. La idea es la misma; si el propietario del recurso desea maximizar el valor 
económico actual del mismo deberá extraerlo, teniendo en cuenta la tasa de recarga, a un 
ritmo tal que, en el momento en que se consuma la última unidad del recurso, el precio 
del mismo sea igual al precio de la tecnología de remplazo. 

EXTERNALIDADES E DEFICIENCIA 

En la sección anterior se ha presentado la regla de Hotelling que constituye, como 
hemos visto, la base normativa para la gestión eficiente de los recursos naturales. 

De acuerdo con la regla, la gestión de un recurso es eficiente si el propietario del 
recurso lo explota maximizando la corriente de beneficios futuros que puede obtenerse 
del mismo, actualizada adecuadamente por el tipo de descuento de la economía. 

Planteado de esta forma, el problema de la gestión de los recursos naturales no pare-
ce diferenciarse sustancialmente del problema que plantea la gestión de un activo cual-
quiera. En un sistema de mercado con competencia perfecta donde los recursos natura-
les fueran de propiedad privada, los propietarios tendrían poderosos incendvos para, 
gestionarlos siguiendo la regí a de Hotelling, lo que generaría, de forma agregada, una 
gestión eficiente del conjunto de este tipo de recursos. 

Desgraciadamente, el campo de la gestión de los recursos naturales es mucho más 
complejo que lo anterior. Parece evidente que las hipótesis y supuestos sobre los que se 
basa el argumento expuesto no se cumplen en el campo de la gestión de la mayor parte 
de los recursos naturales y en concreto en el campo de la gestión del recurso agua. De 
hecho, puede afirmarse que el uso y explotación de los recursos naturales presenta una 
serie de particularidades que motivan que si su asignación se realiza a partir, únicamente, 
del mecanismo de mercado, se genere una serie de ineficiencias que repercuten negativa-
mente sobre el bienestar de la sociedad. 

Una forma de analizar estas particularidades y las posibles ineficiencias que generan 
en la asignación del recurso es mediante el análisis del régimen de derechos de propiedad 
sobre el que se basa la gestión del mismo. Si utilizamos el concepto de "derechos de 
propiedad" en un sentido amplio, como lo hace Tietenberg al definirlos como "el con-
junto de derechos que definen las facultades, privilegios y limitaciones del propietario de 
un bien en el uso del mismo" (1992, pág. 54), puede afirmarse que la forma de gestión de 
un recurso natural y por tanto la eficiencia o ineficiencia en su asignación viene determi-
nada por el régimen de derechos de propiedad sobre el que se asienta su gestión. 

Tietenberg (1992) mantiene que existe una única estructura de derechos de propie-
dad bajo la cual el mecanismo de mercado genera una gestión eficiente de los recursos 
naturales. Dicha estructura viene definida por las siguientes propiedades: 

� Universalidad: todos los recursos son de propiedad privada y sus derechos de � 
explotación y uso están perfectamente definidos. 
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� Exclusividad: todos los costes y beneficios derivados de la posesión y uso del 
recurso recaen sobre el propietario del mismo, y sólo sobre el propietario, ya sea 
de forma directa o indirecta. 

� Transferibilidad: todos los derechos de propiedad pueden ser transferidos de un 
individuo a otro mediante un intercambio voluntario. 

� Seguridad: todos los derechos de propiedad están protegidos contra usurpaciones 
o expropiaciones de terceros. 

Bajo esta estructura de derechos de propiedad, los propietarios gestionarán los recur-
sos naturales siguiendo la regla de Hotelling y, en estas circunstancias, este comporta-
miento conducirá a una asignación eficiente del stock total de los recursos. 

Sin embargo, el mundo real de la gestión de los recursos naturales dista mucho del 
mundo ideal que acabamos de analizar. En la práctica, la estructura de derechos de pro-
piedad de la mayor parte de los recursos no cumple las condiciones antes descritas. 

La razón fundamental por la que esto ocurre reside en el hecho de que el uso y 
explotación de los recursos naturales suele generar externalidades. Una determinada ac-
ción genera externalidades cuando los costes y beneficios que se derivan de la misma no 
recaen únicamente sobre el agente que la realiza sino también sobre terceros agentes. O 
lo que es lo mismo, cuando las decisiones que toma un agente en relación con el uso o 
explotación de un recurso natural no sólo influyen sobre su bienestar (efectos internos) 
sino sobre el bienestar de otros (efectos externos). Si el efecto de una acción privada 
repercute positivamente sobre el bienestar de otros agentes y por tanto de la sociedad, 
nos encontramos ante una externalidad positiva. Si, por el contrario, la acción de un 
agente supone un coste externo para otro, y este coste no se compensa, nos encontra-
mos ante una externalidad negativa8. 

Para analizar, de forma genérica, los posibles efectos que la existencia de externalidades 
puede generar sobre la asignación de un bien acudimos al siguiente ejemplo ilustrado en 
el gráfico 6. 

Supongamos que la producción de un determinado bien implica la generación de 
residuos que son vertidos al medio ambiente afectando negativamente al bienestar de los 
usuarios del medio. Si las empresas productoras del mismo no compensan a los afecta-
dos, la producción del bien supondrá un coste externo (externalidad negativa) para la 
sociedad. A la hora de determinar el coste de producción, las empresas productoras del 
bien no considerarán el coste externo que supone para la sociedad; el coste marginal 
privado de la industria será CMP. Sin embargo, dado que la sociedad tiene en cuenta no 
sólo el coste privado de producción del bien sino también el coste medioambiental que 

" Según Pearce y Turner (1995) para que exista coste externo o external idad negativa deben cumplirse dos condiciones: 

i) que la actividad de un agente provoque una pérdida de bienestar a otro agente y, ii) que la pérdida de bienestar no sea 

compensada por parte del agente que la causa. 
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provoca esta producción, el coste marginal social (CMS) incluirá a ambos y será superior 
al coste marginal privado. La demanda del producto en el mercado se representa por la 
curva D. 

Gráfico 6 
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Si no existe regulación externa alguna acerca de la generación de residuos, la industria 
productora del bien producirá Qm y lo venderá a un precio P que, en una situación de 
competencia perfecta, maximizará el excedente privado de los productores. Sin embar-
go, ésta será una solución ineficiente, dado que el bienestar social neto se maximiza en 
Q*> donde el coste marginal social (que representa el verdadero coste que la producción 
del bien supone para la sociedad) es igual al ingreso marginal, y no en Q donde el coste 
marginal social es mayor que el ingreso marginal. 

De este análisis podemos extraer la siguiente conclusión: cuando la utilización de un 
recurso o la producción de un determinado bien genera costes externos a la sociedad 
que no son compensados, si la gestión del mismo se realiza a través del mercado, la 
asignación del bien será ineficiente repercutiendo negativamente sobre el bienestar de la 
sociedad. Como se ve en el gráfico, dado que los agentes que lo usan o producen no 
tienen en cuenta a la hora de tomar sus decisiones los costes externos generados, se 
producirá excesiva cantidad del bien, a un precio demasiado bajo, con costes externos no 
compensados y no existirán incentivos para que se busquen métodos de producción que 
generen un menor nivel de externalidades. 

A continuación, con la ayuda del gráfico 7, se presenta una forma alternativa para 
analizar las implicaciones económicas de la existencia de externalidades en la gestión de 
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un recurso, especialmente útil para determinar el nivel óptimo de externalidad y exami-

nar las políticas y planteamientos generales que existen para alcanzarlo. 

Gráfico 7 
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Supongamos que nos encontramos, como en el caso anterior, con un proceso pro-
ductivo que genera un coste externo. En el eje horizontal se presenta el nivel de actividad 
( 0 y en el eje vertical los costes y beneficios en términos monetarios que se derivan de 
la misma. La curva BPAÍN representa los beneficios privados marginales netos del pro-
ductor, que reflejan el beneficio extra neto que obtiene al aumentar en una unidad su 
producción. La curva CME representa el coste marginal externo de la producción o, lo 
que es lo mismo, el coste externo adicional que se genera al aumentar la producción en 
una unidad. Se considera que el coste marginal externo es proporcional al nivel de activi-
dad. 

Si definimos que el objetivo a alcanzar es la maximización del beneficio social neto, 
definido como la suma del beneficio privado total menos los costes externos, y teniendo 
en cuenta que el beneficio privado total del productor corresponde al área por debajo de 
la curva BPNM y el coste externo al área por debajo de CME, podemos definir que el 
nivel óptimo de producción se encuentra en jQ*, que viene determinado por la intersec-
ción de BPMN y CME. Es aquí donde se maximiza el beneficio social neto, que corres-
ponde al área definida por el triángulo OXY. Si el productor produjera una unidad adi-
cional del bien, los costes externos que generaría serían superiores a los beneficios que 
obtendría, por lo que el beneficio neto conjunto disminuiría. Si, por el contrario, dejara 
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de producir una unidad, la reducción del coste externo sería menor que la reducción del 
beneficio por lo que el beneficio conjunto también menguaría. 

O* representa, por tanto, el nivel óptimo de actividad que lleva consigo un coste 
externo asociado representado por el triángulo OYQ*, denominado nivel óptimo de 
coste externo. 

En ausencia de algún tipo de regulación sobre los costes externos, el productor pro-
ducirá hasta Qr donde maximiza su beneficio privado neto (A + B +C). Este nivel de 
producción generará un coste externo de B + C + D, lo que implicará que el beneficio 
social neto será igual a (A + B + C) - (B + C + D) = A - D que es, claramente, inferior 
que A, el beneficio social neto cuando la actividad alcanza el nivel dejQ*. En este sentido, 
se dice que el nivel de externalidad C+D es relevante desde el punto de vista paretiano 
porque si se elimina, se genera una mejora paretiana, esto es, una ganancia neta de bene-
ficios sociales. Por el contrario, el nivel de externalidad B es irrelevante desde el punto de 
vista paretiano porque el eliminarlo no supone mejora alguna de este tipo. 

Del análisis realizado se desprende la misma conclusión que en el ejemplo anterior: 
cuando el uso o explotación de los recursos lleva asociados costes externos, su asigna-
ción por el mercado será ineficiente. 

En el siguiente apartado se analizan, brevemente, las condiciones particulares de los 
recursos naturales que implican que su uso y explotación generen costes externos y que, 
en consecuencia, su gestión en base al mercado genere resultados ineficientes. En con-
creto se analizan dos factores de especial importancia en el ámbito de la gestión de los 
recursos hídricos: los particulares regímenes de propiedad de los recursos naturales y la 
condición de bienes públicos de muchos de ellos. Por último, se analizan las implicaciones 
que sobre la asignación de los recursos naturales puede tener la estructura de mercado de 
la industria del recurso. 

REGÍMENES DE PROPIEDAD DE LOS RECURSOS NATURALES 

Hasta ahora el análisis realizado se ha hecho sobre la base de que los recursos natura-
les eran de propiedad privada. Bajo esta forma de propiedad, los propietarios gestiona-
ban los recursos siguiendo pautas de eficiencia temporal, lo que generaba, en principio, 
una asignación eficiente del recurso en su conjunto. Sin embargo, gran parte de los 
recursos naturales, y en concreto gran parte de los recursos hídricos, se caracterizan por 
ser de libre acceso, de propiedad común o por no tener claramente definidos sus dere-
chos de propiedad. En estas circunstancias, la gestión de los recursos por el mercado no 
asegura una gestión eficiente de los mismos. 

Antes de pasar a analizar las posibles implicaciones de cada una de estas figuras de 
propiedad sobre la eficiencia de la asignación de los recursos naturales, conviene definir 
las diferencias que existen entre las mismas y evitar así la confusión que suele producirse 



1 4 2 Gonzalo Sáenz de Miera 

al asumir que se trata de estructuras análogas con implicaciones equivalentes sobre la 
forma de explotación y uso de los recursos9. 

� Un recurso de libre acceso no es propiedad de nadie (no tiene derechos de propie-

dad definidos) y el acceso al mismo está abierto a todos, sin ningún tipo de límite. 

� Un recurso de propiedad común, por el contrario, es propiedad (tiene los dere-
chos de propiedad definidos) de un determinado colectivo - un país, una manco-
munidad... - y el acceso al mismo está limitado a sus propietarios y sólo a sus 
propietarios10. 

� Un recurso donde los derechos de propiedad no están claramente definidos es 
propiedad, en teoría, de un determinado colectivo; sin embargo, la falta de defini-
ción de los derechos puede motivar que se convierta, en la práctica, en un recurso 
de libre acceso, abierto a todos. 

Definidos los conceptos, podemos afirmar que la principal razón por la que el meca-
nismo de mercado puede no generar asignaciones eficientes de los recursos naturales se 
debe a que gran parte de los mismos son de libre acceso, no tienen sus derechos de 
propiedad claramente definidos o son de propiedad común y existe competencia por el 
uso del mismo entre sus propietarios. En estos casos la explotación y uso del recurso 
puede llevarse a cabo siguiendo la regla de la captura lo que generará externalidades 
negativas que motivará la aparición de ineficiencias en su asignación. 

Como hemos visto anteriormente, cuando un recurso es propiedad de un único agente, 
lo gestionará de forma eficiente (regla de Hotelling), consciente de que sus decisiones de 
hoy afectan a su bienestar del mañana. En este caso, el mercado incentivará el uso efi-
ciente del recurso y si se cumplen las condiciones descritas por Tietemberg (1992), la 
asignación del recurso será eficiente. 

Sin embargo, cuando un recurso es de libre acceso, es decir, cuando el acceso al 
mismo está abierto a todos, los usuarios no udlizan el recurso teniendo en cuenta su 
valor futuro ya que son conscientes que cualquier intento de preservar la riqueza del 
recurso no redime en beneficio de quien toma la acción de preservar sino en beneficio 
del resto de usuarios que optan por la utilización y explotación del mismo en el presente. 
Esto es, los usuarios tenderán a comportarse siguiendo la regla de la captura. En el caso 
de que el recurso sea de propiedad común o sus derechos no estén claramente definidos, 
su gestión vendrá determinada por la existencia, o no, de acuerdos de gestión entre los 
propietarios y usuarios. Si existe acuerdo entre los mismos para gestionar el recurso de 
forma conjunta estableciendo, por ejemplo, unas reglas de comportamiento de uso y 

'' Aguilera (1992) ofrece un interesante análisis sobre las raíces e implicaciones de esta confusión. 
111 La def inic ión quizás más completa del concepto de propiedad común es la de Cir iacy-Wantrup y Bishop (1975), para 

quienes tienen dos características fundamentales : i) todos los propietarios poseen el mi smo derecho a usar el recurso, 

derecho que no se pierde si no se usa y ii) los no propietarios, no pertenecientes a la comunidad, son excluidos del uso. 
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explotación en términos semejantes a cuando los derechos de propiedad son individua-
les, la gestión del recurso se llevará a cabo siguiendo la regla de Hotelling, lo que repercu-
tirá positivamente sobre la eficiencia en su asignación. Si, por el contrario, no existe 
acuerdo entre los propietarios sino competencia entre ellos por la utilización del recurso, 
su explotación se llevará de forma análoga a cuando el recurso es de libre acceso, y los 
propietarios lo utilizarán siguiendo la regla de la captura. 

En términos económicos, si el recurso es de propiedad privada o de propiedad co-
mún con acuerdo entre los propietarios, la gestión se llevará a cabo maximizando la 
corriente de beneficios futuros, actualizada adecuadamente por el tipo de descuento, lo 
que constituirá un método de gestión eficiente. Por el contrario, si el recurso es de libre 
acceso, si no tiene sus derechos de propiedad bien definidos o si es de propiedad común 
y existe competencia entre los propietarios, su explotación se llevará a cabo siguiendo la 
regla por la que el valor del producto marginal del recurso es igual al coste marginal (sin 
tener en cuenta el valor marginal de la renta del recurso), lo que generará una asignación 
ineficiente del recurso, ocasionando una pérdida de bienestar para la sociedad presente y 
futura con respecto a la estrategia de maximización de la corriente de beneficios futuros. 

De acuerdo con lo anterior, podemos hacer la siguiente afirmación con respeto al 
papel de la "mano invisible" de Adam Smith (1776) en la gestion de los recursos natura-
les. Si cuando un recurso natural es de propiedad privada o de propiedad común con 
acuerdo entre los propietarios, la "mano invisible" lleva a que el interés particular de los 
propietarios genere un mayor bienestar general, cuando el recurso es de libre acceso o de 
propiedad común con competencia entre los propietarios, la "mano invisible" no lleva a 
un mayor bienestar general sino a un empobrecimiento de todos, convirtiéndose, 
parafraseando a Daly (1980), en el "pie invisible" que, de una patada, destroza los recur-
sos naturales". 

En relación con lo anterior, parece interesante hacer una pequeña aclaración de espe-
cial importancia para la gestión de los recursos hídricos. La propiedad común de un 
recurso natural no implica, necesariamente, que su gestión sea ineficiente. En este senti-
do, no parece acertado hablar del "problema de los comunes" (como lo hacen Dasgupta 
y Heal, 1979, Fisher, 1979 o Hardin, 1968), ya que como hemos visto la propiedad 
común no tiene por qué suponer un "problema" si los propietarios llegan a un acuerdo 
para gestionarlo de forma eficiente. De hecho, este tipo de propiedad ha generado, his-
tóricamente, numerosos ejemplos de gestión eficiente de recursos naturales y ciertos 
autores la proponen como solución a ciertos problemas actuales de gestión de recursos 
(en el caso del agua ver Aguilera, 1992). En este sentido, podría ser más acertado referir-
se al "problema del libre acceso", circunstancia que puede ocurrir cuando el recurso es de 

11 Daly se refiere a que la mano invisible de Smith se convierte en "un pie invisible que destroza los recursos comunales de 

una sola patada". 
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libre acceso, cuando sus derechos no están claramente definidos y cuando el recurso es 
de propiedad común y existe competencia entre los propietarios. 

Dado que lo analizado en este apartado tiene especial relevancia para la gestión de los 
recursos hídricos y en particular para la gestión de las aguas subterráneas (gran parte de 
las mismas se explotan bajo regímenes de propiedad común12) a continuación se ofrece 
un breve análisis de lo comentado en referencia a este tipo de recursos. 

Por lo visto hasta ahora puede argumentarse que la forma de gesdón de un acuífero 
vendrá determinada por el régimen de propiedad bajo el que se gestiona. En relación 
con los acuíferos se presentan, en general, tres formas de propiedad significativas; la 
propiedad pública, la propiedad privada y la propiedad común. Aunque la figura de la 
propiedad pública es importante en el contexto de este estudio, la literatura teórica sobre 
la gestión de los acuíferos se ha centrado en las figuras de la propiedad privada y de la 
propiedad común. En este sentido la teoría normativa de la gestión de un acuífero de 
propiedad pública se obtendría, básicamente, de la teoría de gestión de un acuífero de 
propiedad privada, al estar los dos gestionados desde la perspectiva de un único agente 
gestor del mismo. 

Si el acuífero es de propiedad privada se gestionará, como hemos visto, siguiendo la 
regla de Hotelling, lo que generará, en principio, una asignación eficiente del mismo. 

En cuanto a la propiedad común, la figura quizás más representativa desde el punto 
de vista de los acuíferos es la "propiedad común con institución" que, según Castro 
Martínez y Rubio (1992, pág. 263), vendría caracterizada por el hecho de que "una agru-
pación de individuos es poseedora de un recurso (disfrutando, por tanto, cada individuo 
de esa propiedad, aunque no lo utilice), de cuyo uso excluye a todos aquellos que no 
tienen derechos sobre él". Este sería el caso, por ejemplo, de los agricultores propietarios 
de las parcelas situadas encima de un acuífero, del que extraen agua para regar sus tierras, 
quedando excluidos los agricultores que no tienen tierras por encima del acuífero. En el 
caso de la propiedad común con institución, el modo de gestión del acuífero vendrá 
determinado por el hecho de que exista o no acuerdo entre los propietarios. Si existe 
acuerdo para gestionarlo de forma eficiente, se gestionará siguiendo la regla de Hotelling, 
mientras que si no existe acuerdo sino competencia entre los propietarios, se gestionará 
siguiendo la ley de captura lo que generará una asignación ineficiente del recurso. 

Existen por tanto dos planteamientos en cuanto a la gestión de un acuífero depen-
diendo del régimen de su propiedad. Si es de propiedad privada o de propiedad común 
con cooperación entre propietarios, la gestión se lleva a cabo aplicando la regla de 

12 Dado que, aunque la legislación vigente (Ley de aguas de 1985) declara el recurso agua tanto superficial como subterrá-
nea como de propiedad pública (dominio públ ico en la Lev), no deroga los derechos adquir idos en vigencia de la 
anterior legislación (Ley de Aguas de 1879) y por tanto numerosos pozos y a lumbramientos que se abastecen de aguas 
subterráneas cont inúan s iendo de propiedad privada o de propiedad común. 
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maximización del flujo de rentas futuras descontadas por el parámetro de descuento. 
Gisser y Sánchez (1980), Neher (1990), Pascual y Pinyol (1989) y Castro, Martínez y 
Rubio (1992) han analizado la gestión óptima de acuíferos bajo estas condiciones, utili-
zando mayoritariamente modelos de control óptimo basados en el principio del máximo 
de Pontryagin. Por el contrario, si el acuífero es de propiedad común o sus derechos no 
están claramente definidos y existe competencia entre los propietarios o usuarios, el 
acuífero se explotará de acuerdo con la regla de que el valor marginal del agua sea igual al 
coste marginal de extraerla. Aguilera (1989), Milligan (1956) y Burt (1966, 1967 y 1970) 
han analizado la gestión de un acuífero bajo estas condiciones. 

La conclusión general que se extrae analizando estos documentos es clara: la estrate-
gia de gestión que iguala el valor de la productividad marginal del agua a su coste de 
extracción es manifiestamente ineficiente al no tener en cuenta la renta de escasez del 
recurso y ocasiona una pérdida de bienestar presente y futura para la sociedad si se 
compara con la estrategia de maximización de la corriente de beneficios futuros debida-
mente actualizada. 

LOS RECURSOS NATURALES COMO BIENES PÚBLICOS 

Numerosos recursos naturales, y en particular numerosas funciones que los mismos 
pueden desempeñar, constituyen bienes públicos para la sociedad, caracterizados por la 
multiplicidad de individuos que pueden disfrutarlos de forma simultánea y por la dificul-
tad que supone la exclusión de cualquiera de ellos13. Los bienes públicos pueden clasificarse 
a su vez, en aquellos que rinden beneficios infinitos, en el sentido que si A usa más del 
bien no se reduce la cantidad disponible del mismo para los demás, o en bienes públicos 
con rendimientos finitos o sustractivos donde, si A usa más, queda menos del bien para 
los demás. De acuerdo con Wade (1992), los recursos hídricos (y en particular las aguas 
subterráneas y aquellas de carácter superficial que se utilizan para riego) constituyen 
ejemplos de bienes públicos con rendimientos finitos o sustractivos. 

El principal problema que presenta la gestión de recursos naturales que tienen carac-
terísticas de bienes públicos es que cuando la misma se lleva a cabo por el mecanismo de 
mercado puede no resultar en una asignación eficiente. 

Analicemos esta cuestión con la ayuda del siguiente ejemplo. 
Parece evidente que el agua de los ríos y pantanos de montaña cumple una función 

estética en el paisaje que constituye un bien público para la sociedad. Todos los indivi-
duos pueden disfrutar del activo sin, en principio, reducir la cantidad del mismo para los 
demás y es difícil excluir a un individuo de su utilización. Supongamos que, como res-

" Para profundizar en la definición y características de los bienes públicos puede consultarse Samuelson (1954). 
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puesta a un descenso de la calidad del agua y por tanto a un empeoramiento del activo, se 
decide hacer una colecta entre los individuos para conseguir fondos que permitan recu-
perar la calidad del agua y mejorar el paisaje. ¿Se conseguirán los suficientes fondos 
como para financiar un nivel eficiente de la calidad del agua? Como se explica a continua-
ción no es seguro. 

En el gráfico 8 se representan las curvas de demanda de agua limpia en ríos y lagos de 
montaña de dos individuos, A y B (A valora más la limpieza del agua que B). La demanda 
agregada de los dos individuos (D) está representada por la suma vertical de ambas 
curvas14. El coste marginal de limpieza del agua, que consideramos constante, está re-

E1 nivel óptimo de calidad del recurso del agua vendría determinado por el punto en 
el que la curva de demanda agregada corta al coste marginal, Q* en el gráfico. Como se 
ha comentado, si se hace una colecta entre los dos individuos es probable que no se 
consigan los suficientes fondos como para financiar este nivel de calidad. 

Supongamos que el individuo B es el primero en colaborar en la financiación de la 
recuperación del activo. Al ver que A no ha contribuido todavía, estará dispuesto a 
aportar una cantidad con la que recuperar la calidad del recurso hasta qb, nivel que maximiza 

14 Es una suma vertical dado que los dos individuos pueden consumir s imultáneamente el bien; la disposición a pagar por 

cada nivel de calidad será igual a la suma de las disposiciones a pagar de cada individuo por ese nivel de calidad. Si el 

bien fuera divisible, la demanda agregada sería la suma horizontal de las curvas individuales. 



A G l ' A Y E C O N O M Í A : hac i a una g e s t i ó n r a c i ona l d e un r e c u r s o bá s i co . 1 4 7 

su bienestar individual (donde DB = CM). Seguidamente es A quien se dispone a contri-
buir; en teoría, tendría que contribuir con una cantidad que permitiera recuperar la cali-
dad del activo hasta q donde maximiza su bienestar individual. Sin embargo, al compro-
bar que con la aportación de B se recupera la calidad del activo hasta qb, él sólo aportará 
la cantidad necesaria para elevar la calidad de qb hasta q¿ Como vemos, la suma de las 
contribuciones de los dos individuos (área sombreada del gráfico) sólo será suficiente 
para recuperar la calidad del activo hasta q por debajo de Q*, el nivel de calidad social-
mente óptimo. En este caso, el resultado es ineficiente dado que cada individuo puede 
comportarse como un free-rider de la contribución del otro. Dadas las características de 
indivisibilidad y no exclusividad del bien público, los individuos reciben los beneficios de 
las contribuciones del resto, por lo que no existen incentivos para que cada individuo 
contribuya lo suficiente como para alcanzar un nivel de calidad socialmente óptimo. 

En función de lo anterior, se puede afirmar que cuando un recurso natural tiene 
características de bien público (indivisibilidad y no exclusividad en su consumo) su ges-
tión a través del mercado no asegura su asignación socialmente eficiente. 

ESTRUCTURA DE MERCADO 

Otra situación en la que la asignación de los recursos naturales por el mercado puede 
no ser socialmente eficiente es cuando la estructura de la industria no es competitiva. 
Supongamos, por ejemplo, que se trata de un monopolio. 

En el gráfico 9 se presentan las curvas de oferta y demanda de un recurso natural. El 
nivel de producción o utilización socialmente óptimo del mismo sería B (y su precio G) 
que viene determinado por el corte del coste marginal con la curva de demanda del 
mercado; esta situación generaría un excedente económico total igual al área H1C. Sin 
embargo, si estuviéramos en una situación de monopolio y el monopolista se comporta-
ra como un maximizador del beneficio, producirá o utilizará el recurso hasta A donde su 
ingreso marginal es igual al coste marginal y donde el precio del recurso será F. En este 
caso, si bien el excedente del productor se maximiza, la situación es claramente ineficiente 
dado que la misma provoca una pérdida de bienestar social igual a EDO5. Se consumirá 
excesivamente poco del bien y el precio será excesivamente alto. 

15 El excedente económico total en competencia perfecta será IHC mientras que el excedente total en la situación de 

monopol io maximizador de benef ic ios será IEDH. C o m o consecuencia, la situación de monopol io genera una pérdi-

da de bienestar total igual a EDC (ICH - IEDH). 
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Puede afirmarse, por tanto, que cuando el mercado de un recurso natural tiene una 
estructura de monopolio y el monopolista se comporta como un maximizador del bene-
ficio, la asignación del recurso por el mercado tenderá a ser socialmente ineficiente, dado 
que el monopolista tenderá a infraexplotar o infraudlizar el recurso y su precio será 
excesivamente alto16. 

Hatwick y Olewiller (1986) ofrecen un detallado análisis de las consecuencias que las 
diferentes estructuras de mercado denen sobre el uso y explotación de los recursos natu-
rales. 

PLANTEAMIENTOS GENERALES PARA ALCANZAR LA EFICIENCIA 
EN LA GESTIÓN DE LOS RECURSOS NATURALES 

En el apartado anterior se ha visto cómo en numerosas circunstancias el uso y explo-
tación de los recursos naturales llevan asociados costes externos, lo que implica que su 
gestión basada en el mercado pueda generar asignaciones no eficientes de los mismos 
con la consiguiente pérdida de bienestar para las generaciones presentes y venideras. 

"' En este sentido, puede sorprender que la causa por la que en esta situación no se genera una asignación eficiente del 

recurso no reside en que el monopol io sobreexplote el recurso (como suelen suponer ciertos g rupos conservacionistas) 

sino por todo lo contrario, porque tiende a infraexplotar el recurso con la consiguiente pérdida de bienestar para la 

sociedad. El monopol ista se comporta como un conservacionista. 
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En esta sección se presentan los planteamientos generales orientados a minimizar o 
eliminar estas ineficiencias. 

Básicamente hay dos: el de la solución vía mercado, que requiere una definición pre-
via de los derechos plenos de propiedad de los recursos naturales y el de la solución vía 
intervención pública en la gesdón del recurso a través de distintos instrumentos. Exis-
ten, evidentemente, numerosas posturas alternativas; en el presente trabajo analizamos 
las propuestas basadas en la acción colectiva, de especial interés en el campo de la ges-
tión de los recursos hídricos. 

SOLUCIÓN VÍA EL MERCADO 

De acuerdo con este planteamiento, la ineficiencia en la asignación de los recursos 
naturales motivada por la existencia de externalidades en su uso y explotación podría 
solucionarse a través del mecanismo del mercado si se definieran adecuadamente dere-
chos plenos de propiedad sobre los mismos. 

Si los derechos de propiedad de un recurso no están claramente definidos, la Admi-
nistración Pública debería segmentar el stock total del mismo y adjudicar, mediante algún 
tipo de prorrateo, los derechos plenos de propiedad del recurso a agentes privados. Los 
propietarios del recurso, que tendrían derecho a utilizarlo o venderlo a través del merca-
do, lo gestionarían siguiendo pautas de eficiencia temporal (regla de Hotelling) conscien-
tes de que sus decisiones actuales sobre la explotación del recurso tienen repercusiones 
sobre su bienestar futuro. De esta forma, si cada propietario tuviera incentivos para 
asignar eficientemente su porción del recurso, se conseguiría una gestión eficiente del 
conjunto del mismo sin necesidad de una posterior intervención pública en su gestión. 

Incluso si los derechos de propiedad de un recurso natural estuvieran plenamente 
definidos, su uso y explotación podría suponer la generación de costes externos sobre la 
sociedad que motivarían la permanencia de cierta ineficiencia en la gestión. Así, por 
ejemplo, si bien los pozos situados sobre un acuífero pueden ser propiedad de un único 
agente que los gestiona de acuerdo con la regla de Hotelling, el uso del agua de los 
mismos puede producir una contaminación del recurso que no sólo afecte al propietario 
sino a las propiedades adyacentes. Si estos costes externos no son tenidos en cuenta a la 
hora de tomar las decisiones, se llevará a cabo una asignación socialmente ineficiente del 
recurso. 

En estos casos, los partidarios de las soluciones de mercado sostienen que cuando los 
derechos de propiedad están bien definidos, existe un potencial para que los agentes 
implicados puedan resolver, sin necesidad de intervención estatal, los problemas de los 
costes externos y se llegue a una solución socialmente óptima. 

Este argumento se basa en el Teorema de Coase (Coase, 1960) que, en grandes líneas, 
mantiene que en un mercado competitivo, donde los derechos de los recursos estén 
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claramente definidos, si la acción de un agente genera costes externos sobre otro, existe 
un potencial para que ambos negocien privadamente y se llegue, de forma natural, a la 
situación de óptimo social, con un menor coste del que supondría llegar al mismo a 
través de la intervención estatal. 

Retomando la situación del gráfico 7 supongamos que, en este caso, la actividad 
productiva de un agente determinado supone un coste externo que recae sobre otro 
agente. En ausencia de regulación, el productor, en principio, producirá hasta Qr donde 
maximiza sus beneficios. Veamos, con la ayuda del gráfico 10, la lógica del teorema. 

Gráfico 10 
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Supongamos, en primer lugar, que el agente afectado es el que tiene los derechos de 
propiedad; es decir, que tiene derecho a no ser afectado y que el que afecta no tiene 
derecho a hacerlo. En principio, el perjudicado preferirá que no se produzca coste exter-
no alguno o, lo que es lo mismo, que no se produzca cantidad alguna del bien. Partimos 
por tanto de una producción nula. Según el teorema, en ausencia de costes de negocia-
ción, tanto el afectado como el que afecta tienen incentivos para negociar el nivel de 
coste externo. Supongamos que la cuestión es producir hasta do no hacerlo; si se produ-
ce el desplazamiento, el productor obtendrá un beneficio igual a abdO y el afectado tendrá 
una pérdida de Ocd. Sin embargo, dado que abdO es mayor que Ocd existe potencial para 
negociar. Si el productor compensa al afectado en alguna cantidad mayor que Ocd pero 
menor que abdO, el cambio de no producir nada a producir d generará una mejora paretiana 
donde ambos habrán mejorado su bienestar. Si el paso de no producir nada a producir d 
puede suponer una mejora paretiana (siempre que exista acuerdo de compensación), 
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basta repetir el argumento para cerciorarse que la situación sería similar hasta Q*. Un 
desplazamiento a la derecha de O* no permitiría la posibilidad de negociación, dado que 
los beneficios que obtendría el productor serían menores que los costes que tendría que 
soportar el afectado. Por tanto, cuando los derechos de propiedad pertenecen al afecta-
do existe un potencial para la negociación privada de las externalidades que podría con-
ducir hasta <2*, el óptimo social. 

Si, por el contrario, los derechos de propiedad pertenecieran al productor que genera 
el coste externo, el argumento a utilizar sería el mismo que el utilizado en el caso anterior 
pero partiendo de una situación inicial donde se produce j2'j e n donde el productor (que 
en este caso tiene el derecho de propiedad) maximiza su beneficio. En este caso existiría 
un potencial para que el afectado compensara al productor por una reducción del nivel 
de actividad hasta llegar a Q*, el óptimo social. 

En resumen, según el teorema de Coase, si una actividad genera costes externos que 
recaen sobre un único agente, los derechos de propiedad están claramente definidos y se 
cumplen una serie de condiciones (existe competencia perfecta y los costes de negocia-
ción son nulos), existe potencial para que los agentes implicados lleguen a acuerdos 
privados para alcanzar una situación óptima. En este caso, el mercado, sin necesidad de 
ningún tipo de intervención estatal, generará una asignación socialmente óptima del 
recurso. 

CONSIDERACIONES GENERALES RESPECTO AL PLANTEAMIENTO 

Muchos son los economistas que, basándose en los argumentos descritos, consideran 
que el mercado constituye la mejor solución a los problemas de ineficiencia en la gestión 
de los recursos naturales cuyo uso o explotación genera externalidades (ver p. ej. Demsetz, 
1967, Noth y Thomas, 1977 y Picardi y Siefert, 1976). 

Sin adentrarnos en un análisis detallado del realismo y aplicabilidad de este plantea-
miento al campo de la gesdón de los recursos naturales (análisis que se llevará a cabo más 
adelante en el estudio con referencia precisa a los recursos hídricos), sí parece interesan-
te, al menos, mencionar las críticas que, en principio, podría recibir. 

En primer lugar, el planteamiento se basa en que los derechos de propiedad del 
recurso son privados y están claramente definidos. Si no lo están, es necesario definirlos 
y adjudicarlos. El proceso de adjudicación a agentes privados de los derechos de propie-
dad deberá hacerse udlizando algún tipo de criterio que, por naturaleza, será subjetivo y 
arbitrario y beneficiará a algunos perjudicando a otros (este aspecto está analizado con 
detalle en Milliman (1952)). 

Otro aspecto controvertido se refiere al tipo de descuento. No hay razón para supo-
ner que el tipo de descuento que los agentes privados aplicarán a la gestión de los recur-
sos naturales coincida con el tipo que la sociedad otorga a la gestión de los mismos. Si el 
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tipo de descuento privado no coincide con el tipo de descuento social, la gestión privada 
del recurso será socialmente ineficiente. 

Por otro lado, si una vez adjudicados los derechos de propiedad se permite la com-
praventa de los mismos, es posible que se lleve a cabo una concentración del recurso en 
un número limitado de agentes que, si se comportan como maximizadores de beneficio, 
pueden crear ciertas ineficiencias en la asignación. 

En cuanto al teorema de Coase, cabe hacer las siguientes observaciones: 
Una primera, de carácter teórico, se refiere a la omisión del tema del efecto que el 

aumento de la riqueza derivada de la concesión de los derechos de propiedad puede 
tener en el comportamiento del nuevo propietario. Si la elasticidad demanda renta no es 
cero, la curva de demanda se desplaza hacia la derecha, modificando el resultado del 
análisis. Si esto ocurre, la titularidad de los derechos de propiedad sí será un aspecto 
relevante. 

En cuanto a su realismo y aplicabilidad parece importante mencionar las siguientes 
cuestiones: 

� El estado de la competencia: el teorema de Coase asume una competencia perfec-
ta en el mercado. Sin embargo, cuando se relaja este supuesto, el teorema presenta 
importantes problemas de aplicabilidad (Pearce y Turner, págs. 106-107). 

� La existencia de costes de negociación: la no existencia de costes de negociación 
constituye, incluso en palabras de Coase (I960), "una suposición muy poco realis-
ta". En la práctica, las negociaciones implican costes que deben ser tenidos en 
cuenta en el análisis. 

� Multiplicidad de afectados: al igual que en el caso anterior, no es realista suponer 
que las externalidades afectan habitualmente a un solo agente. En la práctica afec-
tan a numerosos agentes tanto de generaciones presentes como, en ciertos casos, 
de generaciones venideras. Esto implica dos dificultades adicionales: la identifica-
ción de las partes negociadoras y el proceso de negociación en sí. 

Para un análisis detallado de los límites e implicaciones del teorema de Coase puede 
consultarse Coase Theorem Sjsmposium (1973-1974). Buchanan (1969) ofrece un intento de 
hacer que el teorema de Coase sea relevante en condiciones de competencia imperfecta. 
Baumol y Bradford (1972) analizan las implicaciones de la no-convexidad sobre la nego-
ciación de las externalidades. 

INTERVENCIÓN PÚBLICA EN LA GESTIÓN DE LOS RECURSOS NATURALES 

El segundo enfoque para la corrección de la ineficiencia en la asignación de los recur-
sos naturales cuando su uso o explotación bajo las reglas del mercado genera externalidades 
es el de la intervención pública en su gestión. Si los defensores del primer enfoque 
consideran que el mercado, una vez definidos los derechos plenos de propiedad, genera 
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una gestión eficiente de los recursos naturales, los defensores de este enfoque defienden 
la conveniencia de la propiedad pública de los recursos y la utilización de distintos ins-
trumentos económicos de intervención (impuestos, definición de estándares) para 
optimizar la eficiencia en su asignación. 

De acuerdo con el planteamiento, si el recurso es de propiedad pública, el Estado, 
como único agente gestor del recurso, lo explotará siguiendo pautas de eficiencia tempo-
ral (regla de Hotelling) y cargará a los usuarios unos precios por la utilización y uso del 
recurso que incluirán tanto el coste de extracción y suministro del mismo como la renta 
económica del recurso (renta que se pierde en el caso de que el recurso fuera de libre 
acceso o de propiedad común con competencia entre los propietarios). Como resultado, 
la intervención pública en la gestión del recurso contribuirá a la eficiencia en la asigna-
ción del mismo. 

Incluso si el recurso es de propiedad pública y el Estado lo gestiona siguiendo pautas 
de eficiencia temporal, es posible que su uso siga generando ciertas externalidades que, si 
no son tenidas en cuenta en la gestión, generará ineficiencias en su asignación. Si en el 
primer enfoque se consideraba que los agentes implicados podrían resolver, sin necesi-
dad de intervención estatal, estas situaciones, los partidarios de este enfoque mantienen 
que el Estado debe usar los instrumentos disponibles para resolverlas. 

En grandes líneas, la Administración Pública dispone de tres tipos de instrumentos 
para alcanzar los objetivos deseados: los impuestos, la definición de estándares y el esta-
blecimientos de sistemas de permisos negociables. 

LOS IMPUESTOS 

Basándose en la estimación del coste externo que la utilización de un recurso supone 
para la sociedad, el Estado puede definir un impuesto sobre el uso del mismo que contri-
buya a alcanzar la eficiencia en su asignación. Este tipo de impuesto, utilizado funda-
mentalmente en el campo de la regulación de la contaminación de los recursos, se deno-
mina impuesto de Pigou, en referencia al instrumento que este economista propuso en 
1920 como medio idóneo para lograr el equilibrio entre el coste social y el privado. Para 
entender la lógica del impuesto recurrimos al gráfico 11, utilizado anteriormente. 

Recordemos que, en ausencia de regulación, el agente productor que causa costes 
externos p r o d u c i r á n i v e l de producción muy por encima del nivel óptimo,^*. Para 
que la producción disminuya hasta Q*, el Estado puede definir un impuesto óptimo 
igual al coste marginal externo, esto es, igual al valor monetario que supone una unidad 
adicional de coste externo, en el nivel óptimo de producción Q*. Este impuesto i*, que 
tendría que pagarse por cada nivel de producción, haría que la curva BPMN se desplaza-
ra hacia abajo hasta BPMN -1*, lo que permitiría que se alcanzara el nivel socialmente 
óptimo de producción. 
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Evidentemente, la gran dificultad que supone la utilización de este tipo de instrumen-
to es que, si el agente regulador pretende definir impuestos óptimos, necesita conocer 
con precisión la función de BPMN y la de CME. 

Una característica de los impuestos pigouvianos es que incentivan la adopción de 
medidas orientadas a la reducción de los costes externos. Hasta ahora suponíamos que el 
único modo por el que un agente podía reducir los costes externos era reduciendo el 
nivel de actividad. Sin embargo, también puede hacerlo, por ejemplo, introduciendo nue-
vas tecnologías que lo permitan. Para poder introducir esta nueva opción presentamos el 
gráfico 12 donde la curva CME permanece constante, desaparece la curva BPMN, y se 
introduce en su lugar la curva de coste marginal de reducción del coste externo CMR. El 
eje horizontal muestra ahora el nivel de coste externo; CMR muestra los costes margina-
les de reducción de los costes externos provocados por la introducción de nuevas tecno-
logías. Por ejemplo, CMR ; muestra el coste marginal de reducir los costes externos por 
debajo de W r La pendiente positiva de la curva viene a indicar que el coste marginal de 
reducción de los costes externos es mayor cuanto menor sea el nivel de costes externos. 

Observamos que el nivel óptimo de coste externo se encuentra en el punto donde 
CMR = CME, formulación que resulta muy parecida al resultado del análisis anterior, 
donde se alcanzaba cuando BPMN = CME. De hecho, existe una conexión formal. 
Antes hemos visto cómo el agente que generaba costes externos ajustaba su comporta-
miento al impuesto mediante una reducción de su nivel de producción dado que no tenía 
otra opción para realizarlo. 
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Gráfico 12 
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BPMN se podría considerar como una curva del coste de reducción de los costes 
externos en aquellos casos en los que el único modo para la reducción de los mismos es 
el de la reducción del nivel de actividad. CMR es, por tanto, el análogo de esta curva de 
costes, pero en un contexto en el que el método de reducir los costes externos es la 
introducción de tecnologías que lo permitan. 
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En el gráfico anterior podemos superponer la curva BPNM, lo que se muestra en el 
gráfico 13. De a a b, CMR < BPNM, lo que significa que si es necesario reducir el nivel de 
coste externo la solución más económica será la de introducir tecnologías que lo permi-
tan. Por el contrario, de b a 0, resultará más económico reducir el nivel de actividad que 
introducir este tipo de tecnologías. La curva con flechas muestra, por tanto, la curva de 
menor coste de respuesta a la regulación. 

El establecimiento de estándares consiste, fundamentalmente, en la definición e im-
posición de determinados niveles máximos de costes externos (normalmente concentra-
ción de contaminación) para cada nivel de utilización y uso de los recursos. 

En el gráfico 14 puede verse cómo, si el organismo regulador pretende que se alcance 
una asignación ópdma del recurso, deberá definir un estándar óptimo S* que genere una 
producción de Q*. Además, deberá definir, normalmente, algún tipo de mecanismo san-
cionador, en este caso una penalization P* que haga respetar estos estándares. La difi-
cultad fundamental que supone la aplicación de este tipo de políticas es que para que 
éstas generen resultados ópdmos no sólo es necesario conocer las funciones BPMN y 
CME para la definición de los estándares, sino también información sobre la probabili-
dad reladva al comportamiento de los agentes regulados ante las penalizaciones, para la 
definición de la penalization óptima. 

LA DEFINICIÓN DE ESTÁNDARES 

Gráfico 14 
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SISTEMAS DE PERMISOS NEGOCIABLES 

Otro instrumento de intervención pública en la gestión de las externalidades, que se 
aplica esencialmente a la gestión de la contaminación, es el de la definición y aplicación 
de un sistema de permisos negociables, ideado inicialmente por Dales (1968). Como en 
el caso del establecimiento de estándares, la autoridad reguladora sólo permite un deter-
minado nivel de costes externos y concede permisos, conocidos como certificados de 
contaminación, por esta cantidad. Sin embargo, se diferencia del anterior en que, en este 
caso, los permisos de contaminación son negociables: se pueden comprar y vender en un 
mercado de permisos. 

Podemos analizar los principales elementos del sistema de permisos negociables con 
la ayuda del gráfico 15. CMR es la curva de coste marginal de reducción de la contamina-
ción que, como se mostraba anteriormente, puede representar la curva BPNM en el caso 
de que el único modo de reducir los costes externos sea reduciendo el nivel de actividad. 
El eje horizontal muestra el nivel de coste externos (emisiones contaminantes) y el nú-
mero de permisos; el supuesto más sencillo es suponer que es necesario un permiso por 
cada unidad de coste externo (emisión contaminante). El número óptimo de permisos 
es OQ* y su precio óptimo es OP*. Esto es, si el organismo regulador busca un óptimo 
paretiano, debería conceder OQ* permisos. S* muestra la curva de oferta de permisos: su 
concesión está regulada y se asume que no responde al precio. 

Gráfico 15 
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La curva de CMR es, de hecho, la curva de demanda de permisos. A un precio P el 
agente comprará 0Q/ permisos y no más porque a partir de On a su izquierda, es más 
barato reducir la contaminación que comprar permisos. 

CONSIDERACIONES GENERALES RESPECTO AL PLANTEAMIENTO 

Sin entrar en un análisis detallado de las ventajas e inconvenientes del enfoque y de 
los distintos instrumentos de intervención pública en la gestión de los recursos naturales, 
sí parece interesante exponer una serie de comentarios generales acerca de estos puntos. 

La principal dificultad que implica la intervención pública en la gestión de los recur-
sos naturales reside en la necesidad de conocer detalladamente las funciones de costes 
que se incluyen en el análisis. En particular, si el organismo regulador pretende diseñar 
instrumentos de intervención que generen resultados socialmente óptimos, debe dispo-
ner de una valoración económica detallada de los costes que el uso y explotación de los 
recursos suponen para la sociedad. Si bien los efectos positivos de los distintos instru-
mentos de intervención permanecen incluso cuando el organismo regulador no dispone 
de información sobre la valoración económica del recurso y de sus costes externos, esta 
valoración es esencial para determinar la escala óptima de intervención. 

Como respuesta a esta problemática, en la siguiente sección se analiza con detalle la 
importancia de la valoración económica de los recursos naturales y se presentan las 
principales técnicas para llevarla a cabo. 

Respecto a las ventajas e inconvenientes de los distintos instrumentos, cabe hacer los 
siguientes comentarios: 

Baumol y Oates (1968) han demostrado que los gravámenes impositivos, compara-
dos con los estándares establecidos sin impuestos, tienden a ser un método de menor 
coste para lograr un estándar dado. 

Los impuestos pueden tener ventajas sobre la definición de estándares en cuanto a 
que suponen incentivos constantes para la adopción de medidas orientadas a reducir los 
costes externos (por ejemplo introduciendo nuevas tecnologías). En una política de 
estándares, si el contaminador cumple con la normativa, no tiene incentivos para intro-
ducir nuevas tecnologías reductoras de este tipo de coste. Sin embargo, en una política 
de impuestos, el agente que causa costes externos siempre tiene un incentivo para intro-
ducir innovaciones que los reduzcan dado que el mismo sigue tributando incluso en caso 
de una utilización socialmente óptima. 

No es evidente cuál de los tres instrumentos supone menores costes administrativos 
y de gestión. La cuestión sólo puede resolverse a través del estudio de los casos concretos. 

El establecimiento de estándares (y su variante de permisos negociables) constituye 
una alternativa superior al establecimiento de impuestos en el caso de que se pretenda 
eliminar totalmente el coste externo por su peligrosidad o por cualquier otro motivo. 
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Los sistemas de permisos negociables tienen una serie de ventajas sobre la simple 
definición de estándares; el coste total que supone la reducción de un determinado nivel 
de coste externo es menor en el primer caso que en el segundo; facilita la entrada de 
nuevos agentes en el sistema; ofrece oportunidades para los agentes que no contaminan. 

Baumol y Oates (1968), Pearce y Turner (1992) y Pezzey (1988) ofrecen un detallado 
análisis del planteamiento de la intervención pública en la gestión de los recursos natura-
les. Para un análisis más profundo de los sistemas de permisos negociables ver Tietemberg 
( 1985) y Ackerman (1977). Para comparaciones entre impuestos y estándares ver Weitzman 
(1974). 

ACCIÓN COLECTIVA EN LA GESTIÓN DE LOS RECURSOS 

En la primera parte de esta sección hemos analizado los dos grandes planteamientos, 
el mercado y la intervención pública, que existen para la solución de problemas de 
ineficiencia en la asignación de los recursos naturales. 

Un planteamiento alternativo, de especial interés en el ámbito de los recursos natura-
les de propiedad común (figura de propiedad dominante en el campo de las aguas subte-
rráneas), es el de la acción colectiva en su gestión. 

Bajo esta forma de gestión, los propietarios o usuarios de un determinado recurso de 
propiedad común o de libre acceso llegan a un acuerdo para adoptar una serie de reglas 
para su uso y explotación con el objefivo de conseguir una asignación más eficiente 
respecto al caso en el que la gestión se rigiera por la ley de la captura. Si los propietarios 
y usuarios cumplen los compromisos adquiridos, mejorará el bienestar de todos ellos 
respecto al escenario en el que no existen reglas conjuntas de utilización del recurso. 

Numerosos autores que se han ocupado del tema consideran que las circunstancias 
en las que usuarios o propietarios en esta situación tienden a colaborar son restringidas 
(ver, p.ej., Smith 1981, y Kumber, 1981) y otros mantienen que la acción colectiva no es 
probable a menos que exista algún tipo de autoridad externa (habitualmente alguna agencia 
de la Administración Pública) que obligue a los usuarios a cumplir los compromisos 
adquiridos (Olson, 1970). 

Esta visión pesimista contrasta, sin embargo, con la existencia de numerosas expe-
riencias en las que la acción colectiva se ha constituido en una forma de gestión eficiente 
de recursos de libre acceso o de propiedad común (ver experiencias en Wade, 1986). 

Si bien parece evidente que esta forma de gestión no es aplicable a la mayor parte de 
los casos de gestión de los recursos naturales, sí parece que existen ocasiones en las que 
es posible aplicarla. En este sentido, Wade (1987) ha analizado una serie de factores que 
parecen influir en la utilidad de esta forma de gestión (tipo de recurso, tipo de tecnología 
empleada, relación entre el recurso y el grupo de usuarios, información disponible...) y 
ha llegado a resultados sorprendentemente optimistas. 
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Según Runge (1986) un buen motivo para tener en cuenta la posibilidad de la acción 
colectiva es que se trata, probablemente, de una alternativa más barata en términos de 
recursos económicos públicos que las otras dos. 

VALORACIÓN ECONÓMICA Y RECURSOS NATURALES 

Si la oferta de recursos naturales fuera ilimitada y su utilización o explotación no 
supusiera coste externo alguno para la sociedad, no existiría ningún problema económi-
co en su gestión. Los individuos utilizarían los recursos en la cantidad y forma que 
desearan sin afectar a la capacidad del resto de los individuos, presentes y futuros, para 
hacer lo mismo. No sería necesario gestionarlos. Esta necesidad de gestión, de toma de 
decisiones racionales sobre usos alternativos, aparece cuando se reconoce que la oferta 
de los recursos es limitada, ya sea en términos de su stock total o en términos del coste de 
extracción o uso de los mismos. Dado que, como hemos visto, los recursos naturales y 
en concreto los recursos hídricos constituyen, en la mayoría de los casos, bienes escasos 
en relación con usos alternativos, es necesario gestionarlos. Cuando el sistema de merca-
do es eficiente en la asignación de un recurso, los individuos toman sus decisiones sobre 
una buena base de información; los bienes son fácilmente identificables, sus característi-
cas conocidas y existe un precio de mercado que, en términos generales, constituye una 
buena aproximación del valor que tiene para la sociedad. Sin embargo, como hemos 
visto, el mercado no siempre constituye un mecanismo de gestión eficiente de los recur-
sos naturales. En estos casos los recursos naturales no tienen precio, o tienen un precio 
que no constituye un buen indicador del valor que el mismo tiene para la sociedad, por lo 
que si la toma de decisiones se lleva a cabo a partir de la información disponible la 
asignación resultante será ineficiente. 

Cuando un recurso tiene un precio de mercado que representa su valor económico 
para la sociedad, los individuos toman sus decisiones en el mercado, comparando su 
disposición a pagar por el mismo con su precio; lo adquirirán si su disposición a pagar es 
mayor que el precio. Esta situación generará una asignación socialmente eficiente del 
recurso. 

La valoración económica se lleva a cabo cuando el sistema de mercado no es eficiente 
en la asignación de los recursos. En estos casos, en los que el recurso no tiene precio o si 
lo tiene no es representativo de su valor, el organismo regulador del uso y explotación 
del mismo necesitará determinar cuál es su valor para la sociedad para tenerlo en cuenta 
en sus decisiones. Si bien en la mayoría de los casos la valoración no influye en las 
decisiones respecto a la utilización de los diversos métodos de intervención pública (im-
puestos, estándares, etc.), sí que constituye un elemento esencial para la determinación 
de la escala de intervención óptima que genere una asignación eficiente. 
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Antes de pasar a describir los principales componentes del valor que un recurso 
natural puede tener para la sociedad y los métodos alternativos para determinarlos, pare-
ce necesario aclarar qué es lo que se hace realmente al "valorar económicamente" un 
recurso natural. Como hemos visto, el valor económico de un bien se mide en función 
de la disposición a pagar por el mismo del conjunto de los individuos; a su vez, la dispo-
sición a pagar refleja las preferencias de los individuos por el bien en cuestión. La valora-
ción económica no es, por tanto, la valoración de un bien en sí, sino una valoración 
antropocéntrica (en términos monetarios, para facilitar la comparación de alternativas) 
de las preferencias de los individuos respecto al mismo. 

COMPONENTES DEL VALOR 

Al analizar el valor económico de un recurso natural conviene, en primer lugar, dis-
tinguir entre el valor de uso, que corresponde a la medida de bienestar que le reporta a la 
sociedad la utilización del recurso de una u otra forma y, en segundo lugar, el valor 
intrínseco del mismo, que recoge aquellas fuentes de valor que no implican una utiliza-
ción propiamente dicha del recurso. 

Definimos por tanto que: 

Valor económico total = Valor de uso total + Valor intrínseco 

Si avanzamos en el desglose de los componentes mencionados, el valor de uso puede, 
a su vez, desdoblare en el valor de uso directo y el valor de uso indirecto, cuya suma 
formaría el valor de uso actual: 

Valor de uso actual = Valor de uso directo + Valor de uso indirecto 

Un elemento adicional del valor de uso de un determinado recurso es el valor de 
opción, que surge como una reserva de uso para un momento en el futuro, al no poder 
contar con seguridad con la existencia futura del recurso considerado. La suma del valor 
de uso directo más el indirecto y el de opción constituye el agregado de valor de uso total. 

Valor de uso total = Valor de uso actual + Valor de opción de uso 

El segundo componente del valor económico total, el valor intrínseco, también de-
nominado valor de existencia, está ligado a valores más inmanentes de los recursos, con 
independencia, parcial o total, de la proyección que sobre ellos tenga el ser humano. Este 
componente del valor dista mucho de tener una aceptación generalizada. 
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Por último, cabe mencionar el concepto de precio opción que surge en condiciones de 
riesgo ante la disponibilidad futura de un recurso (o de la función que puede desarrollar). 
Se define como la suma de la esperanza del excedente del consumidor y del valor de 
opción. 

Precio de opción = esperanza del excedente del consumidor + valor de opción 

Una vez presentados, de forma general, los componentes del valor, se exponen a 
continuación los principales métodos de valoración de las funciones de los recursos 
naturales. 

MÉTODOS DE VALORACIÓN ECONÓMICA Y RECURSOS NATURALES 

De acuerdo con Pearce (1993), existen cuatro grandes categorías de técnicas de eva-
luación económica relacionadas con los recursos naturales. 

MÉTODOS CONVENCIONALES BASADOS EN EL MERCADO 

En estos métodos, la valoración económica de los costes externos de una acción se 
lleva a cabo en función de los precios de mercado o precios sombra (cuando el precio de 
mercado no recoge la escasez del recurso) de las actividades sobre las que repercute. 
Cuando los efectos externos de una acción generan cambios en la calidad o en el precio 
de mercado de los productos a los que afecta, el valor económico de los costes externos 
puede medirse en función de la variación del excedente económico total (suma del exce-
dente del productor y de los consumidores) que genera. 

Dentro de este método pueden distinguirse dos enfoques: 
� El basado en la estimación del coste del impacto, en el que se asocia un coste 

externo con un impacto real cuyo valor puede determinarse en función de los 
precios de mercado o precios sombra. 

� Técnicas del coste de reposición, en las que se valora el impacto de una mejora 
ambiental (coste externo positivo) a partir de los costes que supondría la restaura-
ción de la misma si estuviera en mal estado. 

(Ver ejemplos de aplicación de estas técnicas en U.S. Environmental Protection Agency, 1985). 

MÉTODOS BASADOS EN LAS FUNCIONES DE PRODUCCIÓN DE LAS FAMILIAS 

En estos métodos el elemento fundamental para valorar un impacto ambiental es el 
coste de los bienes sustitutivos o complementarios del mismo. Así, el coste del equipo de 
aislamiento sonoro puede servir como elemento de valoración de un ruido en la fuente, 
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o el coste del viaje a un determinado centro de recreación puede indicar el valor que 
supone la visita al mismo de ese individuo. Existen dos tipos de técnicas dentro de este 
método: 

� Técnicas en las que se determina el valor económico de los costes externos que 
produce una acción en función de los costes de los bienes sustitutivos que la 
anulan (ver Dickie, Gerking y Agee, 1991). 

� Método del coste de transporte, por el que se determina el valor de un activo o 
mejora ambiental en función del coste que supone para los individuos el desplaza-
miento al lugar de visita (ver Willis y Benson, 1988). 

MÉTODOS DE VALORACIÓN HEDÓNICA 

En este tipo de métodos el objetivo es obtener una aproximación del valor de un 
activo para el que no existe un mercado, a través de la evaluación del precio de ese mismo 
activo en circunstancias en las que sí existe un mercado. Así, para valorar económica-
mente el aire puro, se puede acudir a situaciones en las que ese activo se tiene en cuenta 
en circunstancias de mercado, como el de la compraventa de casas o terrenos. Podemos 
distinguir dos grupos de técnicas: 

� Técnicas basadas en los precios de venta, especialmente utilizadas para la valora-
ción de bienes públicos donde se valora el bien en función del valor del mismo en 
circunstancias de mercado (ver p.ej. Brookshire et al. 1982). 

� Técnicas de prima por riesgo, donde, a través del análisis de las primas por riesgo 
en los salarios de los trabajadores, se valora el riesgo que implica una determinada 
acción que tiene costes externos sobre, principalmente, la salud de los individuos, 
(ver p.ej. Marin y Psacharopoulos, 1982). 

MÉTODOS EXPERIMENTALES 

En estos métodos el objetivo es determinar el valor de un activo ambiental a través de 
preguntas a individuos usuarios del mismo. Existen, fundamentalmente, dos grupos de 
técnicas: 

� Técnicas de la valoración contingente, en las que se determina el valor de un 
activo mediante un cuestionario a individuos, en el que se les pregunta su disposi-
ción a pagar por un determinado activo o para prevenir una determinada acción 
y/o su disposición a renunciar a un activo o tolerar una determinada acción (ver 
p.ej. Mitchell y Carson, 1989). 

� Técnicas de preferencias o rankings contingentes, en las que se determina el valor 
de un activo mediante el análisis e interpretación de cuestionarios en los que se 
solicita a los individuos que indiquen sus preferencias respecto a determinadas 
situaciones (ver experiencia en Margat, Viscusi y Huber, 1987). 





CAPÍTULO 3 

LAS PROPUESTAS DE SOLUCIÓN 

En este tercer capítulo se presentan y analizan una serie de políticas, fundamental-
mente económicas, que pueden contribuir a lograr un uso más eficiente y racional del 
agua. Se trata de propuestas de muy distinta índole que tienen en común el hecho de 
abordar la gestión del agua desde el lado de la demanda, con el objetivo de administrar 
los recursos existentes, en contraposición con las políticas tradicionales de gestión del 
agua desde el lado de la oferta, cuyo objetivo fundamental es la satisfacción de la deman-
da mediante la construcción de obras hidráulicas. 

Entre las medidas propuestas se incluyen políticas que pueden llevarse a cabo dentro 
del marco institucional sobre el que se desarrolla la gestión del agua en nuestro país 
(marco que se plasma, básicamente, en la estructura de derechos de propiedad del agua 
y en los instrumentos o instituciones para su asignación), como gran parte de las políti-
cas tarifarias, y medidas que suponen una modificación substancial de este marco, como 
las políticas de utilización del mecanismo de mercado o las propuestas sobre propiedad 
y gestión comunal de las aguas subterráneas. 

El capítulo está estructurado en cinco apartados: 
En el primero se analiza en qué medida el sistema tarifario vigente de los servicios 

del agua contribuye a la consecución de los objetivos definidos, a saber, la eficiencia 
económica y la autofinanciación de los servicios. 

En el segundo se proponen una serie de políticas tarifarias que pueden contribuir a 
mejorar la gestión de los servicios del agua y se analiza la posibilidad de definir un precio 
por el uso del agua en sí. 

En el tercero se presenta una visión general de las políticas de gestión de la demanda 
y conservación del agua. 

En el cuarto se analiza el papel que el mecanismo de mercado puede jugar en la 
asignación de los recursos hídricos. 

En el quinto se analiza la eficiencia en el uso del agua en la agricultura y se proponen 
medidas que pueden mejorar la gestión del recurso en el sector. 
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1. ANÁLISIS DEL SISTEMA TARIFARIO 

CRITERIOS PARA EL ANÁLISIS DE LOS SISTEMAS TARIFARIOS 

Existen numerosos criterios que pueden ser tenidos en cuenta al analizar el sistema 
de tarifación de los servicios del agua: eficiencia económica, autofinanciación, equidad, 
creación de empleo, facilidad de comprensión del sistema, etc. (OCDE, 1987). En el 
ámbito del presente estudio se definen dos objetivos fundamentales: la eficiencia en la 
asignación del servicio, objetivo económico, y la autofinanciación del servicio, objetivo 
financiero. 

El resto de los objetivos, fundamentalmente la contribución a la equidad y en menor 
medida la creación de empleo, actúan como objetivos secundarios supeditados a los 
primeros. Se considera que las políticas tarifarias de los servicios del agua no son, en 
principio, los instrumentos más adecuados para la consecución de objetivos sociales 
dado que existe otro tipo de políticas (por ejemplo políticas fiscales) que pueden alcanzar 
los mismos resultados sin distorsionar el efecto regulador que las tarifas (o precios) tie-
nen sobre el consumo de agua. En todo caso, se considera que todo trato tarifario favo-
recedor con un grupo determinado por razones políticas o sociales que suponga un 
sacrificio de los objetivos definidos debe ser puesto en evidencia y justificado de forma 
explícita en aras de una mayor transparencia del sistema1. 

Se define como objetivo primero y fundamental de los sistemas tarifarios su contri-
bución al uso eficiente del servicio, entendido éste como aquel que maximiza los benefi-
cios económicos netos a la sociedad y que se consigue cuando se iguala el valor marginal 
del servicio en los distintos usos. 

En relación con la eficiencia en los servicios del agua conviene distinguir dos situa-
ciones: 

a) Cuando la cantidad disponible del servicio es Jija, la cuestión fundamental se refiere a su 
asignación entre los usuarios o grupos de usuarios; la asignación es eficiente cuan-
do el valor marginal (para la sociedad) de la última unidad utilizada o consumida 
por cada usuario o grupo de usuarios es la misma. Si los valores son diferentes el 
bienestar general puede mejorarse reasignando parte de los usos con menor valor 
a aquellos con mayor valor. Esto es así porque incluso si algún usuario o grupo de 
usuarios sale perjudicado por la reasignación, el mayor bienestar general hace 
posible que los perjudicados sean compensados de forma que ningún agente sal-
ga perjudicado y al menos alguno salga beneficiado por el cambio. 

1 Esto es, que en el caso de que se decida subvencionar ciertos usos del agua, la subvención debe ser explícita y justifi-
cada, y contemplada, en consecuencia , como un gasto en las cuentas de los organismos públicos que las concedan. 
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b) Cuando la cantidad delservicio es variable, la cuestión fundamental radica en la decisión 
sobre la ampliación de su oferta. En este sentido, una ampliación es económica-
mente eficiente si los beneficios que supone para la sociedad, actualizados a un 
tipo de descuento adecuado, son superiores a sus costes (incluidos los costes de 
oportunidad del capital, los costes de las inversiones, los medioambientales y los 
costes relativos a la renta de escasez del recurso). 

Se establece como objetivo segundo la consecución de la autofinanciación del servi-
cio, que se consigue cuando los ingresos generados por el sistema son suficientes para 
cubrir los costes que implica la prestación del servicio sin necesidad de subvenciones 
externas. Se trata de un objetivo que actúa, básicamente, como una condición necesaria 
en la definición de las políticas tarifarias; es decir, que se trata de un imperativo que una 
vez alcanzado da vía libre para la consecución del objetivo de la eficiencia. 

ANÁLISIS DE LOS SISTEMAS TARIFARIOS DEL AGUA 

A continuación se analiza la contribución del sistema tarifario de cada uno de los 
servicios del agua a la consecución de los objetivos definidos. 

LOS SERVICIOS EN ALTA 

EL SERVICIO DE ABASTECIMIENTO EN ALTA 

El sistema tarifario del servicio, que está constituido fundamentalmente por el canon 
de regulación y la tarifa de utilización del agua, presenta una serie de características que 
llex ran a concluir que, en grandes líneas, no contribuye a un uso eficiente del servicio y 
por tanto a un uso eficiente del agua. 

� Se trata de un sistema tarifario basado en el coste medio y no en el coste marginal. 
De esta forma las tarifas no reflejan el valor y coste que en cada momento tiene el 
servicio para la sociedad. 

� Las tarifas se definen sobre estimaciones de costes y sobre consumos de años 
anteriores que no tienen por qué coincidir con los costes y consumos reales. 

� En relación con la amortización de las obras, el periodo de amortización se fija 
arbitrariamente en 25 años para las obras de regadío y en 50 años para el resto de 
las obras. Estos periodos de amortización no tienen por qué coincidir con la vida 
útil real de las obras (no se hacen estudios caso por caso de la vida útil de las 
instalaciones). 

� Se fija, arbitrariamente, que un 20% de los gastos anuales del organismo gestor no 
son imputables a cánones y tarifas de las obras, por considerarse que son imputa-
bles a actividades relacionadas con la laminación de avenidas que benefician al 
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conjunto de la sociedad. Sin embargo, esta proporción se fija sin analizar la contri-
bución de cada obra a este fin, cuando evidentemente no todas las obras contri-
buyen de igual manera a estos objetivos. 

� Los coeficientes de reparto entre los usuarios de varias paradas se definen tenien-
do en cuenta el factor de garantía a los abastecimientos, o garantía extra de sumi-
nistro a estos usuarios para el futuro. El nivel de garantía es definido por el orga-
nismo gestor, no por el usuario, y sin existir garantías reales de poder cumplirlo en 
el futuro, por el propio carácter estocástico de la oferta de agua. 

� El reparto de los gastos de funcionamiento del organismo gestor se realiza a 
partir de unos coeficientes de reparto entre los diferentes usuarios, coeficientes 
que determina el Organismo de cuenca a partir de una estimación del beneficio 
total que cada uno de los grupos de usuarios de la cuenca obtiene del consumo de 
agua, criterio también sumamente arbitrario. 

� En la mayor parte de los casos la tarifa se establece, para los regantes, en función 
de la superficie susceptible de ser regada y no del volumen de agua consumida, lo 
que supone que el usuario no tiene incentivo alguno para el ahorro y el uso racio-
nal del recurso. 

� Muchas obras de regulación están dimensionadas para usos superiores a los actuales, 
lo que supone que no todas las cuantías pueden imputarse a los usuarios actuales, o 
para usos mixtos, en los que resulta difícil identificar a los usuarios directos. 

� En el caso de los regadíos tradicionales, anteriores a la puesta en funcionamiento 
de las obras de regulación, son muchos los que se benefician de las obras y no 
pagan canon o tarifa alguna, por la dificultad de demostrar que se benefician de 
las mismas. 

EL SERVICIO DE SANEAMIENTO EN ALTA 

El principal problema del sistema tarifario de saneamiento en alta (que se materializa 
en el canon de vertidos) radica en que sólo se aplica a los vertidos autorizados y no a los 
vertidos realmente realizados. En teoría, todo vertido no autorizado, por su excesiva 
carga contaminante o su peligrosidad, está prohibido y de realizarse está sujeto a sancio-
nes económicas. Sin embargo, las sanciones son, en la mayoría de los casos, inferiores al 
coste total que supone depurar los vertidos hasta conseguir que sean autorizados y pagar 
el canon por su vertido al dominio público hidráulico. Esto hace que no se incentive a los 
responsables de los vertidos a entrar en la legalidad. 

Por otro lado, la estructura del canon es tal que no incentiva la depuración previa de 
los vertidos autorizados. Esto es, que los beneficios que se derivan del menor importe 
del canon por la depuración previa de los residuos son inferiores a los costes que supo-
nen los procesos de depuración. A esto hay que añadir que, como mantiene Caries (1997), 
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el valor provisional de la unidad de contaminación (500.000 pts) vigente hasta la aproba-
ción de los planes de cuenca, y que hace referencia al coste que supone la depuración de 
la unidad de contaminación, es muy inferior al coste real de depuración. Esto hace que el 
canon no refleje el coste real del servicio, ni tampoco el marginal, evidentemente, lo que 
no incentiva un uso eficiente del servicio; el precio es excesivamente bajo, lo que supone 
una cantidad demandada por encima de lo deseable y, en consecuencia, un sobredimen-
sionamiento de la oferta del servicio o una sobreexplotación y contaminación de los 
recursos hídricos. 

Por otro lado, los estándares y la cuantía del canon se establecen independientemente 
de la calidad de la masa de agua que recibe el vertido. Esto supone un desincentivo 
constante para los usuarios pues, por ejemplo, puede darse el caso, como así ocurre en la 
ciudad de Córdoba, según EMACSA, que la calidad del agua depurada vertida siguiendo 
los estándares definidos sea superior que la calidad del agua recibida en alta y que la 
calidad del agua del río que recibe los vertidos; si se mejora la calidad del recurso ¿por 
qué pagar un canon por su vertido? 

El sistema tarifario del servicio no incentiva, por tanto, la legalización de los residuos 
no autorizados ni tampoco los procesos de depuración previa de los vertidos sujetos al 
sistema. 

LA RECUPERACIÓN DE COSTES DE PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS EN ALTA 

Al analizar la capacidad del sistema tarifario de los servicios en alta (abastecimiento y 
saneamiento) para generar ingresos que permitan recuperar los costes que supone la 
prestación de los mismos, conviene tener presente el sistema de financiación y recupera-
ción de costes de las inversiones en obras hidráulicas a cargo de la Administración, obras 
que constituyen los elementos esenciales para la prestación de estos servicios. 

En las obras o actuaciones en cuencas intercomunitarias o en obras catalogadas como 
de interés general, la financiación de las inversiones corre a cargo directo de la Adminis-
tración del Estado. Los gastos que suponen el mantenimiento y explotación de las obras 
corren a cargo de las Confederaciones Hidrográficas, que a su vez reciben apoyo finan-
ciero del Estado para el cumplimiento de estos fines a través de transferencias anuales 
con cargo a presupuestos. Los ingresos que se derivan del sistema tarifario de los servi-
cios son recaudados y gestionados por las Confederaciones, que los utilizan para finan-
ciar sus gastos. Constituye, el sistema, en grandes líneas, un mecanismo de transferencia 
diferida de fondos de la Administración Central a las Confederaciones Hidrográficas, 
dado que es el Estado el que financia las inversiones y mantenimiento de las obras hi-
dráulicas (no ocurre lo mismo con los gastos de explotación) mientras que son las Con-
federaciones las que reciben las compensaciones a estos gastos a través de los cánones y 
tarifas facturados a los usuarios de las obras. 
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En las obras que no sean consideradas de interés general y que estén ubicadas en 
cuencas intracomunitarias, la financiación corre a cargo de la Administración Autonómi-
ca con posible participación de la Administración Central, y los ingresos derivados de 
tarifas y cánones son recaudados por los Organismos de cuenca, que dependen funda-
mentalmente de las Comunidades Autónomas. 

Para el análisis del grado de recuperación de costes del sistema tarifario he analizado, 
a modo de ejemplo, las cuentas de la Confederación Hidrográfica del Guadalquivir (CHG) 
en el periodo 1991-1996. 

Es necesario recordar que el régimen económico-financiero de la Ley de Aguas de 
1985 establece que los ingresos generados por el sistema tarifario deben ser suficientes 
para cubrir los costes de mantenimiento y explotación de las obras y del organismo de 
cuenca y la amordzación anual de las inversiones. 

En el cuadro 1 se presentan los valores de distintos conceptos de inversiones, gastos 
e ingresos tarifarios de la CHG en el periodo mencionado obtenidos de las cuentas 
anuales del organismo. En la primera columna se muestra el valor anual de las inversio-
nes del Estado en obras hidráulicas en la Cuenca Hidrográfica del Guadalquivir. En la 
segunda columna se presenta una aproximación del valor a amortizar cada año en con-
cepto de inversiones, que se calcula sumando el 4% de las inversiones de cada año, desde 
el año 1986. Se trata de una estimación a la baja dado que son valores no actualizados2 y 
dado que no se tiene en cuenta la amortización de obras anteriores a 1986. 

C u a d r o 1 

I n v e r s i o n e s , g a s t o s e i n g r e s o s t a r i f a r ios d e la C o n f e d e r a c i ó n de l G u a d a l q u i v i r 

( 1 9 9 1 - 9 6 ) (en m i l l o n e s d e p e s e t a s ) 

Inversiones Amort ización Gastos Total gastos Total gastos Ingresos 

anual C H G imputables a cubrir via tarifarios 

inversiones al periodo tarifas 

1991 21.262 4.048 3.951 7.999 6.399 3.207 
1992 17.604 4.752 4.313 9.065 7.252 3.732 
1993 27.962 5.871 3.978 9.849 7.879 3.048 
1994 21.599 6.735 4.718 11.453 9.162 3.967 
1995 27.614 7.839 5.442 13.281 10.625 4.224 

1996 31.938 9.117 5.612 14.729 11.783 4.471 

Total 147.979 38.361 28.014 66.375 53.100 22.649 

De acuerdo con el régimen económico f inanciero de la LA de 1985, las anual idades de amort ización de las obras se 
actualizan con lo que exceda del 6 % del interés legal del d inero en el año. 
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En la tercera columna se muestran los gastos anuales de la Confederación Hidrográfica 
que incluyen fundamentalmente gastos de personal (aproximadamente el 80% del total) 
y otros gastos corrientes (15%). En la cuarta se presentan los gastos anuales imputables 
al periodo, como suma de las amortizaciones y los gastos anuales (suma de la segunda y 
tercera columna). En la quinta columna se muestra una estimación de los gastos a cubrir 
anualmente con ingresos tarifarios, suma de las amortizaciones de las inversiones, y los 
gastos anuales de la Confederación (cuarta columna) restando un 20% de la cuantía no 
imputable a cánones y tarifas por considerarse que benefician al conjunto de la sociedad. 
Por último, en la sexta columna se presentan los ingresos derivados de la aplicación del 
sistema tarifario en la Confederación, formados básicamente por los ingresos del canon 
de vertidos, capítulo 3 del presupuesto del organismo, y los derivados de la tarifa de 
utilización del agua y el canon de regulación, operaciones comerciales en el presupuesto 
de la Confederación. 

En el cuadro 2 se presenta una serie de ratios que pueden dar alguna idea sobre el 
grado de autofinanciación de los servicios. 

Cuadro 2 

Ratios de ingresos tarifarios sobre gastos e inversiones de la Confederación 

Hidrográfica del Guadalquivir (1991-96) 

Ingresos Ingresos Ingresos tarifas/gastos Ingresos 
tarifas/gastos totales tarifas/gastos a generales (sin amort. tarifas/inversiones 

periodo cubrir vía tarifas inversiones) + gastos 
1991 0,40 0,50 0,81 0,15 
1992 0,41 0,51 0,87 0,21 
1993 0,31 0,39 0,77 0,11 
1994 0,35 0,43 0,84 0,18 
1995 0,32 0,40 0,78 0,15 
1996 0,30 0,38 0,80 0,14 
Total 0,34 0,43 0,81 0,15 

De los resultados de la primera columna se desprende que los ingresos generados por 
el sistema tarifario sólo permiten recuperar en el periodo 1991-1996 el 34% de los gastos 
que, según el sistema tarifario definido, supone la prestación de los servicios del agua en 
alta. De la segunda columna se desprende que los ingresos derivados del sistema sólo 
cubren un 43% de los gastos que deben ser recuperados vía tarifas (que no incluyen el 
20% no atribuibles a cánones y tarifas). De la tercera columna se deduce que los ingresos 
tarifarios permiten recuperar un 85% de los gastos anuales de explotación, gestión y 
administración de la Confederación. Finalmente, los resultados de la cuarta columna 
muestran el escaso papel que los ingresos anuales vía tarifas pueden tener en la financia-
ción anual de las inversiones y gastos necesarios para la prestación de los servicios del 
agua. 
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Así, los ingresos del sistema tarifario permiten recuperar únicamente los costes de 
gestión y administración que supone la prestación de los servicios en alta, pero no son 
suficientes para amortizar las inversiones necesarias para la prestación de los mismos. De 
lo anterior puede argumentarse que los servicios están subvencionados en la parte co-
rrespondiente a inversiones en obras hidráulicas necesarias para su prestación. 

Estos resultados concuerdan con los obtenidos por otras estimaciones (Llanos, 1996) 
y por la propia Memoria del Plan Hidrológico Nacional de 1993, que reconoce que los ingre-
sos generados vía tarifas no llegan a cubrir ni siquiera los costes de personal asignados a 
esas funciones3. 

Una de las razones que explican que el sistema tarifario no genere los ingresos sufi-
cientes para cubrir los costes que supone la prestación de los servicios reside en el propio 
diseño del sistema: no se imputan a cánones y tarifas todos los costes que realmente 
suponen los servicios (como las reposiciones de los servicios afectados que mejoran el 
nivel de los preexistentes) (Alcaraz, 1996); se realizan obras "de emergencia" cuyos cos-
tes no se repercuten a los usuarios; muchas obras de regulación están sobredimensionadas 
(es decir, fueron definidas para usos superiores a los que realmente se realizan) por lo 
que la elaboración de las tarifas sobre los usos reales (no a los teóricos) provoca que las 
exacciones facturadas no permitan recaudar más que una parte de los costes incurridos; 
las anualidades de amortización de las obras sólo se actualizan con lo que exceda del 6% 
del interés legal del dinero en cada año, etc. 

Sin embargo, otra razón muchas veces olvidada radica en el deficiente sistema de 
recaudación y gestión de las exacciones que motiva que una cosa sea lo que se factura en 
concepto de cánones y tarifas y otra muy diferente lo que realmente se recauda. En la 
práctica, el complicado y largo proceso de definición, reclamación (administrativa y judi-
cial) y recaudación de las exacciones, y los problemas jurídicos que plantean algunas de 
ellas, en particular el conflictivo canon de vertidos, hace que muchas exacciones se den 
de baja o tarden largos periodos en recaudarse. A esto se une el hecho de que, por lo 
general, los deudores no hacen frente a los intereses que se derivan de la demora en los 
pagos4. 

LOS SERVICIOS URBANOS DEL AGUA 

El sistema de tarifación de estos servicios se plasma generalmente en la tarifa de 
abastecimiento o suministro, por el servicio de abastecimiento, y en la tasa de sanea-

1 De acuerdo con la Memoria de dicho Plan, las condiciones tarifarias que se aplican en la actualidad suponen una 
subvención del 40 por ciento de los costes que suponen derivados de los servicios en alta. 

4 Más informac ión sobre esta cuest ión en M O P M A (1994), estudio de uso interno, no publ icado, real izado por la 
Dirección General de Sistemas de Información y Control de Gest ión y Procedimientos del Minister io de Obras 
Públicas, Transportes y Medio Ambiente, y I J anos (1996). 
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miento o depuración, que hace referencia al servicio de alcantarillado y al servicio de 
depuración cuando éste se presta5. 

Existe una gran diversidad de estructuras tarifarias de estos servicios, cuya compleji-
dad y grado de desarrollo suelen ir en consonancia con el tamaño de la población servi-
da; los más sencillos son los sistemas de tarifas planas independientes del volumen con-
sumido o vertido, que sólo subsisten en ciertos municipios de tamaño muy reducido; 
más desarrollados son los sistemas tarifarios volumétricos lineales, característicos tam-
bién de pequeños pueblos o ciudades, los sistemas con cuota de entrada y tarifa volumétrica 
lineal en función del volumen consumido o vertido (como en Burgos y Santander), los 
sistemas con cuota fija y tarifas por bloques crecientes de consumo o vertido (como en 
Cádiz) y los sistema con cuota fija y tarifas por bloques crecientes de consumo con 
discriminación entre distintos tipos de usuarios, característicos de grandes núcleos de 
población (Madrid, Barcelona, Sevilla, Córdoba...). Aparte de las mencionadas tarifas de 
abastecimiento y depuración, las facturas del agua pueden incluir conceptos como el 
alquiler del contador (como ocurre en Albacete o Logroño), o los recargos, cánones o 
complementos que algunos municipios cobran para sufragar los gastos de infraestructuras 
en la red de abastecimiento y depuración incurridas durante periodos anteriores por 
causa de la sequía (como en Sevilla). Por otro lado, algunos municipios tienen tarifas 
especiales bonificadas para ciertos tipos de usuarios: para familias numerosas en Madrid; 
para familias con ingresos inferiores a 62.700 pts en Badajoz; pensionistas con ingresos 
reducidos en Almería; desempleados en Zaragoza, etc. (OCU, 1997, AEAS, 1996, y Maeztu, 
1997). 

Para la definición de las tarifas anuales en los sistemas tarifarios volumétricos se esti-
ma, en primer lugar, el coste total del servicio para ese año (compuesto por el coste del 
agua en alta, las amortizaciones y los gastos de funcionamiento). En los casos con tarifas 
lineales, se divide este coste entre el volumen estimado de m3 a facturar y se obtiene la 
tarifa por m3 abastecido. En los sistemas con cuota fija y tarifa variable, la cuota fija se 
calcula como el cociente entre el coste total que hace referencia a gastos fijos (costes de 
conexión) y el número de usuarios del servicio; de esta forma se obtiene una cuota media 
que se aplica directamente a cada usuario o se corrige en función del diámetro de la 
acometida. Para el cálculo de la parte variable o volumétrica de la tarifa se divide la parte 
del coste total restante (después de sustraer la parte correspondiente a la cuota fija) entre 
una estimación de los m3 a facturar. De esta fjorma se obtiene la tarifa media que se aplica 
directamente en los sistemas de tarifas constantes, o bien se le aplican unos coeficientes 

1 En el recibo del agua pueden facturarse ambos conceptos (alcantarillado y depuración) de forma independiente (como 
en Ixr ida y Sevilla), agruparse en un epígrafe común (como en Càceres y Guadalajara) o es posible que el servicio de 
alcantari l lado no lo pague el usuario en el recibo del agua sino de otra manera como ocurre en Bi lbao (donde se 
establece en función del valor catastral del inmueble) OCU, 1997. 
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ponderadores crecientes por bloques de consumo en los sistemas de bloques crecientes, 
y por upo de usuario (industrial, doméstico, municipal y servicios) en los sistemas con 
discriminación sectorial, y se obtiene la estructura tarifaria definitiva. 

La definición de la estructura tarifaria de la tasa de saneamiento se realiza de forma 
análoga a la definición de la tarifa de abastecimiento, utilizando el volumen de agua a 
facturar por el servicio de abastecimiento como proxi del volumen de agua vertida a la 
red de alcantarillado para su depuración (no se tiene en cuenta, por tanto, el contenido de 
los vertidos). 

CONTRIBUCIÓN A LA EFICIENCIA ECONÓMICA 
LA TARIFA DEL SERVICIO DE ABASTECIMIENTO 

Los sistemas tarifarios en los que el servicio es gratuito, las tarifas son planas o no 
volumétricas, no incentivan, en modo alguno, el uso eficiente y racional del agua. El 
usuario no tiene incentivos económicos para reducir su consumo de agua. 

Los sistemas tarifarios volumétricos incentivan un uso más eficiente del recurso que 
los sistemas no volumétricos. Entre estos sistemas los más eficientes son los sistemas con 
cuota fija en función del diámetro de la acometida y con tarifas volumétricas crecientes por 
bloques de consumo. Para ello es necesario que los distintos bloques y sus correspondien-
tes tarifas se definan en función de la elasticidad precio de los distintos usuarios. 

En la práctica, sin embargo, estos coeficientes ponderadores se establecen, por lo 
general, "a ojo" atendiendo más a criterios políticos que a criterios económicos. En el 
caso del abastecimiento doméstico los bloques sí parecen ser función de las elasticidades 
(a mayores niveles de consumo, menor elasticidad precio), lo que implica que el sistema 
tarifario incentiva un uso eficiente del recurso. Esta relación es menos evidente en el 
consumo industrial y en los servicios, en los que no parece cierto que los mayores consu-
midores sean menos sensibles al precio; si no incentivan un uso eficiente del recurso, sí 
es evidente que los sistemas por bloques crecientes establecidos con criterios no econó-
micos incentivan, en todo caso, el ahorro del agua. 

Conviene resaltar que en ciertas estructuras tarifarias no existe cuota fija pero sí un 
"consumo mínimo" que se factura con independencia de que se haya consumido o no. 
Cuando esta cantidad es elevada (como en el caso de Santander donde se establece en 
160 m3 anuales o Soria con 120 m3 al año) este sistema tarifario se convierte en un 
elemento desfavorable para el uso racional y el ahorro de agua, dado que en ese margen 
de consumo los usuarios no tienen incentivos para ahorrar agua. 

Un estudio sobre el precio del agua en las distintas capitales de provincia españolas 
realizado por la OCU (1997) revela que, en media, se observa que a medida que aumenta 
el consumo de agua aumenta el precio del m3 del recurso, lo que supone un incentivo al 
ahorro de agua (esto es fruto de los sistemas tarifarios por bloques crecientes). Sin em-



AGl 'A Y ECONOMÍA: hacia una gestión racional de un recurso básico. 1 7 5 

bargo también se constata que en ciertas ciudades (por ejemplo en Palma de Mallorca) 
sale proporcionalmente más barato, en términos de precio del m3 de agua, consumir 175 
m3 al año que 75 m3. Esto es consecuencia de la importancia que la parte fija indepen-
diente del consumo tiene en las facturas, lo que evidentemente reduce la acción disuasoria 
que los sistemas tarifarios mencionados tienen sobre el consumo de agua. 

La discriminación tarifaria por tipo de uso (industriales, domésticos, servicios, muni-
cipales) puede suponer, de realizarse conforme a la regla de la inversa de la elasticidad, un 
sistema que promueva la eficiencia en la asignación del servicio. Sin embargo, en la 
práctica, los coeficientes ponderadores a los diferentes usos se establecen muchas veces 
en función de criterios no económicos sino más bien políticos lo que genera asignacio-
nes ineficientes. Destacan, en este sentido, las desmesuradas bonificaciones que sin justifi-
cación económica alguna disfrutan los usos municipales del agua. 

Por otro lado, es habitual que las subidas tarifarias anuales (las tarifas las aprueban 
anualmente distintos organismos de las Comunidades Autónomas) se repercutan entre 
los distintos usos y bloques de consumo en función de las circunstancias políticas del 
momento, sin tener en cuenta la lógica económica. Esto supone, evidentemente, una 
pérdida de eficiencia en el uso y la asignación. 

Otro aspecto criticable reside en el hecho de que las tarifas se definen sobre estimaciones 
anuales de consumos y costes, lo que motiva que las variaciones en el coste de prestación del 
servicio y del valor relativo del recurso, provocados, por ejemplo, por cambios climáticos 
durante el año, no puedan ser repercutidos en las tarifas, lo que hace que las mismas no 
transmitan señales reales sobre el coste del servicio y la escasez del recurso. 

Por otro lado, estas estructuras tarifarias no reflejan, por lo general, los diferentes 
costes del servicio y el diferente valor que el recurso tiene a lo largo del año. No parece 
lógico, desde un punto de vista de la eficiencia, que en una ciudad como Córdoba, el 
precio de un m3 de agua el 25 de julio sea el mismo que el de un m3 el 25 de diciembre 
cuando, evidentemente, los costes de prestación y el valor del agua en las dos fechas no 
son los mismos. 

LA TASA DE SANEAMIENTO DE LOS SERVICIOS DE ALCANTARILLADO Y DEPURACIÓN 

Los comentarios realizados sobre la contribución a la eficiencia del sistema tarifario 
del servicio de abastecimiento son aplicables, grosso modo, al caso del sistema tarifario del 
servicio de depuración y alcantarillado. Existen, sin embargo, ciertas diferencias. 

En primer lugar, los costes del servicio de depuración son más constantes y previsi-
bles en el tiempo que los costes del servicio de abastecimiento dado que no dependen 
tanto de factores aleatorios como las precipitaciones o la temperatura. En este sentido, 
las tarifas definidas sobre estimaciones de costes del servicio de depuración suelen ser 
más precisas que las tarifas de abastecimiento. 
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Por otro lado, conviene tener presente que para definir las tarifas de saneamiento se 
utiliza como variable proxi el consumo de agua del servicio de abastecimiento urbano, 
corregido en ciertas ocasiones por un coeficiente que recoge la parte de agua abastecida 
que no es vertida a la red de alcantarillado. Si el volumen facturado en el abastecimiento 
puede ser un buen indicador del volumen vertido6, no lo es tanto del contenido del 
mismo. Así, si para el consumo doméstico la carga contaminante del vertido tiende a ser 
homogénea en el conjunto de los usuarios, para el resto de los consumos, y en especial 
para el sector industrial, la carga contaminante de los procesos productivos y en conse-
cuencia el coste de depuración del agua varía enormemente. En este sentido, el sistema 
tarifario, al no tener en cuenta la carga contaminante de los vertidos, no incentiva ni la 
adopción de tecnologías y comportamientos poco contaminantes ni su depuración pre-
via, y penaliza relativamente a los usos poco contaminantes. Como veremos más adelan-
te, la falta de incentivos y de control hace que muchas empresas utilicen la red de alcan-
tarillado como vertedero para todo tipo de sustancias. 

RECUPERACIÓN DE LOS COSTES DEL SERVICIO 

De acuerdo con un estudio realizado por la AEAS (1996) únicamente el 16% de los 
municipios españoles, principalmente núcleos de población pequeños y con gestión 
municipal del agua, subvencionan los servicios del agua. Es decir, de acuerdo con el 
estudio, el 84% de los municipios recuperan, vía tarifas, los costes que supone la presta-
ción de los servicios del agua. 

Cuadro 3 

Precio del agua en las capitales de provincia en España en 1996 

Consumo bajo Consumo medio Consumo alto 

(75 m3/año)7 (175 m3/año) (300 m3/año) 

Precio medio m3 127 pts 111 pts 118 pts 

Factura media anual 9.541 pts 19.160 pts 35.319 pts 

Ciudades más Melilla (24 pts/m3) Melilla (15 pts/m3) Melilla (16 pts/m3) 

baratas Valladolid (47 pts/m3) Huesca (46 pts/m3) Huesca (54 pts/m3) 

Ciudades más caras Palma de Mallorca Las Palmas de Gran Las Palmas de Gran 

(263 pts/m3) Canaria (244 pts/m3) Canaria (310 pts/m3) 

' S iempre que todo el agua consumida provenga del servicio de abastecimiento y no de otras fuentes como las aguas 
subterráneas o las captaciones directas de cursos fluviales. 
El consumo bajo es el que podria corresponder a una persona que vive sola; el consumo medio a una familia de 4 o 5 
miembros sin jardín; el consumo alto a una familia numerosa o con gastos de agua extra (jardín, negocio...). 
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Estos resultados no parecen coincidir con los obtenidos en el mencionado estudio de 
la OCU sobre el precio del agua en las capitales de provincia del país; en éste último 
estudio se comparan los precios medios del agua en los distintos municipios para tres 
niveles de consumo (bajo, medio y alto) y se obtienen los resultados que se muestran en 
el cuadro 3. 

Del estudio se desprende que existen diferencias muy importantes en el precio del 
agua en las distintas ciudades analizadas. Por ejemplo, para un consumo medio de 175 
mVaño, mientras en Ceuta el m3 de agua cuesta 15 pts (únicamente un 13% del precio 
medio en España) en Las Palmas de Gran Canaria cuesta 244 pts (un 221% más caro que 
la media). 

Es evidente que parte de estas diferencias puede atribuirse a las diferencias de costes 
en la prestación de los servicios, por las distintas condiciones orográficas o climáticas de 
las zonas, o el distinto grado de complejidad del sistema de potabilización y transporte 
de agua, pero también es evidente que otra parte muy importante debe atribuirse a un 
sistema de subvenciones implícitas al consumo de agua, en especial cuando la gestión de 
los servicios corre a cargo directo de los ayuntamientos. De hecho, el estudio revela 
diferencias en el precio del agua en función del tipo de gestión de los servicios. Cuando 
la gestión corresponde a una empresa, ya sea municipal, mixta o privada, el precio del 
agua es un 30% más elevado que cuando la gestión la realiza el propio ayuntamiento8. 
En este sentido, estos resultados parecen indicar que el grado de autofmanciación de los 
servicios vía tarifas es considerablemente menor que el estimado por la AEAS. 

Por otro lado, al analizarse el grado de autofinanciación de los servicios, debe tenerse 
en cuenta que: a) las plantas de depuración, principal componente del coste de los servi-
cios de depuración, han recibido importantes ayudas económicas de la Administración 
en los últimos años, a través, por ejemplo, del Plan Nacional de Depuradoras de 1995, y 
estos costes evidentemente no corren a cargo de los usuarios sino a cargo de los contri-
buyentes, y b) como hemos visto en el apartado anterior, el agua en alta que reciben los 
municipios está fuertemente subvencionada, y el coste real de la misma no lo pagan 
tampoco los usuarios en su facturas. 

H Es importante tener en cuenta que los costes a cubrir con tarifas son distintos según la gest ión del servicio sea pública 

o privada (bajo concesión). Básicamente, en los primeros no se considera ninguna retribución del capital o de los 
recursos propios (innecesaria, al coincidir, se supone, los propietarios con los usuarios) y no se practica la amort ización 

técnica, es decir la depreciación de las instalaciones. Los gastos a imputar para la est imación de las tarifas se l imitan, por 
tanto, a los que salen de caja cada año, a saber, los gastos generales de explotación, la amort ización financiera (devolu-
ción anual del principal de prestamos recibidos), los gastos financieros (de préstamos y emprést i tos para las inversio-

nes realizadas) y las inversiones reales financiadas directamente con ingresos ordinarios. 
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EL SERVICIO DE DISTRIBUCIÓN DE AGUA ENTRE LOS REGANTES 

Las Comunidades de Regantes, entidades de derecho público adscritas a los Organis-
mos de cuenca, realizan el servicio de distribución del agua recibida en alta entre los 
agricultores de zonas regables. 

Por este servicio facturan unas "derramas" o "cánones" a los comuneros, derramas que 
se establecen, en general, por hectárea regada o susceptible de serlo, o en los pocos casos 
en los que la Comunidad dispone de caudalímetros individuales, por m3 consumidos. En 
este último caso, las tarifas pueden ser lineales - en las que todos los m3 consumidos se 
cobran al mismo precio - o binómicas, donde para cada tipo de cultivo se define un 
volumen normal de consumo que se factura a una tarifa base mientras que los volúmenes 
superiores o inferiores se facturan a unas tarifas con recargos y reducciones respectiva-
mente. 

Las derramas se establecen generalmente al principio de las campañas de riego, cuando 
ya se sabe el agua concedida por la Confederación, y se calculan dividiendo el valor 
estimado de gastos que supone la prestación del servicio (constituidos, básicamente, por 
gastos de explotación y mantenimiento de la Comunidad y por los pagos de la Comunidad 
al Organismo de cuenca por el agua suministrada en alta) entre el número de hectáreas de 
la zona regable o el número de m3 a facturar, en los casos en los que existen caudalímetros. 

ANÁLISIS DE SU CONTRIBUCIÓN A LA EFICIENCIA EN EL USO DEL AGUA 

El sistema tradicional y más extendido de tarifas por hectárea regada o susceptible de 
serlo, independientemente del consumo, constituye un sistema que incendva el despilfa-
rro del recurso. Los usuarios no pagan en función del agua utilizada, lo que supone que, 
a la hora de elegir sus métodos de riego, no tienen en cuenta el coste del agua, y eligen 
aquellos sistemas más económicos, como el riego por gravedad o por encharcamiento, 
que son los más derrochadores. Por otro lado los usuarios no tienen incentivo alguno 
para no utilizar el agua que les corresponde si no la necesitan, por miedo a perder sus 
derechos en el futuro (así, son frecuentes los riegos de terrenos sin cultivar). 

En las Comunidades que cuentan con contadores individuales de consumo, las tari-
fas binómicas, definidas en función del consumo, incentivan un uso eficiente del recurso. 
Los agricultores tienen incentivos para no usar más agua de la que se considera normal 
para cada cultivo así como para introducir nuevos sistemas de riego que reduzcan las 
necesidades hídricas de los cultivos y de esta forma los gastos tarifarios por el agua 
consumida. 

Desafortunadamente, los sistemas tarifarios volumétricos siguen siendo una excep-
ción y se calcula que tan sólo un 3% del uso total del agua en regadíos está tarifado por 
este tipo de sistemas (Caries, 1997). 
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RECUPERACIÓN DE COSTES DEL SERVICIO 

Las derramas facturadas por el servicio deberían, en teoría, generar los ingresos sufi-
cientes para cubrir los costes que supone la prestación del mismo. Sin embargo, existe un 
problema de impagos y retrasos en los pagos que hace que, en la práctica, los ingresos 
sean, en la mayoría de los casos, muy inferiores a los costes. 

Son varias las razones que explican lo anterior: en primer lugar, al facturar, en general, 
por superficie regada o susceptible de serlo, todos los propietarios de las tierras ubicadas 
en las zonas regables deben pagar las derramas, hagan o no uso del agua. Si no pagan, la 
Comunidad puede suspender el suministro de agua al moroso. Sin embargo, muchos 
propietarios no utilizan las tierras con fines agrícolas, o disponen de pozos para el abas-
tecimiento, lo que provoca que la amenaza de corte no tenga el efecto deseado. Ante 
estos casos las Comunidades suelen demandar a los deudores por la vía administrativa, lo 
que alarga enormemente el proceso y en muchos casos no llega nunca a resolverse. 
Fruto de esta circunstancia, las cuentas por impagos ascienden, en muchas comunida-
des, a cientos de millones de pesetas (en la Comunidad de Regantes del Guadalmellato, 
analizada en el primer capítulo, las cuentas a cobrar superaban los 100 millones de pese-

Por otro lado, en las épocas de sequía, las restricciones en el abastecimiento en alta 
hacen que el volumen de agua suministrado a los comuneros no sea suficiente para la 
producción normal de las cosechas programadas. Si bien las cuotas o derramas factura-
das en estos años son inferiores a las normales (se mantienen ciertos gastos fijos de la 
comunidad pero se reducen los gastos en compra de agua y otros gastos variables), los 
agricultores no pueden o alegan no poder hacer frente a las mismas por la ausencia de 
ingresos, lo que genera largos retrasos en los pagos o simplemente el impago de las 
cuotas. 

Ante estas situaciones de impagos y retrasos en los pagos de los comuneros, las 
Comunidades de Regantes retrasan sus pagos a las Confederaciones lo que, en último 
término, supone una mayor subvención del uso agrario del agua. 

ANÁLISIS DEL SISTEMA TARIFARIO GENERAL 

De lo analizado hasta el momento se desprende que el sistema tarifario de los servi-
cios del agua no incentiva el uso eficiente del recurso, y en general no permite recuperar 
los costes que supone la prestación de los servicios. 

Aparte de lo anterior, el sistema tarifario de los servicios del agua tiene, a mi entender, 
dos condicionantes que limitan su capacidad para fomentar e incentivar un uso eficiente 
y racional del agua: 1) sólo se aplica a ciertos usos del agua y 2) no tiene en cuenta el coste 
de oportunidad del uso del agua. 
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ÁMBITO DE APLICACIÓN 

En primer lugar, el sistema tarifario está definido de forma que sólo se aplica a ciertos 
usos del recurso (usos urbanos, agrarios, industriales, e hidroeléctricos posibilitados por 
obras de regulación financiadas a cargo de la Administración Pública); el resto de los 
usos, en particular la práctica totalidad de los usos de aguas subterráneas, los usos de 
agua en regadíos tradicionales y los usos de aguas superficiales posibilitados por la regu-
lación privada, quedan fuera del sistema tarifario. 

Esto supone que, según las estimaciones realizadas por distintos autores, cerca del 
40% del uso consuntivo del agua en España no es objeto del sistema tarifario del recurso 
(cuadro 4). 

Cuadro 4 

Usos consuntivos del agua en España 

Propiedad 
de las aguas 

Disponibilidad Usos Obj. sistema 
tarifario 

% sobre 
total 

Privada Por e s fue rzo 

pr ivado 

Regad íos aguas 

subter ráneas 

N o 2 0 % 

Abas tec imien tos 
Po r serv ic ios u rbanos , industr ias y Sí 6 0 % 

Pública públ i cos regad íos púb l i cos 

Regad íos h is tór icos N o 1 0 % 
Por e s fue rzo 

p r i vado 
Regad íos N o 1 0 % 

100% 
Fuente : Mas ip (1995), Caries (1995) y e laboración propia . 

La razón para que esta importante parte del uso del recurso esté fuera del sistema 
tarifario radica en que se entiende que se trata de usos posibilitados por un esfuerzo 
privado y no por una intervención pública; es decir que se considera que todos los costes 
que hacen posible el uso de ese agua (costes de regulación previa y depuración posterior) 
recaen sobre el agente que la utiliza. Así, se entiende que mientras el uso del agua en los 
regadíos de promoción pública o en los domicilios es posible gracias una intervención 
previa de un organismo público o privado (bajo concesión), intervención que tiene un 
coste y que debe ser sufragado por los usuarios, el uso de aguas subterráneas o de aguas 
superficiales provenientes de embalses privados es posible gracias a un esfuerzo privado 
que no supone coste alguno para la Administración Pública y para la sociedad, y que por 
tanto no es necesario compensar. En cuanto a los regadíos históricos el problema es de 
otra índole, ya que se considera que los usuarios de los mismos tienen derechos históri-
cos de uso que deben respetarse. 
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Sin embargo, estos usos que se encuentran fuera del sistema tienen unos costes reales 
para la sociedad que deben ser reconocidos y, si se mantienen los principios de que 
"quien consume paga" y "quien contamina paga", deben ser sufragados por los usuarios 
de estas aguas. 

¿Cuáles son los costes que, en general, supone el uso del agua? Básicamente los cos-
tes de regulación previa del recurso (si el agua no está disponible de forma natural para 
su consumo en el lugar y momento requerido), los costes de depuración posterior al uso 
del agua para la recuperación de su calidad inicial (si el uso ha supuesto una degradación 
de la calidad del recurso), los costes que el uso del agua tiene sobre terceros, y el coste de 
oportunidad de uso del recurso. 

Dejando de lado la cuestión del coste de oportunidad del uso del agua, tratada en el 
siguiente punto, parece evidente que los usos del agua que no están sujetos al sistema 
tarifario del recurso tienen evidentes costes para la sociedad que no son soportados por 
los usuarios. 

Así, por ejemplo, en la explotación de aguas subterráneas privadas para el regadío, los 
usuarios, si bien hacen frente a los costes de captación y transporte del agua, se desen-
tienden de los efectos externos negativos que la sobreexplotación de las aguas tiene 
sobre terceros, mermando caudales de ríos y manantiales en perjuicio de usuarios con 
derechos precedentes (que se ven obligados a aumentar la profundidad de sus pozos), 
alterando la calidad de las aguas (por problemas de intrusión salina en zonas costeras), y 
degradando ecosistemas hídricos asociados de indudable valor ambiental para la socie-
dad. 

De igual forma, los usos hidroeléctricos o los usos agrarios posibilitados por obras de 
regulación financiadas por los usuarios, si bien tienen efectos externos positivos sobre la 
sociedad (mejoran la prevención de avenidas y ayudan a mantener los caudales ecológicos 
de los ríos), tienen efectos negativos, en general superiores a los positivos, en forma de 
degradación de ríos (por ejemplo causados por la eutrofización9) y ecosistemas asocia-
dos, que no son financiados por los usuarios (aunque de forma creciente son tenidos en 
cuenta y compensados por los usuarios gracias a la necesaria evaluación del impacto 
ambiental de los proyectos). 

Un coste que tampoco es tenido en cuenta por el sistema tarifario del agua - y que por 
tanto no recae en aquel que lo provoca - es el derivado de la contaminación difusa del 
agua. Hemos visto que existe una exacción, el canon de vertidos, que grava todo vertido 
autorizado al dominio público hidráulico. Sin embargo, no existe figura impositiva que 
grave la contaminación no tangible del agua, contaminación no tan evidente, derivada 
del uso del recurso, especialmente importante en la agricultura. El uso de abonos 

' Ver Perry y Vanderklein (1996). 
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nitrogenados en la agricultura y de piensos con alto contenido en nitratos en la ganadería 
intensiva genera, por un proceso de filtración, una contaminación de las aguas subterrá-
neas que está llegando a límites preocupantes en numerosos acuíferos europeos (EEA, 
1995) y en concreto españoles (Custodio, 1991). Lo mismo ocurre con el uso de pestici-
das y herbicidas. Estos procesos de contaminación tienen efectos negativos 
medioambientales cuyos costes son patentes, por ejemplo, en los procesos de 
desnitrificación y descontaminación que deben realizar las empresas de abastecimiento 
de agua para cumplir con las normativas fijadas sobre contenidos de sustancias en el 
agua potable, costes que son sufragados, finalmente, por los usuarios del servicio de 
abastecimiento y no por los agentes que los provocan. Desde el punto de vista económi-
co, la situación descrita responde a un caso de externalidades en el uso del agua donde el 
agricultor o ganadero recoge los beneficios que supone el uso del agua pero no soporta 
(o internaliza) todos los costes que supone el uso, que bien son soportados por el medio 
ambiente (como una reducción de su calidad) o bien por otros usuarios que, para utilizar 
el recurso, necesitan incurrir en una serie de costes para recuperar la calidad inicial del 
recurso. 

EL COSTE DE OPORTUNIDAD 

El sistema tarifario del agua presenta una debilidad considerable dado que no tiene en 
cuenta el valor del principal componente del servicio: a saber, el valor del agua. El agua 
no es, como se ha considerado tradicionalmente, un recurso abundante de existencias 
ilimitadas, sino un recurso escaso, susceptible de ser utilizado entre usos alternativos. El 
uso del agua para un determinado fin tiene un coste de oportunidad que se deriva de la 
pérdida de bienestar por no poder utilizarla para otro fin más rentable. Así si el uso de un 
m1 de agua en un determinado regadío genera un bienestar social en sentido amplio 
(incluyendo factores económicos, sociales, medioambientales, etc.) igual a x pesetas y ese 
mismo m3 podría generar en otro uso (por ejemplo, en un abastecimiento) un bienestar 
de x + 3 pesetas, existe un coste de oportunidad de 3 pesetas por utilizar ese agua en el 
regadío y no en el uso que genera más valor, lo que supone una pérdida de bienestar para 
la sociedad. Si el sistema tarifario tuviera en cuenta el coste de oportunidad, el usuario 
del m3 de agua en ese regadío debería pagar, además de los costes de regulación y trans-
porte del agua, 3 pesetas en concepto de coste de oportunidad. El coste de oportunidad 
refleja la productividad marginal en cada uno de los usos (es decir, la productividad que 
se obtiene con la última unidad consumida). En teoría, si las tarifas reflejasen el coste de 
oportunidad del uso del agua, se llegaría a una situación de eficiencia en el uso del agua 
que, en equilibrio, supondría que la productividad marginal del agua sería la misma en 
todos los usos (para ver un análisis detallado del coste de oportunidad del uso del agua 
ver OCDE, 1987). 
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Para que el sistema tarifario permitiese incorporar el coste de oportunidad del uso del 
agua, sería necesario estimar el ingreso marginal del agua en cada uno de los usos me-
diante los métodos de valoración de los recursos naturales presentados en el segundo 
capítulo, teniendo en cuenta los costes de transporte y almacenamiento del recurso, que 
en el caso del agua pueden ser muy elevados. 

2. PROPUESTAS DE MEJORA DEL SISTEMA 

El presente apartado se estructura en dos secciones: 
En la primera, la más amplia, se definen una serie de propuestas que pueden contri-

buir a mejorar la eficiencia de los sistemas tarifarios de cada uno de los servicios del agua 
y se analizan las consecuencias que su aplicación tendría sobre el uso de este recurso. Se 
trata de propuestas relativas a niveles y estructuras tarifarias que no requieren una modi-
ficación substancial del marco institucional que caracteriza el régimen económico-finan-
ciero del agua en nuestro país. Se analizan, en primer lugar, los servicios en alta (abaste-
cimiento y depuración) para después analizar los servicios en baja (servicios urbanos del 
agua y servicio de distribución de agua de las comunidades de regantes). 

En la segunda se analiza la posibilidad de establecer un precio por el uso del agua en 
sí, independientemente de si es posibilitado o no por un servicio público. Se trata de una 
medida que sí supone un cambio básico en el marco institucional que caracteriza la 
gestión y uso del agua en nuestro país, dado que, hasta nuestros días, el agua se ha 
considerado como un recurso gratuito y el precio del agua ha hecho referencia única-
mente a los costes que supone su gestión, abastecimiento y depuración. 

PROPUESTAS DE MEJORA DEL SISTEMA TARIFARIO 

LOS SERVICIOS EN ALTA 

EL ABASTECIMIENTO EN ALTA 

El sistema tarifario de este servicio podría mejorarse mediante dos tipos de medidas: el 
aumento general de los niveles tarifarios, y la definición de estructuras tarifarias más eficientes. 

El aumento de los ingresos del sistema tarifario pasa por: 
Modificaciones en la definición del canon de regulación y la tarifa de utilización 
del agua que podrían incluir: 

� la imputación a tarifas de todos los costes que realmente implica la presta-
ción de los servicios (incluyendo costes medioambientales, damnificaciones 
a terceros, etc.) que hasta ahora no se tienen en cuenta; 
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� la fijación, obra por obra, del porcentaje real de gasto no imputable a tarifas 
por considerarse que repercute favorablemente en el bienestar de la socie-
dad; 

� la modificación del sistema de actualización de las anualidades de amorti-
zación de las obras hidráulicas (mediante, por ejemplo, la adopción del 
planteamiento de la Ley 58/80 de regulación de la explotación del Acue-
ducto Tajo Segura, donde las anualidades se actualizan, en grandes líneas, 
en función del interés real del dinero en cada año). 

- Una mejora gradual del sistema de recaudación, simplificando el proceso admi-
nistrativo y de reclamación para el cobro de las exacciones y transfiriendo la ges-
tión de los cobros a la Agencia Tributaria. 

En cuanto a la estructura tarifaria, principal herramienta para potenciar el carácter 
incentivador de comportamientos racionales del sistema tarifario, podía mejorarse me-
diante: 

- Un sistema tarifario volumétrico en función del agua realmente consumida en el 
periodo (y no en función de la consumida en años anteriores) y de los costes 
realmente incurridos; esto requeriría bien aplicar el sistema tarifario al finalizar el 
año (una vez que se conocen los consumos y los costes), y no al inicio del año 
como se hace en la actualidad, o bien realizar las compensaciones oportunas de 
ajuste entre los distintos años. 

- Un sistema de reparto de costes entre los distintos usuarios en función de crite-
rios explícitos y constantes en el tiempo que, en la medida de lo posible, imputara 
los costes del servicio a aquellos que lo provocan. 

- Un sistema tarifario que tenga en cuenta el distinto valor del servicio en diferentes 
periodos del año; esto se materializaría, por ejemplo, en un sistema tarifario 
estacional, con tarifas relativamente más elevadas durante el periodo estival, en el 
que el agua es más escasa y el coste de prestación del servio es mayor, y más 
reducidas durante el resto del año. Este recargo estival incentivaría a los usuarios 
a cambiar sus consumos a periodos en los que el recurso es más abundante y el 
coste del servicio menor y de esta forma sería menos probable que durante los 
periodos de verano los recursos no fueran suficientes para hacer frente a la de-
manda y hubiera que recurrir a la construcción de nuevas infraestructuras, a la 
explotación de otras fuentes del recurso, o a las restricciones al consumo, con los 
consabidos costes económicos, sociales y ambientales que conllevan este tipo de 
políticas. Por otro lado, disminuirían los costes de explotación del servicio duran-
te el periodo estival, lo que supondría un menor coste medio del servicio para 
todos los usuarios. 

- La definición de estructuras tarifarias específicas para cada tipo de usuarios que 
tengan en cuenta sus particularidades: 
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� Para los usuarios agrarios (básicamente para las Comunidades de Regantes), 
los sistemas tarifarios más adecuados y fáciles de aplicar a corto plazo son 
los sistemas binómicos en donde, para cada tipo de cultivo, se define una 
tarifa base en función del consumo teórico de agua del cultivo (o dotación 
de referencia), y se establecen recargos y bonificaciones tarifarias para con-
sumos superiores e inferiores al consumo base establecido. De esta forma 
se incentivaría el ahorro de agua, fundamentalmente mediante la introduc-
ción de nuevas tecnologías de riego. A la hora de definir estas dotaciones o 
consumos teóricos se deberían tener en cuenta las condiciones climáticas, 
orográficas y de los suelos de cada zona. 

Evidentemente, los sistemas tarifarios basados en el coste marginal supon-
drían un mayor incentivo al uso eficiente del agua; los usuarios agrícolas 
pagarían el coste marginal del servicio, adaptarían, en teoría, sus tecnolo-
gías de riego y cultivos al nuevo coste y, a medio y largo plazo, se llegaría a 
una situación de uso eficiente del recurso; sin embargo, las consecuencias a 
corto y medio plazo de este tipo de políticas tarifarias sobre el sector agra-
rio serían difíciles de soportar. Como se analiza en el siguiente punto, la 
respuesta general de los agricultores ante subidas tarifarias no sería el aho-
rro de agua sino el cambio de cultivos hacia cultivos menos competitivos, 
con menor valor añadido y menores necesidades de mano de obra, lo que, 
a corto y medio plazo, tendría un impacto muy negativo sobre la renta y el 
empleo del sector agrario. 
En consecuencia, se propone la implantación progresiva de sistemas 
tarifarios binómicos - que combinan los incentivos al uso racional del agua 
con el reconocimiento de las particularidades del sector - como primer 
paso hacia la adopción de sistemas tarifarios basados en el coste marginal, 
que trasmitan a los usuarios el verdadero coste y valor del servicio y gene-
ren por tanto una asignación eficiente del servicio y en consecuencia del 
agua. 

� En cuanto a los usuarios urbanos, la Administración debe tener en cuenta 
que el sistema tarifario en alta puede ser utilizado como instrumento de 
intervención sobre el consumo de agua en baja; si no existen subvenciones 
en baja, las empresas de abastecimiento trasladarán a los usuarios los cam-
bios en las tarifas en alta. Si por el contrario, los cambios no se trasladan 
automáticamente a las tarifas en baja, la Administración puede utilizar el 
sistema tarifario en alta para incentivar cambios en el sistema tarifario en 
baja, ofreciendo, por ejemplo, descuentos en las tarifas en alta condiciona-
dos a la modificación de los sistemas tarifarios en baja (que incluyan medi-
das como la eliminación de sistemas tarifarios no volumétricos o la defini-
ción de sistemas tarifarios estacionales). 
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� Por otro lado, tanto para usuarios agrarios como para usuarios urbanos, 
debería revisarse la vigencia de la regla "se paga, se consuma o no"; aunque 
legalmente esta situación no existe, en la práctica, los usuarios pueden te-
ner la impresión (a veces fundada) de que van a pagar las mismas exacciones, 
consuman o no el agua que tienen asignada. Mantenida por las garantías 
que ofrece a la Administración en cuanto a ingresos anuales por el servicio 
(independientes del consumo realizado) esta regla no fomenta el ahorro 
del agua y debería ser sustituida por otras políticas de gestión que supon-
gan incentivos a los usuarios para reducir sus exacciones anuales reducien-
do el consumo de agua. 

RESPUESTA DE LOS USUARIOS A MODIFICACIONES EN LOS SISTEMAS TARIFARIOS 

USUARIOS URBANOS 

La respuesta de los usuarios urbanos, es decir de las empresas de abastecimiento, a las 
variaciones del sistema tarifario del servicio de abastecimiento en alta viene determinada 
por las siguientes circunstancias: 

� La moderada importancia que el coste del agua en alta tiene en el coste total de 
producción de sus servicios. En el ejemplo analizado en el presente estudio, la 
Empresa Municipal de Abastecimiento de Córdoba (EMACSA), el coste del agua 
en alta representa un 8% del coste total de los servicios de abastecimiento y depu-
ración. 

� La disponibilidad de fuentes alternativas de abastecimiento de agua (explotación 
de acuíferos, desalación) a coste muy superior al coste del agua abastecida en alta 
pero con mayores garantías de abastecimiento. 

� Posibilidad real (y obligación por ley10) de trasladar a los usuarios del servicio en 
baja las variaciones de las tarifas del servicio de abastecimiento en alta. 

No tengo conocimiento de estudios acerca de la elasticidad-precio del consumo del 
servicio de los usuarios urbanos, pero puede suponerse que las circunstancias menciona-
das hacen que, en general, tienda a ser poco sensible a las variaciones de las tarifas. 

Así, en general, las empresas de abastecimiento tenderán a aceptar e internalizar los 
aumentos de las tarifas en alta, sin variar su consumo del servicio, trasladando el aumen-

Se refiere a la obl igación de imputar todos los costes del servicio a las tarifas, aunque no se especif ica de qué forma 

deben ser trasladados a los diferentes usuarios. 
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to de costes a los usuarios vía aumento de las tarifas11. En este sentido, el sistema tarifario 
del servicio de abastecimiento en alta presenta una serie de oportunidades y limitaciones 
en cuanto a la gestión del servicio y del recurso. 

Constituye una herramienta efectiva para la recuperación de los costes de prestación 
del servicio; los usuarios urbanos tenderán a aceptar las subidas tarifarias sin variar su 
consumo y esto permitirá reducir el déficit financiero del servicio y así las subvenciones 
al consumo de agua. 

En cuanto a su utilidad para reducir el consumo de agua, a corto plazo, el aumento de 
las tarifas en alta no se traduce de forma automática en una disminución del consumo del 
servicio ni del consumo del agua (por la baja elasticidad-precio comentada); sin embar-
go, a medio y largo plazo sí puede tener repercusiones sobre el consumo de agua; los 
aumentos o modificaciones tarifarias en alta se traducen, generalmente, en aumentos o 
modificaciones tarifarias en baja; dado que el consumo de agua en baja sí es elástico al 
precio (como veremos en siguientes apartados), los aumentos tarifarios del servicio en 
alta, generan, indirectamente, una disminución del consumo de agua en baja y en conse-
cuencia una disminución del consumo de agua en alta (la menor demanda en baja se 
traduce en menor demanda en alta). 

USUARIOS AGRÍCOLAS 

Las Comunidades de Regantes son los principales usuarios agrarios del sistema de 
abastecimiento de agua en alta. Su respuesta ante variaciones del sistema tarifario del 
servicio en alta está condicionada por los siguientes factores: 

� La gran importancia que el coste del agua tiene en el coste total del servicio que se 
presta a los usuarios finales, a saber, el servicio de distribución de agua a los regantes. 
En el ejemplo analizado en este estudio, el coste del agua en alta representa cerca 
del 50% del coste del servicio de distribución de agua entre los regantes de la 
Comunidad de Regantes del Guadalmellato. 

11 Así por ejemplo, una empresa de abastecimiento urbano, ante un nuevo sistema tarifario estacional en alta que supon-
ga tarifas más elevadas en el per iodo estival, puede optar por: a) mantener su pauta de consumo del servicio haciendo 
frente al aumento de tarifas en el per iodo estival o b) invertir en infraestructuras de a lmacenamiento de agua, comprar 
agua en invierno o primavera a un precio base o incluso reducido, y disminuir su consumo en el verano donde el precio 
es más elevado. En el primero de los casos, lo habitual sería que la empresa de abastecimiento trasladara automáticamente 
a sus usuarios el aumento de los costes vía tarifas, mediante un aumento de la tarifa media, o mediante la definición de 
un sistema tarifario estacional que, igualmente, tendería a generar o un aumento de los ingresos (para hacer frente a las 
mayores tarifas en alta) o una disminución del consumo. La segunda opción tiene la ventaja de que, a largo plazo y de 
mantenerse este sistema tarifario, podría suponer un ahorro importante en costes de agua; además permitir ía mejorar 
la garantía de abastecimiento del servicio. 
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� La disponibilidad de fuentes alternadvas de agua (básicamente las aguas subterrá-
neas) a un mayor coste que el agua en alta pero también con una mayor garantía 
de abastecimiento. 

� La respuesta de los usuarios finales (los regantes) a las variaciones en las tarifas del 
servicio de distribución de agua entre los regantes. 

Las variaciones tarifarias del servicio en alta tienen, por tanto, un impacto considera-
ble en los costes de las Comunidades de Regantes y en consecuencia en las tarifas que 
éstas facturan a los comuneros. 

Así, por ejemplo, si en el caso del abastecimiento urbano, un aumento del 20% en las 
tarifas en alta supone,grosso modo, y de trasladarse totalmente a tarifas en baja, un aumen-
to del 1,6% en las tarifas en baja, el mismo aumento supone, en el caso de los usuarios 
agrarios, un aumento del 12% en las derramas a los regantes. 

En este sentido, las consecuencias de las políticas tarifarias del servicio en alta sobre 
las Comunidades de Regantes están fuertemente condicionadas por la respuesta al pre-
cio de los usuarios finales del agua, es decir por la respuesta de los regantes12. 

Teniendo en cuenta todo lo anterior se presenta, a continuación, un análisis de la 
relación entre el coste, precio y consumo de agua de los regantes. A partir de los resulta-
dos de este análisis se describen las posibilidades y limitaciones que el sistema tarifario 
tiene para incentivar un uso eficiente del agua en la agricultura y se proponen una serie 
de medidas para mejorarlos. 

RELACIÓN ENTRE CONSUMO, COSTE Y PRECIO DEL AGUA EN LA AGRICULTURA 

La relación entre el coste, el precio y el consumo de agua en un determinado contex-
to está condicionada por el marco institucional que caracterice la gestión y el uso del 
agua en el mismo (derechos de propiedad, mecanismos de asignación y control, etc.). 
Por tanto, los resultados de estudios sobre el tema en otros países con marcos 
institucionales diferentes, como en el caso de Estados Unidos, no son extrapolables al 
contexto de nuestro país13. Para analizar la relación entre precio, coste y consumo de 
agua en la agricultura española se analiza, en primer lugar, los datos disponibles sobre el 
regadío en la Cuenca del Guadalquivir, para a continuación mostrar los resultados de 
estudios similares realizados en nuestro país en los últimos años. 

12 Esta circunstancia no debe hacer olvidar que las Comunidades de Regantes t ienen autonomía para definir, dentro de 
unos límites, los sistemas tarifarios del servicio de distribución de agua entre los regantes. 

13 Ver, por ejemplo, Willey (1985) que calcula unas elast icidades entre -0 ,46 y -1,50 en la agricultura de Cal ifornia para el 
per iodo 1985-2000, Cummings et al. (1992) que presenta las respuestas del consumo de agua en la agricultura ante 
variaciones del precio en Texas y México, o Wilchens (1991) que analiza la respuesta del regadío de Estados Unidos a 
los sistemas tarifarios por bloques crecientes. 
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A. PRECIO Y CONSUMO DE AGUA EN EL REGADÍO DE LA CUENCA DEL GUADALQUIVIR 

Para el análisis de la relación entre el precio y el consumo de agua en la Cuenca del 
Guadalquivir se dispone de los datos de una encuesta realizada por la Junta de Andalucía 
sobre 27 zonas regables que representan, aproximadamente, el 70% de la superficie de 
regadío de la cuenca14. 

En concreto, se cuenta con información sobre consumo de agua en alta (no se inclu-
ye por tanto el consumo de aguas subterráneas) y coste de disponibilidad del agua en 
1996 en cada una de las zonas regables. Los costes que deben soportar los agricultores 
para disponer de agua para riego son, según la encuesta, los siguientes: a) las exacciones 
pagadas a la Confederación en concepto de cánones y tarifas (por hectárea), b) los pagos 
a las comunidades de regantes (CC.RR.) para su gestión y mantenimiento, c) los pagos a 
las CC RR por la energía necesaria para el bombeo de aguas de ríos o aguas subterráneas 
(si utilizan este tipo de suministro) y d) los gastos de distribución de agua en la parcela. 

De estas partidas, la única que la Administración puede utilizar como herramienta 
para la consecución de los objetivos definidos (ahorro del agua, uso eficiente del recur-
so...) es la relativa a las exacciones a las Confederaciones, esto es, el sistema tarifario de 
abastecimiento en alta. 

Del análisis de los datos de la encuesta parecen deducirse las siguientes relaciones: 
� Existen importantes diferencias en los consumos de agua en alta por hectárea 

incluso en superficies dedicadas a un mismo cultivo. 
� No existe relación directa evidente entre consumo de agua en alta y coste de agua 

(coste que incluye las cuatro partidas antes mencionadas); es frecuente toparse 
con consumos similares en zonas cercanas que se enfrentan a costes muy distin-
tos, con consumos elevados con costes elevados, y con consumos reducidos con 
costes reducidos. 

� No existe relación directa entre consumo de agua y nivel de las tarifas. 
Los datos disponibles permiten por tanto mantener que no existe una relación clara 

entre coste, precio y consumo de agua en alta en la zona de estudio pero no permiten, sin 
embargo, alcanzar conclusión alguna sobre la elasticidad-precio del consumo de agua, es 
decir, del efecto que sobre el consumo de agua de cada zona regable tiene una variación 
en el precio del recurso (tarifas). 

14 Los ciatos son el resultado de una encuesta realizada por la Consejería de Agricultura de la Junta de Andalucía y no 

publ icada. 
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6. CONSUMO DE AGUA EN EL REGADÍO DE LA COMUNIDAD VALENCIANA (CARLES, 1996, Y 

AVELLÁ, CARLES Y GARCÍA, 1996) 

En este estudio se analiza la relación entre el coste y el consumo total del agua, 
incluyendo el consumo de aguas superficiales y subterráneas, en el regadío de la Comu-
nidad Valenciana y se llega a las siguientes conclusiones15. 

No existe relación evidente entre coste y consumo de agua; existen importantes dife-
rencias de consumos unitarios entre unos territorios y otros geográficamente muy próxi-
mos para los mismos o parecidos cultivos aun cuando los costes de disponibilidad de 
agua son muy distintos. Las diferencias de consumo de agua entre las distintas zonas 
regables se deben, principalmente, a los hábitos de riego propios de cada zona regable y, 
en menor medida, a las diferencias agrobiológicas entre las zonas de riego. 

Los aumentos del coste del agua no provocan la adopción de nuevas tecnologías 
orientadas a reducir el consumo de agua. Los agricultores consideran: a) que el riego por 
goteo, alternativa al riego por inundación, no es una técnica ahorradora de agua excepto 
en el periodo de formación del arbolado (idea errónea según las investigaciones y prue-
bas realizadas); b) que las tecnologías ahorradoras de agua requieren una dimensión 
mínima de la explotación que no satisfacen muchas explotaciones; y c) que el coste del 
agua supone una proporción relativamente pequeña de los costes de los cultivos, por lo 
que difícilmente una pequeña variación del coste puede ser un acicate para cambiar las 
tecnologías de riego. 

C. USO Y COSTE DEL AGUA EN LAS CUENCAS DEL GUADALQUIVIR, DUERO Y GUADIANA 

(SUMPSI, J. ETAL., 1996) 

Este estudio analiza los costes del agua y los comportamientos de los regantes ante 
variaciones de aquellos en regadíos con aguas públicas, es decir, con aguas superficiales, 
en zonas regables de las cuencas del Guadalquivir, del Guadiana y del Duero (en total se 
analizan diez Comunidades de Regantes). El análisis de las respuestas de los agricultores 
ante variaciones de los costes y precios del agua se realiza mediante la aplicación de un 
modelo,16 alcanzándose las siguientes conclusiones: a) la respuesta del consumo unitario 
de agua en relación con el coste del agua en la zona de estudio es mayor que en el caso del 
regadío valenciano, y b) se constata que la estructura de la curva de demanda de agua es 

15 El estudio se lleva a cabo mediante una encuesta a más de sesenta entidades de riego que abarcan 130.00 hectáreas de 

regadío. 

" Se trata de un mode lo teórico que funciona bajo el supuesto de comportamiento de maximización del excedente de 

explotación con restricciones derivadas de la retirada obligatoria de la PAC, de las dotaciones de r iego y financieras. 
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similar en las zonas regables objeto de estudio; inelástica en niveles tarifarios bajos, elás-
tica en niveles medios e inelástica en niveles altos. Los límites de los niveles son, sin 
embargo, diferentes en las distintas zonas. 

La primera consecuencia de lo anterior es que, teniendo en cuenta que el precio 
medio del agua en estas cuencas es de 1 a 4 pts/m3 (ver Martín Mendiluce, 1993 y 
estimaciones realizadas en el primer capítulo), la actual política tarifaria del agua en Espa-
ña no constituye un mecanismo adecuado para reducir, a corto plazo, el consumo de 
agua en la agricultura. El estudio calcula que para conseguir reducir el consumo de agua 
vía tarifas sería necesario aumentar las mismas hasta cerca de las 20 pts/m3, muy por 
encima de los niveles actuales. 

De lo visto en estos tres estudios se desprende que la respuesta de los agricultores a 
las variaciones de las tarifas del agua está condicionada por el coste y garantía de la 
explotación de las aguas subterráneas, por el elevado coste que supone la adopción de 
tecnologías ahorradoras de agua, y por el escaso coste que el agua tiene en los procesos 
productivos. En general puede afirmarse que el consumo de agua es poco sensible a las 
variaciones de las tarifas del agua en alta; las respuestas de los agricultores dependen, sin 
embargo, del origen del agua utilizada. 

� En los regadíos con aguas subterráneas, el impacto sobre el consumo de agua de 
variaciones de las tarifas en alta es nulo dado que las aguas de este origen quedan 
fuera del sistema tarifario del recurso. 

� En los regadíos mixtos, con aguas superficiales y aguas subterráneas, un aumento 
de las tarifas en alta provocará inicialmente que los agricultores asuman los au-
mentos tarifarios, disminuyendo por tanto su renta, manteniendo el nivel de con-
sumo de aguas superficiales y manteniendo igualmente sus cultivos. Sin embargo, 
a partir de un determinado nivel tarifario, es probable que recurran a una mayor 
explotación de aguas subterráneas (con mayores costes pero también con mayo-
res garantías) reduciendo su consumo de agua en alta y manteniendo sus cultivos; 
como consecuencia, el consumo total de agua no variará significativamente; úni-
camente se producirá una sustitución de aguas superficiales (objeto del sistema 
tarifario) por aguas subterráneas. 

� En los regadíos con aguas superficiales, un aumento de las tarifas provocará ini-
cialmente, y hasta un nivel tarifario determinado, que el agricultor asuma las subi-
das (por la escasa importancia del coste del agua en el coste total de la produc-
ción) manteniendo su consumo y reduciendo su renta. Sin embargo, superado 
este nivel, reducirá su consumo de agua cambiando sus cultivos hacia otros con 
menores necesidades hídricas y no mediante la introducción de tecnologías 
ahorradoras de agua (que sólo son rentables en grandes explotaciones) lo que 
provocará una reducción de la competitividad de los cultivos. 
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EL SERVICIO DE DEPURACIÓN EN ALTA 

Desde el punto de vista de la eficiencia económica, las tarifas por vertidos deberían 
fijarse como la más baja de estas dos cuantías (OCDE, 1987): 

a) el coste marginal estimado del daño causado (humano, biológico y medioambiental) 
por una unidad extra de contaminación o; 

b) el coste marginal que suponen los procesos que permitan eliminar la posibilidad 
de que se produzca el daño adicional mencionado (por ejemplo mediante la mejo-
ra de la capacidad de asimilación del río). 

En este contexto, el agente que genera el vertido, si se comporta de forma "racional" 
desde el punto de vista económico, realizará sus actividades previas de depuración de sus 
vertidos hasta el punto en el que el coste extra de su depuración sea igual a la tarifa 
definida por el coste marginal de contaminación. 

No tengo conocimiento de estudios que analicen los efectos reales que los sistemas 
tarifarios basados en el coste marginal tienen sobre el comportamiento de los agentes 
que realizan vertidos, generalmente industrias y municipios17. En la publicación de la 
OCDE (1980) sobre gestión de agua en cuencas hidrográficas industrializadas se señala 
que generalmente las políticas tarifarias de estos servicios van acompañadas por otro 
tipo de medidas orientadas al mismo fin, lo que dificulta aislar los efectos que una medi-
da concreta, en este caso el sistema tarifario, genera sobre el comportamiento de los 
agentes. 

Sin embargo se muestra que, en general, después de la introducción de sistemas 
tarifarios como los mencionados, basados en el coste marginal, las empresas tienden a 
realizar un mayor esfuerzo en el tratamiento previo de sus vertidos a través de la puesta 
en funcionamiento de plantas propias de depuración, lo que se traduce en último térmi-
no en una reducción del volumen de los vertidos y de su carga contaminante. 

La OCDE (1980) considera que dados los factores que caracterizan el servicio de 
depuración en alta (número de usuarios, tipos de vertidos, etc.), el sistema mixto de 
estándares y tarifas constituye el medio más adecuado para la regulación y gestión de los 
vertidos al medio. 

Teniendo en cuenta lo mencionado, se proponen las siguientes medidas como medio 
para incentivar un uso más eficiente del agua: 

mantenimiento del sistema mixto vigente de estándares y tarifas que regule los 
niveles máximos de contaminación en los vertidos al medio y tarife los vertidos 
autorizados en función de su carga contaminante. 

r Winpenny (1994) muestra cómo en un análisis real izado en el sector industrial en Sao Paulo (Brasil), la aplicación de un 

sistema tarifario sobre los vert idos redujo un 50% el consumo de agua, pero no dice nada sobre el vo lumen de los 

vert idos ni sobre su contenido. 
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- Establecimiento de estándares de calidad de los vertidos en función de la calidad 
de las aguas receptoras de los mismos (en sustitución de los estándares 
homogéneos actuales). 

- Cálculo de la cuantía del canon en función de las diferencias entre la calidad 
del vertido y la calidad del medio receptor. Esto es, en función del coste marginal 
que supondría la recuperación de la calidad de las aguas. 

- Establecimiento de un sistema eficiente de control de los vertidos y definición 
de un sistema de sanciones sobre los vertidos no autorizados que desincentive, 
de hecho, estos comportamientos e incentive la regularización de los mismos. 

El sistema vigente establece unos estándares homogéneos para todos los vertidos 
al dominio público hidráulico y un coste de depuración de la unidad de contaminación 
constante, independiente del coste real del servicio. Esto hace que un mismo vertido 
pueda ser vertido a un río muy contaminado (por ejemplo el Ter) o a un río o lago 
de gran valor ecológico (por ejemplo el Sella) y que el canon a pagar sea el mismo 
en ambos casos. Esto no es lógico, dado que el daño que causa el vertido en las aguas 
contaminadas es mucho menor que el daño que causa en las aguas de calidad, o, dicho 
de otra forma, el coste que supone eliminar los efectos negativos de dicha 
contaminación del vertido es menor en el primer caso que en el segundo. 

La propuesta que se plantea implica que los estándares de calidad de los vertidos 
se establezcan en función de la calidad del medio receptor (estándares más exigentes 
para aguas de mayor calidad) y que la cuantía del canon de los vertidos se defina en 
función de la diferencia de calidad entre el vertido y el medio y por tanto en función 
del coste que supone eliminar los efectos negativos de dicho vertido. Esta estructura 
tarifaria implica que el usuario tiene un incentivo para depurar sus vertidos hasta el 
punto en el que el coste privado marginal de depuración se iguale a la tarifa definida 
en función del coste marginal de depuración. 

Esto no supone, sin embargo, que las aguas que en un momento dado tengan 
niveles altos de contaminación vayan a ser irrecuperables. Y esto es así dado que en 
nuestro sistema existiría la figura de la tarifa negativa, que supone un pago al agente 
que vierte agua cuya calidad es superior a la calidad del medio receptor. Se trata de 
aplicar el principio de que "quien descontamina cobra". El sistema requeriría, por 
tanto, una revisión periódica de los estándares de calidad de los vertidos, en 
consonancia con la calidad del río o lago receptor. Así, a medida que mejorara la calidad 
del río, la cantidad que cobran los usuarios que vierten agua de gran calidad irá 
disminuyendo, al no ser sus vertidos comparativamente tan buenos, e incluso puede 
ser que tengan que pagar si la calidad del río ha aumentado tanto que el vertido pasa 
a ser contaminante. Es importante tener en cuenta que la cantidad que la 
Administración paga a los vertidos de mayor calidad se obtiene del ahorro que supone 
el no tener que llevar a cabo las actuaciones necesarias para el mantenimiento de la 
calidad del medio hídrico. 
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Evidentemente, la aplicación de un sistema de estas características requiere un es-
fuerzo importante de seguimiento de la calidad de las aguas y de consenso acerca de los 
criterios a utilizar para la evaluación de calidad de las aguas y para la definición de la 
calidad deseables en las distintas masas de agua (que pueden ser distintas en diferentes 
tramos de ríos, por ejemplo). 

Además de lo anterior, se considera fundamental un cambio en las competencias de 
la gestión del canon de vertidos. Si, como está ocurriendo, las Comunidades Autónomas 
llevan a cabo, de forma creciente, las inversiones que posibilitan la prestación del servi-
cio, parece lógico que sean éstas, y no los Organismos de cuenca, las que definan los 
cánones o tarifas que gravan los vertidos. Si se realizaran estas modificaciones, los usua-
rios no contemplarían al canon como una simple imposición, como ocurre en la actuali-
dad, sino como una tasa finalista y eficaz. En este sentido, es significativo que en las CC 
AA en las que se están desarrollando planes de depuración, los usuarios del servicio 
tengan una menor resistencia al pago de los cánones, incluso siendo estos mucho más 
elevados y realistas que el canon de vertidos (Caries, 1997). 

LOS SERVICIOS URBANOS DEL AGUA 

EL SERVICIO DE ABASTECIMIENTO EN BAJA 

A continuación se definen una serie de recomendaciones generales que pueden con-
tribuir a potenciar el carácter incentivador que el sistema tarifario del servicio de abaste-
cimiento en baja puede tener sobre el consumo de agua: 

� Instalar, donde no existan, contadores individuales del consumo de agua, esencia-
les para la definición de sistemas tarifarios volumétricos que relacionan el precio 
con el volumen consumido. Está demostrado que estos sistemas son, a medio y 
largo plazo, rentables económicamente para las empresas de abastecimiento 
(OCDE, 1987). 

� Eliminar todo sistema tarifario o parte del sistema que no favorezca el ahorro de 
agua, esto es, todo sistema que no ofrezca la posibilidad a los usuarios de reducir 
su factura del agua reduciendo su consumo del servicio. Esto se refiere, funda-
mentalmente, a los sistemas de tarifas planas, los sistemas de tarifas decrecientes, 
o los sistemas de bloques crecientes con consumos mínimos que se facturan con 
independencia de que se consuma o no. 

� Eliminar todo trato tarifario favorecedor de un grupo determinado que no esté 
justificado económicamente. Fundamentalmente el trato favorecedor a los usua-
rios municipales y, en menor medida, los descuentos a grupos desfavorecidos 
(pensionistas, familias numerosas) dado que, como se ha visto, existen políticas 
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más adecuadas que las políticas tarifarias de los servicios públicos para alcanzar 
estos objetivos sociales y que no distorsionan el efecto regulador que las tarifas 
tienen sobre el consumo de agua. 

� Definición de sistemas tarifarios que incentiven el uso racional y eficiente del 
agua; esto es, sistemas basados en el coste marginal en los que las tarifas reflejen, 
en la medida de lo posible, el valor que el servicio y el agua tienen en cada momen-
to. Básicamente me refiero a: 

- Sistemas tarifarios con bloques creáentes (definidos con criterios económicos), 
en los que las tarifas aumentan a medida que el coñsumo de agua aumenta, 
lo que supone un incentivo económico para el ahorro. 

- Sistemas tarifarios estacionales, que definen tarifas más elevadas en los perio-
dos de mayor carga del servicio, reflejando, de esta forma, el mayor valor 
del agua y el mayor coste que supone la prestación del servicio durante 
estos periodos. 

S I S T E M A S T A R I F A R I O S C O N B L O Q U E S C R E C I E N T E S 

Los sistemas tarifarios de bloques crecientes, en los que los precios aumentan a me-
dida que crece el consumo, constituyen un incentivo constante para el ahorro de agua; en 
este sentido, son particularmente apropiados para situaciones en las que la oferta de agua 
es reducida. 

Gráfico 1 

Sistema tarifario con bloques crecientes. 
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El sistema tarifario más sencillo consiste en un esquema de cuota fija o de servicio y 
cuota variable o de consumo por bloques crecientes, aplicable a todo dpo de usuarios 
durante todo el año, como el que se expone en el gráfico 1. 

Existen múldples variantes de este esquema original: 
Sistema tarifario con bloques crecientes con diferenciación por dpo de usuario, en el 

que se define un esquema para cada clase de usuario, adaptando los bloques a las condi-
ciones de consumo de cada uno de ellos (como el sistema tarifario de EMACSA presen-
tado en el primer capítulo). 

Sistema ratchet, en el que todo el consumo, no sólo el que se encuentra en un determi-
nado bloque, se cobra al precio aplicable al bloque más alto de consumo alcanzado por 
el cliente. 

Sistema de bloques crecientes con diferencias estacionales, en el que la estructura de 
bloques y precios es diferente en distintos periodos del año, reflejando el distinto coste del 
servicio, por ejemplo, con precios más elevados para cada bloque en el periodo de verano. 

En todo caso, son los grandes usuarios los que sufren las tarifas más elevadas y los 
que tienen incentivos mayores para reducir su consumo de agua. Las razones general-
mente esgrimidas para centrar los incentivos en los grandes consumidores son las si-
guientes (AWWA, 1992): los grandes usuarios tienen, según estudios realizados, mayor 
sensibilidad al precio del agua que los pequeños usuarios; si se pretende conseguir reduc-
ciones del consumo de agua, es más fácil reducir el consumo de unos pocos grandes 
usuarios que el consumo de muchos pequeños usuarios; y en general, los grandes usua-
rios tienen mayor capacidad económica que los pequeños usuarios para absorber el au-
mento de las tarifas del agua. 

La aplicación de este tipo de sistemas puede suponer una erosión de los ingresos por 
tarifas de las empresas de abastecimiento y, en todo caso, introduce incertidumbre en 
este campo; las reducciones de consumo pueden tener cambios sobre los ingresos y 
estos pueden traducirse en aumentos del coste medio del servicio. La magnitud de los 
cambios es difícil de prever por el carácter cambiante de variables como el tiempo, las 
condiciones económicas y la respuesta de los consumidores. 

Por otro lado, dado que se trata de un sistema basado, en grandes líneas, en el coste 
marginal del servicio, supone, de definirse en función de criterios económicos, un incen-
tivo para el uso eficiente del agua; en todo caso supone un incentivo para la reducción del 
consumo, lo que, en un contexto de escasez del recurso como el actual, constituye un 
comportamiento racional en el uso del agua. 

SISTEMAS TARIFARIOS ESTACIONALES 

Los sistemas tarifarios estacionales se caracterizan por definir tarifas relativamente 
más elevadas durante los periodos en los que el coste de prestación del servicio (perio-
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dos de carga máxima) el valor del agua son más elevados. Estos sistemas incentivan a 
los usuarios a disminuir la cantidad consumida del servicio en los periodos de carga 
máxima en los que el coste de prestación del servicio es mayor, o a cambiar sus hábitos 
de demanda hacia los periodos en los que las tarifas se mantienen constantes. En el caso 
del agua, estos periodos coincidirían, generalmente, con el periodo estival, como resulta-
do de la mayor evapotranspiración, la reducción de las precipitaciones, el aumento de 
usos sensibles a la temperatura, como el riego de praderas, y el incremento de actividades 
como el turismo. 

Como consecuencia de la menor demanda del servicio en los periodos de carga máxima 
(bien por disminución neta del consumo o bien por el cambio de la demanda hacia los 
periodos normales) es menos probable que las empresas se vean incapaces de hacer 
frente a la demanda durante estos periodos y tengan que recurrir a la construcción de 
nuevas obras o a las restricciones en la prestación del servicio, con los costes económi-
cos, ambientales y de imagen que suponen. Además, pueden suponer una reducción 
general de las tarifas a corto plazo (Dietemann, 1988). 

Como en el caso de los sistemas con bloques crecientes, existe un modelo básico, que 
simplemente supone un aumento de las tarifas en el periodo de carga máxima, y modelos 
más complejos que incluyen: sistemas en los que sólo se aplican las tarifas estacionales 
sobre los consumos superiores a un consumo base establecido como media en el perio-

Gráfico 2 

Sistema tarifario estacional con bloques crecientes 
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do normal, o sobre los consumos superiores a los consumos en el mismo periodo el año 
anterior; sistemas en los que las tarifas estacionales se aplican únicamente a una clase de 
usuarios; o sistemas estacionales combinados con sistemas de bloques crecientes de con-
sumo, como el que se muestra en el gráfico 2. 

En este caso, si el usuario mantiene su nivel de consumo en el periodo de verano 
deberá hacer frente a unas tarifas más elevadas en cada bloque de consumo y, por tanto, 
tendrá un incentivo mayor para reducir su consumo en este periodo. 

La siguiente declaración de un directivo de la empresa de abastecimiento de agua de 
Melbourne (Australia) ilustra los beneficios que pueden derivarse de la aplicación de 
sistemas tarifarios estacionales: 

"Para proveer el servicio de abastecimiento durante la mayor parte del año son sufi-
cientes tuberías de tamaño medio; sin embargo, para hacer frente a los 10 o 15 días de 
mayor demanda del año, son necesarias nuevas tuberías de gran tamaño. Si se consigue 
reducir un 10% el consumo de agua en estos 10 o 15 días, se evitará la necesidad de 
instalar las tuberías de gran diámetro y, sólo en Melbourne, supondrá un ahorro de más 
de 6 millones de dólares cada año con el consiguiente efecto de reducción de tarifas para 
los usuarios del servicio" (Langord y Heeps, 1985). 

La aplicación de los sistemas tarifarios estacionales puede tener un coste elevado a 
corto plazo para el organismo que los implanta; requiere un estudio previo de costes de 
la empresa y pautas de consumo de los usuarios (ver, por ejemplo, el realizado por 
Dietemann, 1988), un control detallado de las elasticidades cruzadas y de los costes 
marginales de producción de los distintos periodos considerados, una publicidad de los 
cambios a los usuarios, y modificaciones en los sistemas de lecturas de contadores (es 
necesario que las lecturas de contadores coincidan con los periodos estacionales defini-
dos) y en los sistemas de facturación. 

En todo caso, para que la adopción de estos sistemas sea rentable para la empresa, en 
el sentido de que los beneficios económicos sean superiores a los costes, será necesario, 
en general, que (AWWA, 1992) los periodos de carga máxima sean fácilmente delimitables 
y la demanda del servicio durante los mismos considerablemente superior a la demanda 
media anual, y que los costes de capacidad del servicio, es decir, los costes necesarios 
para hacer frente al aumento de la demanda en los periodos de carga máxima, sean 
importantes y fácilmente identificables. 

La adopción de sistemas tarifarios estacionales introduce incertidumbre en cuanto a 
la recuperación de costes del servicio; puede generar una reducción general del consumo 
en los periodos de carga máxima y una reducción de los ingresos tarifarios y, en cualquier 
caso, los hace más inestables. La AWWA (1992) recomienda, para mejorar el equilibrio 
financiero de empresas que adopten estos sistemas, la creación de un fondo que se nutra 
con depósitos en años en los que el consumo real sea mayor que el estimado para finan-
ciar costes en los años en los que los ingresos por tarifas sean menores que los estima-
dos. 
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Al estar basados en el coste marginal que en cada momento supone la prestación del 
servicio, los sistemas tarifarios estacionales suponen un incentivo al uso eficiente y racio-
nal del servicio. 

En AWWA (1992), se ofrece un ejemplo real de definición y aplicación de un sistema 
tarifario estacional en un servicio de abastecimiento en baja. 

RESPUESTA DE LOS USUARIOS ANTE CAMBIOS EN LAS POLÍTICAS TARIFARIAS DEL SERVICIO 

La efectividad de las políticas tarifarias para conseguir reducir el consumo de agua o 
un uso más eficiente de este recurso está condicionada por la respuesta o sensibilidad de 
los usuarios a las variaciones del precio de los servicios. 

Al tratarse, el servicio de abastecimiento, de un servicio normal desde el punto de 
vista económico se supone que, ceteris paribus, cuanto mayor es el precio menor es el 
consumo del servicio. Así lo confirma un estudio realizado en 19 grandes municipios de 
Estados Unidos, cuyos principales resultados se muestran en el gráfico 3 (Cuthbert et al. 
1995). 

Gráfico 3 
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Del gráfico se desprende que existe una correlación negativa entre consumo y precio 
del agua y al mismo tiempo se observa que existen diferencias de consumo para precios 
similares, que son debidas, según el análisis, a los efectos de otras variables como el clima, 
la renta, el tipo de uso del agua, y las pautas de consumo que influyen también sobre el 
consumo de agua. De los resultados del estudio mencionado sobre el precio del agua en 
España realizado por la OCU (1997) parecen desprenderse conclusiones similares. 

Aunque la relación entre consumo y tarifas en términos absolutos es interesante, lo 
importante para este análisis es el concepto de elasticidad-precio del consumo de agua, 
esto es, la variación de consumo de agua ante variaciones de las tarifas del servicio. Se 
han realizado numerosos estudios al respecto (Gleick et al., 1995, Valiron, 1991, Webwe, 
1989, Willey, 1985, Metropolitan Water Authority, 1985, Thomas, Syme y Gosselink, 
1983, Herrington, 1982, Howe, 1982, Hanke y de Maré, 1982) y los resultados parecen 
confirmar que existe una elasticidad negativa; es decir, que aumentos del precio provo-
can reducciones del consumo, cuyos valores se encuentran entre -0,05 y - 0,60 y la media 
en -0,25, (es decir que aumentos de un 1% en las tarifas provocan una reducción media 
del consumo del 0,25%). 

De acuerdo con estos estudios las elasticidades más elevadas tienden a ocurrir, lógica-
mente, en situaciones en las que el recurso es más escaso y los precios más elevados 
(como Tucson, Arizona, o Australia), mientras que los valores más bajos se encuentran 
en las situaciones en los que no existen problemas de escasez de agua y los precios 
medios son más bajos (Finlandia, Inglaterra y Gales, Suecia). Existen también variacio-
nes importantes de las elasticidades dependiendo de la época del año (las más elevadas 
ocurren en los periodos estivales en los que el recurso es más escaso. 

No se dispone, en el momento de realizar este estudio, de estimaciones sobre la 
elasticidad-precio del consumo de agua en España. Es de esperar, sin embargo, que los 
valores antes mencionados sean extrapolables, con algunos matices, al caso español; en 
general es de suponer que los valores más altos se centrarán en las grandes ciudades, en 
el Levante español, y en las islas, zonas en las que el precio medio del agua es general-
mente más elevado, mientras que los valores inferiores corresponderán a las ciudades y 
pueblos de menor tamaño en los que el precio suele ser inferior (OCU, 1997). 

Una vez analizado el comportamiento del consumo de agua ante variaciones en los 
niveles tarifarios, esto es, ante subidas o bajadas de las tarifas medias, resulta conveniente 
investigar la respuesta del consumo de agua ante la aplicación de estructuras tarifarias 
determinadas. Dado que en el apartado anterior hemos recomendado, por su carácter 
incentivador de comportamientos eficientes, la aplicación de sistemas tarifarios por blo-
ques crecientes y de sistemas tarifarios estacionales, se analizan, a continuación, los efec-
tos que sobre el consumo de agua pueden tener estos sistemas. 

La mayoría de los estudios realizados sobre la respuesta del consumo a los sistemas 
tarifarios con bloques crecientes (Kinnersley, 1980, National Agency of Environmental 
Protection, 1984, Zamora et al., 1981, OCDE, 1997) confirman que estos sistemas con-
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siguen reducciones importantes del consumo. De igual forma, los estudios sobre los 
sistemas tarifarios estacionales (ver por ejemplo Gleick et al., 1995, Griffith, 1982, Zamora 
et al., 1981) concluyen que, en circunstancias que justifiquen la aplicación de estos siste-
mas, los efectos sobre el consumo son considerables. 

EL SERVICIO DE DEPURACIÓN EN BAJA 

La definición de un sistema tarifario eficiente del servicio requiere conocer los tipos ' 
de costes que supone la provisión del mismo. El coste total (c) de un servicio de depura-
ción biológico de vertidos urbanos tiene los siguientes componentes: 

R = coste de recepción y transporte de los vertidos (alcantarillado) a la planta de 
depuración. 

P = coste de tratamiento primario de los vertidos (filtrado). 
B = coste del tratamiento biológico (tratamiento anaeróbico). 
S = coste de tratamiento de residuos y lodos. 
R, P y C son costes volumétricos, directamente proporcionales al volumen del verti-

do. B, sin embargo, no es función del volumen del vertido, sino de su carga contaminan-
te; a mayor carga contaminante del vertido - expresada, por ejemplo, en unidades de 
demanda de oxígeno - mayor es el coste de su tratamiento. 

En este sentido, un sistema tarifario eficiente requeriría tener en cuenta, además del 
volumen del vertido (lo que se hace en la actualidad), el contenido del mismo. El proble-
ma radica en que el coste que supone la aplicación de sistemas de control del contenido 
de los vertidos puede ser superior a los beneficios que reporte. 

Así, dadas las características del servicio (en cuanto a número y tipo de usuarios y 
vertidos, y costes de control de los vertidos) la OCDE (1987) considera que, en princi-
pio, el uso de un sistema tarifario volumétrico en función del agua recibida por el servi-
cio de abastecimiento (o del consumo de agua, si existen otras fuentes de abastecimien-
to), independiente del volumen vertido y del contenido de los vertidos, constituye un 
sistema adecuado para la gestión del servicio. Recomienda, sin embargo, estudiar las 
posibilidades de incentivar el uso eficiente del servicio por tipos de usuarios. 

En el caso de los usuarios industriales (suelen ser escasos y sus vertidos de gran 
volumen y carga contaminante, con diferencias sectoriales considerables) puede estar 
justificada la instalación de contadores individuales de los vertidos que permitan la defi-
nición de sistemas tarifarios en función del agua realmente vertida y del contenido de la 
misma. Para evaluar la rentabilidad de esta opción puede utilizarse un análisis coste bene-
ficio, como el descrito para estos casos en el anexo III de OCDE (1987). Los beneficios 
que reportan estos sistemas se derivan fundamentalmente de la reducción de costes de 
prestación de los servicios por la reducción del consumo y la mejora de la información 
sobre el consumo de los usuarios, que puede ser utilizada para optimizar el funciona-
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miento de los servicios. En cuanto a los costes, incluyen el coste de los propios contado-
res, el de su instalación y mantenimiento, su lectura periódica, los costes que suponen los 
necesarios cambios en los sistemas de facturación, y la posible reducción de ingresos 
provocada por el descenso en el consumo del servicio. 

Una opción de interés para la tarifación de los usuarios comerciales e industriales es 
la definición de un sistema de coeficientes correctores sectoriales (por ramas de activi-
dad) de las tarifas en función de una estimación de la carga contaminante por m3 de agua 
en cada uno de los sectores (Rees, 1982). Cuanto mayor fuera la carga contaminante de 
cada sector mayor sería el coeficiente aplicable sobre las tarifas base. Este sistema sigue 
sin controlar el contenido de los vertidos, pero aproxima, en mayor grado, las tarifas al 
coste real del servicio. Con objeto de incentivar la reducción de la carga contaminante de 
los verddos podrían definirse, dentro de los coeficientes correctores de cada rama, unas 
bonificaciones tarifarias por la adopción de tecnologías "limpias" en las industrias o en 
los comercios. 

Teniendo en cuenta todo lo anterior se definen las siguientes recomendaciones en 
relación con el sistema tarifario del servicio de depuración en baja: 

� Definición de sistemas tarifarios volumétricos (en función del agua consumida), 
con bloques crecientes y tarifas estacionales (en este último caso cuando las con-
diciones lo justifiquen). 

� Aplicación de coeficientes de bonificación y recargo tarifarios sobre aquellos sec-
tores con volúmenes de retorno inferiores o superiores a la media (por ejemplo, 
coeficientes reductores para servicios de riego en los que el volumen de retorno 
es mínimo) y sobre sectores con cargas contaminantes inferiores o superiores a la 
media (por ejemplo coeficientes de recargo sobre talleres de automóviles). 

� Definición de bonificaciones tarifarias dentro de cada rama por la instalación de 
tecnologías limpias que reduzcan la carga contaminante de los vertidos. 

No se conocen análisis empíricos sobre las repercusiones que las medidas tarifarias 
propuestas pueden tener sobre el uso del agua. En general este tipo de medidas mejora-
ría la equidad en el reparto de cargas de prestación del servicio - dado que se define de 
acuerdo con el principio de quien contamina paga. Por otro lado, las modificaciones en 
el sistema tarifario del servicio de depuración suponen, en general, modificaciones en el 
precio del agua, dado que este último concepto está formado por las tarifas de los dos 
servicios urbanos del agua, abastecimiento y depuración; en este sentido, las modifica-
ciones propuestas tendrían un doble efecto: una reducción del consumo del agua por el 
aumento del precio y, como consecuencia de lo anterior, una reducción de los vertidos. 
Finalmente la última medida propuesta podría reducir la carga contaminante de los ver-
tidos. 
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EL SERVICIO DE DISTRIBUCIÓN DE AGUA ENTRE LOS REGANTES 

De los resultados de los estudios sobre la relación entre el precio y el consumo de 
agua en la agricultura presentados anteriormente se desprende que, en nuestro país, 
hasta niveles tarifarios muy superiores a los actuales, el consumo de agua de los agricul-
tores es relativamente insensible a las variaciones del precio del recurso. Así, los aumen-
tos de los niveles de las derramas generarán un aumento de los ingresos de las Comuni-
dades y por tanto una reducción de la subvención implícita al consumo de agua en la 
agricultura, pero no provocarán, generalmente, una reducción del consumo de agua. 

Sin embargo, las Comunidades pueden modificar las estructuras tarifarias de las de-
rramas para incentivar un uso más racional del servicio. En general, la aplicación de 
estructuras tarifarias basadas en el coste marginal, como los sistemas tarifarios estacionales 
o con bloques crecientes o los sistemas binómicos, son los que incentivan en mayor 
medida el uso eficiente del agua, pero requieren sistemas de medición individual de los 
consumos. Se han realizado estudios que parecen indicar que la instalación de contado-
res individuales de los consumos sólo son rentables desde el punto de vista económico 
en nuestro país en casos de grandes explotaciones y en cultivos con gran valor añadido 
(Avellá, Caries y García, 1996). Sin embargo, a medida que se reduce el coste de los 
equipos de medición de consumos y aumenta el precio del agua, la justificación econó-
mica para la adopción de estos sistemas aumenta, y así las posibilidades de aplicación de 
sistemas tarifarios volumétricos. De hecho, hoy en día, no es probable que la Adminis-
tración otorgue concesiones de uso de agua para la agricultura si las propuestas no inclu-
yen sistemas de control individual de los consumos, imprescindibles para una gestión 
eficiente del agua. 

Entre los sistemas tarifarios volumétricos, el que mejor se adapta a las condiciones 
del uso del agua en la agricultura es el sistema binómico. Tiene distintas modalidades: la 
ya comentada, en la que se define una dotación normal de agua por tipo de cultivo que se 
cobra a una tarifa base y unos recargos y bonificaciones por consumos superiores o 
inferiores a la dotación normal, en forma de tarifas más elevadas y reducidas respectiva-
mente; y la modalidad en la que hay una cuota fija por superficie regada y una cuota 
variable en función del consumo. 

Este último sistema es el que rige el uso del agua en varias zonas regables del sur de 
España y en concreto en la Comunidad de Regantes de Fuente Palmeras19. Aquí, el 

''' Fuente Palmeras es una zona regable de reciente creación (principios de los ochenta) , situada en la margen izquierda 
del Guadalquivir en la provincia de Córdoba. El agua utilizada para el r iego procede del rio Guadalquivir , y se extrae 
mediante bombeo. La Comunidad de Regantes distribuye agua a presión, a través de la red principal , a 79 agrupaciones 
de la zona regable, y desde allí se distribuye el agua a las distintas explotaciones a través de una red secundaria fija y 
enterrada. La red es mantenida en carga (a presión) de forma que cada agricultor puede hacer uso del agua cuando lo 
crea oportuno. El consumo de cada agrupación está controlado por un sistema informát ico que contabil iza el volu-
men consumido y el momento del consumo. A su vez, las agrupaciones controlan el vo lumen y horario del consumo 
de agua de cada comunero. 
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primer componente es una cuota fija por cada hectárea de la zona regable, independien-
temente de que se riegue o no, y comprende los gastos generales de conservación y 
mantenimiento de las instalaciones, el canon de regulación a pagar a la Confederación, y 
la cuota de potencia de la energía contratada, a saber, todos los gastos independientes del 
consumo de agua. El segundo componente del sistema es función del consumo efectivo 
de agua de cada comunero, estableciéndose una relación entre cada m3 y el coste energé-
tico en que se incurre para permitir el consumo, teniendo en cuenta la tarifa eléctrica 
vigente en el momento del consumo de agua (tarifa valle, llana y punta). Evidentemente, 
el consumo en las horas punta es mucho menor como reflejo del mayor coste del servi-
cio durante ese periodo del día (ver Losada y López-Gálvez, 1997). 

A corto plazo, se podrían aplicar sencillos sistemas tarifarios estacionales no 
volumétricos (que definieran al principio de la campaña distintas tarifas para diferentes 
periodos anuales) que no requieren sofisticados contadores individuales de consumo, 
sino que pueden aplicarse con los sistemas de control actuales basados en las horas de 
riego, los hilos, etc. Estos sistemas podrían incenfivar un uso más eficiente del recurso, 
permitiendo reducir su demanda en los periodos en los que su oferta es más reducida y 
aumentar la demanda en los periodos en los que su oferta es más abundante (este siste-
ma se aplica en el Canal de Provence et d'Aménagement de la Region Provençale, en 
Francia (Jean, 1987)). 

Teniendo en cuenta lo anterior, se presentan las siguientes propuestas en relación con 
el sistema tarifario del servicio de distribución de agua entre los regantes: 

� Establecimiento de contadores individuales del consumo de agua de los regantes, 
necesario para la aplicación de sistemas tarifarios volumétricos y para, en general, 
una gestión eficiente del agua. 

� En los casos en los que sea posible medir los consumos individuales de agua, 
definición de sistemas tarifarios binómicos con cuota fija por superficie y cuota 
variable en función del consumo de agua, o sistemas binómicos con tarifas base 
asociadas a una dotación normal de agua por tipo de cultivo y unas tarifas más 
elevadas o reducidas por los volúmenes superiores o inferiores sobre el consumo 
normal por tipo de cultivo. 

� En los casos en los que sea posible medir los consumos individuales de agua, 
elevación de las tarifas como medio para recuperar una mayor proporción de los 
costes que supone la prestación de los servicios y reducir de esta forma parte de la 
subvención del agua a la agricultura, como medio de incentivar un uso eficiente 
del recurso. 

EL ESTABLECIMIENTO DE UN PRECIO POR EL USO DEL AGUA 

Como se ha visto, en el marco institucional vigente, el agua, como recurso en sí, no 
tiene precio. Es gratuita. Lo que se paga por el agua, el denominado "precio" del agua, 
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no es otra cosa que las cantidades que los usuarios de los servicios públicos vinculados al 
ciclo parcial del recurso (que comprende los servicios de abastecimiento y depuración, 
básicamente) deben satisfacer para cubrir los costes que supone la prestación de los 
mismos. Estos precios están regulados y se establecen a partir de los sistemas de tarifación 
de cada servicio público. 

En los últimos años, sin embargo, desde posiciones de un liberalismo extremo y 
también desde posiciones ecologistas, se ha incidido en la necesidad de fijar un precio 
por el agua en sí, o sea, por su uso, además del que resulta de aplicar los sistemas tarifarios 
mencionados, como medio para incentivar un uso más eficiente del recurso. La justifica-
ción de esta medida radica en a) el coste de oportunidad que supone el uso del agua y b) 
la escasez del recurso. 

EL COSTE DE OPORTUNIDAD DEL USO DEL RECURSO 

El uso del agua para un determinado fin tiene un coste de oportunidad para la socie-
dad que se deriva de la pérdida de bienestar por no poder utilizarla para otro fin más 
rentable. Así el coste de oportunidad se establece en función de la productividad margi-
nal en cada uno de los usos (es decir, la productividad que se obtiene con la última 
unidad consumida) y si las tarifas incluyeran este coste - cosa que no ocurre en la actua-
lidad - reflejarían mejor el coste marginal que el uso del agua tiene en cada momento y en 
cada lugar, y supondrían un mejor incentivo para el uso y asignación eficiente del recur-
so. De hecho, si las tarifas incluyesen el coste de oportunidad de uso del recurso, a largo 
plazo se alcanzaría una situación de asignación óptima del recurso, en la que la producti-
vidad marginal del agua sería la misma en todos los usos y el bienestar de la sociedad sería 
óptimo. 

A pesar de la aparente simplicidad del argumento, su aplicación es muy complicada, 
casi imposible. Si, como ocurre en el vigente marco institucional del uso del agua en 
nuestro país, la asignación del recurso no se realiza a través del mercado, la determina-
ción del coste de oportunidad del uso del agua en cada momento y en cada lugar reque-
riría aplicar un complejo sistema de valoración económica del uso de los recursos natu-
rales que debería incluir distintos métodos de valoración apropiados para cada caso que, 
dadas las características propias del agua (el agua fluye y es difícilmente almacenable y 
transportable de un lugar a otro, su oferta es inestable, su demanda variable, provee 
multitud de servicios generalmente interrelacionados, presenta características de bien 
público, etc.), hace que sea una opción inviable en el contexto actual. De hecho, los 
principales intentos realizados de calcular el coste de oportunidad del uso del agua (ver, 
por ejemplo, Gibbons, 1995) concluyen afirmando que resulta una tarea prácticamente 
imposible y que los resultados obtenidos sirven únicamente para hacerse una idea gene-
ral del valor del agua en sus distintos usos. 
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LA ESCASEZ DEL RECURSO 

La imposición de un precio por el uso de un recurso natural sólo está justificada 
desde el punto de vista económico si el recurso en sí no es renovable o si su renovación 
supone costes para la sociedad. El agua es, en principio, un recurso renovable de forma 
natural en calidad y en posición gravitatoria gracias al ciclo natural hidrológico. Su capa-
cidad de renovación es sin embargo limitada; si el uso humano del agua la contamina a 
un ritmo superior al de renovación del recurso, el agua se degrada con los negativos 
efectos económicos, sociales y medioambientales conocidos20. 

A medida que los signos de degradación del agua provocados por la acción del hom-
bre se han hecho más evidentes, las Administraciones Públicas han tomado cartas en el 
asunto, definiendo estándares en el uso del agua (que prohiben la contaminación del 
recurso por encima de determinados niveles) y realizando actividades de depuración de 
las aguas encaminadas a conservar la calidad del recurso, que se financian, al menos en 
parte, a través de exacciones que se cobran a los causantes de la contaminación. 

Las actividades de uso del agua reguladas y gravadas por la Administración han ido 
aumentando a medida que el recurso se ha ido haciendo relativamente más escaso y 
valorado por la sociedad. Así, los verddos de los municipios a los ríos, antaño actividades 
sin regular y gravar, son hoy en día regulados mediante estándares y gravados por cáno-
nes en función del daño que provocan. 

En este sentido, las propuestas para definir un precio por el agua pueden interpretarse 
como propuestas para la ampliación del ámbito de aplicación del sistema de regulación y 
tarifación del uso del agua. Hoy en día sólo se gravan los usos del agua que se considera 
que son posibilitados por la Administración Pública o aquellos que se considera que 
generan una degradación del recurso o del medio ambiente (vertidos directos al dominio 
público hidráulico). El resto de los usos, fundamentalmente los usos de aguas subterrá-
neas privadas y los usos en regadíos históricos, quedan fuera del sistema por considerar-
se que se realizan gracias al esfuerzo privado y que todos los costes del uso recaen sobre 
los usuarios. Sin embargo, esto no es así; hemos visto que estos usos tienen evidentes 
externalidades negativas sobre el resto de la sociedad, en forma de degradación de las 
aguas y de ecosistemas asociados que, en un sistema basado en los principios de "quien 
contamina paga", deberían correr a cargo de los usuarios. Lo mismo ocurre con la con-
taminación de los acuíferos provocada por el riego de explotaciones agrarias. 

211 Si el recurso fuera no renovable, sería posible est imar esta pérdida de potencia y de calidad, como el valor monetar io 
del coste físico que supondría la desalación y bombeo del agua de forma que el recurso volviera a su situación de 
partida. Este valor, sin embargo, depende de multitud de factores - marco institucional vigente, distribución de la renta 
y la riqueza, opiniones y valoraciones de la sociedad- lo que hace que, en la práctica, sea inviable desde el punto de vista 
técnico y económico, y que no se realice ni se tenga en mente realizar. 
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Hasta el presente no se ha considerado necesario gravar estos usos. Sin embargo a 
medida que el agua se hace relativamente más escasa y valorada por la sociedad, se están 
desarrollado presiones para que los causantes de la degradación de los recursos y de 
daños a terceros paguen estos costes, y no sea la sociedad en general la que los soporte 
como un medio ambiente más degradado, o los contribuyentes en particular que finan-
cian las actividades que la Administración realiza para eliminar los daños causados. 

En este sentido, parecen demandarse, a corto plazo, una reducción de los niveles de 
subvención en el uso del agua, una mayor regulación y control en el uso de las aguas 
subterráneas, y la definición de un sistema de exacciones que graven aquellos usos del 
agua que provocan costes externos no soportados por los usuarios; en particular, los 
usos de aguas subterráneas (cuya sobreexplotación genera costes medioambientales con-
siderables), los usos privados de aguas públicas (que requieren generalmente obras de 
regulación que degradan el recurso - eutrofización de las aguas - y el medio ambiente), 
así como el uso del agua en explotaciones agrarias y ganaderas intensivas (que pueden 
contaminar acuíferos con nitratos, pesticidas y otras sustancias, con costes económicos y 
ambientales importantes). 

La aplicación de estos planteamientos no es, sin embargo, tarea fácil. No se dispone 
de información suficientemente precisa para estimar la degradación del agua que, en 
cada caso, supone el uso humano del recurso ni de los costes que este uso supone para la 
sociedad. Conviene destacar, en este sentido, el esfuerzo realizado por Gaseó y Naredo 
en la elaboración de las Cuentas del Agua en España, sistema contable que comprende 
tres subsistemas de información relacionados entre sí (Cuentas del agua en cantidad, 
Cuentas del agua en calidad, y Cuentas monetarias del agua) y que presenta una descrip-
ción detallada y sistematizada del uso del agua en nuestro país. En las cuentas se conta-
biliza, fundamentalmente, la extracción del agua del "sistema del recurso", su utilización 
en el "sistema de usos" y el retorno de la fracción usada pero no consumida al "sistema 
del recurso"21. 

3. LAS POLÍTICAS DE GESTIÓN DE LA DEMANDA Y CONSERVACIÓN 
DEL AGUA 

El modelo de gestión de los recursos hídricos del último siglo, centrado en la amplia-
ción indefinida de la oferta de agua mediante la construcción de obras hidráulicas, mues-
tra, de forma creciente, sus límites económicos y medioambientales. Los costes econó-

21 Una versión resumen de este trabajo puede encontrarse en Gaseó y Naredo (1994). 
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micos de presas y embalses son crecientes, sus rendimientos decrecientes y, en un con-
texto de marcada sensibilización sobre los valores medioambientales, sus costes ecológicos 
inaceptables. 

A medida que los límites de los planteamientos tradicionales se han ido haciendo más 
evidentes, se ha reducido considerablemente el ritmo de construcción de presas y embal-
ses, y se ha desarrollado una nueva corriente de pensamiento que considera que la 
sostenibilidad de la gestión del agua, la solución al problema del agua, pasa necesaria-
mente por una mejor gestión de los recursos existentes y un consumo racional del agua. 
En este contexto se sitúan las denominadas políticas de gestión de la demanda y conser-
vación del agua, desarrolladas inicialmente en California a principios de los setenta y que 
constituyen hoy en día la base para la definición de la estrategia hidráulica en Estados 
Unidos y en un número creciente de economías desarrolladas. 

A pesar de los excelentes resultados que, tanto en términos económicos como 
medioambientales, están teniendo estas políticas allí donde se aplican, en nuestro país 
han recibido escasa o nula atención. Y ello es paradójico dado que en España los límites 
de las políticas tradicionales son, probablemente, más evidentes que en otros países de 
nuestro entorno, y la necesidad de introducir nuevos planteamientos centrados en la 
gestión de los recursos existentes mucho más urgente. 

El objetivo de este apartado es ofrecer una visión general de estas nuevas políticas 
y mostrar las opciones que los diferentes agentes vinculados al agua - organismos 
intermedios y usuarios finales (dejando de lado el uso del agua en la agricultura tratado 
en el apartado 6) - tienen para ahorrar agua y contribuir a una gestión sostenible del 
recurso. 

El apartado está estructurado en tres secciones: en la primera se presentan breve-
mente estas políticas y su justificación económica y medioambiental; en la segunda se 
analizan las políticas e instrumentos de gestión de la demanda y conservación del agua 
que tanto los entes intermedios como los usuarios finales del agua disponen para la 
consecución de un uso más racional del recurso; en la tercera se analizan brevemente las 
posibilidades que la reutilización de las aguas depuradas residuales urbanas ofrecer para 
la gestión de los recursos hídricos. 

DEFINICIÓN Y JUSTIFICACIÓN 

Grosso modo, las políticas de gestión de la demanda y conservación del agua son aque-
llas que facilitan la obtención del mayor volumen posible de servicios hidráulicos con la 
mínima cantidad de agua, es decir, que facilitan hacer lo mismo, o más, pero con menos 
agua, reduciendo la demanda de agua, mejorando la eficiencia en su uso y contribuyen-
do, de esta forma, a la conservación del recurso tanto en términos de calidad como de 
cantidad (Estevan, 1996). Las políticas incluyen medidas que podrían denominarse de 
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"ingeniería", - como por ejemplo la reducción de fugas en las redes o el uso de disposi-
tivos de bajo consumo de agua en duchas y grifos - medidas de "gestión" - como la 
definición de sistemas tarifarios que incentiven el uso eficiente del agua - y modificacio-
nes en los hábitos de consumo - en el riego de jardines, en el uso del agua en hogares, etc. 

Desarrolladas inicialmente en California a finales de la década de los setenta, a partir 
de los enfoques generales de gestión de la demanda eléctrica22, las políticas de gestión de 
la demanda y conservación del agua se extendieron por todo el país norteamericano 
durante la década de los ochenta, y en los noventa se han convertido en la referencia 
fundamental en la definición de la política hidráulica, no sólo de Estados Unidos, sino de 
Canadá, Australia, Japón y un creciente número de países europeos. 

A continuación se presenta un ejemplo de estos nuevos planteamientos: una ciudad 
considera que no tiene agua suficiente para responder a una nueva demanda de agua y se 
plantea las opciones para resolver el problema. La solución tradicional sería recurrir a la 
construcción de una presa, opción que supone una inversión considerable, un impacto 
ambiental evidente y un aumento del consumo de agua. El aumento del consumo se 
traduce en un aumento de los vertidos, lo que implica mayores gastos en la captación y 
depuración de las aguas residuales generadas. La solución de gestión de la demanda sería 
la de conseguir ese agua mediante el ahorro en los usos actuales, eliminando las fugas en 
las redes de abastecimiento de la ciudad y en las canalizaciones del transporte de agua en 
alta, aplicando sistemas tarifarios que incentiven el ahorro de agua, o instalando disposi-
tivos de bajo consumo en duchas y grifos. 

Las diferencias entre las dos soluciones son evidentes: la opción de gestión de la 
demanda no supone impacto ambiental alguno, no implica un aumento del consumo de 
agua ni de los vertidos y, probablemente, su coste económico sea inferior al de la solu-
ción de la presa. 

La justificación de estas políticas es, por tanto, doble: económica y ambiental. 
� Es más económico para la sociedad mejorar la gestión de los recursos existentes, 

controlando la demanda, que recurrir a aumentar la oferta del recurso mediante la 
construcción de obras hidráulicas, teniendo en cuenta que los costes de construc-
ción de obras hidráulicas son crecientes y sus rendimientos decrecientes. Además 
un menor consumo requiere menos depuración y en consecuencia tiene menos 
coste. 

22 C o m o explica Estevan (1997) desde el punto de vista estructural la gest ión de la demanda eléctrica y la gest ión del agua 
presentan notables similitudes; se trata de sistemas de suministro y distr ibución continua de f luidos basados en fuentes 
de generación o captación centralizadas, redes de distribución unificadas, y s istemas de consumo atomizados y muy 
diversificados. Además , ambos f lu idos se util izan bás icamente para obtener determinados servicios, y no para ser 
consumidos directamente. 1 x> que interesa es obtener el servicio deseado, y por ello puede lograrse con consumos muy 
diferentes del recurso básico, dependiendo de las técnicas y sistemas que se apliquen a su util ización. 
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� Desde el punto de vista medioambiental, gestionar los recursos existentes y no 
recurrir a obras hidráulicas permite evitar los costes ambientales que estas supo-
nen en forma de degradación de ríos, inundación de parajes de alto valor ambien-
tal, y reducir el consumo y con ello la degradación y contaminación de los recur-
sos hídricos. 

POLÍTICAS E INSTRUMENTOS DE GESTIÓN DE LA DEMANDA Y CONSER-
VACIÓN DEL AGUA 

A continuación se presentan los instrumentos de gestión de la demanda que los 
distintos tipos de agentes vinculados al agua disponen para conseguir un ahorro de agua 
y un uso más racional del recurso. Dada la particular problemática del uso del agua en el 
regadío, las cuestiones relativas a las políticas públicas de gestión de la demanda en este 
sector se tratan de forma separada en el siguiente apartado del capítulo. 

OPCIONES PARA LOS ENTES GESTORES 

Las Administraciones Públicas, en sus distintos niveles, son las responsables de la 
gestión de los recursos hídricos y de la prestación de los servicios públicos asociados al 
agua (abastecimiento y depuración, en alta y en baja). Y como tal son las principales 
interesadas en la aplicación de las políticas de gestión de la demanda y conservación del 
agua. 

Las tendencias que definirán el marco de gestión del agua en el futuro - restricción 
del gasto y la inversión pública y valoración creciente del medio ambiente - no harán 
viables las políticas tradicionales basadas en la ampliación de la oferta de agua y su depu-
ración, políticas que requieren importantes inversiones y tienen impactos evidentes so-
bre el medio ambiente. La oferta de agua estará por tanto limitada a los recursos existen-
tes en la actualidad. Y en este contexto, si no se quiere que la escasez de agua constituya 
un elemento limitativo al desarrollo económico y social, los responsables públicos deben 
fomentar y conseguir el ahorro y la conservación de los recursos existentes como vía, 
casi única, de hacer frente a las demandas de agua que surjan en el futuro (demandas 
domésticas, industriales, agrícolas, recreativas y, fundamentalmente, ambientales), garan-
tizar el abastecimiento de agua, y conseguir una gestión sostenible del recurso desde el 
punto de vista medioambiental. De esta forma se conseguirá evitar, o por lo menos 
retrasar, la necesidad de construir nuevas infraestructuras de regulación, transporte o 
depuración de agua. 

Los organismos públicos - fundamentalmente Organismos de cuenca y entes locales 
responsables de los servicios urbanos del agua - pueden aplicar una serie de medidas 
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que, de acuerdo con Estevan (1996), se agrupan en cuatro grandes bloques: programas 
de infraestructuras, de ahorro, de eficiencia y gestión, y de sustitución. Aunque tratamos 
a continuación cada uno de estos bloques por separado, el éxito de estos planteamien-
tos aconseja la combinación de todos o gran parte de los elementos en un único plan 
general de ahorro y conservación de agua, como así ocurre de hecho en la mayoría 
de los casos. 

PROGRAMAS DE INFRAESTRUCTURAS 

Son aquellos cuyo objetivo es mejorar la eficiencia de los sistemas de regulación, 
transporte y depuración de aguas e incluyen: 

PROGRAMAS DE DETECCIÓN Y REPARACIÓN DE FUGAS EN LAS REDES 

Dadas las graves deficiencias en las redes, estos programas constituyen, en muchas 
ocasiones, el procedimiento de ahorro de agua económicamente más ventajoso. A pesar 
de los elevados costes iniciales de estas actuaciones, la amortización de las inversiones, 
tanto en alta como en baja, puede realizarse en pocos años, en función del estado inicial 
de la red (RMI, 1994). 

Estevan muestra ejemplos de adopción de estas medidas en Boston, Nueva York y 
California (RMI, 1994), donde el coste unitario del m3 recuperado por la reparación de 
fugas en las redes se sitúa entre las 4-5 pts, coste muy inferior al precio que las empresas 
de abastecimiento pagan por el suministro del m3 en alta. Resalta, igualmente, el hecho 
de que el agua perdida en las redes de suministro urbano es agua potabilizada, sobre la 
que se han repercutido los costes de tratamiento. 

En el sur de California la empresa de abastecimiento de Los Angeles (MWD) ha 
llegado a un acuerdo con una comunidad de regantes del distrito, por el que la empresa 
repara las fugas en las redes de riego y compra el agua ahorrada para su uso urbano. Se 
trata de la opción más económica de obtener nuevas dotaciones de agua en este contexto 
(Wahl y Davis, 1986). 

PROGRAMAS DE ELIMINACIÓN DE TOMAS Y VERTIDOS ILEGALES 

Las tomas ilegales son habituales en alta y, en general, las realizan usuarios agrícolas. 
Su control y eliminación corresponden a los Organismos de cuenca. Las consecuencias 
negativas de estas tomas ilegales son especialmente importantes en periodos de escasez 
del recurso, en los que pueden suponer una reducción de las dotaciones para boca y el 
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establecimiento de restricciones en el abastecimiento urbano con las negativas conse-
cuencias económicas y sociales que ello conlleva. 

El problema de los vertidos ilegales incumbe tanto a Organismos de cuenca (vertidos 
al dominio público hidráulico) como a empresas de abastecimiento (vertidos a las redes 
de alcantarillado). El coste de los programas de prevención y control sobre este tipo de 
vertidos suele ser menor que el coste de depuración a posteriori de los mismos, en 
especial en el caso de sustancias altamente nocivas y peligrosas, cuyo coste de depura-
ción es mucho más elevado. 

UTILIZACIÓN DE CONTADORES VOLUMÉTRICOS 

El uso de contadores constituye un elemento indispensable para una gestión eficien-
te del agua, tanto en alta como en baja; permite el control del consumo, la aplicación de 
sistemas tarifarios volumétricos, el control de fugas y, en general, la mejora de la gestión 
de los servicios de abastecimiento y depuración. Sin embargo, muchos usuarios del agua, 
principalmente usuarios agrícolas, no disponen de contadores. La aplicación de contado-
res contribuye, de forma directa, al ahorro de agua. Grisham y Fleming (1989) muestran 
cómo un programa de universalización de contadores en la ciudad de Boston (en la que 
previamente el 50% del volumen no se medía) redujo un 36% el consumo de agua. 
Postel (1993) muestra cómo en la ciudad de Edmonto (Canadá), en la que todos los 
usuarios tienen contadores, el consumo de agua per càpita es la mitad del de la vecina 
ciudad de Ontario, en la que el uso de contadores es sólo parcial. Rathnau (1991) y EPA 
(1995) presentan otros ejemplos de reducciones en el consumo motivadas por la intro-
ducción de contadores. Con objeto de reducir los gastos derivados de la aplicación de 
contadores (por el mayor requerimiento de lecturas, etc.), puede considerarse la posibili-
dad de utilizar dispositivos de lectura a distancia (Sweeting, 1996). 

REDUCCIÓN DE LA PRESIÓN DE LA RED 

La reducción de la presión en la red puede contribuir a ahorrar agua dado que puede 
reducir el consumo en los puntos de uso y las pérdidas en la red. Brown y Caldwell 
(1984) han calculado que la reducción de la presión de 8,4 a 4,2 atmósferas reduce el 
flujo de agua en la red en un tercio. Evidentemente este tipo de medidas sólo reducen el 
consumo en los usos no volumétricos del agua (por ejemplo, las duchas) sin afectar a los 
usos volumétricos (por ejemplo, los baños). 

Existe cierta controversia sobre la conveniencia de que las empresas de abastecimien-
to apliquen este tipo de medidas dado que, para muchos, reducen significativamente la 
calidad del servicio. En mi opinión la presión debe definirse en función del riesgo de 



A G l ' A Y E C O N O M Í A : hac i a u n a g e s t i ó n r a c i ona l d e u n r e c u r s o bás i co . 2 1 3 

fugas en la red (a mayor presión mayores pérdidas) dejando al usuario la libertad para 
disminuir él mismo la presión con objeto de ahorrar agua. 

G E S T I Ó N I N F O R M A T I Z A D A D E L S E R V I C I O 

Es de especial relevancia en el caso de los servicios urbanos del agua. La gestión 
informatizada del servicio, tanto en lo relativo a la oferta de agua (volúmenes, orígenes, 
calidad, reservas) como a la demanda (consumo medio mensual, curvas de demanda, 
picos, fallos en el suministro), permite optimizar el uso del agua disponible, mejorar el 
mantenimiento de la red y llevar a cabo predicciones y simulaciones que mejoran la 
capacidad de la empresa para adaptarse a cambios en la oferta o la demanda. 

PROGRAMAS DE AHORRO 

P R O G R A M A S E D U C A T I V O S E I N F O R M A T I V O S 

Engloban todo tipo de actividades orientadas a sensibilizar a los usuarios del agua 
sobre el valor del recurso y sobre la importancia y conveniencia de su ahorro, así como a 
informar sobre los medios e instrumentos disponibles para conseguirlo, e incluyen: 

� Programas de sensibilización e información general a través de todo tipo de medios (pren-
sa, televisión, facturas del agua, páginas web - como la que tienen más de 40 
Estados de EE UU)24 que tienen como objeto sensibilizar a los usuarios sobre la 
importancia del ahorro y uso racional del recurso. 

� Acciones de demostración: por ejemplo, mostrando jardines de bajo consumo de agua, 
diseñados - en cuanto a variedades vegetales, métodos de riego, etc.- en función 
de las condiciones climáticas y de disponibilidad de agua de la zona. Esta especia-
lidad que en inglés se denomina xeriscape landscape y apt en español podría traducirse 
como "paisajismo xerofítico"25 ha tenido un increíble desarrollo en Estados Uni-
dos, Canadá yjapón, en donde existen concursos anuales sobre este tipo de jardi-
nes (RMI, 1991), revistas especializadas (Denver Water, 1996, Welsh et al., 1993), 
así como páginas web (ver, por ejemplo, http://www.ci.fort-collins.co.us/  
UTILITIES/WATER/conserv/xerrsrc.htm). El jardín xerofítico requiere de un 

M Ver, por e jemplo la de la Ofic ina de Conservación del Agua del Estado de Colorado en http://www.dnr.state.co.us/ 

cwcb/owc/conserve .htm 
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30% a un 80% menos agua que uno convencional (Conserv 90,1990). Otro ejem-
plo de acción demostrativa son las "Casas del Agua", provistas de todo tipo de 
dispositivos ahorradores de agua, que pueden ser utilizadas como centros de de-
mostración y también de experimentación en materia, de eficiencia hidráulica 
(Karpiscak et al., 1991). 

� Educación infantil y juvenil, la educación de los futuros usuarios y gestores del agua 
constituye, a medio y largo plazo, el mecanismo más efectivo para modificar mu-
chos hábitos derrochadores que caracterizan el uso del agua en la actualidad 
(Grishman y Fleming, 1989) y constituye un excelente vehículo para introducir en 
los hogares información sobre el uso racional del agua que resultaría difícil hacer 
llegar a los adultos por otros medios, especialmente en contextos de nivel cultural 
limitado. En España son muchos los programas educativos que en los últimos 
años se han dirigido a los más jóvenes. Destaca el programa de educación escolar 
del Canal de Isabel II vigente desde 1989, que ha llegado ya a más de 300.000 
niños y niñas de entre 10 y 11 años (Castro, 1995). 

En el contexto de los programas de sensibilización sobre el uso racional del agua, los 
mensajes que destacan los beneficios medioambientales de estos comportamientos son 
atractivos y eficaces a corto plazo pero, con el tiempo, reducen significativamente su 
utilidad. Para conseguir efectos duraderos Castro (1995) recomienda utilizar mensajes 
que enfaticen las ventajas económicas que el ahorro de agua tiene para los usuarios. 

PROGRAMAS DE TARIFACIÓN 

Los sistemas tarifarios constituyen una herramienta fundamental de gestión de los 
servicios del agua tanto en alta como en baja. Como se analiza en detalle en el capítulo 
segundo, los sistemas tarifarios que incetivan un uso racional y eficiente del agua son 
aquellos sistemas volumétricos que se definen en función del coste marginal del servicio. 
Esto se traduce, en alta, en sistemas tarifarios por bloques crecientes para el servicio de 
agua a los usuarios urbanos e industriales, en sistemas tarifarios binomiales para la agri-
cultura y en sistemas tarifarios basados en el volumen y carga contaminante de los verti-
dos en el servicio de depuración en alta. Para los servicios en baja, supone sistemas 
tarifarios por bloques crecientes y tarifas estacionales (cuando las condiciones así lo 
aconsejen) en el caso de los servicios urbanos del agua (abastecimiento y depuración). 

b Xeros, del gr iego, seco. 
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PROGRAMAS DE EFICIENCIA Y GESTIÓN 

Son aquellos cuyo objetivo es el ahorro y conservación de agua mediante la mejora 
de la eficiencia en su uso e incluyen: 

P R O G R A M A S D E R E N O V A C I Ó N 

Las empresas de abastecimiento pueden llevar a cabo programas de renovación de 
sistemas y dispositivos de uso del agua existentes en hogares e industrias por otros 
de menor consumo, con objeto de ahorrar agua. Los dispositivos de alta eficiencia 
incluyen cisternas de bajo consumo, duchas y grifos con aireadores, dispositivos para 
mangueras, lavadoras y lavavajillas de bajo consumo, etc. 

Los programas pueden limitarse a informar sobre los distintos tipos de dispositivos 
de bajo consumo existentes y sobre cómo instalarlos o utilizarlos, pueden incluir la 
venta de los mismos a precio de coste a los usuarios, o pueden incluir su instalación 
en hogares e industrias sin coste alguno para los usuarios. Aunque esta última opción 
es la que requiere una mayor inversión por parte de la empresa, es también la que 
consigue mejores resultados en términos de reducción sostenida del consumo (EPA, 
1995 y RMI 1993). Además, la incidencia de este tipo de programas como instrumento 
de concienciación ciudadana es muy notable. 

Estas políticas pueden ser muy rentables en términos económicos para las empresas 
ya que permiten evitar o retrasar la construcción de nuevas infraestructuras de 
regulación y saneamiento. Así, se ha calculado que el programa de sustitución de 
aparatos de alto consumo de agua realizado en el Estado de Texas (Estados Unidos) 
ha permitido evitar la ampliación en un 15% de los sistemas de depuración de aguas 
residuales, lo que, en los próximos cincuenta años supone un ahorro de más de 3.400 
millones de dólares para la Administración del Estado, y una reducción en la cuantía 
total de las tarifas a los usuarios de más de 200 millones de dólares (Jensen, 1991). 
Del mismo modo, el programa de sustitución de 350.000 inodoros convencionales por 
otros de menor consumo en locales públicos, empresas, industrias y viviendas de la 
ciudad de México ha generado un ahorro anual de 28 hm3 de agua, suficiente para 
abastecer a más de 250.000 personas en un año (Postel, 1993 y Martínez, 1991). 

En España también se han realizado acciones de este tipo. El Canal de Isabel II, 
por ejemplo, ha calculado que la instalación de boquillas para aducción de aire reduce 
un 50% el consumo en duchas y grifos y que los dispositivos de eficiencia hídrica 
reducen un 50% el consumo de las cisternas. En 1993 se realizó una campaña de 
distribución de dispositivos de eficiencia (se envío información sobre el programa a 
6.000 usuarios y 2.800 aceptaron la colocación de aireadores en grifos y reductores 
de la capacidad de las cisternas), y del seguimiento que se realizó sobre el consumo 
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se comprobó que los usuarios habían reducido un 11% su consumo de agua (Castro, 
1995)26. 

PROGRAMAS DE AUDITORÍAS SOBRE EL USO DEL AGUA 

Los programas de auditorías sobre el uso del agua en domicilios, comercios e indus-
trias, realizados a cargo de los entes gestores del agua (Organismos de cuenca y empresas 
de abastecimiento) sin coste alguno para los usuarios, constituyen otro instrumento para 
fomentar el uso racional y el ahorro del agua. Los auditores identifican oportunidades de 
ahorro de agua y asesoran sobre los medios para conseguirlo. Los resultados en términos 
de reducción del consumo suelen ser importantes (ver Whitcomb, 1991). 

La agencia medioambiental de Canadá (Environment Canada) llevó a cabo en 1995 
un programa de auditoría sobre el uso del agua en distintos organismos públicos federa-
les (aeropuertos, centros de investigación, ayuntamientos, ministerios, universidades, 
hospitales, etc.). El objetivo del programa era doble: a) reducir el consumo de agua y b) 
servir de ejemplo para otros organismos públicos y privados. A partir de las auditorías 
sobre consumo de agua realizadas, se definió un plan de acción en cada uno de los 
organismos examinados. De acuerdo con las estimaciones realizadas, con inversiones de 
escasa importancia y modificaciones en los hábitos de consumo, se conseguiría una re-
ducción media de más del 50% del consumo de agua en los distintos organismos y el 
periodo medio de amortización de las inversiones realizadas sería inferior a dos años. 
Esta reducción del consumo tendría también beneficios considerables para los entes 
públicos que prestan los servicios del agua27. 

PROGRAMAS DE INCENTIVOS ECONÓMICOS PARA EL AHORRO DE AGUA 

Las empresas de abastecimiento o los entes locales pueden ofrecer incentivos econó-
micos a los usuarios por reducir su consumo de agua. Los incentivos pueden ser tarifarios 
- descuentos o bonificaciones en las tarifas - o de otro tipo; destaca, por ejemplo, el 
programa de "cash for grass" en California, Estados Unidos, en el que la empresa de abas-
tecimiento ofrece unas cantidades económicas por la eliminación de superficie de prade-
ras o zonas ajardinadas, o por su sustitución por jardinería de alta eficiencia hídrica (RMI, 
1994). 

26 El autor mant iene que al interpretar estos datos hay que tener en cuenta que, lógicamente, los usuarios que accedieron 

a la instalación de disposit ivos son personas con alta sensibil idad hacia el gasto en agua. 
2 En http://www.ec.gc .ca/water/en/info/pubs/manual/cases . 
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A C C I O N E S N O R M A T I V A S 

Las autoridades públicas pueden utilizar sus facultades normativas o legislativas para 
ahorrar agua: 

Pueden hacer preceptivo el uso de aparatos de bajo consumo de agua en nuevas 
instalaciones (domésticas, industriales o agrícolas), vía ordenanzas municipales, conce-
siones de obra o de reforma, etc. Sirva de ejemplo el "Energy Policy Actm, legislación 
promulgada en Estados Unidos en 1992 que obliga a que, a partir de 1994, todas las 
cisternas instaladas en domicilios sean de bajo consumo. 

Pueden obligar al uso de dispositivos automáticos de corte en dispositivos de uso de 
agua (por ejemplo, grifos o urinarios de presión) en locales públicos y privados. 

Pueden regular el diseño de parques y jardines públicos y privados de forma que se 
adapten a las condiciones climáticas de cada región así como a los sistemas y condiciones 
de riego. En la Comunidad de Madrid, por ejemplo, existen unas recomendaciones sobre 
el tema, elaboradas por un grupo multidisciplinar de expertos, que con el tiempo pueden 
convertirse en normas (Castro, 1995). 

Pueden regular la utilización de aparatos de aire acondicionado, desincentivando el 
uso de aquellos con importantes necesidades de agua, en concreto los modelos de aire de 
condensación por agua en circuito abierto. 

Pueden condicionar las licencias de construcción, por ejemplo de campos de golf, a 
la utilización de aguas residuales depuradas como fuente única de abastecimiento para 
riego (ver ejemplo del Campo de Golf de Mas Nou presentado más adelante). 

Pueden condicionar el otorgamiento de caudales a nuevas actuaciones urbanísticas o 
industriales, a que éstas consigan que el resto de usuarios ahorren un volumen de agua 
equivalente al que solicitan o, lo que es más frecuente, a que paguen en los derechos de 
acometida el coste necesario para conseguirlo. Se trata, en definitiva, de asegurar que los 
nuevos desarrollos no generen un aumento de la demanda global. El Canal de Isabel II 
ya ha realizado programas de este tipo (Castro, 1995). 

PROGRAMAS DE SUSTITUCIÓN 

Son aquellos que fomentan la sustitución del uso de agua potable por otro tipo de 
aguas no utilizadas en la actualidad. Incluyen, fundamentalmente, los programas de 
reutilización de aguas residuales, los programas de reciclaje de aguas y los programas de 
desalación de aguas saladas o salobres. 

-" USEPA.1992, 102-486. 
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REUTILIZACIÓN 

La reutilización de aguas residuales como alternativa al uso de agua potable para usos 
que no requieren una calidad excesiva del recurso constituye una actividad en constante 
crecimiento y hoy en día es ya un elemento básico en la gestión del agua en zonas como 
California o Israel. Ofrece evidentes ventajas económicas y medioambientales principal-
mente porque permite el desarrollo de actividades consumidoras de agua sin necesidad 
de aumentar la oferta disponible de agua. 

Las aguas residuales se utilizan para usos no potables (riego de explotaciones agríco-
las, parques, jardines y campos de golf, enfriamiento de industrias, etc.) y desde hace tan 
sólo unos años para usos potables (recarga de acuíferos y pantanos para su posterior uso 
en abastecimientos urbanos, domésticos e industriales). 

En España la reutilización de aguas tiene todavía escasa importancia. Sin embargo, 
para muchos expertos, las condiciones de nuestro país son excelentes para el desarrollo 
de estas alternativas que pueden contribuir a solucionar el problema del agua en el siglo 
XXI (Mujeriego, 1998). 

RECICLAJE 

El reciclado de agua, o el uso del agua en la misma aplicación en la que se utilizó 
inicialmente, constituye un mecanismo atractivo para el ahorro de agua en procesos 
industriales y comerciales y permite mejorar las garantías de suministro en zonas de 
escasez de agua expuestas a políticas de restricciones (ver, por ejemplo, MWRA, 1991). 
El reciclaje de las aguas suele requerir un tratamiento previo, lo que supone un coste, 
pero permite recuperar sustancias contenidas en las aguas que pueden también reutilizarse. 

La Administración puede fomentar la adopción de este tipo de medidas mediante 
estímulos tarifarios y mediante regulaciones sobre tecnologías a utilizar en los procesos 
productivos. La combinación de estas medidas ha hecho que países como Estados Uni-
dos y Japón hayan recurrido al uso del reciclaje en las últimas décadas, aumentando la 
productividad industrial del agua, y manteniendo o incluso reduciendo el consumo total 
de agua en el sector industrial (NLA, diversos años, para Japón y Wade et al. 1991 para 
Estados Unidos). 

DESALACIÓN 

La desalación de agua de mar constituye una actividad en expansión; de acuerdo con 
Postel (1993) existen 7.500 estaciones de desalación de aguas saladas en el mundo que 
convierten anualmente 4.800 millones de m3 de agua de mar en agua dulce. En España la 
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actividad de desalación se concentra fundamentalmente en el archipiélago canario y en la 
costa mediterránea (Ojeda, 1997). A pesar del crecimiento experimentado en las úlümas 
décadas, la desalación produce sólo una pequeña parte de la oferta de agua tanto en 
España como a escala mundial, y no se espera que en un futuro próximo vaya a incre-
mentar su participación en la oferta total de agua disponible. Y ello es así porque los 
distintos procesos de desalación - ya sea la destilación (calentamiento y condensación del 
agua) o la osmosis inversa (filtrado a través de una membrana)- son grandes consumido-
res de energía. En épocas pasadas en las que el coste de la energía era reducido y existían 
expectativas de desarrollo de fuentes de energía barata- fusión nuclear - se consideraba 
que la desalación iba a permitir solucionar el problema del agua. Sin embargo con los 
costes energéticos actuales, la desalación es una solución extremadamente costosa, sólo 
recomendable para la solución de problemas puntuales como el abastecimiento en la 
época estival de ciudades costeras. 

RESULTADOS DE PLANES DE AHORRO Y CONSERVACIÓN DEL AGUA 

En las dos últimas décadas se han llevado a cabo numerosos planes de ahorro y 
conservación del agua tanto en Estados Unidos, en donde más de 40 Estados tienen un 
plan de este tipo, como en otros países desarrollados o en vías de desarrollo. En el 
cuadro 5, que se presenta más adelante, se exponen los resultados de algunos de los 
estudios realizados sobre los impactos en términos de ahorro de agua de estos planes. La 
información se ha obtenido de Postel (1993), USEPA (1992), Estevan (1995) y Castro 
(1995). 

DIFICULTADES EN LA APLICACIÓN DE LAS POLÍTICAS 

Se ha visto que los entes gestores del agua tienen evidentes incentivos económicos a 
largo plazo para la aplicación de estas políticas. De hecho, más que incentivos, se enfren-
tan con la necesidad imperiosa de aplicarlas como vía, casi única, para garantizar a medio 
y largo plazo la prestación de los servicios del agua y la sostenibilidad de la gestión del 
recurso. A corto plazo, sin embargo, existen una serie de dificultades que es necesario 
superar. 

La principal dificultad reside en la falta de medios humanos y técnicos para llevarlas a 
cabo. El personal actual de la Administración responsable de la gestión del agua, forma-
do básicamente por ingenieros, es válido para las políticas tradicionales basadas en el 
aumento de la oferta de agua, pero no es el adecuado para la aplicación de estos nuevos 
planteamientos en los que la gestión de los recursos existentes y su dimensión ambiental 
adquieren un gran protagonismo. 
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La adopción de estos nuevos planteamientos requiere la utilización de un capital 
humano interdisciplinar - dado el carácter interdisciplinar que pasa a tomar la gesdón del 
agua - que incluya profesionales de los campos de la economía, el medio ambiente, la 
ecología, la antropología, la sociología, la demografía, y de otros campos relacionados, 
directa o indirectamente, con el agua. 

Lo mismo ocurre con la información disponible, adecuada para las políticas tradicio-
nales, pero insuficiente para la aplicación de estos nuevos planteamientos. Se requiere 
información de calidad sobre la oferta de agua - tanto en cantidad como en calidad -, el 
uso del agua y, fundamentalmente, la demanda de agua, necesaria para la toma de deci-
siones. La adecuación del capital humano y técnico de la Administración a las nuevas 
necesidades requiere, evidentemente, un esfuerzo público considerable en términos eco-
nómicos. Sin embargo constituye un requisito indispensable para la aplicación de estos 
nuevos planteamientos. 

Por otro lado, la aplicación de los planes de conservación y ahorro de agua al entorno 
urbano se ve dificultada dado que, a corto plazo, estas políticas son impopulares. Supo-
nen, en mayor o menor medida, un sacrificio para los usuarios (en términos de comodidad 
o hábitos de consumo) y ello sin contrapartida inmediata, dado que en general la aplica-
ción de estas políticas va acompañada por subidas tarifarias. Esto es así porque si los 
programas acometidos tienen éxito, reducen el consumo y en consecuencia los ingresos 
de la empresa de abastecimiento, y dado que la reducción de gastos por la disminución del 
consumo es muy pequeña (pues los costes variables son una fracción muy pequeña de los 
costes totales), los planes generan un desequilibrio presupuestario para la empresa, que es 
resuelto generalmente mediante un aumento de las tarifas. Con objeto de evitar este 
rechazo social las empresas o poderes públicos deben explicar a los usuarios las ventajas 
económicas que a medio y largo plazo tienen estas políticas - en términos de reducciones 
tarifarias y mejora de la garantía de la prestación del servicio - e informarles sobre las 
medidas que pueden adoptar con objeto de controlar su gasto en agua. 

OPCIONES PARA LOS USUARIOS DEL AGUA 

Los usuarios del agua, ya sean domésticos, industriales o comerciales, pueden estar 
interesados en reducir su consumo de agua como vía para reducir su gasto en agua 
(y también en energía) o como medio para contribuir a mejorar las garantías futuras 
de los servicios y la sostenibilidad en la gestión del recurso. En el presente apartado 
se analizan las opciones que los distintos tipos de usuarios tienen para reducir su 
consumo de agua. 
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Cuadro 5 

Impactos sobre el consumo de agua de políticas de gestión de la demanda 

Localidad o región/Fuente Principales medidas aplicadas Ahorro de agua 
Tampa, Florida, USEPA � Estructuras tarifarias eficientes Reducción de un 7 % 
( 1992) � Renovación de fontanería en el consumo de agua 

� Información sobre xeriscape 

� Programas de educación 
Los Angeles, California, RMI, � Sistema tarifario estacional Reducción del 15% en 
( 1 9 9 1 ) � Programas de sustitución de el consumo de agua en 

duchas y cisternas 1995 y 2 0 % 

� Programas de sensibilización y (estimación) en el 

educación 2 0 0 0 

San José California, JMM, � Programas de renovación de Reducción del 10% en 
( 1 9 9 1 ) cisternas y duchas, con asistencia el volumen de aguas 

técnica residuales (en diez 

� Auditorías en domicilios y años) 

empresas 
Lompoc, California, NEOS, � Renovación de cisternas y duchas Reducción del 14,4 % 
(1990) � Programas de uso de aguas grises en el consumo de agua 

para riego 

� Regulación en el uso del agua 
Tribu Stillaguamish en � Renovación de cisternas, Reducción del 3 5 % en 
Arlington, Washinton, Eddy, instalación de grifos y duchas de el consumo medio de 
( 1993) bajo consumo agua 

� Instalación de contadores 

� Programas educativos 
Goleta, California, RMI, � Universalización de contadores Reducción del 3 3 % en 
( 1994) � Modificación de estructuras el consumo de agua 

tarifarias 

� Distribución gratuita de aireadores 
y cabezales de ducha de bajo 
consumo 

� Auditorias hidráulicas a empresas 
y comercios 

Jerusalén, Israel, Postel ( 1993) � Instalación de dispositivos de Ahorro del 14% del 
ahorro de agua consumo de agua 

� Reparación de fugas 

� Programas de riego eficientes en 
parques y jardines 

Singapur, OMS, ( 1990) � Reparación de fugas Disminución del 

� Sistemas tarifarios eficientes consumo de agua en 

� Programas educativos un 10% 

Waterloo, Canadá, Postel, � Modificación sistema tarifario Reducción anual de un 
( 1993) � Distribución de dispositivos de 10% del consumo de 

ahorro de agua agua per càpita 

� Programas educativos 
Bogor, Indonesia, Bhatia y � Políticas tarifarias eficientes (en Reducción del 3 0 % en 
Falkenmark, ( 1992) niveles y estructuras) consumo por habitante 
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USUARIOS DOMÉSTICOS 

Grosso modo, los usuarios domésticos pueden ahorrar agua de dos formas: a) 
utilizando dispositivos de alta eficiencia hidráulica y b) modificando sus hábitos de 
consumo. 

DISPOSITIVOS DE EFICIENCIA HÍDRICA 

I. DE FONTANERÍA 

Los usuarios pueden instalar dispositivos de bajo consumo o sustituir los equipos 
existentes por otros con menos necesidades de agua. Este tipo de medidas tiene un coste 
reducido de instalación, una larga vida útil, y el periodo de amortización es corto. En 
muchos casos (duchas, lavabos, lavadoras, etc.), a la disminución del consumo de agua, y 
por tanto del gasto en agua, se suma la disminución del consumo de energía que conlleva 
la reducción del uso de agua caliente. 

Cisternas de bajo consumo 

Cerca del 30% del consumo doméstico de agua dentro de los hogares se debe al 
consumo de las cisternas de urinarios. Las cisternas habituales consumen como media 
10 litros de agua cada vez que se utilizan (Castro, 1995) mientras que las nuevas 
cisternas de bajo flujo ofrecen el mismo servicio, consumiendo un 40% menos de agua. 
Tienen la ventaja adicional que generan menor volumen de residuos (Pearson, 1993). 

No sólo está totalmente justificado el uso de estas nuevas cisternas en edificios 
nuevos y remodelados (dado que su coste total - coste del dispositivo más coste de 
instalación- es similar al coste total de los dispositivos tradicionales, y su ahorro en 
agua es evidente) sino que también puede ser rentable sustituir las cisternas existentes 
por los nuevos modelos de bajo consumo. La rentabilidad de estas medidas viene dada 
por el precio del agua. La USEPA (1995) ha calculado que la sustitución de viejas por 
nuevas cisternas puede reducir el consumo de agua en un 34% en una vivienda típica 
de tres personas. Asumiendo un coste de sustitución de 32.000 pts., calcula que, a las 
tarifas vigentes, permitiría el ahorro de 5.600 pts al año lo que supone que la inversión 
podría amortizarse en poco más de cinco años. 
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Reducción manual del consumo de cisternas 

Un sistema de mucho menor coste es la introducción en la cisterna del sanitario de 
algún objeto para reducir el volumen de descarga. Se ha utilizado a menudo en nuestro 
país en épocas de sequía (Castro, 1995) pero puede dañar el sistema de funcionamiento 
de la cisterna reduciendo la calidad del servicio; por ello sólo es recomendable utilizarlo 
temporalmente, no como solución definitiva. 

Cabezales de ducha y aireadores de grifos 

Los cabezales de ducha de bajo consumo y los aireadores de grifos reducen el flujo de 
agua manteniendo la calidad y condiciones del servicio. De acuerdo con Jespen (1991), la 
sustitución de dispositivos de ducha tradicionales (que consumen cerca de 12 litros por 
minuto) por los dispositivos de eficiencia hídrica comentados permite reducir un 60% el 
flujo de agua, lo que, en el caso de consumos no volumétricos, permite reducir el consu-
mo de agua en la misma proporción. Whitcomb (1990) ha calculado que la utilización de 
estos dispositivos permite reducir un 6,4% el consumo per càpita de usuarios domésticos 
en Estados Unidos. 

Reducción de la presión 

Los usuarios pueden ahorrar agua reduciendo la presión de su red a través de la 
instalación de dispositivos a tal efecto; la reducción de la presión reduce el consumo en 
usos no volumétricos así como las pérdidas por fugas en la red. Además puede contri-
buir a reducir el ruido de electrodomésticos que utilizan agua y a evitar averías en los 
sistemas de fontanería. 

Un estudio realizado en la ciudad de Denver muestra que los usuarios que recibían el agua 
con menor presión (por encontrarse en zonas más elevadas) consumían, en media, un 6% 
menos de agua que los usuarios que recibían el agua con mayor presión (USEPA, 1995). 

Utilización de aguas grises 

Los usuarios domésticos pueden reducir su consumo de agua utilizando las aguas 
grises generadas (provenientes de duchas, lavabos, lavadoras y lavaplatos) para el riego 
de jardines, limpieza de aceras y otros usos que no requieran una calidad elevada del 
agua. Esto requiere, por lo general, la instalación de un sistema alternativo de tubería 
cuyo coste puede ser elevado (USEPA, 1992). 
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II. USOS EXTERNOS 

Los usos externos del agua, principalmente para riego de jardines y praderas, llenado 
de piscinas, limpieza de coches y aceras, representan una parte considerable del uso 
doméstico del agua, en especial en el periodo estival y en zonas de clima seco. 

Jardines y zonas verdes 

FJ consumo de agua en jardines se puede reducir utilizando sistemas eficientes de 
riego (ver Grisham y Fleming, 1989). Sin embargo, la forma más eficiente de ahorro es 
un buen diseño inicial del jardín. A esto se dedica la especialidad del xeriscape presentada 
anteriormente, cuyos principales principios son: diseño y planificación previa del jardín; 
mejora del suelo; reducción del césped (gran consumidor de agua); acolchado del suelo 
con materiales orgánicos; utilización de técnicas eficientes de riego; selección de plantas 
con reducidas necesidades hídricas; y mantenimiento adecuado en función de la disponi-
bilidad de agua (Welsh et al. 1993). 

Se calcula que el diseño y mantenimiento de jardines siguiendo estos principios pue-
de reducir el consumo de agua (60% según Grapek, 1996), el consumo de energía (me-
nor necesidad de extracción de agua), y los costes de mantenimiento (USEPA, 1993). Un 
estudio realizado en California puso en evidencia que la aplicación de los principios del 
xeriscape a jardines convencionales hizo descender el consumo de agua en un 54%, el de 
fertilizantes un 61% y el de herbicidas un 22% (Nelson, 1990). 

MODIFICACIÓN DE HÁBITOS DE CONSUMO 

Los usuarios pueden modificar sus hábitos de consumo para conseguir un uso más 
eficiente del agua y en consecuencia un ahorro del recurso. 

En la cocina, se pueden ahorrar cerca de 100 litros diarios poniendo el lavaplatos y la 
lavadora sólo cuando estén llenos, lavando los platos en la pila llena sin dejar el grifo 
abierto, etc. (Florida Commission, 1990). 

En el baño, cerrando el grifo mientras nos jabonamos o cepillamos los dientes; no 
utilizando el urinario como papelera, etc. Un grifo que gotea consume cerca de 170 litros 
de agua al mes (OCU, 1997). 

En el jardín, regando en los periodos de menor evapotranspiración, es decir, cuando 
el sol caliente menos, cultivando plantas con necesidades hídricas acordes a la disponibi-
lidad de agua, barriendo en vez de encharcando las aceras para limpiarlas, etc. 
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USUARIOS INDUSTRIALES Y COMERCIALES 

Los usuarios industriales y comerciales tienen usos del agua similares a los de los 
usuarios domésticos (lavabos, baños, cocinas...) y otros usos específicos de cada sector 
(agua para refrigeración, para limpieza, para riego, como input productivo...). 

En este sentido, gran parte de las opciones presentadas en el caso de los usuarios 
domésticos son de aplicación en el caso de los usuarios industriales y en especial en el de 
los comerciales. En cuanto a los usos puramente industriales y comerciales las siguientes 
opciones pueden ser de interés: 

R E U T I L I Z A C I Ó N DE A G U A S 

La reutilización de agua consiste en la sustitución del uso de agua potable por aguas 
residuales depuradas o por otro tipo de aguas, en usos que no requieren una calidad 
elevada del recurso. Aunque el tema de la reutilización de aguas se analiza con más 
detalle en el punto siguiente, en relación a los usos comerciales e industriales conviene 
destacar que las aguas reutilizables provienen fundamentalmente de las aguas residuales 
urbanas depuradas y que los usos más comunes incluyen el riego de zonas ajardinadas 
y campos de golf, la refrigeración de procesos productivos industriales, y la limpieza 
de calles, industrias y comercios. En general, la reutilización comercial e industrial de 
aguas requiere la existencia de una red secundaria de distribución cuyo coste es el 
principal componente del coste total del proceso de reutilización de aguas. Ejemplos 
de estas redes lo constituyen la ciudad de Palo Alto, California (Estevan, 1996) o la 
ciudad y complejo industrial de Prato en Italia (Nurizzo et al., 1998). Los requerimientos 
de calidad de las aguas a reutilizar vienen dados por los procesos productivos en los 
que van a utilizarse. En muchos casos los requerimientos para el uso de agua en procesos 
productivos son menores que los que se requieren para poder verter las aguas al dominio 
público hidráulico. En este sentido, la reutilización, además del ahorro de agua que 
supone, permite ahorrar recursos al simplificar los requerimientos de depuración 
(Bontoux, 95). 

EL R E C I C L A D O DE A G U A 

El reciclado de agua, o el uso del agua en la misma aplicación en la que se utilizó 
inicialmente, constituye un mecanismo atractivo para el ahorro de agua en procesos 
industriales y comerciales. El agua utilizada puede requerir o no tratamiento antes de ser 
reciclada. El reciclaje es especialmente indicado en los procesos en los que el agua actúa 
como elemento de refrigeración. De acuerdo con Brown y Caldwell (1990) existen tres 
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métodos de reciclaje de agua en procesos de refrigeración que permiten un ahorro de 
agua: enfriamiento por evaporación, ozonoización, e intercambio de temperatura del 
aire. Strauss (1991) muestra cómo la aplicación de una de estas tecnologías para la refri-
geración del proceso productivo en una estación de generación de electricidad en 
Wyoming, permitió una reducción superior al 500% del consumo de agua de la empre-
sa, con el ahorro de gasto en agua que ello supuso. Otro estudio muestra cómo la apli-
cación de un sencillo proceso de reciclaje de aguas para refrigeración en Epton Industries, 
empresa canadiense de plásticos, redujo el consumo de agua en un 40% y el periodo de 
amortización de la inversión fue de 16 meses (Postel, 1993). 

LA REUTILIZACIÓN DE AGUAS RESIDUALES 

La reutilización de aguas residuales en sustitución de aguas de mayor calidad en usos 
que no requieren una calidad elevada del recurso ha experimentado un importante desa-
rrollo en los últimos años. Cada vez son más los proyectos, no sólo en Estados Unidos y 
en Israel, países con una sólida tradición en este campo, sino en el resto de las economías 
desarrolladas, incluida España, que utilizan las aguas residuales generadas en núcleos 
urbanos para usos agrarios, industriales, de jardinería y, los más recientes, para usos am-
bientales e, indirectamente, para abastecimientos (mediante la recarga de acuíferos y 
embalses). En el contexto actual de escasez del recurso, la reutilización ofrece evidentes 
ventajas económicas y ambientales (permite evitar la construcción de nuevas 
infraestructuras de regulación y saneamiento y, en el caso del agua para riego, permite un 
ahorro considerable de fertilizantes dado que el agua depurada es rica en sustancias 
nutrientes) y, para muchos, está llamada a jugar un papel clave en la solución de los 
problemas del agua en el nuevo siglo. 

LA REUTILIZACIÓN DE AGUAS EN ESPAÑA 

La reutilización de aguas residuales en España es un fenómeno reciente pero en 
constante crecimiento. Tras los primeros proyectos de finales de la década de los ochenta 
- fundamentalmente demostrativos y experimentales - en la década de los noventa han 
tenido un importante desarrollo, sin duda favorecidos por la implantación de estaciones 
depuradoras y por la época de sequía vivida. 

A pesar de este impulso, la reutilización de agua es todavía una actividad de importan-
cia residual en nuestro país sobre todo si la comparamos con la de otros países o regiones 
con problemas del agua parecidos a los nuestros. Así, mientras en España únicamente se 
reutiliza un 7,6% de las aguas residuales, en Israel y California este porcentaje es del 70% 
y 40% respectivamente (Guzmán, 1997 y Schwartz, J., 1990). 
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Sin embargo, España constituye, según ciertos autores, un lugar donde la reutilización 
podría y debería tener más protagonismo (Mujeriego, 1998). El atractivo de la reutilización 
de las aguas residuales en un lugar dado depende, en grandes líneas, del grado de escasez 
del recurso, de la importancia de la demanda de agua (disponibilidad a pagar), y del coste 
de las fuentes alternativas. 

Vergés (1998) ha calculado que existe un potencial para la reutilización del 50% de 
las aguas residuales de nuestro país. Dado que el consumo urbano del agua representa el 
14% del total del consumo de agua en el país, la reutilización podría tener un papel 
importante en la gestión del agua en el futuro. 

EJEMPLOS DE REUTILIZACIÓN DE AGUAS 

A continuación se presentan dos casos recientes de reutilización de aguas para distin-
tos usos, que permiten analizar las ventajas de estos procesos e identificar las barreras 
que existen para su desarrollo futuro. 

LA REUTILIZACIÓN DE AGUAS DEPURADAS PARA EL RIEGO DEL CAMPO DE GOLF 
MAS NOU (GERONA) (Mujeriego et al., 1996, Mujeriego, 1998, Sala y Millet, 1995) 

El proyecto se inició en 1989 cuando el Ayuntamiento de Castell-Platja d'Aro condi-
cionó la autorización de construcción de un campo de golf a la utilización de aguas 
regeneradas como única fuente de suministro de agua de riego, al considerar que el riego 
con agua proveniente de otras fuentes - acuíferos subterráneos y abastecimiento munici-
pal - era insostenible desde el punto de vista medioambiental y económico. 

El promotor del campo de golf obtuvo una concesión administrativa para la utiliza-
ción de las aguas depuradas de la estación depuradora de la localidad, dependiente del 
Consorcio de la Costa Brava, y el proyecto salió adelante. Hubo de construirse, para la 
puesta en funcionamiento del mismo: a) una planta de desinfección del afluente de la 
depuradora, b) un depósito de almacenaje del agua desinfectada (se acondicionó uno de 
los lagos ornamentales del campo de golf para tal fin) y c) un sistema de bombeo y 
conducción del agua para el riego del campo. 

El marco económico del proyecto está basado en las siguientes condiciones: a) las 
infraestructuras de bombeo y conducción de aguas son propiedad del usuario del agua 
regenerada, b) la planta de desinfección es propiedad del Consorcio de la Costa Brava, 
que lo mantiene y explota, y c) el servicio de asistencia técnica lo realiza el Consorcio de 
la Costa Brava. 

Las condiciones generales de prestación de estos servicios están reguladas en un 
Convenio entre las dos partes en el que se estipulan, entre otros elementos, las condicio-
nes del suministro (calidad y cantidad), y el sistema tarifario vigente (sistema binómico, 
mínimos consumos y consumos progresivos). 
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El proyecto lleva ocho años en funcionamiento y de su experiencia pueden despren-
derse las siguientes conclusiones: 

� El efecto global del proyecto ha sido posidvo: ha permiddo la realización de una 
actividad empresarial fundamental para el desarrollo de la zona, sin aumentar el 
consumo del agua disponible. 

� Para el usuario, el uso de aguas regeneradas ha sido un elemento clave en el éxito 
de la empresa dado que ha asegurado la disponibilidad de agua en el periodo 
estival y ha supuesto un importante ahorro en fertilizantes sintéticos que de otro 
modo habría sido necesario utilizar. 

� Las principales dificultades del proyecto han sido: a) el tema de la calidad del agua: 
no existe un marco que regule estas cuestiones ni un conocimiento técnico sufi-
ciente por parte de la Administración, lo que ha provocado que se adoptasen las 
normas vigentes en California (USEPA, 1992 y WPCF, 1989); y b) la dificultad 
para la definición de las necesarias condiciones del agua para el riego del campo 
de golf. 

� El éxito del proyecto ha sido posible gracias al apoyo público recibido, económico 
y técnico. Ha tenido un efecto demostrativo positivo y su carácter experimental 
ha permitido sacar numerosas lecciones de utilidad para otras iniciativas similares. 

EL PLAN DE REUTILIZACIÓN INTEGRAL DE VITORIA (López et al. 1998) 

La ciudad de Vitoria se ha enfrentado en los últimos años a una problemática del 
agua caracterizada por: a) problemas de garantía en los abastecimientos (se abastece del 
embalse de Zadorra del que se nutre también la ciudad de Bilbao, y su consumo anual 
supera el volumen de la concesión administrativa, por lo que en épocas de sequía se 
produce un déficit que puede llegar a traducirse en restricciones en el abastecimiento 
urbano); b) riesgos de inundaciones de zonas industriales cercanas a la ciudad (Bilbao 
mantiene el embalse lleno para garantizar su suministro y esto provoca que la presa no 
pueda cumplir su función de laminación de avenidas); c) demandas de agua para regadío 
en zonas cercanas al municipio difíciles de satisfacer; y d) creciente valoración de la 
calidad del río Zadorra que se abastece igualmente del embalse y que asegura el caudal 
ecológico. 

Con objeto de hacer frente a estos problemas, la ciudad, en colaboración con el 
Gobierno Vasco y la Diputación Forai de Álava, definió en 1994 un Plan Integral de 
reutilización de las aguas residuales de la estación depuradora de aguas residuales (EDAR) 
de la ciudad que, en grandes líneas, responde al siguiente esquema. 

El agua depurada proveniente de la EDAR se conduce a una estación de tratamiento 
terciario y de allí se transporta a través de una arteria de 8 km. de longitud a una balsa de 
almacenaje. En verano el agua almacenada se utiliza para el riego de la Comunidad de 
Regantes de Arrato (creada en 1993 con una concesión administrativa de 400 1/s). 
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En el resto del año el agua se vierte al río, a pie de presa, evitando que el embalse deba 
soltar agua para el mantenimiento del caudal ecológico, o se vierte aguas arriba del embalse 
y puede utilizarse indistintamente para el abastecimiento de la ciudad de Vitoria (se vierte 
aguas arriba y no directamente en el embalse con objeto de que las aguas tengan tiempo 
de naturalizarse) o para su turbinación y generación de energía eléctrica (la turbinación se 
hace por una segunda salida de la presa que permite el abastecimiento a Bilbao). 

Los beneficios estimados del proyecto son los siguientes: 
� Medioambientales: el proyecto ha evitado la necesidad de construir nuevos em-

balses e infraestructuras de laminación de avenidas que hubieran tenido un im-
portante impacto ambiental. Ha permitido, además, mejorar la calidad ambiental 
del río Zadorra. 

� Aumento de los recursos para abastecimiento o turbinación: el proyecto ha su-
puesto la "creación" de nuevos recursos hídricos de gran calidad. Su utilización a 
pie de presa en el río Zadorra supone que el embalse queda liberado de la servi-
dumbre del río (caudal ecológico), y el agua no consumida para este fin puede 
utilizarse para abastecimiento, o para su turbinación y generación de energía eléc-
trica. 

� Reducción del riesgo de avenidas: la turbinación del agua supone un vaciado del 
embalse que mejora su capacidad de laminación de avenidas y disminuye el riesgo 
de inundaciones aguas abajo. 

� Desarrollo de regadíos: el proyecto ha permitido la transformación de 5.000 has 
de terreno fértil en regadío. 

En resumen, el proyecto ha permitido, con un coste relativamente bajo - Soriano 
(1997) ha calculado que el coste unitario del agua regenerada en este caso es de 10-12 
pts/m3 -, solucionar una serie de problemas relacionados con el agua, generando, según 
sus promotores, unos beneficios anuales cercanos a los 200 millones de pesetas. 

4. USO DEL MERCADO PARA LA ASIGNACIÓN DEL AGUA 

Tradicionalmente se ha considerado que el mercado no era un instrumento apropia-
do para la asignación de los recursos naturales y en concreto para la asignación del agua. 
Sin embargo, en la última década se han desarrollado en distintos puntos del planeta 
(California, Arizona30, Chile, México, Australia) marcos institucionales que, en mayor o 
menor medida, recurren al uso del mercado para la asignación del agua31. A la luz de 

La Ley del Agua Subterránea de Arizona, de 1980, autorizó la creación de "granjas de agua" que permiten a los 

agricultores vender sus derechos de agua a las ciudades. Información detallada en Aguilera (1997). 

" Existen también casos de mercados locales históricos sin marco institucional explícito (basados en tradiciones secula-

res) como el de distintas regiones de Egipto (ver Bowen y Young, 1986). 
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estas experiencias son cada vez más las propuestas que, en nuestro país, abogan por el 
establecimiento de mercados de agua como solución a los problemas de asignación de 
los recursos hídricos (Maestu, 1997, Garrido, 1997). 

Aunque el término "mercado de aguas" puede hacer referencia a marcos legales muy 
diversos, con disdnta intervención de la Administración Pública, no cabe duda, sin em-
bargo, que la utilización de este mecanismo en el contexto de la gestión del agua en 
España supone, en mayor o menor medida, un cambio del marco institucional sobre el 
que se desarrolla la política hidráulica en nuestro país'2. 

Como todo cambio de marco institucional, la utilización del mercado para la asigna-
ción del agua tiene una serie de consecuencias sobre el uso y la asignación de los recursos 
hídricos, y un impacto económico sobre los distintos agentes económicos vinculados al 
recurso33. 

El objeto de la presente sección es clarificar, en la medida de lo posible y en función 
de la experiencia desarrollada y documentada, las posibilidades e implicaciones de la 
utilización del mecanismo de mercado como herramienta de gestión de los recursos 
hídricos. 

En el presente apartado me limito al análisis de las posibles transacciones entre 
usuarios de una misma cuenca y dejo de lado, por tanto, los trasvases o transacciones 
permanentes entre cuencas que requieren, por lo general, importantes infraestructuras 
hidráulicas, tienen efectos económicos, sociales y medioambientales considerables, una 
problemática mucho más compleja, suelen estudiarse de forma individual y su 
aprobación requiere, en la mayoría de los regímenes institucionales, una norma con 
rango de ley34. 

El apartado está estructurado en dos secciones: en la primera se analiza el significado 
del término "mercado de agua", se presentan las ventajas e inconvenientes que, en teo-
ría, supone la utilización del mercado como mecanismo de asignación de los recursos 

32 Caries (1997) lo calif ica como un cambio sustantivo dado que modif ica de forma clara el derecho tradicional español 

en materia de asignación de aguas públicas. 
33 Impactos posit ivos y negat ivos que generan ganadores y perdedores sobre la situación de partida. 
34 Existe una amplia literatura acerca de los trasvases. MacDowel l y Howe (1986) def inen tres condiciones para la viabi-

lidad y rentabi l idad social de los trasvases: a) ha de ser la opción con menor coste para suministrar la misma cantidad 
de agua a los usuarios, b) los benef ic ios para los usuarios del trasvase han de superar las pérdidas en la zona de origen 
más los costes de func ionamiento y construcción relacionados con el trasvase y c) debe de ser una mejora paretiana. 
Por otro lado, en otro interesante artículo, Cox y Shabman (1985) def inen los e lementos necesarios para llevar a cabo 
una negociac ión regulada con la intención de solucionar los confl ictos generados por los trasvases de agua. El gran 
problema de los trasvases lo constituye, sin duda, el tema de los costes. En primer lugar, como se pone de manif ies to 
en National Research Counci l (1992) los factores a considerar para evaluar los trasvases de agua son muy numerosos 
(menciona más de 30). En segundo lugar, la valoración de todos estos factores es extremadamente compl icada y no 
cabe duda que subjetiva, y depende, como mant iene Nunn e Ingram (1988), de las prior idades en materia de valores y 
de qué valores estén probablemente en juego en casos particulares. Para analizar con más detalle la problemática de los 
trasvases y en part icular el tema de los costes y benef ic ios asociados ver Aguilera (1992), en donde se incluyen art ículos 
de diversos autores, Colby, Young, Brown et ai, 1992, Howe, 1996. 
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naturales y en concreto del agua y se analiza, por último, en qué medida el mercado está 
presente en el marco institucional sobre el que se desarrolla la gestión del agua en nues-
tro país. En la segunda se definen tres escenarios alternativos de gestión del agua, dife-
renciados entre sí por el distinto grado en que el mecanismo de mercado es utilizado 
como herramienta para la asignación del recurso. 

EL MERCADO DEL AGUA 

Hablar de un "mercado de aguas" es, como mantiene Bauer (1996), complicado y 
puede llevar a engaño; el término hace referencia a mecanismos institucionales muy 
diversos, con diferencias considerables en el grado de intervención y control de la Admi-
nistración Pública. 

Grosso modo, un "mercado de aguas" puede definirse como todo marco institucional 
que permite, en mayor o menor medida, la comercialización del agua o del derecho de 
uso del recurso, o sea, el intercambio voluntario del agua o de su derecho de uso entre 
agentes públicos o privados35. Este marco puede implicar una escasa o nula intervención 
y control de la Administración, como en el caso del mercado de aguas de Chile en el que 
el agua es de propiedad privada y no existe restricción alguna a su compraventa o, por el 
contrario, puede implicar una intervención y control considerable, como en el mercado 
de aguas en California, Estados Unidos, en el que sólo se puede transferir, temporalmen-
te, el derecho de uso del agua y toda transacción debe ser autorizada por el organismo 
público regulador que asegura que la misma no genere daños a terceros sin compensar. 

En todo caso, parece evidente que, cuando se aboga por la definición y utilización de 
los "mercados del agua" lo que se solicita es, en definitiva, una mayor utilización del 
mecanismo del mercado como instrumento para la asignación de los recursos hídricos. 

Las ventajas e inconvenientes que, en teoría, supone la utilización del mecanismo de 
mercado para la asignación de los recursos naturales se muestran en el segundo capítulo. 

En relación con los recursos hídricos pueden sintetizarse como sigue: la principal 
ventaja que, en teoría, supone el uso del mercado en la gestión del agua es que permite 
mejorar la eficiencia en su asignación; al permitir las transacciones voluntarias entre los 
usuarios del agua, el recurso tiende a utilizarse allí donde el valor de su uso es mayor, de 
forma que, a largo plazo, el valor marginal del agua en los distintos usos se iguala. 

En un sistema regulado como el español, donde todo uso del agua requiere una 
concesión administrativa, la distribución de los derechos de uso sobre el recurso en un 

^ Recordemos que un marco institucional puede definirse como el conjunto de acuerdos y reglas colectivas que estable-

cen los estándares aceptables de comportamiento individual y de g rupo y que, como tales, son def inidas y establecidas 

por la sociedad. 
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momento dado es, por lo general, el resultado de un proceso histórico que refleja las 
necesidades de agua y las decisiones políticas del pasado. Con el paso del tiempo y los 
cambios económicos y sociales asociados, la estructura de la demanda de agua tiende a 
cambiar, aumentando la importancia de ciertos tipos de usos en detrimento de otros. 
Esto se traduce en un cambio del valor económico del agua en los distintos usos y, de no 
producirse una reasignación de los derechos del uso del recurso, estas situaciones gene-
ran una asignación ineficiente del uso del agua36. En este sentido, el mecanismo de mer-
cado constituye una herramienta que, al permitir el intercambio voluntario de los dere-
chos de uso del agua, permite que el agua vaya allí donde mayor valor genera, producién-
dose, de esta forma, una gestión eficiente de su uso desde el punto de vista económico. 

Sin embargo, la ciencia económica reconoce que el uso y la explotación del agua 
presentan unas particularidades que motivan que su asignación basada, únicamente, en 
el sistema de mercado genere asignaciones ineficientes que repercuten negativamente 
sobre el bienestar de la sociedad. 

Entre estas particularidades destacan: 1) la dificultad de definir con precisión los 
derechos de propiedad del agua, aún más cuando se trata de definirlos como "mercan-
cías" en el sentido de que sean privados, exclusivos y transferibles (ver Tisdell y Harrison, 
1994); 2) el carácter de bien público que, en ciertas ocasiones, tiene el agua (Spulberg y 
Sabbaghi, 1994); 3) la estructura de monopolio natural que, en la mayoría de los casos, 
presenta la industria de los servicios del agua; 4) los problemas de incertidumbre y falta 
de información motivados por el carácter estocástico de la oferta de agua; y 5) la existen-
cia de externalidades o daños a terceros (ya sea a agentes privados o públicos o en gene-
ral al medio ambiente) derivados del libre cambio de derechos privados sobre el agua. 

Por otro lado, muchos planteamientos sobre las ventajas y desventajas del uso del 
mercado en la asignación del agua (ver, por ejemplo, Gardner, 1985) tienden a olvidar 
que el agua, sobre todo cuando el recurso es especialmente escaso, tiene un valor comu-
nitario y cultural en la sociedad (Brown e Ingram, 1992 y Carter et al. 1994), lo que 
supone que cambios del volumen disponible de agua motivados por transacciones de 
mercado puedan tener, además de impactos económicos, impactos sociales de impor-
tancia con consecuencias muy negativas sobre el bienestar y el futuro de las comunida-
des afectadas. 

36 Así, cuando existen diferencias importantes en el valor del agua en los distintos usos, acometer costosos proyectos de 

captación, regulación y transporte de agua para nutrir, por ejemplo, abastecimientos urbanos en áreas con importantes 

superficies de regadío (Sevilla o Córdoba, por ejemplo) puede ser un notable despropósito económico, va que es muy 

probable que ciertos regantes estén dispuestos a vender, temporalmente o de forma definitiva, el agua sobre la que 

tienen derechos a precios muy inferiores a los que resultarían de facturar nuevos proyectos, y además porque desani-

maría y no contribuiría a mejorar la eficiencia del uso del agua, al mantenerse al margen de la situación de pres ión que 

plantea el valor del agua en los distintos usos. 
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Finalmente, no debe olvidarse que un sistema de asignación, además de eficiente, 
debe ser seguro, en el sentido de que los derechos de uso del agua se establezcan por un 
periodo lo suficientemente extenso para que los agentes económicos y sociales puedan 
realizar y rentabilizar las inversiones necesarias para el uso requerido del agua (Howe et 
al. 1992). 

EL MERCADO DEL AGUA EN ESPAÑA 

El mecanismo de mercado, como herramienta de asignación del agua, tiene un papel 
residual en el vigente régimen jurídico del agua en nuestro país. 

El agua superficial y una parte del volumen de aguas subterráneas constituyen un 
bien de dominio público y los derechos privados sobre el mismo se limitan al derecho de 
uso, que se obtiene por concesión administrativa, por un plazo de entre 50 y 75 años38. 
El vigente régimen jurídico permite, en teoría, las transacciones privadas de derechos de 
uso de aguas de dominio público (no las transmisiones de su propiedad); en la práctica, 
sin embargo, las posibilidades reales de realizar este tipo de operaciones (o cambios en 
las modificaciones de las concesiones) son muy escasas39 ; tan sólo son posibles, de he-
cho, aquellas que únicamente suponen un cambio en la titularidad de la concesión (sin 
cambio en el destino de aplicación y uso de las aguas) y aquellas que la Administración 
considera beneficiosas para la sociedad en un momento dado (por ejemplo, la cesión 
temporal de derechos de uso de la agricultura a abastecimientos urbanos en casos de 
sequías prolongadas)40. En los casos en los que los concesionarios de agua pretendan 
realizar transacciones con fines lucrativos y donde el interés general no sea tan evidente, 
la Administración dispone de una batería de instrumentos jurídicos que dificulta enor-
memente este tipo de operaciones. 

,K En este sentido puede af i rmarse que constituye un plazo a todas luces suficiente para la amort ización de inversiones 

que deseen realizarse. La Ley de Aguas prevé incluso la posibil idad de prórroga en las concesiones en los casos en los 

que se considere necesario para la amort ización de las obras, o el otorgamiento de nuevas concesiones para el m i smo 

fin. 
w De acuerdo con Sumpsi (1997), la Ley de Aguas permite la modif icac ión de las condiciones de las concesiones en 

casos concretos: modif icac ión temporal de las concesiones en favor de otro agente que paga los gastos y pérdidas 

ocasionadas, s iempre ba¡o autorización y tutela de la Administración; modif icac ión de la fuente de abastecimiento de 

la concesión, bajo autorización de la Administración; modif icac ión de las características de la conces ión solicitadas por 

el concesionario, bajo autorización de la Administración; revisión de los derechos concesionales por: a) cambios en las 

circunstancias que originaron la concesión, b) causas de necesidad mayor y c) por ajustes a reglas def in idas en los 

planes hidrológicos de cuenca. 

C o m o por e jemplo la cesión del uso de 30 hm"' de agua de la Comunidad de Regantes del Viar al Ayuntamiento de 

Sevilla en 1994 (en plena sequía) a cambio de 235 mil lones de pts. 
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En cuanto a las aguas subterráneas de propiedad privada, aunque legalmente es posi-
ble transmitir voluntariamente su propiedad o su derecho de uso, en la práctica, las 
condiciones y consecuencias de este tipo de operaciones las hacen muy poco atractivas. 
Así, la transmisión de la propiedad de aguas privadas supone, legalmente, una modifica-
ción del objeto del uso del agua, modificación que debe ser autorizada por la Administra-
ción y conlleva la demanialización de las aguas objeto de la transmisión y el otorgamien-
to de una nueva concesión; o sea, que las aguas privadas pasan a ser, como consecuencia 
de la transmisión, aguas de dominio público lo que, evidentemente, no supone un incen-
tivo a la realización de este tipo de operaciones. 

El único gran mercado de aguas reconocido en el vigente régimen jurídico español es 
el de Canarias. En esta Comunidad la práctica totalidad de las aguas son de propiedad 
privada y existe un marco institucional que favorece la compraventa privada de aguas 
con escasa intervención y control de la Administración Pública. Las aguas subterráneas 
(de propiedad privada) están gestionadas por las denominadas "comunidades de aguas" 
que a efectos jurídicos tienen la consideración de sociedades por acciones. Existe una 
extensa red de transporte de agua, igualmente privada, que interconecta los distintos 
pozos con los usuarios (una especie de autopista de peaje, donde se paga por el agua 
transportada)41 así como unos intermediarios que ponen en contacto a compradores y 
vendedores. Funcionan, en grandes líneas, dos mercados: un mercado de acciones de las 
comunidades, donde la propiedad de una acción da derecho a la propiedad de una parte 
del agua extraída (para su uso o venta), y un mercado del agua propiamente dicho en el 
que se compran o venden cantidades determinadas del recurso. 

El marco institucional sobre el que se desarrolla este mercado se caracteriza por una 
escasa intervención de la Administración que se limita a una labor de control. Existe, eso 
sí, una vinculación genérica de todas las aguas a la satisfacción de los intereses generales 
y, en concreto, al abastecimiento de la población en situaciones de emergencia; esto se 
traduce en la imposición de deberes a los propietarios de aguas privadas, y a la corrección 
de abusos mediante el establecimiento de limitaciones al servicio, la expropiación o la 
venta forzosa de caudales y la imposición de sanciones, también aplicables a quienes 
despilfarren agua y a quienes abusen de una posición dominante en el mercado42. 

Existen además las denominadas subastas de agua en el Levante español: constituyen 
pequeños mercados locales gestionados por las Comunidades de Regantes, que permi-
ten la compraventa de aguas, generalmente entre regantes, mediante la explotación de 

41 Transporte de agua que tiene la consideración de servicio público y tiene, por tanto, precios regulados. 
42 Para información más detallada sobre el mercado de aguas de Canarias puede consultarse Domínguez Vila (1997) y 

Nieto (1993). 
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pozos constituidos como sociedades civiles que venden acciones a los agricultores que 
incorporan el derecho de riego. Estos mercados son legales, por la moratoria de cincuen-
ta años otorgada por la Ley de Aguas que respeta los derechos anteriores de propiedad 
de los pozos y del agua extraída, y que permite este tipo de transacciones siempre que ya 
vinieran ocurriendo en el pasado (ver Sumpsi Viñas, 1995). 

DEFINICIÓN Y ANÁLISIS DE ESCENARIOS ALTERNATIVOS 

Con objeto de analizar las posibilidades y consecuencias de la utilización del mecanis-
mo de mercado en la gestión de los recursos hídricos recurrimos a la definición y análisis 
de tres escenarios alternaüvos de modelo de gestión del recurso que se diferencian, bási-
camente, por el distinto grado en el que el mecanismo de mercado es utilizado como 
herramienta para la asignación del agua. 

En la definición y análisis de estos escenarios debe tenerse en cuenta una serie de 
tendencias bien marcadas y difícilmente modificables que condicionarán el desarrollo de 
la política hidráulica en nuestro país en los próximos años. 

En grandes líneas, son las siguientes: a) limitación del gasto e inversión pública en 
materia de aguas, como respuesta a la necesidad de equilibrio presupuestario y control 
del gasto público en el contexto del proceso de integración europea, b) desarrollo de 
políticas de gestión del agua desde el lado de la demanda y abandono paulatino de las 
políticas de gestión del agua desde el lado de la oferta insostenibles desde el punto de 
vista económico y medioambiental, c) valoración creciente de los usos urbanos y 
medioambientales del agua en detrimento de los usos agrícolas, ya evidente en nuestros 
días y d) paulatina reasignación del agua de la agricultura a los usos ambientales y urba-
nos, como consecuencia de las diferencias del valor del agua en los distintos usos. 

Sobre este telón de fondo se pretende analizar las posibilidades de utilización del 
mercado en la asignación del agua. Para ello se definen tres escenarios de futuro: el 
escenario PÚBLICO, el escenario de CONTROL y el escenario de MERCADO. 

EL ESCENARIO PÚBLICO 

Este primer escenario se caracteriza por el papel protagonista que la Administración 
asume en la gestión del recurso; el agua, tanto la superficial como la subterránea, es de 
propiedad pública y las decisiones sobre su asignación entre usos alternativos correspon-
den a la Administración, que las realiza a través de un sistema concesional al otorgar 
derechos de uso del agua, que especifican el volumen concedido, su destino y el plazo de 
la concesión. La Administración se reserva el derecho de modificar las condiciones de 
las concesiones ante cambios importantes en el panorama de la oferta y la demanda de 
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agua e incluso el derecho a anular las concesiones ante situaciones de extrema escasez del 
recurso o de mal uso del agua. 

En este escenario el papel del mecanismo de mercado es nulo; es decir, los concesio-
narios no tienen posibilidad de negociar con el agua concedida ni con su derecho de uso. 

CAMBIOS RESPECTO AL MARCO VIGENTE 

El desarrollo de este escenario supondría un cambio en el marco institucional vigente 
en España, que, en grandes líneas, implicaría: 

� demanialización de todas las aguas, especialmente las subterráneas, que, en la ac-
tualidad siguen siendo de propiedad privada, 

� anulación de todas las posibilidades de transmisiones voluntarias de derechos de 
uso del agua, 

� reforzamiento de la potestad de la Administración Pública para modificar y anular 
concesiones, esto es, potestad para reasignar el uso del agua. 

EJEMPLO: LA POLÍTICA HIDRÁULICA EN ISRAEL 

El marco institucional que rige la gestión y el uso del agua en Israel refleja, en gran 
medida, las características básicas de este escenario. El agua (tanto la superficial, la subte-
rránea como las aguas recicladas y las desaladas) constituye, en este país, un bien de 
propiedad pública; la Administración asigna el agua entre los distintos usuarios a través 
de un complejo sistema de cuotas (que establece, por ejemplo, para el uso agrario, un 
volumen de agua para cada tipo de cultivo y en función de la eficiencia exigida en el riego, 
donde existen penalizaciones tanto por sobrepasar la cuota como por no utilizarla)43, fija 
unos precios por el agua que son similares en el conjunto del territorio nacional, y tiene 
una capacidad real para, en situaciones extremas de sequía o ante cambios notables en la 
oferta y la demanda, modificar las condiciones de las cuotas asignadas44. 

En la asignación del agua en Israel intervienen, además de criterios económicos (pro-
moción de la eficiencia técnica en el uso del agua), sociales (promoción del desarrollo 
social en el medio rural) y medioambientales (sostenimiento en la gestión de los recursos 
hídricos), y un criterio de índole muy distinta, a saber, la seguridad nacional. El agua se 
considera, en este sentido, como un elemento esencial para la creación de Kibut^s (gran-
jas colectivas) y asentamientos en zonas rurales, instituciones que, en la estrategia sionista 
de desarrollo, se consideran esenciales "para el desarrollo de la Tierra de Israel y la 
seguridad del Estado" (Schmidt y Plaut, 1995). 

45 Aguilera, 1997 
44 El marco institucional se plasma en la Ley de Aguas de 1959. 
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Tradicionalmente se ha considerado el sistema de gestión o marco institucional del 
agua en Israel como un sistema eficiente, ejemplo para el resto de los países. Sin embar-
go, en los últimos años ha recibido críticas por su rigidez en la asignación de cuotas (ver 
Schmidt y Plaut, 1995). En este sentido se han realizado estudios (Sadan y Ben-Zvi, 
1987) sobre la ineficiencia del sistema de asignación, que esgrimen que el coste (estricta-
mente monetario) de la reasignación del agua de riego a través de mecanismo de merca-
do (más flexible) es la mitad del coste que supone actualmente mediante el aumento de 
la oferta disponible de agua a través de procesos de depuración y desalación de aguas. 
Como mantiene Aguilera (1995), el problema de estos estudios es que no tienen en 
cuenta los costes no monetarios (como los costes sociales o medioambientales) de esta 
forma de reasignación. 

Se trata, en resumen, de un sistema de asignación fuertemente intervenido por la 
Administración Pública y en el que el papel del mecanismo de mercado es prácticamente 
nulo45. Es un sistema rígido que resulta adecuado para la consecución de objetivos socia-
les como los definidos en la política hidráulica israelí (desarrollo de la agricultura y de 
asentamientos rurales como herramienta de seguridad nacional frente a amenazas de 
ocupación externa) pero que, desde el punto de vista económico y medioambiental, 
puede resultar ineficiente46. 

CONSECUENCIAS 

La adopción de un marco institucional de este tipo en nuestro país tendría conse-
cuencias importantes: 

Sobre la Administración Pública. La política de aguas se convertiría en una herramienta 
para la consecución de todo tipo de objetivos públicos (económicos, sociales y 
medioambientales). A cambio, a corto y medio plazo, el desarrollo de este escenario, 
supondría unos costes considerables para la Administración: en primer lugar, requiere 
una Administración Pública dotada de los medios técnicos y humanos que permitan un 
control y regulación efectivos del uso del agua (medios que la Administración española 
no tiene en la actualidad); en segundo lugar, la demanialización de las aguas privadas 
tendría también un coste económico para las arcas del Estado (por compensación a los 
titulares de las aguas) o un coste político derivado de la expropiación de las mismas. 

45 Digo práct icamente nulo y no nulo dado que a partir de mediados de los ochenta se han aprobado ciertas transaccio-

nes tanto dentro de los Moshvim (Comunidades de usuarios) como entre a lguno de ellos (Aguilera, 1997). 
4ÍI Para informac ión más detallada sobre el sistema de gest ión y asignación del agua en Israel ver Shanan y Berkowicz 

(1995), Water Allocation Depar tment (1986) y Tahal (1988). 
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Sobre el recurso. Dado que la gestión del agua se convierte en este escenario en herra-
mienta de la Administración, si la sostenibilidad de la gestión del agua se define como un 
objetivo deseado a nivel político no existen problemas para conseguirla (no ocurre así en 
el caso de Israel, donde los objetivos ambientales parecen haber quedado en un segundo 
plano, muy por detrás de objetivos económicos y sociales47). 

Sobre la eficiencia económica. En general, estos marcos institucionales se utilizan para 
lograr objetivos sociales, lo que supone, normalmente, un sacrificio de eficiencia en la 
asignación del agua; sin embargo, si la eficiencia puramente económica se definiera 
como objetivo público básico, podría alcanzarse, eso sí, a un coste generalmente 
superior al que supondría alcanzarlo haciendo uso, al menos parcialmente, del 
mecanismo de mercado. 

Sobre los distintos sectores productivos. En grandes líneas, este escenario perjudicaría a los 
actuales propietarios de aguas privadas (que pasarían a ser públicas) y a los tenentes de 
derechos de uso de aguas públicas que verían limitados sus derechos sobre el recurso; en 
ambos casos, el principal coste vendría dado por la imposibilidad de los usuarios para, en 
el futuro (el valor del agua irá, probablemente, en aumento), hacer uso del recurso, bien 
para fines propios o bien para negociar con el mismo (fundamentalmente los usuarios 
agrícolas y los hidroeléctricos). Por contra, beneficiaría a aquellos actualmente con me-
nos derechos, en especial los usuarios urbanos y los usuarios del medio ambiente. 

DESEABILIDAD Y VIABILIDAD 

De lo anterior se deduce que el escenario Público es adecuado para la consecución 
de objetivos sociales, de integración territorial y otro tipo de objetivos no económicos, 
que suponen, en general, un sacrificio de eficiencia en la asignación del recurso y un 
coste considerable para la Administración en medios humanos y técnicos. Dado que en 
nuestros días parece aceptado que existen medios más adecuados que la política hidráu-
lica para la consecución de objetivos sociales (como los sistemas fiscales, o de seguridad 
social) y dadas las limitaciones presupuestarias al gasto público antes mencionadas, pue-
de concluirse que el escenario Público no constituye un escenario ni deseable ni viable en 
las circunstancias actuales. 

Ver Schmidt y Plaut, 1995. 
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EL ESCENARIO DE CONTROL 

Este escenario se caracteriza, en grandes líneas, por el control y la regulación que 
la Administración ejerce sobre el uso del agua; la propiedad del recurso es fundamen-
talmente pública aunque pueden existir aguas de propiedad privada (por ejemplo parte 
de las aguas subterráneas, las aguas recicladas y las desaladas) o de propiedad común 
(como en el caso de los acuíferos) cuyo uso esté igualmente controlado y regulado. La 
Administración otorga concesiones de uso sobre las aguas públicas y controla y regula 
el uso de aguas privadas con objeto de realizar y garantizar una gestión sostenible del 
recurso. 

En el escenario de CONTROL no es posible el libre intercambio de derechos de 
uso de agua ni de derechos de propiedad del recurso. Sí existe, sin embargo, un marco 
institucional que permite la utilización controlada del mecanismo de mercado para la 
asignación del recurso en momentos específicos; así, por ejemplo, en situaciones de 
extrema escasez del recurso (sequías prolongadas), la Administración puede permitir 
intercambios temporales de derechos de uso del recurso, controlando que las 
transacciones no generen daños a terceros sin compensar o una pérdida de bienestar 
general. 

CAMBIOS RESPECTO AL MARCO VIGENTE 

La adopción del escenario de CONTROL en España requeriría, básicamente: 
� Dotar a la Administración Pública de una mayor potestad y mayores medios para 

un control efectivo sobre todo uso del agua (incluidos los usos de aguas privadas). 
� Desarrollar un marco institucional que permita, en ocasiones específicas, el inter-

cambio controlado de derechos de uso del agua; el marco debería regular las con-
diciones necesarias para su aplicación, así como los métodos de valoración y me-
canismos de compensación de daños a terceros provocados por las transacciones. 

� No sería necesario, por tanto, modificar el sistema actual de derechos de propie-
dad sobre el recurso (sistema mixto que combina las aguas de dominio público y 
de propiedad privada). 

EJEMPLO: CALIFORNIA 

El marco institucional que caracteriza la gestión y el uso del agua en California (Esta-
dos Unidos) tiene un parecido considerable con el marco definido en el escenario de 
CONTROL. Existen, en California, aguas públicas y privadas; las aguas superficiales son 
un bien público, propiedad de los habitantes del Estado, y su régimen de derechos de uso 
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se caracteriza por la coexistencia de derechos ribereños establecidos antes de 1913 y 
derechos de apropiación48 ; estos últimos afectan a la mayoría de aguas superficiales del 
Estado y permiten a los usuarios desviar agua para un "uso provechoso" y, en teoría, 
venderla libremente. El agua subterránea se rige por legislación diferente y puede consi-
derarse de propiedad privada, ya que puede ser extraída libremente por los propietarios 
de los terrenos sobre los que se emplazan los acuíferos. El State Water Resources Con-
trol Board (SWRCB) es el organismo del Estado que administra, controla y otorga los 
derechos sobre el agua; sin embargo, tiene escasas competencias en materia de derechos 
de aguas subterráneas (en este aspecto el marco institucional del agua de California se 
diferencia del definido en el escenario de CONTROL en el que la Administración con-
trola todo uso del agua, ya sea de propiedad pública o privada). 

Hasta principios de los años ochenta no era posible, de hecho, la transmisión volun-
taria de derechos de propiedad o uso del agua; aunque la legislación lo permitía, siempre 
que las transacciones no perjudicaran a terceros, en la práctica no se realizaban por la 
vigencia de la regla "o la usas o la pierdes" que obligaba, de hecho, a usar las aguas, sin 
poder cederlas, para mantener el derecho sobre las mismas. 

Sin embargo, a partir de 1985 se aprobaron una serie de leyes que definieron un 
nuevo marco institucional que posibilita el traspaso de aguas sin que el mismo suponga 
la pérdida de los derechos sobre el recurso; en la mayoría de los casos las transacciones 
deben ser aprobadas por el SWRCB, que asegura que las mismas no perjudiquen a terce-
ros. 

Las transacciones realizadas al amparo de este nuevo marco han sido, sin embargo, 
poco numerosas (Gray, 1990) y en la mayoría de los casos no se ha negociado con los 
derechos en sí, sino con los derechos temporales de uso del agua. Según Bauer (1996) las 
razones que explican esta escasez de transacciones hay que encontrarlas más en factores 
económicos (es decir, en los costes y beneficios que suponen este tipo de operaciones) 
que en factores o dificultades impuestas por el marco institucional (la mayoría de las 
solicitudes de traspasos fueron aceptadas por el SWRCB); en la práctica, los costes deri-
vados de estas transacciones (costes de negociación, transporte, compensación a terce-
ros...) son elevados, existe temor a perder los derechos de uso sobre el agua (esto hace, 
por ejemplo, que muchas comunidades de regantes se opongan a transacciones que no 
sean entre sus miembros, Thompson, 1993), y el proceso de valoración de daños a terce-
ros así como su compensación son extremadamente complejos y subjetivos. 

4" El pr imer tipo de derecho establece que el propietario de un terreno ribereño a una corriente de agua tiene el derecho 

(compart ido con el resto de r ibereños) a derivar el caudal natural que lleve la corriente pero no a almacenarla (desde 

1913 ya no es posible def inir este tipo de derechos aunque se respetan los adquir idos con anterioridad a la fecha); el 

segundo tipo de derechos establece que el pr imero en el uso es el pr imero en el derecho; el usuario con este derecho 

puede derivar, a lmacenar y utilizar el agua, con independencia de que sea ribereño o no. 
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En esta misma línea de liberalization de las transacciones de aguas destaca la crea-
ción, en 1991, del Banco de Aguas del Estado de California. Tras varios años de sequía 
que provocaron serias restricciones en los núcleos urbanos, se creó, temporalmente, un 
Banco de Aguas administrado por el Estado, con objeto de facilitar la redistribución del 
agua a los usos más valorados. En grandes líneas, el Banco compraba agua a los agricul-
tores y la vendía a los núcleos urbanos o a agricultores con necesidades críticas de agua 
para mantener sus cultivos, y la utilizaba para mantener los caudales mínimos de los 
cursos lluviales; el Banco compraba agua a 12,5 pts/m3 y la vendía a 17,5 pts/m'; la 
diferencia entre el precio de compra y el de venta, 5 pts, se utilizaba para financiar el 
sistema administrativo y los costes de transporte del agua (California Department of 
Water Resources, 1992). En cuanto a la compra del agua a los agricultores se definieron 
tres tipos de contratos: en el primero, el regante vendía sus aguas superficiales y dejaba 
las tierras sin cultivar; en el segundo, vendía sus aguas superficiales y utilizaba las aguas 
subterráneas para regar sus cultivos; y, en el tercero, vendía aguas embalsadas con ante-
rioridad (en ninguno de los tres casos se negociaba con los derechos sino con su uso 
durante la temporada)49. El Banco estuvo operativo únicamente durante unos meses, 
hasta que se dio por terminada la situación de sequía, a principios de verano de 1991. 

Se han realizado numerosos estudios de evaluación de los efectos positivos y negati-
vos del Banco de Aguas. En general, los estudios concluyen que la experiencia tuvo, en 
términos absolutos, un efecto positivo sobre la eficiencia en la asignación del recurso y 
sobre la renta y el empleo del conjunto del Estado (de acuerdo con Carter, Vaux y 
Scheuring, 1994, tuvo un impacto negativo sobre la renta y el empleo de las regiones 
exportadoras de agua que se vio compensado por los impactos positivos en las regiones 
importadoras) y un efecto negativo sobre el nivel y la calidad de las aguas subterráneas 
(muchos agricultores vendían sus aguas superficiales y extraían aguas subterráneas - que 
como se ha mencionado escapan al control de la Administración - para mantener sus 
cultivos, lo que provocó un descenso del nivel de la capa freática y un aumento de la 
contaminación de las aguas por el mantenimiento de la carga contaminante y la disminu-
ción del volumen de agua). Estudios detallados sobre el impacto económico de las tran-
sacciones sobre comunidades específicas exportadoras de agua (Howitt, 1994) muestran 
que los efectos negativos fueron modestos, por lo menos a corto plazo y, de las simula-
ciones realizadas, se desprende que cuando se imponen límites sobre las cantidades ne-
gociables, los efectos negativos se reducen considerablemente. Estos estudios remarcan, 
por último, que los resultados sólo son extrapolables a transacciones temporales de dere-
chos de uso del agua (donde los efectos a terceros son, en sus palabras, "manejables") y 
advierten que las transferencias definitivas de los derechos de agua pueden tener unos 

49 Las cifras de volumen total negociado así como la proporción correspondiente a cada tipo de contrato pueden consultarse 

en Bauer (1996). 
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efectos negativos considerables sobre las rentas, el empleo, la situación social y los recur-
sos hídricos de las regiones exportadoras. 

CONSECUENCIAS 

Sobre la Administración Pública. La política hidráulica dejaría de ser una herramienta a 
disposición de la Administración para la consecución de sus objetivos (como en el esce-
nario PÚBLICO), pero el uso y la gestión del agua estarían regulados por la Administra-
ción, que podría salvaguardar, de esta forma, los intereses generales de la sociedad. Des-
de el punto de vista económico, el desarrollo de este escenario requeriría un gasto e 
inversión públicos necesarios para dotar a la Administración de los medios humanos y 
técnicos para el control efectivo del uso del agua; los gastos públicos de este escenario 
serían, sin embargo, menores que en el escenario Público, dado que: 1) no sería necesario 
modificar el régimen de propiedad de las aguas (demanializar las aguas subterráneas), y 
2) ciertas reasignaciones se harían a través del mercado, con un menor coste para la 
Administración que en caso de las reasignaciones realizadas por el sector público. 

Sobre el recurso. El desarrollo de este escenario asegura un control de la gestión del 
agua por parte de la Administración y limita los costes externos que la utilización del 
mercado en la asignación del agua pueden suponer sobre el medio hídrico y sobre el 
medio ambiente en general, al permitir únicamente transmisiones temporales de los de-
rechos de uso del agua (no de los derechos en sí) que no perjudiquen a terceros ni al 
medio ambiente50. 

Sobre la efiáencia económica. La aplicación de este escenario permitiría mejorar la eficien-
cia en la asignación del agua en circunstancias especiales (por ejemplo en periodos de 
sequía), en las que las ineficiencias en la asignación son más importantes y evidentes51, 
todo ello a un menor coste que el que supondría mediante políticas alternativas, como la 
reasignación pública del agua mediante modificaciones o anulaciones de las concesiones, 
las restricciones en el consumo o la construcción de nuevas obras hidráulicas. 

,M Para esto es necesario un control riguroso de todo uso del agua que no se consigue en el caso de California donde las 

aguas subterráneas son privadas y su uso no está controlado por el Estado. 
11 Baste recordar el caso de Andalucía a finales de la sequía de la primera década de los noventa, con los agricultores 

regando sus campos a manta mientras Sevilla y sus miles de habitantes e industrias sufrían restricciones de agua de más 

de 15 horas diarias. O el transporte de agua en barco a la ciudad de Mallorca también con regadíos operaüvos. 

*2 Bembézar, Guadalmellato, Genil-Cabra y Fuente Palmera. 
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Garrido (1997) ha investigado cómo la utilización del mecanismo de mercado podría 
mejorar la eficiencia en el uso del agua en el sector agrario andaluz. Para ello ha simulado 
cuál sería el efecto del mercado en cuatro Comunidades de Regantes de la cuenca del 
Guadalquivir52 tanto en las transacciones dentro de las Comunidades de Regantes (entre 
comuneros de una misma Comunidad) como entre distintas Comunidades de Regantes. 
Llega a la conclusión de que las transacciones entre Comunidades de Regantes serían 
escasas, por los elevados costes de transacción, produciendo mejoras de menos del 7% 
del bienestar general, mientras que las transacciones dentro de las propias Comunidades 
tampoco serían muy numerosas (en general por la homogeneidad de los cultivos) pero 
permitirían mejorar el bienestar general en una mayor proporción. Los beneficios deri-
vados del uso del mercado serían superiores en las Comunidades de Regantes tradiciona-
les en las que el tipo de cultivo es más heterogéneo y las necesidades de agua más 
diversificadas tanto en el tiempo como en cantidades53. Las estimaciones realizadas por 
Garrido no tienen en cuenta, sin embargo, ni los efectos medioambientales ni sociales 
que podía provocar este tipo de transacciones. Como hemos visto anteriormente estos 
efectos suelen ser negativos y considerables en muchos casos, por lo que sería razonable 
suponer que los efectos globales sobre el bienestar serían bastante más reducidos que los 
calculados y, en determinados casos, podrían ser negativos. 

Sobre los distintos sectores productivos. De las experiencias y estudios realizados puede 
concluirse que un marco institucional como el descrito (en el que el mecanismo de mer-
cado se utiliza sólo en momentos determinados, siempre bajo control de la Administra-
ción, y donde no es posible más que las transacciones temporales de derechos de uso) 
tendría un efecto positivo global sobre el conjunto de los sectores productivos y no 
tendría, al menos a corto plazo, efectos negativos sobre ningún sector en particular. El 
sector agrícola sólo vendería su agua cuando los beneficios que le reportara la transacción 
fueran superiores a la pérdida de beneficios por la disminución de las cosechas que 
supondría no regar las tierras (podría, eso sí, tener un impacto negativo sobre el empleo 
agrario); y los usuarios medioambientales (caudales ecológicos) y urbanos sólo compra-
rían agua si fuera más barata que conseguirla por medios alternativos (construcción de 
obras...). 

53 Garrido (1997) mantiene, igualmente, que los mercados podrían tener efectos spillover tanto sobre el uso más racional 

del agua como sobre la modernización de las técnicas de riego, los que, a mi entender, pueden ser, en efecto, conside-

rables. 
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DESEABILIDAD Y VIABILIDAD 

De lo analizado parece desprenderse que, en general, el escenario de CONTROL 
podría suponer una mejora del bienestar general respecto a la situación actual, al combi-
nar las ventajas que supone un mayor control público del uso del agua (al regular el uso 
de las aguas subterráneas privadas), con las ventajas que se derivan de la posibilidad de 
transmisión voluntaria de derechos de uso del recurso en situaciones particulares, al 
mejorar la flexibilidad del sistema de asignación del agua en aquellos momentos en los 
que las ineficiencias en la asignación son más importantes. Para el desarrollo del escena-
rio de CONTROL sería necesario dotar a la Administración de los medios humanos y 
técnicos necesarios para llevar a cabo un control real del uso del agua y para evaluar las 
consecuencias y definir los medios de compensación de los efectos externos de las tran-
sacciones voluntarias. Es importante señalar que dadas las actuales infraestructuras de 
interconexión de cuencas, las transacciones se realizarían, por lo general, entre usuarios 
de la misma cuenca. 

EL ESCENARIO DE MERCADO 

El escenario de MERCADO se caracteriza por el protagonismo que el mecanismo 
de mercado tiene en la asignación del agua y por el escaso o nulo control que la Adminis-
tración ejerce sobre el uso y la transmisión del recurso; los recursos hídricos son de 
propiedad privada y pueden ser transferidos libremente a través del mercado; el agua se 
convierte en una mercancía más, con derechos de propiedad privados, exclusivos y trans-
feribles. 

CAMBIOS RESPECTO AL MARCO VIGENTE 

La adopción de este escenario en España supondría, en grandes líneas: 
� La definición de un marco institucional que fijara unos derechos privados, trans-

feribles y exclusivos sobre el agua; esto es, que se privatizara el total de las aguas 
conocidas (superficiales, subterráneas, recicladas, desaladas...). 

� La definición de un marco que permitiera el librecambio del agua en función de 
las fuerzas de oferta y demanda del recurso, con una mínima intervención de la 
Administración (que podría limitarse, por ejemplo, al registro de las transaccio-
nes). 



AGl 'A Y ECONOMÍA: hacia una gestión racional de un recurso básico. 2 4 5 

EJEMPLO: CHILE 

El marco institucional basc para el aprovechamiento del agua en Chile se correspon-
de, en grandes lineas, con el escenario de MERCADO definido; en este país el agua es, 
de hecho, un bien sujeto al régimen de propiedad privada; si bien en el sistema jurídico 
las aguas son consideradas bienes de dominio público, se crea a favor de los particulares 
que las descubran y registren unos derechos de aprovechamiento que, como mantiene 
Vergara Blanco (1996), tienen los mismos derechos constitucionales de la propiedad; los 
titulares de estos derechos (separados de los derechos sobre terrenos en los que se ubi-
can) tienen total libertad para usarlos, gozarlos y disponer jurídicamente de los mismos a 
su entera libertad; pueden destinarlos a los usos que deseen, transferirlos libremente a 
través de negociaciones típicas de mercado, pueden hipotecarlos...; el agua, es, desde el 
punto de vista económico, una mercancía más asignada a través del mercado. 

El papel de la Administración en el sistema es muy limitado; en teoría tiene las fun-
ciones de definir y otorgar los derechos sobre las aguas, la vigilancia del recurso, la plani-
ficación y la autorización de obras hidráulicas. En la práctica, sin embargo, sus funciones 
son todavía más reducidas; se limitan, fundamentalmente, al registro de los derechos 
sobre el agua (aunque existe una gran proporción de derechos no inscritos ni regulariza-
dos) y en ningún caso puede introducirse o inmiscuirse en las transacciones de derechos 
de aguas, aún cuando las mismas puedan producir efectos negativos sobre terceros (los 
conflictos se resuelven por vías judiciales). 

Se han realizado numerosos estudios para analizar los resultados del vigente marco 
institucional del agua en Chile, que lleva funcionando desde principios de los ochenta; 
ciertos autores mantienen que los resultados globales han sido posidvos al considerar 
que los beneficios derivados de las transacciones han superado los costes generados por 
las mismas (Rosegrant y Gazmuri, 1995) mientras que otros, notablemente Bauer (1993), 
consideran que el mercado no ha contribuido a generar una asignación eficiente del 
recurso, por la importancia de las externalidades producidas. Aquí se entra, otra vez, en 
el campo del problema contable; es decir, en la determinación de los costes y beneficios 
que deben y no deben ser tenidos en cuenta para analizar los resultados de las transaccio-
nes; algunos autores limitan los costes a los económicos (o monetarios) mientras que 
otros consideran que son muchos más los que deben tenerse en cuenta (ver, por ejem-
plo, National Research Council, 1992, que muestra los numerosos factores que deben 
considerarse para evaluar los trasvases de agua). 

Los resultados del conjunto de las evaluaciones realizadas podrían sintetizarse en: 1) 
desde la aprobación del marco institucional (a principios de los ochenta) las transaccio-
nes de derechos de agua entre particulares han sido relativamente escasas (Ríos y Quíroz, 
1995, y Bauer, 1993); 2) las transacciones se han realizado fundamentalmente dentro de 
los sectores y no entre sectores, limitando las ventajas que, en términos de eficiencia, 
tendría el sistema; 3) los efectos negativos medioambientales han sido considerables a 
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corto plazo y pueden ser todavía más importantes a largo plazo, con daños irreversibles; 
4) el sistema ha tenido unos efectos distributivos importantes, marginando a los peque-
ños agricultores y usuarios del eventual mercado del agua y creando estructuras mono-
polistas en la distribución y propiedad del recurso. 

CONSECUENCIAS 

Sobre la Administración. La Administración perdería toda capacidad de control y regu-
lación sobre el uso del agua; el destino del agua, elemento fundamental para el desarrollo 
económico y social del país, se dejaría en manos de las fuerzas del mercado. A corto 
plazo, la Administración ahorraría recursos económicos (aquellos que antes se dirigían al 
control y regulación del uso del agua y al desarrollo de infraestructuras hidráulicas) pero, 
a largo plazo, el escenario podría tener unas consecuencias muy negativas sobre el bien-
estar social, en especial sobre el bienestar de generaciones venideras. 

Sobre el recurso. El desarrollo del escenario de MERCADO podría tener unos efectos 
negativos considerables sobre el recurso; hoy en día casi nadie discute que existen 
interrelaciones entre todos los usos del agua (en especial entre los usos de aguas subte-
rráneas y superficiales) que implican que el uso del agua tenga efectos, en general nega-
tivos, sobre el resto de los usuarios del agua (por ejemplo la explotación de un acuífero 
puede tener consecuencias muy importantes sobre el nivel de los ríos y humedales cerca-
nos); al no estar los derechos del uso del agua perfectamente definidos (dado que no 
recaen todos los beneficios y costes del uso del agua únicamente sobre su propietario) y 
no existir regulación y control alguno, su asignación produce resultados ineficientes. 
Puesto que el agua es un elemento fundamental en todos los ecosistemas, su asignación 
a través del mercado no sólo pondría en peligro la gestión y sostenibilidad del recurso 
sino la sostenibilidad y desarrollo de los ecosistemas asociados. 

Sobre la eficiencia. Todo parece indicar que, en un marco de valoración del uso del agua 
en el que no se tuvieran en cuenta los factores medioambientales, el desarrollo de un 
escenario como el definido podría tener, a corto plazo, un efecto positivo sobre la efi-
ciencia en la asignación del recurso, dado que el agua se utilizaría allí donde más valor 
generase. Sin embargo, una vez que se introducen en el análisis los factores ambientales, 
o los efectos a largo plazo, los resultados de la asignación son desconocidos y probable-
mente ineficientes. 

Sobre los distintos sectores productivos. A corto plazo, aquellos con derechos sobre el agua 
se verían favorecidos, dado que podrían negociar con ellos (esto es especialmente cierto 
en los usos agrícolas y en los hidroeléctricos) y aquellos que actualmente demandan agua 
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(fundamentalmente los usuarios urbanos) se verían igualmente favorecidos al poder con-
seguir agua a un menor coste que si tuvieran que conseguirla por otros medios (cons-
trucción de obras, reducción demanda). Sin embargo, a medio y largo plazo, el escenario 
definido podría tener consecuencias muy negativas sobre las pequeñas explotaciones 
agrarias, que no tendrían la capacidad económica para acceder al recurso, lo que pondría 
en peligro un desarrollo rural sostenido, y efectos negativos sobre los recursos hídricos y 
los ecosistemas asociados demandados por el conjunto de la sociedad. 

DESEABILIDAD Y VIABILIDAD 

De lo analizado cabe concluir que el escenario de MERCADO, aunque puede mejo-
rar la asignación del agua a corto plazo, tiene a medio plazo unos efectos económicos, 
sociales y medioambientales considerables, muchas veces imprevisibles, lo que implica 
que, tratándose el agua de un elemento vital para el desarrollo económico y social de los 
pueblos y para el mantenimiento de los ecosistemas, no parece razonable ni responsable, 
pensando en generaciones venideras, adoptar este escenario ya que supone tratar al agua 
como una mercancía más y dejar su futuro en manos de las impredecibles fuerzas del 
mercado. 

CONSIDERACIÓN FINAL 

La primera conclusión que se desprende del análisis realizado es que no existen mar-
cos institucionales mejores o peores que otros; es decir, el mercado no es un mecanismo 
mejor ni peor que otros para la asignación del agua. Todo depende de los objetivos que 
pretendan alcanzarse, de lo que se entienda por coste y beneficio y de qué factores son 
tenidos en cuenta en el análisis54. En este sentido, en el presente estudio no definimos un 
marco institucional óptimo, mejor que los demás; analizamos las ventajas e inconvenien-
tes de cada uno de ellos para alcanzar los distintos objetivos que pueden plantearse en la 
gestión del agua y, una vez establecidos los objetivos que consideramos que, en el mo-
mento actual, deben fijarse para la gestión del agua en nuestro país, definimos el marco 
institucional más apropiado para alcanzarlos. 

Así, teniendo en cuenta las principales tendencias de futuro - creciente valoración del 
medio ambiente, financiación pública limitada y necesidad de reasignación del agua -
consideramos que el escenario de CONTROL es el más adecuado para lograr una asig-
nación eficiente del agua compatible con su gestión sostenible desde el punto de vista 

14 Es lo que MacDonnel l y Howe han denominado acritud contable. 
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medioambiental, dado que aprovecha las posibilidades que ofrece el mercado en térmi-
nos de eficiencia en la asignación, limitando al máximo los efectos negativos que el uso 
de este mecanismo genera sobre terceros y sobre el medio ambiente. En definitiva, se 
trata de un escenario en el que el mercado actúa como instrumento en manos de la 
sociedad, y no la sociedad, ni el agua, en manos del mercado. 

5. PROPUESTAS PARA EL USO AGRARIO 

Dado que el consumo de agua en la agricultura representa cerca del 80% de los usos 
consuntivos del agua tanto en España como en Andalucía, la gestión del recurso en este 
sector constituye un elemento básico para lograr una gestión racional y sostenible del 
conjunto de los recursos hídricos. Esta razón, unida a la ya comentada sobre las limita-
ciones que el sistema tarifario tiene para incentivar un uso eficiente del agua en este 
sector, es la que me ha llevado a dedicar el presente apartado al análisis del uso del agua 
en la agricultura y al estudio de medidas que pueden contribuir a mejorar su gestión. 

El apartado está estructurado en cuatro secciones: en la primera se analiza la situa-
ción actual del regadío andaluz, principalmente en relación con su consumo de agua; en 
la segunda se estudia la eficiencia en el uso del agua en el sector agrario comparando la 
rentabilidad marginal del agua en el regadío con el coste que supone la gestión del recur-
so; en la tercera se definen las variables que condicionarán el futuro del regadío y en la 
cuarta y última se definen una serie de medidas que pueden contribuir a una mejor 
gestión del agua en la agricultura andaluza. 

EL USO DEL AGUA EN EL REGADÍO; SITUACIÓN ACTUAL 

En Andalucía hay, de acuerdo con el Avance del Plan Nacional de Regadíos, 668.000 
hectáreas de superficie dedicadas al regadío55, con una demanda neta de agua56 de 4.070 
hm3, que representa un 80% de la demanda de agua en la región. En España, según la 
misma fuente, existen 3,4 millones de hectáreas de regadío, con una demanda neta de 
24.245 hm3 de agua, que representa, igualmente, un 80% de la demanda neta de recursos 
hídricos de nuestro país. 

" Que representan aproximadamente un 7 ,5% del territorio andaluz y un 16% de sus tierras de cultivo. 
" La demanda neta es igual a la demanda bruta menos los retornos a acuíferos o caudales, que se est ima son del orden del 

15% de la demanda bruta. 
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Del estudio de caracterización de los regadíos andaluces realizado para la elaboración 
del Plan Nacional de Regadíos, se desprenden las siguientes conclusiones: 

� Un 45% de la superficie de regadío es de promoción pública y un 55% de promo-
ción privada. 

� El regadío se estructura principalmente en organizaciones colectivas de riego, 
abarcando las dos terceras partes de la superficie total de riego. 

� Un 69% de la superficie regable se abastece de aguas superficiales, un 30% de 
aguas subterráneas y el restante 1% de aguas depuradas y provenientes de trasvases 
del resto de España. Sin embargo, en la cuenca del Sur y en la cuenca de Guadiana 
II predominan las explotaciones con aguas subterráneas. 

� Un 45% de la superficie se riega por gravedad, un 20% por aspersión, y el restante 
35% por sistemas de riego localizado37. Los sistemas de riego por aspersión y los 
sistemas de riego localizados son predominantes en los regadíos privados y en los 
situados en la cuenca del Sur. 

� El 65% de la superficie de regadío tiene dotaciones de agua similares a las defini-
das por el Plan Hidrológico, el 25% está infradotada y el 10% sobredotada. 

� Existe una absoluta preponderancia de la repercusión del coste del agua por uni-
dad de superficie regada (a excepción del regadío en Almería donde predominan 
las tarifas volumétricas). 

Por otro lado, Corominas (1996) ha calculado que la productividad relativa del 
regadío andaluz respecto al secano es de 6, con diferencias importantes en función del 
tipo de cultivo58 ; se logran productividades muy elevadas (17) en los cultivos intensivos 
(cultivos de invernadero, fresa, flor cortada, subtropicales, cítricos, etc.), que representan 
un 27% de la superficie de regadío y un 40% de la producción final agrícola de la región; 
productividades reducidas (2,5) en los cultivos semi-intensivos (algodón, remolacha, 
olivar, etc.), que ocupan un 43% de la superficie de regadío y suponen un 9% de la 
producción final agrícola; y productividades muy reducidas (1,5) en los cultivos 
extensivos (cereales de invierno, arroz, maíz, girasol...), que ocupan un 30% de la 
superficie de regadío andaluz y aportan únicamente un 4% a la producción final agrícola 
de la región. 

37 De acuerdo con Corominas (1996), el 57% de la superficie del regadío se riega por gravedad, el 2 5 % por aspersión y 

únicamente el 18% por sistemas de r iego localizado. 
38 La productividad la calcula comparando el valor de la producción por unidad de superficie en régimen de regadío y en 

régimen de secano. 
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EFICIENCIA EN EL USO DEL AGUA EN LA AGRICULTURA 

El protagonismo del sector agrario en el consumo de agua tanto en Andalucía como 
en España no es, en sí mismo, signo de atraso o de mala gestión económica del recurso. 
La agricultura podría, en teoría, consumir mucha agua (por ejemplo, por las condiciones 
climáticas de nuestro país) de forma eficiente y rentable. 

Aunque, a simple vista, el uso generalizado de sistemas de riego por gravedad (muy 
poco eficientes en el uso del agua, por no decir despilfarradores)59, la escasa utilización 
de sistemas de riego localizados60, la preponderancia de sistemas tarifarios del agua no 
volumétricos, y el mal estado de las redes de riegos61 son indicadores bastante evidentes 
del deficiente uso que del recurso se hace en el sector, a continuación analizamos la 
eficacia del regadío andaluz comparando el coste que supone la gestión y abastecimiento 
del agua con la productividad marginal de este recurso en el sector. 

EL COSTE DEL AGUA 

El coste del agua para el regadío incluye todos los costes que se derivan de las activi-
dades necesarias para disponer del agua en las explotaciones agrarias para el riego de los 
cultivos. Este coste depende, en gran medida, del tipo de abastecimiento de agua (super-
ficial o subterránea) que va unido, generalmente, al régimen de promoción de la explota-
ción. 

a) En los regadíos de iniciativa privada que, generalmente, hacen uso de aguas subterrá-
neas, el coste del agua incluye los costes de energía de bombeo, los costes de 
gestión de la comunidad de regantes a la que pertenecen, y los costes de transpor-
te y aplicación del agua a la parcela, costes que son asumidos por el usuario casi en 
su totalidad62. 

b) En los regadíos de promoción pública con aguas superficiales, el coste del agua incluye 
los costes de regulación y transporte del agua en alta (que mayoritariamente co-
rren a cargo de la Administración dado que las exacciones que pagan los usuarios 
no llegan a cubrir un 20% de los mismos), y los costes que asume el agricultor 
para distribuir el agua en las parcelas. 

59 Arrojo y Bernal (1997), por ejemplo, asignan una eficiencia del 65% al riego por inundación (a pie) y del 85% a los 
sistemas de riego a presión (goteo, aspersión). 

"' Para una descripción detallada de los distintos sistemas de riego ver Losada (1997). 
" De acuerdo con el Plan Nacional de Regadíos, más del 7 0 % de las redes tienen más de 20 años y un 29% más de 200 

años, y más de 100.000 km. de acequias presentan múltiples deficiencias de las cuales una buena parte siguen siendo 
cauces en tierra. 

1,2 Digo "cas i" en su totalidad por la existencia de external idades negativas derivadas de la posible contaminación y 
sobreexplotación de acuíferos. 
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c) En los regadíos tradicionales, aquellos constituidos antes de 1900, el coste incluye 
únicamente los costes de distribución de agua en las parcelas asumidos por los 
usuarios, dado que las infraestructuras de regulación y transporte en alta están ya 
totalmente amortizadas. 

La Junta de Andalucía calculó, en 1988, el coste del agua destinada al regadío de 
promoción pública en la región en 13,8 pts/m3. Corominas (1996) ha actualizado estos 
cálculos para 1996 y obtiene un precio medio de 26,1 pts/m3 del que los agricultores 
únicamente asumen 6 pts/m3, un 23% del coste total del agua. 

En el caso de los regadíos privados con aguas subterráneas, los costes tienden a ser 
inferiores a los de los regadíos públicos, dado que no requieren inversiones para su 
regulación y transporte en alta, y su cuantía depende, en gran medida, de la profundidad 
a la que estén situados los acuíferos de los que se abastecen. De los datos de una encuesta 
realizada por la Consejería de Agricultura de la Junta de Andalucía sobre consumos y 
costes en el Guadalquivir (no publicada), parece deducirse un coste medio cercano a las 
11 pts/m3, coste similar al calculado para el regadío de la Comunidad Valenciana (Avellá, 
Caries y García, 1996). 

Hay que tener en cuenta que aunque el coste del agua en los regadíos privados es 
menor que en los públicos, el coste para el agricultor es superior dado que no recibe 
subvención alguna. En los regadíos tradicionales el coste no incluye coste alguno por 
inversiones en alta ni por bombeo de agua y puede situarse en torno a las 6 pts/m3. 

PRODUCTIVIDAD MARGINAL DEL AGUA 

Para evaluar la eficiencia del uso del agua en el regadío comparamos estos costes con 
la productividad marginal del m3 de agua en el regadío, es decir, con el valor adicional que 
se obtiene al aplicar un m3 de recurso en el mismo. (Ver Corominas, 1996). 

Su cálculo se realiza estimando, en primer lugar, las diferencias en producción que, 
respecto al secano, supone poner una hectárea de superficie en régimen de regadío. 
Multiplicando esta producción adicional por el precio de kg. del producto obtenemos el 
valor de producción adicional y dividiéndolo por el número de m3 consumidos por hec-
tárea obtenemos la productividad marginal del m3 del recurso. 

Se ha calculado esta productividad para la campaña 1996 en la Cuenca del Guadalqui-
vir obteniendo los resultados que se muestran en el cuadro 6. 
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Cuadro 6 

Productividad marginal del agua en la cuenca del Guadalquivir (1996) 

Cereal, y Girasol y Maíz y Algodón Remolacha Hortícolas Olivar 

legum. de otras sorgo y cultivos y frutas 

invierno oleaginosas extensivos 

Increm. prod, (kg/ha) 1.800 2.000 7.000 2.000 18.000 20.000 1.800 

Precio m e d i o (pts/kg) 28 32 27 150 8 45 140 

V a l o r i n c r e m e n t o (pts) 50.400 64.000 189.000 300.000 144.000 900.000 252.000 

Cons . anual (m 3 /ha) 3.500 6.500 10.750 11.500 8.000 10.500 4.500 

Product iv . marg ina l del 14 10 18 26 18 86 56 

agua (pts/m 3 ) 

% g r u p o de cult ivos 14,4 19,6 7,3 21,0 14,0 13,4 10,3 

Cons . agua (mili, l i tros) 223 564 347 1069 496 623 205 

% cons . agua agricult . 6,3 16,0 9,8 30,3 14,1 17,7 5,8 

Comparando los resultados del cuadro con el coste estimado del agua se obtienen las 
siguientes conclusiones. 

� Los cultivos hortofruticolas y el olivar de regadío son los cultivos que consiguen 
una mayor rentabilidad marginal en el uso del agua en la cuenca. En estos cultivos 
la productividad marginal del agua es muy superior al coste del agua tanto para los 
regadíos de iniciativa pública como para los regadíos de iniciativa privada. 

� Los cultivos de algodón, maíz, sorgo, remolacha y otros cultivos extensivos, tie-
nen una rentabilidad marginal del agua baja (entre 25 y 18 pts/m3). Dados los 
costes medios del agua calculados, esto implica que el regadío de estos cultivos 
sólo es eficaz si se lleva a cabo en régimen privado y con aguas subterráneas y que 
no es rentable si se trata de regadío de promoción pública con aguas superficiales. 

� Los cultivos de cereales y leguminosas de invierno, y fundamentalmente el girasol 
y otras leguminosas, obtienen una rentabilidad marginal del agua muy reducida, lo 
que implica que no superarían el umbral del coste del agua superficial y sólo en 
algunos casos el coste de aguas subterráneas. 

Teniendo en cuenta que los cultivos con rentabilidades marginales del agua más redu-
cidas son propios de los regadíos públicos, esto supone que cerca del 35% del regadío de 
la cuenca del Guadalquivir no superaría el coste de utilización del agua. Así, si el m3 de 
agua para el regadío tiene un coste de 26 pts, y el beneficio que se obtiene del mismo es 
inferior a las 18 pts, el uso de ese agua supone para la sociedad una pérdida neta superior 
a 8 pts/m ' y esto sin tener en cuenta el coste de oportunidad del uso del agua en estos 
cultivos que, muy probablemente, es positivo. Estos regadíos poco rentables se mantie-
nen dado que para el agricultor, el coste del agua, 6 u 8 pts/m3 (el resto de costes, hasta 
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las 26 pts, están subvencionados), es inferior a la productividad marginal del recurso 
(superior a las 10 pts/m3). 

No se dispone de la información necesaria para realizar estos cálculos para el regadío 
del resto de la región. Sin embargo, teniendo en cuenta el tipo de explotaciones en las 
cuencas del Sur y Guadiana II (con mayor predominio de cultivos intensivos y mayor uso 
de aguas subterráneas), es de esperar que la productividad marginal del agua en el resto de 
la región sea superior a la productividad marginal del agua en la cuenca del Guadalquivir. 

Con todo, y teniendo en cuenta la importancia que el regadío de la cuenca del Gua-
dalquivir tiene en el regadío de la región (representa un 68% de la superficie de regadío y 
un 70% de la demanda neta de agua del sector en Andalucía), puede concluirse que el 
uso del agua en una parte considerable del sector agrario andaluz (en especial en los 
regadíos de promoción pública con aguas superficiales dedicados a cultivos extensivos) 
es muy poco eficiente, siendo el coste del agua para la sociedad superior al beneficio 
marginal del recurso en el regadío. 

PERSPECTIVAS DE FUTURO DEL REGADÍO ANDALUZ 

El desarrollo del regadío andaluz y español en los próximos años está condicionado 
por una serie de factores de difícil modificación. En grandes líneas son los siguientes: 

� La progresiva liberalización y apertura comercial del sector agrario español al ex-
terior como resultado del desarme arancelario de la CE, fruto de los acuerdos de 
la Ronda de Uruguay del GATT. En el contexto de la Unión Europea, como 
consecuencia de la reforma de la PAC, la progresiva sustitución de políticas de 
precios garantizados por políticas de precios liberalizados, con objeto de eliminar 
excedentes, y la aplicación de políticas de mantenimiento de la renta agraria. 

� Recursos hídricos limitados o incluso reducidos para la agricultura, como conse-
cuencia del aumento de demanda de usos ambientales y urbanos del agua, y de la 
imposibilidad de aumentar la oferta de agua, por factores económicos y, funda-
mentalmente, ambientales. 

� Reducción de la financiación pública para la construcción de obras hidráulicas 
para el regadío, como consecuencia de las restricciones presupuestarias derivadas 
del proceso de profundización de la Unión Europea, y de las limitaciones a las 
subvenciones de la Directiva Marco de Política de Aguas de la Comisión 
Europea. 

En este escenario probable de futuro, el desarrollo y crecimiento sostenible del rega-
dío andaluz pasa necesariamente por: 

� Una mejora de su competitividad internacional, basada en la especialización, la 
diversificación, la calidad y la comercialización de sus productos, actividades con 
mayor valor añadido, y no en un mero aumento de la producción. 
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� Una mejor gestión de los recursos hídricos disponibles y una reducción de su 
consumo de agua por unidad de producto. 

PROPUESTAS PARA UN MEJOR USO DEL AGUA 

En el presente apartado se presentan una serie de propuestas cuyo objetivo es mejo-
rar la gestión del agua en el regadío, como condición indispensable para su desarrollo 
sostenible en el futuro. 

POLÍTICAS TARIFARIAS 

Como se ha visto en apartados anteriores, las tarifas por el uso del agua en la agricul-
tura están fuertemente subvencionadas y su estructura (no volumétrica) no fomenta un 
uso eficiente del recurso. En este sentido, parece razonable desde el punto de vista eco-
nómico: 

a) que las tarifas reflejen en mayor medida los costes reales de provisión del servicio 
(o sea, que se reduzcan las subvenciones vía precios del agua) y que las ayudas al 
regadío se dirijan a las explotaciones para no afectar el efecto regulador que el 
precio (o sea, las tarifas) tiene en el consumo de agua en el sector; y, 

b) definir sistemas tarifarios binómicos en función del dpo de culdvo, con bonifica-
ciones y recargos por consumos inferiores o superiores a los normales. 

Como se ha visto en apartados anteriores, los impactos de los aumentos de las tarifas 
sobre el consumo de agua de los agricultores son limitados; en primer lugar, tan sólo un 
tercio del consumo de agua en el sector (aquel posibilitado por obras de regulación 
realizadas a cargo de la Administración) está sujeto al sistema tarifario del recurso y, en 
segundo lugar, el consumo de agua en los regadíos públicos (sujetos a las tarifas) dende 
a ser insensible al precio del agua hasta niveles muy superiores a los actuales. 

Con todo, estas modificaciones permidrían una mayor recuperación de costes del 
servicio, fomentarían un ahorro de agua en los regadíos públicos y, lo que es probable-
mente más importante, desincendvarían la creación de nuevas explotaciones de regadío 
poco rentables. 

POLÍTICAS DE INCENTIVOS AL ABANDONO DE REGADÍOS 

Los regadíos menos rentables desde el punto de vista económico, generalmente rega-
díos públicos dedicados a cultivos extensivos, sólo se mantienen gracias a las ayudas 
comunitarias y a precios del agua fuertemente subvencionados. 
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Teniendo en cuenta las tendencias comentadas (escasez de recursos hídricos, elimi-
nación de precios regulados, apoyo al mantenimiento de la renta agraria, creciente aper-
tura al exterior de los mercados agrarios), podrían definirse políticas públicas que 
incentivaran el abandono temporal o definitivo de los regadíos menos rentables (de du-
dosa viabilidad económica a medio y largo plazo). 

Así, por ejemplo, podría diseñarse una política de subvenciones anuales por hectárea 
de regadío no explotada a la que se acogerían, únicamente, los regadíos cuya rentabilidad 
por hectárea fuera inferior a la cuantía de la subvención. Contando con las ayudas comu-
nitarias disponibles (políticas de retirada de superficies de cultivos, de reforestación de 
tierras agrarias, etc.), la financiación de estas políticas no sería muy problemática, sobre 
todo teniendo en cuenta que generarían unos excedentes hídricos considerables a corto 
plazo que podrían utilizarse para resolver muchos de los problemas de abastecimiento 
urbano y de demandas ambientales de agua a un coste muy inferior que el que supondría 
el aumento de la oferta del recurso mediante la construcción de obras hidráulicas. Así, si 
un 15% de la superficie de regadío se acogiera a estas políticas, se conseguiría reducir el 
consumo de agua en el sector en aproximadamente un 12%63, esto es, un 9,6% del 
consumo total de agua, lo que contribuiría a resolver el déficit hídrico de la región. 

Parece evidente que la estrategia de futuro del regadío de la región no puede basarse 
únicamente en criterios de eficiencia económica sino que debe tener en cuenta la reper-
cusión que el regadío tiene sobre la ordenación del territorio, el desarrollo rural, el em-
pleo y la conservación de la naturaleza''4. En este sentido, con objeto de minimizar los 
posibles impactos negativos que el abandono de regadío pudiera tener sobre estos facto-
res, sería conveniente que estas políticas fueran acompañadas por políticas de diversifica-
ción productiva, de creación de empleo y de otras políticas de dinamización, necesarias 
para el logro de un desarrollo rural sostenible. 

GESTIÓN COMUNAL DE LAS AGUAS SUBTERRÁNEAS 

La explotación de aguas subterráneas constituye un elemento fundamental para la 
satisfacción de las demandas hídricas tanto del regadío como de los abastecimientos 
urbanos, en especial en situaciones de sequía65. Sin embargo, su gestión y uso son uno de 
los problemas básicos aun sin resolver en la gestión del agua en nuestro país, y en concre-
to en Andalucía. Grosso modo, los problemas que afectan a su gestión son la sobreexplotación 
de acuíferos y sus afecciones a cursos fluviales y humedales, la salinizacion de acuíferos 
costeros y la contaminación creciente de las aguas subterráneas. 

63 Teniendo en cuenta que los regadíos menos product ivos util izan más agua por ha que la media regional. 
64 De acuerdo con Corominas (1996) el impacto de estas polít icas sobre el empleo sería muy reducido dado que existe 

una clara relación entre empleo generado y productividad marginal del agua. 
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Las razones que explican la evidente insostenibilidad de esta gestión hay que buscar-
las, a mi entender, en el marco institucional que caracteriza su aprovechamiento. Las 
aguas subterráneas son, en su gran mayoría, privadas, y el control público sobre su uso es 
prácticamente inexistente66. 

No existen, por lo general, acuerdos entre los propietarios de las aguas (aquellos con 
terrenos sobre el acuífero) para su gestión conjunta, lo que provoca que su explotación 
se realice de acuerdo con la ley de la captura (es decir, sin tener en cuenta su valor futuro) 
que, evidentemente, conduce a una gesdón ineficiente del recurso que se traduce en su 
sobreexplotación y contaminación, que se acentúa a medida que se mejoran las tecnolo-
gías de perforación y bombeo y se reducen sus costes. 

La Administración, por otro lado, no tiene los medios técnicos y humanos para con-
trolar el uso de las aguas subterráneas y hacer cumplir las normas legales a los adminis-
trados; es muy difícil, por ejemplo, controlar si el uso del agua por parte de un regante es 
igual a la que le corresponde, controlar las perforaciones de pozos ilegales, o hacer cum-
plir las condiciones de utilización de aguas en acuíferos definidos como sobreexplotados68. 

Esta situación podría mejorarse, a mi entender, si los propietarios de las aguas subte-
rráneas, los que las utilizan, se asociaran para gestionar el recurso de forma conjunta, 
conscientes de que sus decisiones de hoy afectan a su bienestar del mañana. El elevado 
coste que supone la aplicación efectiva de políticas de control públicas sobre el uso de 
estas aguas y las nefastas consecuencias que se derivan de la explotación privada de las 
mismas (sin acuerdos de gestión conjunta entre los propietarios) suponen que, en las 
circunstancias ecológicas, tecnológicas, demográficas, sociales y económicas actuales, la 
forma más racional y económica de gestionar estas aguas sea a través de comportamien-
tos cooperativos entre los agentes que las utilizan; es decir, como indica Bromley (1985), 
"a través de acuerdos más o menos explícitos entre los usuarios, que definan quién 
puede y quién no hacer uso del agua, y las reglas de conducta en su explotación"69. Esta 
opinión es compartida por un número creciente de autores (Chamoux y Contreras, 1996, 
Batista, 1996, Ostrom, 1986, Aguilera, 1992). 

65 Cubren en nuestro país un 3 5 % de las demandas de regadío y un 2 5 % de las de abastecimiento, con porcentajes 

similares para el caso de Andalucía , Maestu (1997). 
66 El aprovechamiento de aguas subterráneas requiere, como en el caso de las aguas superficiales, conces ión administra-

tiva; sin embargo, la Ley de Aguas de 1985 prorroga los derechos privados anteriores a su aprobación, lo que supone, 

según Maestu (1997), que de los 446.000 aprovechamientos subterráneos est imados, sólo el 3 % están en régimen de 

concesión, y el resto son privados o no están declarados. 
68 López Sanz (1997) analiza, por ejemplo, las enormes dif icultades y costos que ha tenido el control del agua utilizada en 

el marco del Programa de Compensac ión de rentas agrarias en las unidades hidrogeológicas 04.04 de La Mancha 

Occidental y 04.06 del C a m p o de Model - conocido como Plan de Humeda les -en el que se paga por no regar con 

aguas subterráneas para evitar la desecación de los humedales de las Tablas de Daimiel y las Lagunas de Ruidera, así 

como los dudosos resultados alcanzados. 
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En este sentido, sería necesario un apoyo explícito de la Administración con objeto 
de incentivar la creación de este tipo de sistemas de gestión de las aguas subterráneas, en 
especial de aguas subterráneas de propiedad privada. El apoyo podría consistir en sub-
venciones directas para la creación de asociaciones, programas de formación de técnicos 
y gestores especializados en gestión comunal de recursos, programas de transmisión de 
información sobre el estado de los acuíferos a los usuarios, etc. Estas propuestas pueden 
parecer, como indica López-Sanz (1997), ingenuas, dado que un cambio en una forma 
de gestión de un recurso requiere cambios en la cultura y los comportamientos, en rela-
ción con el mismo, fuertemente arraigados en la sociedad. 

Sin embargo, es importante tomar conciencia de que, en las condiciones actuales 
(demográficas, tecnológicas, sociales, ecológicas y económicas) la explotación comunal 
de los acuíferos constituye la opción más racional (quizás la única) para conseguir una 
gestión sostenible de las aguas subterráneas y en consecuencia para una gestión sosteni-
ble del conjunto de los recursos hídricos. 

POLÍTICAS DE GESTIÓN DE LA DEMANDA 

Un desarrollo sostenible del regadío andaluz desde el punto de vista del equilibrio 
hidrológico requiere reducir considerablemente el consumo de agua por unidad de pro-
ducto en el sector. Una de las formas de conseguir este objetivo es la aplicación de 
políticas de gestión de la demanda y conservación del agua, analizadas en detalle ante-
riormente. 

Los usuarios agrícolas pueden reducir su consumo de agua introduciendo tres tipos 
de medidas: 

� Modificaciones en las parcelas de regadío y en los sistemas de almacenamiento de 
agua, con objeto de mejorar la gestión del recurso y su distribución y aplicación en 
los terrenos. Incluyen estrategias de nivelación y rotulación de terrenos, aisla-
miento de acequias, utilización de balsas reguladoras, etc. 

� Políticas de gestión del agua en cantidad y calidad teniendo en cuenta las condi-
ciones climáticas y de los suelos, con objeto de mejorar la eficiencia hídrica en el 
riego (es decir, la asimilación del agua por las plantas); incluyen la utilización de 
información sobre la calidad del agua, las condiciones de los suelos, las precipita-
ciones, la humedad del aire, etc. para la adopción de decisiones sobre el riego 
(calidad, cantidad, horario, etc.). 

69 En estas condic iones la gest ión se llevará a cabo, en términos económicos, maximizando la corriente de benef ic ios 

futuros, actualizada adecuadamente por el tipo de descuento, lo que constituirá un método de gest ión eficiente. 



� Modificaciones o sustituciones de los sistemas de riego, con objeto de mejorar la 
eficiencia en el uso del agua (de sistemas poco eficientes como el riego por en-
charcamiento a sistemas por presión, mucho más eficientes, como la aspersión o 
el riego localizado). 

Aunque los tres tipos de estrategias permiten una gestión más eficiente del agua, las 
políticas de modificación o sustitución de sistemas de riego son las que permiten un 
mayor ahorro en el uso del recurso. 

El principal obstáculo que existe para la aplicación de este tipo de medidas es que, en 
general, los agricultores no tienen incentivos para adoptarlas. 

� En el caso de los regadíos con aguas subterráneas, como mantiene Caries (1997), 
el coste del riego es tan pequeño en relación con los costes totales del cultivo, que 
el comportamiento racional del agricultor no es minimizar el coste del riego por 
unidad de superficie (introduciendo nuevos sistemas de riego más eficientes que 
permitan ahorrar agua) sino el de maximizar el producto mediante la expansión 
de la superficie de riego hasta el límite que permitan las disponibilidades de agua 
(disponibilidades crecientes por las nuevas tecnologías de sondeo y bombeo). Por 
otro lado, la rentabilidad de la aplicación de sistemas eficientes de riego requiere 
unas dimensiones mínimas de las explotaciones que no satisfacen muchos de los 
regadíos. 

� En el caso de los regadíos superficiales, en los que, como hemos visto en aparta-
dos anteriores, las posibilidades de ahorro de agua son mucho mayores (por partir 
de una eficiencia en el uso del agua mucho más baja que en el caso de regadíos con 
aguas subterráneas), los agricultores se enfrentan a una falta total de incentivos 
para introducir sistemas de riego eficientes con objeto de ahorrar agua. En primer 
lugar, una reducción de su consumo de agua por la aplicación de sistemas de riego 
más eficientes no les supone una reducción de las tarifas (dado que son por super-
ficie regada). En segundo lugar, en el marco institucional vigente, no les es posible 
negociar (vender) los excedentes de agua que generen. 

En estas circunstancias, la Administración puede incentivar la adopción de sistemas 
de riego eficientes mediante tres tipos de medidas: 

- Las subvenciones directas para estos fines, dirigidas tanto a regadíos abastecidos 
con aguas superficiales como a regadíos con aguas subterráneas. 

- Las políticas tarifarias volumétricas, dirigidas a regadíos públicos con aguas super-
ficiales. 
La definición de un marco institucional que permita la transmisión de derechos 
de uso de agua, para regadíos con aguas superficiales (esta cuestión se analiza en el 
siguiente punto). 

A continuación se presenta un caso en el que, con el apoyo de la Administración (a 
través de subvenciones), se han llevado a cabo una serie de medidas como las comenta-
das (cambios en los sistemas de almacenamiento de agua y modificaciones en los siste-



mas de riego) que han permitido el desarrollo y crecimiento de un regadío rentable desde 
el punto de vista económico y sostenible desde el punto de vista de la gestión del agua. 

Se trata de las actuaciones realizadas en la zona regable del Canal de Aragón y Cata-
luña en los últimos años70. PLste regadío, creado en 1932, está servido por el embalse de 
Barasona y, a partir de los años ochenta, sufría un déficit de dotaciones de agua conside-
rable. Ante el rechazo social y el elevado coste de las propuestas de creación de nuevos 
embalses, la Comunidad de Regantes ha desarrollado un sistema basado en las balsas de 
regulación en tránsito a lo largo del canal principal y la introducción del riego a presión 
desde las mismas, que permite hacer frente a las nuevas demandas de agua sin aumentar 
el consumo. La Administración ha sufragado el 40% del coste del proyecto. 

La Federación de Comunidades de Regantes del canal estima que los embalses en 
tránsito construidos regulan tanta agua como el embalse de Barasona, y permiten llevar 
a cabo una regulación flexible del recurso; posibilitan aprovechar el canal en tiempos de 
baja demanda e introducir, como así se ha hecho, el riego a presión desde las balsas con 
mínimo coste energético (dado que se realiza por gravedad). Al mismo tiempo, la im-
plantación del riego a presión ha estimulado la aplicación de sistemas de control 
volumétricos de riego y los consiguientes sistemas tarifarios binómicos, con los ahorros 
de agua y comportamientos eficientes en el uso del recurso que ello supone. 

DEFINICIÓN DE UN MARCO INSTITUCIONAL QUE PERMITA LA TRANSMISIÓN DE 
DERECHOS DE USO DEL AGUA 

Anteriormente he analizado con detalle esta cuestión. En relación al regadío conside-
ro que la definición de un marco que permita la transmisión temporal de derechos de 
uso del agua, asegurando la no afección negativa a terceros, puede contribuir a solucio-
nar situaciones puntuales de ineficiencia en la asignación de los recursos hídricos provo-
cadas por la excesiva rigidez del sistema de concesiones actual. Además puede suponer 
también un incentivo para el uso eficiente del recurso en el sector, especialmente en el 
regadío con aguas superficiales, ya que permitiría a los usuarios agrarios del agua sacar 
provecho de los posibles ahorros del mismo. 

Sin embargo, no considero al mercado como un mecanismo adecuado para la asigna-
ción permanente del agua, lo que llevaría, en el caso del regadío, a que los agricultores se 
convirtiesen en una especie de mercaderes del agua. Los agricultores reciben agua para 
un fin determinado, el riego de unas parcelas, y no para que negocien con ella. 

En este sentido, con objeto de conseguir una asignación más adecuada del agua, 
considero conveniente que la Administración, en la medida de lo posible y haciendo uso 

Este e jemplo se ha obtenido de Arrojo v Bernal (1997). 
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de las facultades que le confiere la Ley de Aguas, lleve a cabo una revisión de las conce-
siones de agua para riego (definidas, la mayoría, hace más de 50 años), adecuándolas a las 
nuevas condiciones, en especial en aquellos casos en los que los volúmenes concedidos 
no se utilicen realmente para lo definido, y en los casos en los que las dotaciones sean 
muy superiores a los requerimientos reales de los cultivos. 



CAPÍTULO 4 

CONCLUSIONES 

En los tres capítulos principales en los que se divide este trabajo he analizado el 
problema del agua desde la perspectiva de tres disciplinas económicas. En el capítulo 
primero, los principios de la econometria aplicada me han servido para caracterizar y 
analizar el uso del agua en Andalucía y en España. En el capítulo segundo he mostrado 
y analizado las aportaciones teóricas propias de la microeconomía neoclásica relacio-
nadas con la gestión del agua. Y, finalmente, en el capítulo tercero he entrado en el 
análisis de posibles soluciones económicas al problema del agua utilizando los enfoques 
de la actualmente denominada economía institucional evolutiva. 

Cada uno de estos tres capítulos tiene sus propias conclusiones, las cuales, en algunos 
casos, constituyen aportaciones marginales a los campos de estudio contemplados en el 
trabajo. Sin embargo, el hecho de que el enfoque que he adoptado para tratar el proble-
ma haya quedado circunscrito a un espacio concreto, Andalucía y España, y a un mo-
mento determinado, el actual, hace que las conclusiones generales de este trabajo deban 
situarse en el ámbito de la economía política. 

EL PROBLEMA 

Andalucía, al igual que la mayor parte de las regiones mediterráneas, se enfrenta al 
problema del agua que, dada su creciente gravedad, puede convertirse, si no se toman las 
medidas oportunas, en un serio condicionante para el desarrollo económico y social de 
la región. El agua, elemento básico para la vida, sustento de todos los ecosistemas terres-
tres, y factor clave en la práctica totalidad de las actividades productivas, es, en Andalucía, 
un recurso cada vez más escaso en relación con las apetencias que suscita. Dicha escasez 
genera pérdidas económicas derivadas de las restricciones en los abastecimientos, una 
degradación constante de los recursos hídricos y de los ecosistemas naturales asociados 
y, como consecuencia de todo ello, conflictos territoriales y sectoriales vinculados al uso 
del agua disponible. La situación es especialmente preocupante en el sector 
agroalimentario, gran consumidor de agua en la región y sector clave para el desarrollo 
andaluz. 
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LAS CAUSAS 

El problema actual del agua en la región es consecuencia, al menos en parte, de la 
insostenibilidad de la política hidráulica que se ha venido realizando en el siglo XX: una 
política centrada de forma casi exclusiva en el aumento de la oferta de agua mediante la 
construcción de obras hidráulicas. En una perspectiva global, son indiscutibles los lo-
gros económicos y sociales de dicha política, pero lo cierto es, también, que, en nuestros 
días, se perciben cada vez con más intensidad los efectos perversos que, a mi juicio, ha 
producido y sigue produciendo. Porque el modelo de crecimiento intensivo en agua que 
ha provocado, que implica un aumento constante de la demanda de agua es, hoy en día, 
difícilmente sostenible: no es ya posible, en un contexto de restricción del gasto público 
y de creciente sensibilización sobre el medio ambiente, seguir haciendo frente a este 
aumento constante de la demanda a través de políticas públicas de regulación, que se 
traducen en enormes y crecientes costes económicos y ambientales. 

LAS CONSECUENCIAS 

De hecho, en los últimos años se ha podido percibir una ralentización del ritmo de 
aumento de la oferta de agua que, al no ir acompañado por una disminución del ritmo de 
crecimiento de su consumo, ha generado una situación de déficit hídrico estructural en la 
región, cuyos efectos negativos sólo se hacen patentes, por el momento, en los periodos 
prolongados de sequías. Si estas tendencias, en la oferta y la demanda, se mantuviesen en 
los próximos años, podrían provocar un agravamiento del déficit hídrico ya existente, lo 
cual tendría consecuencias de tal transcendencia, que la gestión del agua podría conver-
tirse en un factor limitante para el desarrollo económico y social de Andalucía. 

EL CAMBIO NECESARIO 

Las nuevas circunstancias socio-económicas, los nuevos valores imperantes en la so-
ciedad, exigen nuevos planteamientos en la gestión y uso del agua. No podemos seguir 
considerando al agua como un bien abundante y de existencias ilimitadas; no podemos 
pensar en un aumento indefinido de su consumo como si no tuviera coste alguno para la 
sociedad. La gestión del agua en nuestros días precisa una mejor gestión de los recursos 
ya existentes. 

El agua disponible en Andalucía es, gracias a la regulación ya realizada, suficiente 
para satisfacer las demandas que provienen de las necesidades humanas. El problema 
no es tanto de escasez como de insostenibilidad económica y ambiental de ciertos hábi-
tos de consumo. Resulta obligado, en las circunstancias actuales, pasar de gestionar y 
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regular el recurso natural agua, a gestionar y regular su demanda y los hábitos de consu-
mo; aprovechar al máximo los recursos disponibles limitando, en la medida de lo posi-
ble, la ampliación de la oferta de agua. Una ampliación que se viene produciendo a 
través de costosos proyectos de regulación que repercuten en aumentos no estrictamen-
te necesarios de la demanda de agua, lo cual produce una mayor degradación de los 
recursos hídricos. 

Pero, para que estos nuevos hábitos y medidas puedan abrirse camino, se precisa, a 
mi juicio, un cambio en la forma de entender el ciclo hidrológico, tradicionalmente inter-
pretado desde la perspectiva de la mecánica de fluidos y la ley de conservación de la 
materia. Según esta interpretación, la acción del hombre sobre el agua, cualquiera que 
esta sea, no producía impacto alguno sobre el ciclo hidrológico, visto como algo cerrado, 
sin fuentes ni sumideros. Hoy es difícil aceptar este planteamiento; toda regulación y uso 
antrópico del agua, se sabe, tiene efectos sobre el sistema hidrológico, al afectar a la 
calidad y posición gravitatoria de este recurso. No se puede interpretar el ciclo sin tener 
en cuenta la ley de la entropía que demuestra la imposibilidad de que existan procesos en 
los que los logros conseguidos no entrañen pérdidas netas de materia o energía disponi-
ble. No se pone en duda que el sistema hídrico sea movido, en último término, por la 
energía solar, pero ello no significa que el hombre pueda acelerarlo (usando el agua), 
retrasarlo (conservando los recursos) e incluso invertirlo (depurando, desalando y bom-
beando). En este sentido, parece necesario profundizar en el conocimiento de los proce-
sos que ocurren dentro del ciclo, analizar los efectos que la acción antrópica tiene en 
cada momento, e identificar las situaciones que justifiquen reducir o retrasar las pérdidas 
del mismo como medio para recuperar el equilibrio perdido. 

LA ECONOMÍA ANTE EL PROBLEMA DEL AGUA 

Considero que, en el escenario que acabo de describir, en el que se defiende la nece-
sidad de lograr una mejor gestión de los recursos existentes para hacer compatible la 
satisfacción de las necesidades con el mantenimiento de la integridad de los sistemas 
acuáticos, la ciencia económica, como disciplina que analiza la gestión óptima de recur-
sos escasos, puede contribuir tanto al análisis y la comprensión del problema como a su 
solución en el futuro. 

En el capítulo primero, tras mostrar los datos sobre la oferta y la demanda de agua en 
la región y el marco institucional que caracteriza su uso, se utilizan los recursos de la 
econometria aplicada para profundizar en el conocimiento del problema del agua en 
Andalucía: se definen y aplican unos modelos input-output con objeto de profundizar 
en el conocimiento de las relaciones entre la economía y el agua en la región. Los mode-
los definidos presentan, en relación con la abundante literatura sobre el análisis input-
output y sus aplicaciones, la originalidad de ser modelos particionados "híbridos" en los 
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que una parte de la economía (en este caso el sector agua) se aborda en unidades físicas 
(m3) y el resto de la economía se aborda en unidades monetarias. 

Aplicando los modelos, cuantifico la estructura sectorial del uso del agua en la región, 
las interrelaciones entre la producción y precios del sector agua y la producción y precios 
del resto de los sectores, y llego a la conclusión de que el crecimiento y desarrollo del 
sector productivo andaluz, y en particular del sector agroalimentario, sólo es sostenible 
desde el punto de vista de la gestión del agua si va acompañado de una reducción subs-
tancial de sus coeficientes de consumo de agua por unidad de producto y unidad de 
demanda final. 

En el capítulo segundo del trabajo se presenta la teoría económica que he considera-
do que podría ser relevante para el tratamiento de la problemática del agua (fundamen-
talmente la economía de la gestión de los recursos naturales y la economía de los servi-
cios públicos) y en el tercero se han analizado las posibilidades de aplicación de dicha 
teoría a la gestión del agua en Andalucía y en España. 

Básicamente, son dos las corrientes económicas que abordan el problema del agua: la 
economía medioambiental y la economía ecológica. La primera achaca el problema de 
forma prioritaria a los fallos del mercado, causados por el carácter de bien público del 
agua y por las externalidades negativas que su uso genera. Esta corriente propone como 
soluciones la definición de derechos de propiedad sobre el recurso, la utilización del 
mecanismo de mercado para su asignación y la definición y aplicación de precios sobre 
las funciones medioambientales del agua (precios que el mercado no puede establecer y 
que reflejan el valor que la sociedad concede a esas funciones). 

Para la segunda, la economía ecológica, el problema del agua se deriva del modelo de 
crecimiento actual, que es, por naturaleza, insostenible, al definirse de forma aislada e 
independiente del sistema ecológico general. Esta corriente propone como solución la 
definición y aplicación de límites cuantitativos a la degradación de los recursos provoca-
da por el desarrollo económico, límites definidos a partir de las leyes de la termodinámi-
ca, las leyes físicas, las leyes económicas, etc. 

Estos dos planteamientos no son tan diferentes como en principio pudiera parecer; 
ambos consideran que la raíz del problema del agua se encuentra en la falta de regulación 
de su uso que, unido a la falta de conciencia medioambiental, se traduce en una utiliza-' 
ción excesiva del recurso y provoca, como consecuencia, una degradación constante de 
los sistemas hídricos y de los ecosistemas asociados. 

La perspectiva de la economía medioambiental ha sido la que he adoptado, principal-
mente, en este trabajo; pero también, al definir y aplicar el modelo input-output al caso 
de Andalucía en el capítulo primero, con el objetivo de mejorar el conocimiento de las 
relaciones entre el sistema económico y los recursos hídricos en la región, me he aproxi-
mado, en cierto sentido, al ámbito de la economía ecológica. Ahora bien, las opciones 
económicas analizadas y las soluciones propuestas son propias de la economía ambien-
tal; básicamente, mecanismos económicos tradicionales (precios, mercados, etc.) adapta-
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dos a la problemática de un recurso natural como es el agua, con el objetivo de mejorar 
la eficiencia económica en su uso y disfrute. 

Haber adoptado dicho enfoque medioambientalista no significa, sin embargo, que 
las medidas que se proponen no contribuyan a alcanzar los objetivos propios de la 
economía ecológica. Muy al contrario, la eficiencia en el uso del agua se considera una 
condición necesaria, aunque no suficiente, para lograr la sostenibilidad en la gestión 
y uso del recurso. Las propuestas económicas realizadas (precios, mercados, políticas 
de gestión de la demanda) tienen como objetivo vincular el uso del agua, su demanda, 
al coste que supone la gestión del recurso; en el contexto actual de sensibilización 
medioambiental, esto supone, por lo general, incentivar un mejor aprovechamiento de 
los recursos existentes y, en consecuencia, una disminución de la demanda de agua, 
lo que contribuye de forma directa a la conservación y respeto del agua, objetivo último 
de la economía ecológica. 

PROPUESTAS 

He analizado en este trabajo el papel que pueden tener en la mejora de la gestión del 
agua en la región tres tipos de instrumentos económicos: las políticas tarifarias, el meca-
nismo de mercado y las políticas de gestión de la demanda. Además he avanzado en la 
definición de potenciales soluciones para lograr un uso eficiente del agua en el sector 
agrario. Considero que está más que justificada la particular atención a este sector, dada 
su gran importancia en el consumo de agua en la región y por las limitaciones que, según 
he podido descubrir, tienen los instrumentos económicos tradicionales (en particular las 
tarifas) para incentivar el uso eficiente del recurso en el sector. 

� POLÍTICAS TARIFARIAS 

El sistema tarifario de los servicios del agua vigente en Andalucía no se utiliza como 
instrumento de gestión del recurso: el uso del agua está fuertemente subvencionado; las 
estructuras tarifarias no incentivan su uso racional; y el sistema en cuestión no se aplica 
a un 40% de los usos consuntivos del agua. 

Considero que sería posible mejorar el carácter incentivador de las políticas tarifarias 
si se establecieran en mayor medida sobre los principios de "quien consume paga" y 
"quien contamina paga", y se definieran estructuras tarifarias basadas en el coste margi-
nal, como los sistemas de bloques crecientes, los estacionales y los sistemas binómicos. 
Estos sistemas constituyen un incentivo permanente para el uso racional del agua, dado 
que definen las tarifas en función del coste marginal que en cada momento supone la 
prestación de los servicios para la sociedad. 
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Por sí solo, sin embargo, el sistema tarifario no puede garantizar un uso racional del 
agua, en especial en el sector agrario. Resumo las razones: limitaciones en su ámbito de 
aplicación; dificultad de introducir en las tarifas el coste de oportunidad del uso del 
recurso; y existencia de fuentes del recurso, particularmente las aguas subterráneas, cuya 
explotación escapa, de hecho, a la regulación de la Administración Pública. 

No considero oportuno definir un precio por el uso en sí del agua, independiente-
mente de las tarifas que hacen referencia a los costes de su gestión y regulación. Aunque 
teóricamente factible, requeriría conocer el coste de oportunidad del uso del agua en 
cada momento lo que, dadas las particulares características del recurso, implica un eleva-
do y complejo proceso de cálculo que, por lo que se, no se ha podido realizar hasta el 
momento. 

Sí considero sin embargo oportuno ampliar el ámbito de aplicación del sistema actual 
de tarifación del agua para cubrir usos del agua no tarifados en la actualidad pero que sí 
suponen un coste para la sociedad (usos de aguas subterráneas, usos privados de aguas 
públicas, usos contaminantes de aguas en la agricultura...). 

� POLÍTICAS DE GESTIÓN DE LA DEMANDA Y CONSERVACIÓN DEL AGUA 

Hacen referencia, estas políticas, al conjunto de actuaciones que facilitan la obtención 
del mayor volumen posible de servicios hidráulicos con la mínima cantidad de agua, es 
decir, que permiten hacer lo mismo, o más, pero con menos agua, reduciendo la deman-
da de agua, mejorando la eficiencia en su uso y contribuyendo, de esta forma, a la conser-
vación del recurso tanto en términos de calidad como de cantidad e incluyen: 

— programas de infraestructuras - detección y eliminación de fugas en las redes, genera-
lización del uso de contadores, gestión informática de los servicios... 

— programas de ahorro - actividades educativas e informativas, definición de sistemas 
tarifarios eficientes... 

— programas de eficiencia - renovación de dispositivos de fontanería y jardinería... 

— programas de sustitución - proyectos de reutilización, reciclaje y desalación de aguas 
saladas o salobres... 

— programas de gestión - auditorías hidráulicas, regulación sobre el uso del agua, defini-
ción y aplicación de programas de incentivos y descuentos. 

Recomiendo vivamente la aplicación generalizada de estas políticas en Andalucía y en 
España por sus evidentes ventajas económicas - es más rentable para la sociedad ahorrar 
agua gestionando su demanda que aumentar su oferta mediante obras hidráulicas - y 
ambientales - la gestión de los recursos existentes permite reducir el consumo de agua y 
con ello la degradación y contaminación de los recursos hídricos, a un coste más bajo del 
que supondría su depuración o el dejar para la generación actual o las generaciones 
venideras un medio ambiente más degradado. 
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. POLÍTICAS DE UTILIZACIÓN DEL MECANISMO DE MERCADO 

En el marco institucional vigente en nuestro país el mercado no constituye, en gene-
ral, un mecanismo disponible para la asignación del recurso. No abogo por un cambio 
institucional que implique que el mercado se erija en el instrumento básico para la asig-
nación de los recursos hídricos, pero mantengo que la definición de un marco que per-
mita la transmisión temporal de derechos de uso del agua en circunstancias específicas, 
asegurando la no afección a terceros, puede contribuir a solucionar situaciones puntuales 
de ineficiencia en la asignación de los recursos hídricos provocadas por la excesiva rigi-
dez del sistema de concesiones actual (por ejemplo en periodos de sequía). Este último 
marco permitiría aprovechar las posibilidades que ofrece el mercado en términos de 
eficiencia en la asignación, limitando al máximo los efectos negativos que su uso puede 
generar sobre terceros y sobre el medio ambiente. 

� POLÍTICAS ESPECÍFICAS PARA EL USO RACIONAL DEL AGUA EN LA AGRICULTURA 

El sector agrario tiene un enorme protagonismo en el uso del agua en Andalucía: 
consume más del 80% de los recursos hídricos disponibles y es el responsable del 85% 
de las necesidades directas e indirectas de agua que la economía requiere para generar su 
demanda final. Por ello, la solución al problema del agua en la región pasa necesariamen-
te por la solución del problema del agua en este sector. 

Pero la agricultura es, al mismo tiempo, clave en el desarrollo andaluz no sólo en 
términos de valor añadido y empleo, sino como factor básico para la sostenibilidad del 
territorio y del desarrollo rural de la región. Es necesario, por tanto, buscar soluciones 
que hagan compatible el crecimiento de este sector con la gestión sostenible de los 
recursos hídricos. Un crecimiento, en definitiva, basado en una mejor gestión de los 
recursos existentes, que podría conseguirse, como se desprende del análisis realizado, 
mediante la aplicación conjunta de: 

— políticas tarifarias de estructuras binómicas; 

— políticas de incentivación al abandono temporal o definitivo de los regadíos me-
nos rentables desde el punto de vista económico y social; 

— políticas de fomento de formas de gestión comunal de las aguas subterráneas de 
propiedad privada; 

— políticas de apoyo a la introducción de sistemas de riego y gestión del agua más 
eficientes; 

— definición de un marco institucional que permita la transmisión temporal de dere-
chos de uso del agua en situaciones determinadas. 

Las medidas que propongo implican un cambio en la forma de abordar el problema 
del agua. Un cambio obligado, ineludible, tanto desde la perspectiva de la solidaridad 
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intergeneracional como desde el punto de vista de la racionalidad económica. Ofrecen, 
todas ellas, incentivos para un uso más eficiente y racional del agua, al relacionar el valor 
del agua con su coste de provisión y, en este sentido, constituyen elementos necesarios 
para el desarrollo de una nueva cultura del agua, de un nuevo código ético para la ges-
tión, el uso y el disfrute de los recursos hídricos. 

EL AGUA EN EL FUTURO 

Me planteo el problema del valor y el precio del agua en el futuro. En la aplicación 
realizada en el primer capítulo he calculado los precios-valor-agua para Andalucía, en 
otras palabras, los precios de los bienes y servicios producidos en la región cuando el 
agua se convierte en el factor productivo que determina el valor de la producción huma-
na, y su desviación en términos relativos respecto a los precios actuales. 

De acuerdo con los cálculos realizados, los precios-valor-agua del sector agrícola 
serían, en término medio, un 610% superiores a los precios actuales; los de la industria y 
la construcción lo serían un 4%, mientras que los de los servicios serían un 66% inferio-
res a los precios vigentes. 

Dicho esto, llego a la conclusión, evidente por otra parte, de que una política de 
gestión del agua que relacionase los precios de los bienes con su contenido en agua en 
situación de máxima escasez de este recurso, movería los precios relativos de los bienes 
en las direcciones antes reseñadas: productos agrícolas relativamente más caros y servi-
cios relativamente más baratos. 

No se me oculta que la actual situación del agua no ha llegado a los niveles de escasez 
que justificaría un escenario de precios-valor-agua como el que aquí hemos analizado. 
Pero se me hace también evidente que, a muy largo plazo, y en un contexto de evolución 
progresiva hacia una optimización del uso de este recurso escaso, convendría que los 
precios relativos de los bienes y servicios producidos empezaran a reflejar con mayor 
claridad la escasez prevista en el futuro y se movieran paulatinamente en la dirección de 
los precios-valor-agua. En otras palabras, parece deseable, desde el punto de vista de la 
economía del agua, que los precios relativos de los productos más intensivos en agua 
mantengan durante las próximas décadas una tendencia al alza en relación con la media 
de los productos. 

La economía funciona bien, cumple su papel en beneficio del hombre, cuando pro-
porciona las señales adecuadas: señales que reflejan el valor que, en cada momento, 
tienen para la sociedad los distintos bienes y que incentivan pautas de consumo adecua-
das. En el caso de los recursos naturales no renovables o de lenta renovación, como es el 
de los recursos hídricos, es fundamental que los precios reflejen progresivamente el 
acercamiento a los límites naturales y es indispensable que, desde el ámbito político, no 
se distorsionen estos mecanismos correctores automáticos de la escasez. En otras pala-
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bras, y para expresarme tal vez con mayor claridad, no es bueno que se subvencione 
explícita o implícitamente el precio del agua y de otros recursos y que, de esta forma, se 
altere el efecto regulador que el precio o las tarifas pueden tener sobre el consumo. 

También sería políticamente incorrecto plantear una disyuntiva entre la agricultura y 
el agua. La tendencia al crecimiento de los precios relativos de los bienes más intensivos 
en agua, básicamente los agrícolas y sus transformados, debe convertir estos productos 
en bienes superiores, más inelásticos al precio y más elásticos a la renta. Una evolución 
semejante repercutiría positivamente en el sector agrario, ya que le permitiría una mayor 
obtención de renta, constituiría una vía para su desarrollo sostenible en el futuro, y ase-
guraría, al mismo tiempo, un uso mas eficiente y racional del agua. 

La sostenibilidad de la gestión de los recursos hídricos, básica para el desarrollo inte-
gral y equilibrado de Andalucía en el futuro, es un complemento indispensable de una 
agricultura competitiva, capaz de desarrollar nichos estratégicos en los productos de 
valor añadido y con una demanda potencial más elevada. La riqueza de la agricultura 
andaluza ha seguido siempre, y debe seguir en el futuro, un camino evolutivo indisociable 
del uso del agua: de la más pobre agricultura de secano se pasa a la mayor riqueza del 
regadío; y, en nuestro tiempo, la riqueza agrícola de Andalucía está pidiendo el paso de 
un regadío con pérdidas e ineficiencias en el uso del agua a un modelo agrario basado en 
la gestión óptima de este recurso. Este es el reto económico que plantea el agua en 
Andalucía en el siglo XXI. 
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